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En Bogotá, D. C., a los once (11) días del mes 
de mayo de dos mil diez (2010) previa citación, se 
reunieron en el recinto del honorable Senado de la 
�������	
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sesionar en pleno.

I
Llamado a lista

El Presidente del Senado, honorable Senador 
Javier Enrique Cáceres Leal, indica a la Secretaría 
llamar a lista, y contestan los siguientes honora-
bles Senadores:

Registro de asistencia honorables Senadores:
Acosta Bendeck Gabriel
Aguirre Muñoz Germán Antonio 
Alvarado Chaves Carlos Enrique 
Andrade Serrano Hernán Francisco
Angarita Medellín Darío
Arenas Parra Luis Elmer 
Arias Mora Ricardo 
Arrieta Buelvas Samuel Benjamín
Ashton Giraldo Alvaro Antonio 
Avellaneda Tarazona Luis Carlos 
Barriga Peñaranda Carlos Emiro 
Benedetti Villaneda Armando 

Bernal Amorocho Jesús Antonio
Bernal Bacca Tulio César
Cáceres Leal Javier Enrique
Canal Albán Jaime Ernesto
Cárdenas Ortiz Carlos
Celis Carrillo Bernabé 
Cepeda Sarabia Efraín José 
Cifuentes Aranzazu Elsa Gladys
Clopatofsky Ghisays Jairo Raúl 
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Cortés Torres Marco Alirio 
Corzo Román Juan Manuel
Cristo Bustos Juan Fernando 
Cuéllar Bastidas Parmenio 
Delgado Blandón Ubéimar 
Dussán Calderón Jaime 
Enríquez Maya Eduardo 
Enríquez Rosero Manuel
Espíndola Niño Edgar 
Estacio Ernesto Ramiro
Ferro Solanilla Carlos Roberto
Galán Pachón Juan Manuel
Galvis Méndez Daira de Jesús

A C T A S   D E   P L E N A R I A
Acta número 36 de la Sesión Ordinaria del día martes 11 

de mayo de 2010
Presidencia de los honorables Senadores: Javier Enrique Cáceres Leal, 

Efraín Torrado García, y Jorge Eliécer Guevara.
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García Realpe Guillermo
García Valencia Jesús Ignacio
Gómez Hurtado Enrique
Gómez Montealegre Jorge Enrique
Gómez Toro Jacobo Faustino 
González Villa Carlos Julio
Guerra de la Espriella Antonio
Guevara Jorge Eliécer
Gutiérrez Castañeda Nancy Patricia
Iragorri Hormaza Aurelio
Jaramillo Martínez Guillermo Alfonso
Jaramillo Martínez Mauricio 
López Maya Alexánder
López Montaño Cecilia Matilde
López Sabogal Ramón Elías 
Mantilla Colmenares Jairo
Mejía Marulanda maría Isabel 
Mora Jaramillo Manuel Guillermo 
Moreno Piraquive Alexandra
Moreno Rojas Néstor Iván
Náder Muskus Mario Salomón
Name Cardozo José David
Núñez Lapeira Alfonso María 
Olano Becerra Plinio Edilberto 
Pedraza Gutiérrez Jorge Hernando
Petro Urrego Gustavo Francisco
Pinto Afanador Yolanda
Piñacué Achicué Jesús Enrique 
Puello Chamié Jesús 
Ramírez Ríos Gloria Inés
Restrepo Betancur Luzelena
Restrepo Escobar Juan Carlos 
Restrepo Gallego Griselda Janeth
Reyes Cárdenas Oscar Josué 
Robledo Castillo Jorge Enrique 
Rodríguez Rodríguez Carlina
Rojas Jiménez Héctor Helí
Salazar Cruz José Darío 
Sánchez Ortega Camilo Armando 
Schultz Navarro Charles William
Sierra Grajales Luis Emilio
Tapias Ospina Jairo de Jesús 
Toro Torres Dilian Francisca 
Torrado García Efraín 
Valdivieso Sarmiento Alfonso 
Velasco Chaves Luis Fernando 
Velásquez Arroyave Manuel Ramiro
Velásquez Reyes Víctor 
Vélez García Jorge Enrique 
Vélez Uribe Juan Carlos
Villegas Villegas Germán 
Virgüez Piraquive Manuel Antonio

Yepes alzate Omar
Zapata Correa Gabriel Ignacio 
Zuccardi de García Piedad.
Dejan de asistir con excusa los honorables 

Senadores:
Córdoba Ruiz Piedad Esneda
Char Chaljub Arturo
Ballesteros Bernier Jorge Eliécer 
Duque García Luis Fernando 
Gerléin Echeverría Roberto
Lara Restrepo Rodrigo
Pérez Pineda Oscar Darío
Rodríguez de Castellanos Claudia
Rodríguez Sarmiento Milton Arlex
Trujillo Sarmiento Jorge Antonio
Serrano Gómez Hugo
11. V. 2010.
Bogotá, 11 de mayo de 2010 
Doctor 
EMILIO OTERO DAJUD 
Secretario General 
Senado de la República 
Ciudad 
Apreciado doctor Otero:
De la manera más atenta me dirijo a usted con 
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sesiones plenarias del Senado que se realicen del 
11 al 21 de mayo, debido a que atenderé la invita-
ción de la Organización Plataforma 2015 y más a 
los eventos que realizará sobre sociedad, política, 
cooperación y derechos humanos en América La-
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Unión Europea y América Latina, que se celebrará 
en España.

La organización del evento se hará cargo de mis 
gastos de viaje, desplazamiento y estancia en Ma-
drid. 

�
�
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��
ante la Mesa Directiva la autorización de mi parti-
cipación en el evento.

Anexo la invitación respectiva.
Cordial saludo, 

Madrid, 7 de mayo de 2010 
Estimada Senadora Córdoba: 
Entre los días 15 a 21 de mayo de 2010 vamos a 

realizar diversas actividades sobre sociedad, polí-
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tica, cooperación y derechos humanos en América 
Latina, en el marco de las reuniones que celebra-
mos las organizaciones de la sociedad civil para 
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América Latina, que como usted sabe se celebra en 
nuestro país, al tener España la responsabilidad de 
la Presidencia de turno de la Unión Europea. 

Para nosotros sería de gran valor su participa-
ción en las actividades mencionadas, para lo que le 
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bajo el título “El diálogo eurolatinoamericano en 
materia de derechos humanos”. 

Los organizadores de las actividades nos hare-
mos cargo de sus gastos de viaje, desplazamientos 
y estancia en Madrid con ocasión de su participa-
ción. 

Reciba un afectuoso saludo, 
Pablo José Martínez Osés,

Coordinador Plataforma 2015 y más.
* * *

Barranquilla, mayo 11 de 2010
Doctor
EMILIO OTERO DALJUD
Secretario General
Senado de la República
Ciudad
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comunicarte que la presente semana no podré asis-
tir a las sesiones programadas debido a una cala-
midad doméstica de última hora, por dos (2) días.

Solicito se registre la respectiva excusa.

* * *
Bogotá D. C, 11 de mayo de 2010 
Doctor 
EMILIO OTERO DAJUD 
Secretario General 
Honorable Senado de la República 
Ciudad 
Respetado Secretario: 
Por motivos de salud, muy respetuosamente, le 

solicito se sirva excusarme por la inasistencia a las 
sesiones plenarias convocadas para los días 11 y 
12 de mayo del año en curso. 

$��
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Atentamente,

Anexo: Excusa médica.

* * *
Bogotá D.C., 10 de mayo de 2010
Doctor
EMILIO OTERO
Secretario General 
Honorable Senado de la República 
E. S. D. 
Respetado doctor Otero: 
Muy respetuosamente me permito excusar al 

honorable Senador Luís Fernando Duque, de la 
No Asistencia a la Sesión Plenaria programada 
para el día martes 11 de mayo, por encontrarse en 
la VI Asamblea Parlamentaria de Eurolat durante 
los días 9 al 16 de mayo en ciudad de Sevilla - 
España y en la IV Cumbre de la Unión Europea 
- América Latina y el Caribe, durante los días 17 
al 19 de mayo en la ciudad de Madrid - España; en 
su calidad de Presidente del Parlamento Andino y 
Copresidente de la Asamblea Eurolatinoamericana 
- Eurolat- componente latinoamericano.

Cordialmente,
María Rosario Méndez Kerguelen,

Asistente Senador Luis Fernando Duque.
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* * *
Bogotá, D. C., mayo 11 de 2010
Doctor
EMILO OTERO DAJUD
Secretario General
Senado de la República
Ciudad
A solicitud del honorable Senador Roberto 

Gerléin E., informo que por razones de salud, con-
&�����
��	�����	
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posible concurrir a las Sesiones de la Plenaria de 
esta semana, ya que debe proceder a atender las 
órdenes médicas.

Atentamente,
Lina Marcela Mogollón,

Asistente.

Bogotá D. C., 11 de mayo de 2010 
Doctor 
EMILIO OTERO DAJUD 
Secretario General 
Senado de la República 
Bogotá, D. C.
Asunto: Presentación de incapacidad médica. 
Respetado doctor Otero: 
Presento ante usted copia de la incapacidad mé-

dica por dos días, expedida el día 10 de mayo, por 
el médico Andrés Mauricio Rodríguez Sierra del 
Centro Médico Colmédica, para excusar mi inasis-
tencia a la sesión de la Plenaria, llevada a cabo el 
día 11 de mayo de 2010. 

Agradezco la atención que haga a la presente. 
Respetuosamente, 

Rodrigo Lara Restrepo,
Senador de la República.

Anexo: copia de la incapacidad en un (1) folio.

* * *
Bogotá D. C., 10 de mayo de 2010 
Doctor 
EMILIO OTERO DAJUD 
Secretario General 
Honorable Senado de la República 
Ciudad
Respetado doctor Otero:
Me permito anexarle copia de la Resolución 

número 119 del 4 de mayo de 2010, para que sea 
excusado ante la Mesa Directiva del honorable 
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Senado de la República, por mi inasistencia a la 
Plenaria convocada para los días 11 y 12 de mayo 
del presente año, por encontrarme participando en 
la Asamblea Parlamentaria Euro Latinoamericana 
- Eurolat- a celebrarse en la ciudad de Sevilla Es-
paña del 10 al 20 de mayo de 2010.

Cordialmente, 
Oscar Darío Pérez Pineda,

Senador de la República. 
SENADO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA

MESA DIRECTIVA
RESOLUCIÓN NÚMERO 119 DE 2010

(mayo 4)
por medio de la cual se autoriza a un miembro 
del Senado de la República a desplazarse fuera 

del país.
La Mesa Directiva del Senado de la República, 

en uso de sus facultades constitucionales y legales, 
y en especial las conferidas por la Ley 5ª de 1992, y 

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Nacional establece en su 

artículo 129, que los Servidores Públicos, no pue-
den aceptar cargos, honores o recompensas de go-
biernos extranjeros u organismo internacionales, 
así como suscribir contratos con ellos, sin previa 
autorización. 

Que el Reglamento Interno del Congreso, en su 
artículo 272, prescribe que las Mesas Directivas 
de Cámara y Senado, mediante acto administrativo 
podrán señalar en qué eventos, casos o situaciones 
los honorables Congresistas requieren previa au-
torización.

Que el numeral 8 del artículo 41 de la Ley 5ª de 
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de Congresistas fuera de su sede, siempre y cuan-
do no implique utilización de dinero del erario. 

Que el día 3 de mayo de 2010 el honorable Se-
nador Oscar Darío Pérez Pineda, como Vicepresi-
dente del Parlamento Andino solicita autorización 
para participar en la Asamblea Parlamentaria Euro 
latinoamericana –Eurolat– a celebrarse en la ciu-
dad de Sevilla - España del 10 al 20 de mayo del 
año 2010, en atención a invitación formulada por 
el doctor Rubén Vélez Núñez Secretario General 
del Parlamento Andino.

Que para que el honorable Senador de la Repú-
blica, pueda aceptar la invitación formulada y pue-
da ausentarse de las sesiones de la Comisión a la 
cual pertenece y a las plenarias de la Corporación, 
convocadas si fuere el caso, se hace necesario que 
la Mesa Directiva del Senado de la República le 
autorice. 

En mérito de lo expuesto, 
RESUELVE:

Artículo 1°. Autorizar al honorable Senador Os-
car Darío Pérez Pineda, como Vicepresidente del 
Parlamento Andino para participar en la Asamblea 
Parlamentaria Euro latinoamericana – Eurolat – a 

celebrarse en la ciudad de Sevilla - España del 10 
al 20 de mayo del año 2010, en atención a invita-
ción formulada por el doctor Rubén Vélez Núñez 
Secretario General del Parlamento Andino. 

Artículo 2°. Expídanse copias de la presente 
�����	����
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Sección de Relatoría, Comisión de Acreditación 
Documental y al Ministerio del Interior y Justicia, 
para su correspondiente decreto de autorización.

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir 
de la fecha de su expedición.

Publique, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 4 de mayo de 2010.
El Presidente,

Javier Cáceres Leal.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
* * *

Bogotá D. C., 11 de mayo de 2010
Doctor
EMILIO OTERO DAJIUD
Secretario General Senado de la República
Bogotá, D. C.
Estimado doctor:
Siguiendo instrucciones de la Senadora Claudia 

Rodríguez de Castellanos, de manera atenta me 
permito anexar fotocopia de la Resolución 118 del 
30 de abril del año en curso, suscrita por la Mesa 
Directiva del Senado de la República donde le au-
torizaron un desplazamiento a la Ciudad de Esto-
colmo - Suecia los días 6 al 12 de mayo de 2010.

Atentamente,
Johana Chaves García,

Asistente V UTL Senadora  
Claudia Rodríguez de Castellanos.

Anexo: Fotocopia Resolución en 2 folios útiles.
RESOLUCIÓN NÚMERO 118 DE 2010

(abril 30)
por medio de la cual se autoriza a un miembro 
del Senado de la República a desplazarse fuera 

del país.
La Mesa Directiva del Senado de la República, 

en uso de sus facultades constitucionales y legales, 
y en especial las conferidas por la Ley 5ª de 1992, y 

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Nacional establece en su 

artículo 129, que los Servidores Públicos, no pue-
den aceptar cargos, honores o recompensas de go-
biernos extranjeros u organismo internacionales, 
así como suscribir contratos con ellos, sin previa 
autorización. 

Que el Reglamento Interno del Congreso, en su 
artículo 272, prescribe que las Mesas Directivas 
de Cámara y Senado, mediante acto administrativo 
podrán señalar en qué eventos, casos o situaciones 
los honorables Congresistas requieren previa au-
torización.
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Que el numeral 8 del artículo 41 de la Ley 5ª de 
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de Congresistas fuera de su sede, siempre y cuan-
do no implique utilización de dinero del erario. 

Que el día 29 de abril de 2010 la honorable 
Claudia Rodríguez de Castellanos, solicita auto-
rización para aceptar invitación formulada por 
el doctor Lennart Torebring Gerente General de 
Sodermaismkyrkan, para participar como confe-
rencista en el Foro mundial sobre la Mujer y la 
Política, evento que se realizará en la ciudad de 
Estocolmo – Suecia, los días 6 al 12 de mayo de 
2010.

Que para que el honorable Senadora de la Re-
pública, pueda aceptar la invitación formulada y 
pueda ausentarse de las sesiones de la Comisión a 
la cual pertenece y a las plenarias de la Corpora-
ción, convocadas si fuere el caso, se hace necesa-
rio que la Mesa Directiva del Senado de la Repú-
blica le autorice. 

En mérito de lo expuesto, 
RESUELVE:

Artículo 1°. Autorizar a la honorable Senado-
ra Claudia Rodríguez de Castellanos para aceptar 
invitación formulada por el doctor Lennart Tore-
bring Gerente General de Sodermaismkyrkan, y 
participar como conferencista en el Foro Mundial 
sobre la Mujer y la Política, evento que se realizará 
en la ciudad de Estocolmo – Suecia, los días 6 al 
12 de mayo de 2010.

Artículo 2°. Expídanse copias de la presente 
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Sección de Relatoría, Comisión de Acreditación 
Documental y al Ministerio del Interior y Justicia, 
para su correspondiente decreto de autorización.

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir 
de la fecha de su expedición.

Publique, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 30 de abril de 2010.
El Presidente,

Javier Cáceres Leal.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
* * *

Bogotá, mayo 11 de 2010
Doctor
EMILIO OTERO
Secretario General
Senado de la República
Ciudad
Ref. Inasistencia Sesión
Respetado doctor:
Por medio de la presente y de acuerdo a la refe-

rencia, me permito informarle que me es imposi-
ble asistir a la sesión de plenaria programada para 
el día de hoy mayo 11 de 2010 por incapacidad 
médica de la cual anexo copia de la misma.

$��
��������	���	������������������������%
Atentamente,

Milton A. Rodríguez Sarmiento,
Honorable Senador de la República.

* * *
Bogotá, mayo 11 de 2010
Doctor
JAVIER CÁCERES LEAL
Presidente
Honorable Senado de la República
Cordial saludo:
Con la presente me permito presentar excusa ya 

que por calamidad doméstica no podré asistir a la 
plenaria citada para el día de hoy.

Agradezco su colaboración y atención prestada 
a la misma

Cordialmente,
Jorge Trujillo Sarmiento,

Honorable Senador de la República.
C.C. Secretaria General honorable Senado de la 

República.
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* * *
Bucaramanga, 11 de mayo de 2010
Doctor
EMILIO OTERO DAJUD
Secretario General
Senado de la República
Bogotá
Estimado doctor Emilio:
Con la presente, y dentro de los términos que 

señala el parágrafo 2° del artículo 4° de la Resolu-
ción 54 de 2006, suscrita por la Mesa Directiva de 
la Corporación, me permito enviarle mi incapaci-
dad médica debidamente legalizada ante la E.P.S, 
Salud Total, expedida por el doctor Carlos Augus-
to Rojas Díaz de la Fundación Carlos Ardila Lulle, 
por el término de treinta (30) días contados a partir 
de la fecha, y hasta el día 9 de junio inclusive; por 
lo tanto, ruego a usted y a la mesa directiva, se 
sirvan excusarme de asistir a las sesiones plenarias 
que se programen hasta ese día de junio en el re-
cinto del Senado.

Atentamente,
Hugo Serrano Gómez,

Senador de la República.
C. C. Sección de Relatoría.

Por Secretaría se informa que se ha constituido 
quórum deliberatorio.

@�������
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ta: Abrase la sesión y proceda el Secretario a dar 
lectura al Orden del Día, para la presente reunión.

Por Secretaría se da lectura al Orden del Día de 
la presente sesión.

ORDEN DEL DÍA
para la sesión ordinaria del día martes, 11  

de mayo de 2010
Hora: 3:00 p. m.

I
Llamado a lista

II
Citación a los señores ministros del Despacho  

y altos funcionarios del Estado
A los señores Ministros de: Comercio, Indus-

tria y Turismo, doctor Luis Guillermo Plata Páez; 
Agricultura y Desarrollo Rural, doctor Andrés Fer-
nández Acosta

Proposición número 170
Cítese a la plenaria del Senado, al Ministro de 

Comercio, Luis Guillermo Plata, para debatir el 
impacto del TLC con la Unión Europea en la eco-
nomía y en la sociedad colombiana y, particular-
mente, en el sector agropecuario.

El debate se realizará el día en que lo determine 
la Mesa Directiva del Senado y se transmitirá por 
televisión.

Jorge Enrique Robledo Castillo.
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Cuestionario
Explicar lo acordado en el TLC entre la Unión 

Europea y Colombia; ¿por qué considera que di-
cho Tratado es positivo para Colombia?; explicar 
en cifras, sector por sector de la economía.

¿Cuáles son las diferencias fundamentales entre 
����^�
�
��������^$�����
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dos?; explicar cada uno de los aspectos y, especial-
mente, el caso del sector agropecuario.

¿Cuáles fueron las diferencias entre lo acorda-
������	�
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tancia en el caso del sector agropecuario. Mostrar, 
en un cuadro de producto por producto, incluido el 
sector lácteo, todas y cada una de las diferencias 
entre los dos momentos de la negociación.

Proposición número 179
(Aditiva la proposición número 170)

Cítese al Ministro de Agricultura y Desarrollo 
Rural, al debate sobre negociación del TLC con la 
Unión Europea.

Carlos Emiro Barriga Peñaranda, Jairo Raúl 
Clopatofsky Ghisays, Manuel Enríquez Rosero, 
Luzelena Restrepo Betancur.

@���������
���������_
Proposición número 180

(Aditiva a la número 170)
Tratado de Libre Comercio entre Colombia  

y la Unión Europea
Cítese al Ministro de Agricultura y Desarrollo 

Rural, doctor Andrés Fernández Acosta, para que 
en debate de control político aprobado en los tér-
minos de la proposición número 170, presentada el 
23 de marzo de 2010, responda al siguiente cues-
tionario en lo referente al sector ganadero en gene-
ral y lácteo en particular en Colombia:

1. Explique la totalidad de la cadena láctea en 
�������
��������	
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�������������-
viene: el modo de interconexión entre los actores; 
el número de la población vinculada directa o indi-
rectamente; la producción total y por departamen-
tos; los volúmenes de comercio internacional y el 
���������	����������	`���
��������
!%

2. Explique la política estatal de la cadena del 
sector lácteo y su compatibilidad con la negocia-
ción de los diferentes tratados de libre comercio, 
en especial el cerrado con la Unión Europea.

3. ¿Cuál fue la participación y posición del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en 
la negociación del Tratado de Libre Comercio y 
el cierre de las mesas, en especial en lo dispuesto 
para el sector lácteo?

4. ¿Cuál es el efecto estimado en el mercado 
colombiano de las concesiones realizadas por el 
equipo negociador colombiano en lo referente a la 
comercialización de leche en polvo, lactosueros, 
quesos, y los diferentes cortes de carnes?

5. Explique la operación del Sistema Andino de 
Franja de Precios adoptado mediante decisión 317 
y su impacto en el mercado de leche. ¿Cuál es la 

implicación de la eliminación de este sistema en 
el esquema de desgravación pactado con la Unión 
Europea?

6. ¿Cuál es la caracterización de la comerciali-
zación de leche cruda en el país? ¿De qué manera 
se está implementando el Decreto 616 de 2006?

7. ¿Cómo se verán afectados estos distribuido-
res de leche cruda con la entrada en vigor del tra-
tado?

8. ¿Cómo se adaptará el sistema de pago de la 
leche cruda establecida en la Resolución 12 de 
2007 ante el nuevo contexto de competencia inter-
nacional?

9. ¿Cuál y cómo se va a implementar el plan de 
ajuste económico del sector lechero para adecuar-
se a las nuevas condiciones de competitividad?

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda, Manuel 
Enríquez Rosero.

III
Objeciones del señor Presidente de la República, 

a proyectos aprobados por el Congreso
1 Proyecto de ley número 086 de 2008 Sena-

do, 366 de 2009 Cámara por medio de la cual se 
��������	
�
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secuestradas con posterioridad al ejercicio de su 
cargo.

Comisión Accidental: honorable Senador Luis 
Élmer Arenas Parra.

Informe publicado en la Gaceta del Congreso 
número 152 de 2010.

2 Proyecto de ley número 227 de 2008 Sena-
do, 103 de 2008 Cámara, �������������
��������
el artículo 2º de la Ley 647 de 2001.

Comisiones Accidentales: honorables Sena-
dores Dilian Francisca Toro Torres y Germán An-
tonio Aguirre Muñoz.

Informe publicado en la Gaceta del Congreso 
número 157 de 2010.

3 Proyecto de ley número 323 de 2008 Sena-
do, 127 de 2007 Cámara, por la cual se estable-
cen incentivos para los deportistas y se reforman 
algunas disposiciones de la normatividad depor-
tiva.

Comisión Accidental: honorables Senadores 
Milton Arlex Rodríguez Sarmiento y Jesús Anto-
nio Bernal Amorocho.

Informe publicado en la Gaceta del Congreso 
número 173 de 2010.

IV
Votación de proyectos de Ley  

o de Acto Legislativo
Con Informe de Conciliación

1. Proyecto de ley número 192 de 2008 Sena-
do, 024 de 2008 Cámara, por medio de la cual la 
Nación rinde homenaje y exalta la vida del ilus-
tre ciudadano José Fernando Castro Caicedo, ex 
Congresista de la República.

Comisión Accidental: honorable Senadora 
Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
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Informe publicado en la Gaceta del Congreso 
número 130 de 2010.

2. Proyecto de ley número 325 de 2009 Sena-
do, 115 de 2008 Cámara, por medio de la cual la 
Nación se asocia y rinde homenaje al municipio 
de Campoalegre en el departamento del Huila, 
con motivo de los doscientos 200 años de su fun-
dación y se dictan otras disposiciones.

Comisión Accidental: honorable Senador Víc-
tor Velásquez Reyes.

Informe publicado en la Gaceta del Congreso 
número 163 de 2010.

V
Lectura de ponencias y consideración  

de proyectos en segundo debate
1. Proyecto de ley número 119 de 2008 Sena-

do, por medio de la cual se regula la actividad de 
remolque y se dictan otras disposiciones.

Ponentes para segundo debate: honorables Se-
nadores Jairo Clopatofsky Ghisays y Carlos Emiro 
Barriga Peñaranda.

Publicaciones:
Senado: Proyecto publicado en la Gaceta del 

Congreso número 542 de 2008.
Ponencia para primer debate publicada en la 

Gaceta del Congreso número 881 de 2008.
Ponencia para segundo debate publicada en la 

Gaceta del Congreso número 1267 de 2009.
Autor: honorable Senador Jairo Clopatofsky 

Ghisays.
2. Proyecto de ley número 96 de 2008 Sena-

do, por medio de la cual se crea el Comité Inter-
gremial Nacional para el Aprovechamiento de 
Residuos de Envases y Empaques, se restringe el 
uso gratuito de bolsas plásticas en tiendas, super-
�
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dictan otras disposiciones en materia de reciclaje.

Ponente para segundo debate: honorable Sena-
dor José David Name Cardozo.

Publicaciones:
Senado: Proyecto publicado en la Gaceta del 

Congreso número 523 de 2009
Ponencia para primer debate publicada en la 

Gaceta del Congreso número 750 de 2008 - 90 de 
2009.

Ponencia para segundo debate publicada en la 
Gaceta del Congreso número 1115 de 2009.

Autor: honorable Senador Antonio Guerra de la 
Espriella.

3. Proyecto de ley número 25 de 2009 Sena-
do, por medio del cual se establecen los Principios 
y Orientaciones de la Transformación Social.

Ponentes para segundo debate: honorables Se-
nadores Parmenio Cuellar Bastidas, Javier Enrique 
Cáceres Leal, Samuel Benjamín Arrieta Buelvas, 
Hernán Andrade Serrano, Armando Benedetti 
Villaneda, Jesús Ignacio García Valencia y Elsa 
Gladys Cifuentes Aranzazu.

Publicaciones:
Senado: Proyecto publicado en la Gaceta del 

Congreso número 596 de 2009.
Ponencia para primer debate publicada en la 

Gaceta del Congreso número 1108 de 2009.
Ponencia para segundo debate publicada en la 

Gaceta del Congreso número 145 de 2010.
Autor: honorable Senadora Cecilia López Mon-

taño.
4. Proyecto de ley número 205 de 2008 Sena-

do, �����
����
��������
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�
1962 en honor a la memoria del educador e histo-
riador Julio César García, padre de la Educación 
Superior Universitaria Nocturna en Colombia.

Ponentes para segundo debate: honorables 
Senadores Manuel Ramiro Velásquez Arroyave 
(Coordinador Ponente) y Juan Manuel Galán Pa-
chón.

Publicaciones:
Senado: Proyecto publicado en la Gaceta del 

Congreso número 858 de 2008.
Ponencia para primer debate publicada en la 

Gaceta del Congreso número 472 de 2009.
Ponencia para segundo debate publicada en la 

Gaceta del Congreso número 742 de 2009.
Autor: honorable Senador Luis Fernando Du-

que García.
5. Proyecto de ley número 120 de 2009 Se-

nado, por medio de la cual se declara patrimonio 
cultural y artístico de la Nación el “Festival Na-
cional de Acordeoneros”, en el municipio de San 
Juan de Nepomuceno (Bolívar), y se dictan otras 
disposiciones.

Ponente para segundo debate: honorable Sena-
dora Luzelena Restrepo Betancur.

Publicaciones:
Senado: Proyecto publicado en la Gaceta del 

Congreso número 837 de 2009.
Ponencia para primer debate publicada en la 

Gaceta del Congreso número 1099 de 2009.
Ponencia para segundo debate publicada en la 

Gaceta del Congreso número 94 de 2010.
Autor: Honorable Senador Samuel Benjamín 

Arrieta Buelvas.
6. Proyecto de ley número 326 de 2009 Sena-

do, 002 de 2008 Cámara, por medio de la cual la 
Nación se asocia a la celebración de los 350 años 
de fundación del municipio de Río de Oro Cesar, el 
1º de agosto de 2008, se honra la memoria de sus 
fundadores y se dictan otras disposiciones.

Ponente para segundo debate: honorable Sena-
dor Charles William Schultz Navarro.

Publicaciones:
Senado: Proyecto publicado en la Gaceta del 

Congreso número 431 de 2008.
Ponencia para primer debate publicada en la 

Gaceta del Congreso número 742 de 2009.
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Ponencia para segundo debate publicada en la 
Gaceta del Congreso número 1200 de 2009.

Autores: Honorables Representantes, Fernando 
de la Peña Márquez y Óscar Arboleda Palacios.

7. Proyecto de ley número 329 de 2009 Sena-
do, 105 de 2008 Cámara, por medio de la cual la 
Nación rinde honores a la memoria del ex Presi-
dente Alfonso López Michelsen.

Ponente para segundo debate: honorable Sena-
dor Juan Manuel Galán Pachón.

Publicaciones:
Senado: Proyecto publicado en la Gaceta del 

Congreso número 558 de 2008.
Ponencia para primer debate publicada en la 

Gaceta del Congreso número 656 de 2008.
Ponencia para segundo debate publicada en la 

Gaceta del Congreso número 1305 de 2009.
Autor: honorable Representante Jaime Enrique 

Durán Barrera.
VI

Negocios sustanciados por la Presidencia
VII

Lo que propongan los honorables Senadores
El Presidente,

JAVIER ENRIQUE CÁCERES LEAL
El Primer Vicepresidente,

EFRAÍN TORRADO GARCÍA
El Segundo Vicepresidente,

JORGE ELIÉCER GUEVARA
El Secretario General,

EMILIO OTERO DAJUD
La Presidencia indica a la Secretaría dar lectura 

a la proposición que se encuentra sobre la Mesa.
Por Secretaría se da lectura a una proposición 

presentada por el honorable Senador Javier Enri-
que Cáceres Leal.

Por Secretaría se da lectura a la renuncia pre-
sentada por el honorable Senador Jesús Antonio 
Bernal Amorocho.

La Presidencia concede el uso de la palabra a la 
honorable Senadora Cecilia Matilde López Mon-
taño.

Palabras de la honorable Senadora Cecilia Ma-
tilde López Montaño.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra la honorable Senadora Cecilia Matilde 
López Montaño, quien da lectura a una cons-
tancia:

Constancia
Las recientes denuncias públicas sobre el pro-

tuberante y reiterado desfalco del que viene sien-
do objeto el Invías, exige de todos los órganos del 
Estado la máxima atención y acción, con el objeto 
de evitar el inminente saqueo del presupuesto pú-
blico.

El Invías, por cuenta de obras de infraestructu-
ra que fueron realizadas hace más de veinte años, 

enfrenta judicialmente las pretensiones de unas 
pocas familias de los departamentos de Córdoba, 
Sucre, Magdalena, Cesar, Bolívar y Atlántico, que 
reclaman una supuesta ocupación arbitraria de sus 
tierras. Alrededor de este argumento, se viene con-
solidando toda una alianza para capturar los recur-
sos del Estado compuesta por abogados y peritos, 
que han encontrado una administración de justicia 
dócil, que ha respondido a sus pretensiones, vio-
lando abiertamente el Estado de Derecho. Aunque 
la legislación colombiana es clara en señalar que 
estos casos deben ser tratados por la justicia con-
tencioso administrativa, algunos jueces se han he-
cho los de la vista gorda para aplicar las reglas del 
derecho privado.

Desde el año 2007, la Justicia Civil Ordinaria 
de Sucre, Sincé, San Marcos, Sincelejo, Turbaco, 
Chinú, Plato, Pivijay, Cartagena, Barranquilla y 
Santa Marta, entre otras ciudades, y desde la mis-
ma capital Bogotá, ha proferido alrededor de 38 
sentencias en contra del Invías, que a diciembre 
de 2009 ascendían a la suma de $30.633 millones 
de pesos. Pero lo que se espera puede ser peor: en 
estos momentos están en trámite alrededor de 262 
demandas de la misma naturaleza que, de fallarse 
en contra del Estado, implicarían la transferencia 
de aproximadamente 270.000 millones de pesos 
del erario público a las manos de particulares.

La situación es preocupante y merece la aten-
ción del Congreso, del Consejo Superior de la Ju-
dicatura, de la Fiscalía y los organismos de control, 
porque sería lamentable que por falta de atención 
y del acompañamiento institucional que ha venido 
reclamando la división jurídica de Invías, se repi-
tan episodios dolorosos de la historia de Colombia 
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sos al erario público. Hoy nos enfrentamos a un 
problema de iguales dimensiones, con casos igual-
mente aberrantes, para la muestra un botón: En el 
municipio de Sincé, Sucre, el mismo juzgado, en el 
mes de Julio de 2008, en un plazo de 19 días, otor-
gó 14 demandas que superan los 2296 millones de 
pesos, 5 de estos fallos se expidieron el mismo día.

En este caso, la Procuraduría General de Na-
ción, recordando lo fallado por la Corte Constitu-
cional y por el propio Consejo Superior de la Judi-
catura, ya ha puesto de presente que estos fallos de 
la justicia ordinaria adolecen de nulidad absoluta, 
que rompen abiertamente la legalidad porque la 
autoridad legítima facultada para tratar este tipo de 
	��}�	��� ��� ��� #��	�� 	�����	����
�������
-
tivos, y no los jueces civiles ordinarios, que hasta 
el momento han actuado favoreciendo a los par-
ticulares. Preocupa que pese a que ha pasado una 
década desde que se comenzaron a instaurar este 
tipo de demandas, y los jueces civiles de Atlántico 
y Bolívar ya han aceptado que, la competencia de 
la justicia contencioso-administrativa, las mismas 
familias con sus casas de abogados, sigan con la 
avalancha de demandas, insistiendo en sus preten-
siones. La División Jurídica del Invías ha prendido 
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y abogados en los 38 procesos civiles ya le costa-
ron más treinta mil millones de pesos.

Es necesario que el Congreso de la República 
respalde la acción institucional que puedan llevar 
a cabo las Altas Cortes, el Consejo Superior de la 
Judicatura, los organismos de control y la propia 
Fiscalía de la Nación en su misión de salvaguardar 
el interés general y defender el patrimonio público.

Cecilia López Montaño,
Senadora de la República.

La Presidencia indica a la Secretaría continuar 
con el siguiente punto del Orden del Día.

II
Citación a los señores Ministros del Despacho, 

y Altos Funcionarios del Estado
A los señores Ministros de: Comercio, Indus-

tria y Turismo, doctor Luis Guillermo Plata Páez, 
Agricultura y Desarrollo Rural, doctor Andrés Fer-
nández Acosta.

Proposición número 170
Por Secretaría se da lectura a la excusa enviada 

por el señor Ministro de Comercio, Industria y Tu-
rismo, doctor Luis Guillermo Plata Páez.

Bogotá D. C., mayo 6 de 2010
Doctor
EMILIO OTERO DAJUD
Secretario General
Senado de la República
Ciudad
Asunto: Excusa Ministro de Comercio, Indus-

tria y Turismo, al debate planteado en la Prop. 170 
de 2010

Destino: Externo
Origen: 10000
Apreciado doctor Otero:
Muy atentamente, ofrezco excusas porque no 

podré asistir al debate de control político progra-
mado para el día 11 de mayo del 2010, relacionado 
con la negociación del Acuerdo de Libre Comercio 
entre Colombia, Perú y la Unión Europea.

Si bien la fecha del 11 de mayo se había concer-
tado con la Mesa Directiva del Senado, el Consejo 
de las Américas con sede en Washington, ha invi-
tado de manera especial al Gobierno colombiano 
a participar en su evento anual, que reunirá a las 
personalidades hemisféricas más importantes en 
materia de comercio, negocios y relaciones exte-
riores.

Se ha demostrado que, año a año, este evento 
contribuye de manera importante a la construcción 
de la Agenda Internacional para las Américas, ra-
zón por la cual, la presencia de la delegación co-
lombiana, y la gestión que allá realice, es funda-
mental para el futuro de las relaciones exteriores 
del país.

Le ruego transmitir mis excusas a la Mesa Di-
rectiva del Senado, a los Senadores citantes y rei-
tero mi compromiso de concurrir en una próxima 
oportunidad.

Cordialmente,
Luis Guillermo Plata Páez,

Ministro de Comercio, Industria y Turismo.
***

Bogotá D. C., mayo 10 de 2010
Doctor
EMILIO OTERO DAJUD
Secretario General
Senado de la República
Ciudad
Asunto: Respuesta a solicitud delegación deba-

te Proposición 170 de 2010. Rad. 1-2010-016885/ 
1-2010-016866

Destino: Externo
Origen: 10000
Apreciado doctor Otero:
El Ministro de Comercio, Industria y Turismo, 

doctor Luis Guillermo Plata, recibió por su inter-
medio la solicitud del Senador Jorge Enrique Ro-
bledo, autor de la Proposición 170 de 2010, de de-
legar a alguna persona del Ministerio para atender 
el debate del próximo 11 de mayo, en la Plenaria 
del Senado.

Al respecto, le ruego informar al Senador Ro-
bledo que las discusiones que condujeron al cierre 
de la negociación entre Colombia y la Unión Euro-
pea, fueron conducidas directamente por el señor 
Presidente de la República y por el Ministro Plata, 
con el respaldo del equipo técnico del Gobierno 
y mediando consultas con los diferentes gremios 
agropecuarios que manifestaron tener alguna sen-
sibilidad en los temas que aún estaban sobre la 
mesa de negociación.

Por tal razón, y teniendo en cuenta que el Sena-
dor Robledo propone un debate de control político 
en un escenario tan distinguido como la Plenaria 
del honorable Senado de la República, el Ministro 
Luis Guillermo Plata me ha manifestado su deseo 
de atender personalmente esta citación.

Por tal razón, le solicito respetuosamente, si a 
bien lo tiene la Mesa Directiva, posponer el debate 
para una próxima oportunidad.

Cordialmente,
El Viceministro de Desarrollo Empresarial, en-

cargado de las funciones del Despacho del Minis-
tro de Comercio, Industria y Turismo.

 Ricardo Duarte Duarte.
Por Secretaría se da lectura a la excusa enviada 

por el señor Ministro de Agricultura y Desarrollo 
Rural, doctor Andrés Fernández Acosta.
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Bogotá D. C., mayo 10 de 2010
Doctor
EMILIO OTERO DAJUD
Secretario General
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Excusas
Estimado doctor Otero:
De manera atenta, y por su digno conducto, 

solicito me excuse para participar debate de con-
trol político que esa corporación llevará a cabo el 
próximo martes mayo del presente año, de acuerdo 
con la proposición número 170 de 2010 y aditivas 
180 de 2010, presentadas por los honorables Sena-
dores Jorge Enrique Robledo, Patricia Gutiérrez, 
Manuel Enríquez Rosero, Carlos Barriga Peñaran-
da, Clopatofsky y Luzelena Restrepo Betancur, re-
lacionadas con el impacto del TLC Unión Europea 
en la economía y la sociedad colombiana.

Teniendo en cuenta que el Ministerio de Co-
mercio, Industria y Comercio se excusó la sema-
na pasada para participar de este debate de control 
���!��	��	������������
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jo de las Américas en Washington, que el Ministro 
Luis Guillermo Plata fue quien condujo directa-
mente el cierre de la negociación entre Colombia 
y la Unión Europea, y que ha manifestado su deseo 
de atender personalmente esta citación, si a bien lo 
tiene la Mesa Directiva, le solicito respetuosamen-
te posponer el debate para una nueva fecha, con 
��������	������������	��	�����������
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�
oportunidad.

Cordialmente,
Andrés Fernández Acosta,

Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural.
De acuerdo a las excusas enviadas por los se-

ñores Ministros de Comercio, Industria y Turis-
mo, Agricultura y Desarrollo Rural, la Presidencia 
aplaza el debate de control político citado para la 
presente sesión, el próximo martes 18 de mayo del 
año en curso.

La Presidencia indica a la Secretaría continuar 
con el siguiente punto del Orden del Día.

III
Objeciones del señor Presidente de la República, 

a Proyectos aprobados por el Congreso
Proyecto de ley número 086 de 2008 Sena-

do, 366 de 2009 Cámara, por medio de la cual se 
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secuestradas con posterioridad al ejercicio de su 
cargo.

Por Secretaría se da lectura al Informe de para 
segundo debate, presentado por la Comisión Acci-
dental designada por la Presidencia, para estudiar 
las Objeciones formuladas por el Ejecutivo al Pro-
yecto de ley número 86 de 2008 Senado, 366 de 
2009 Cámara.
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familias de las personas secuestradas con poste-
rioridad al ejercicio de su cargo.

La Presidencia somete a consideración de la 
plenaria el informe en el cual se declaran infunda-
das por inconstitucionalidad, las Objeciones pre-
sentadas por el Ejecutivo al Proyecto de ley nú-
mero 86 de 2008 Senado, 366 de 2009 Cámara y, 
cerrada su discusión aplaza su aprobación, hasta 
tanto se registre el quórum reglamentario.

La Presidencia indica a la Secretaría continuar 
con el siguiente Informe de Objeciones.

Proyecto de ley número 227 de 2008 Senado, 
103 de 2008 Cámara, �������������
��������
��
artículo 2º de la Ley 647 de 2001.

Por Secretaría se da lectura al Informe para se-
gundo debate, presentado por la Comisión Acci-
dental designada por la Presidencia, para estudiar 
las objeciones formuladas por el Ejecutivo al Pro-
yecto de ley número 227 de 2008 Senado, 103 de 
2008 Cámara.
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647 de 2001.

La Presidencia somete a consideración de la 
plenaria el Informe en el cual se declaran infunda-
das las Objeciones presentadas por el Ejecutivo al 
Proyecto de ley número 227 de 2008 Senado, 103 
de 2008 Cámara y, cerrada su discusión aplaza su 
aprobación, hasta tanto se registre el quórum re-
glamentario.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
la honorable Senadora Gloria Inés Ramírez Ríos.

Palabras de la honorable Senadora Gloria Inés 
Ramírez Ríos.

Con la venia de la presidencia hace uso de la 
palabra la honorable Senadora Gloria Inés Ra-
mírez Ríos, quien da lectura a dos constancias:

Gracias señor Presidente, primero que todo 
quiero decir que lamentamos profundamente la re-
nuncia de nuestro colega el Senador Jesús Bernal, 
pero deseamos como siempre muchos éxitos en los 
compromisos que va a tener a futuro.

Señor Presidente, es para dejar 2 constancias; 
una que está referida al problema y al proceso de 
hostigamiento, de persecución, de amenaza per-
manente de que está siendo víctima el Concejal 
Jaime Caicedo Zurriago quien es Concejal por el 
Polo Democrático Alternativo, pero además es el 
Secretario General de Partido Comunista Colom-
biano, y el sentido señor Presidente es para que 
sea este Congreso, este organismo en pleno quien 
se pronuncie, y le haga saber a la Fiscalía que es-
tas denuncias no pueden quedarse en el vacío, sino 
que es necesario que se investigue no solamente 
por tranquilidad de Jaime Caicedo, sino de la opo-
sición y de toda la Nación.

Constancia
Sobre la situación de riesgo del Concejal  

de Bogotá, doctor Jaime Caicedo Turriago
En mi condición de Senadora de la República 

por el Polo Democrático Alternativo, teniendo en 
cuenta que el Concejal de Bogotá por el PDA, Se-
cretario General del Partido Comunista Colombia-
no y miembro del Comité Ejecutivo Nacional del 
Polo, doctor Jaime Caicedo Turriago, viene sien-
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do víctima de hechos delictivos que atentan gra-
vemente contra su vida e integridad personal, me 
permito dejar la siguiente

Constancia:
1. El 19 de agosto de 2008, el Concejal Caicedo 

se encontraba en la Sede Política del PCC y los 
vigilantes notaron la presencia sospechosa de tres 
vehículos, el taxi de placas VDJ107 tripulado por 
tres sujetos; el taxi SHI440, tripulado por dos, y 
el vehículo Spring gris de placas 0FC124, tripula-
do también por dos. Cuando, aproximadamente a 
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residencia, fue seguido por estos vehículos y por 
la moto Susuki de placas BHC-96A, tripulada por 
dos personas, que al llegar a la residencia se esta-
cionaron en varios puntos cercanos.

En tales circunstancias el Concejal, los escol-
tas y el agente de Policía que lo acompañaban, 
resolvieron interceptar a quienes los seguían y 
dos de ellos dijeron pertenecer a la Dijín y estar 
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Igualmente, el Concejal Caicedo informó al DAS, 
que es el encargado de su seguridad, y la entidad 
envió al Inspector Operativo, César Torres, quien 
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sultaron ser: Pinto Gómez William Gerardo, José 
Luis Duarte, Diego Alejandro Arias y José Federi-
co Sánchez. Es de anotar que dos de los vehículos 
que hacían el seguimiento huyeron del lugar.

De estos hechos el Concejal formuló denuncia 
penal ante la Fiscalía General de la Nación pero, 
hasta ahora, lo único que se conoce es una comu-
nicación del Fiscal Auxiliar del Despacho 11 de la 
Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Justi-
cia, en la que le informa que “Se dispone a com-
pulsar copias de su escrito y anexos con destino 
a la Dirección Seccional de Fiscalías de Bogotá, 
���������	��
������
��	������
�����	��
��

2. El 9 de junio de 2009, el Concejal Caicedo 
instauró denuncia penal ante la Fiscalía General de 
la Nación con base en que su nombre apareció en 
una lista de personas divulgada por distintos me-
dios de prensa, que eran víctimas de interceptacio-
nes ilegales de sus comunicaciones por parte del 
DAS.

3. El 7 de diciembre de 2009, el Concejal fue 
informado de fuente anónima que “Se ha confor-
mado un grupo armado en Bogotá que está in-
troduciendo alrededor de 700 armas las cuales 
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Siendo miembros de esta organización criminal 
reinsertados coordinados por un sujeto apoda-
do como alias el ‘diablo’ perteneciente al grupo 
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En vista de que, según dicha información, el 
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las personas amenazadas por este grupo, el 9 de 
diciembre formuló nueva denuncia penal ante la 
Fiscalía General de la Nación.

4. El 15 de enero de 2010 el Concejal Caicedo 
volvió a dirigirse a la Fiscalía General de la Na-

ción, esta vez para denunciar que el jueves 14 de 
enero, cuando caminaba por la calle 85 con carrera 
19 A de Bogotá, una persona lo seguía y graba-
ba sus movimientos desde el vehículo de placas 
CEU306, de Cerrito, Valle.

5. El 22 de abril del año en curso, hacia las 3:00 
p. m., se presentaron en la residencia del Concejal, 
ubicada en el barrio “La Candelaria”, dos sujetos 
con uniforme de la Policía Nacional, sin distinti-
vos ni nombres, le preguntaron al señor Jaime Car-
vajal, propietario del inmueble, por el Concejal, 
diciendo que iban a hacer una inspección al lugar 
de habitación. Ante la negativa de permitirles el 
ingreso, entraron por la fuerza y el señor Carvajal 
pidió, entonces, el apoyo de los vecinos, que acu-
dieron al lugar, por lo que los uniformados salieron 
precipitadamente de la vivienda y huyeron en una 
moto cuya placa delantera estaba cubierta con un 
trapo rojo, según testimonio de uno de los vecinos.

Los hechos sucintamente enumerados, como 
ya se anotó, han sido denunciados ante la Fiscalía 
General de la Nación y de ellos se ha puesto en 
conocimiento a la Policía Nacional y al DAS, pero 
hasta ahora los resultados son extremadamente 
precarios, no obstante que demuestran de manera 
inequívoca que contra el Concejal Jaime Caicedo 
hay un plan siniestro que amenaza gravemente su 
vida e integridad personal, por lo que responsabili-
zamos al gobierno de lo que pueda ocurrirle.

Es de anotar que el Concejal Caicedo es sobre-
viviente del genocidio de la Unión Patriótica y el 
Partido Comunista Colombiano, por lo cual, desde 
hace más de 15 años, es sujeto de medidas caute-
lares emitidas por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos.

Dada la gravedad de la situación, me permito 
demandar del Gobierno Nacional el otorgamien-
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garantizar que el Concejal Jaime Caicedo pueda 
seguir cumpliendo normalmente sus funciones, y 
le solicito a la Fiscalía General de la Nación im-
partir pronta y cumplida justicia para esclarecer la 
verdad y castigar a los responsables de los delitos 
denunciados, que, además de atentar contra una 
persona en particular, hacen parte de la campaña 
desatada por el régimen contra la oposición.

Gloria Inés Ramírez Ríos,
Senadora de la República por el Polo  

Democrático Alternativo.
Bogotá D. C., 11 de mayo de 2010.

Constancia
De solidaridad con el magisterio colombiano 

con motivo del Día del Educador
En mi condición de educadora durante muchos 

años, ex Presidenta de la Federación Colombiana 
de Educadores (Fecode), y Senadora de la Repú-
blica por el Polo Democrático Alternativo, tenien-
do en cuenta que el 13 de mayo del año en curso 
se llevará a cabo en la ciudad de Montería una jor-
nada nacional de solidaridad y protesta del magis-
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terio colombiano, y que el 15 de mayo se celebra 
el Día del Educador, me permito dejar la siguiente.

Constancia:
1. La educación pública viene siendo blanco de 

las políticas neoliberales de la llamada Revolución 
Educativa, que se expresan, entre otros hechos, en 
la privatización a través de los colegios por con-
cesión, en la contratación de etnoeducadores con 
las comunidades indígenas para evadir obliga-
ciones laborales, y en la entrega de la dirección 
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a las comunidades religiosas; en el recorte de los 
recursos y en la mercantilización del derecho fun-
damental a la educación, para convertirlo en un 
negocio al servicio del capital.

2. Los educadores, por su parte, han sido víc-
timas del desmonte del Estatuto Docente y del 
consiguiente recorte de garantías como el escala-
fón, la estabilidad y las prestaciones sociales, la 
sobrecarga de trabajo, la morosidad en el pago de 
pensiones y cesantías y la política autoritaria del 
Gobierno de Uribe Vélez.

3. Un hecho particularmente grave lo consti-
tuyen los atentados contra la vida e integridad de 
los docentes. Durante los últimos 20 años, cerca 
de 1000 educadores han sido asesinados; desde 
el año 2006 hasta hoy, han habido 124 asesinatos 
en 25 departamentos, y en lo corrido de este año, 
van 13 asesinatos, 4 de ellos en el departamento de 
Córdoba; entre los años 2001 y 2010, los desplaza-
miento forzados por amenazas ascienden a 1992, 
todo lo cual afecta gravemente el ejercicio de las 
libertades sindicales y desmiente los supuestos 
avances de la “seguridad democrática” en materia 
de respeto a los derechos humanos del magisterio.

Precisamente por estas razones, la Federación 
Colombiana de Educadores ha programado una 
jornada nacional de solidaridad y protesta en la 
ciudad de Montería para exigir que se respeten los 
derechos a la vida y al trabajo y que el Gobierno 
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cadores, lo mismo que para plantear, una vez más, 
la defensa de la educación pública, de la riqueza 
nacional, el trabajo decente, la salud pública, los 
derechos sindicales y el bienestar social. Estamos 
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jornada y le manifestamos nuestro más decidido 
respaldo.

4. Como es tradicional, el 15 de mayo se ce-
lebra en nuestro país el Día del Educador, y esta 
fecha amerita que les hagamos llegar a todos(as) 
los educadores colombianos nuestra más calurosa 
felicitación y nuestro reconocimiento por la fecun-
da labor que realizan en la formación de la niñez 
y la juventud y en la lucha por construir un futuro 
mejor para Colombia.
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gisterio, en el próximo período legislativo conti-
nuaremos luchando por el Estatuto Único Docen-
te, por los derechos de los maestros provisionales, 
por el rescate de la pensión gracia, por el respeto al 
principio de igualdad para los educadores en mate-

ria de rentabilidad de las cesantías, por el Estatuto 
del Trabajo y por la defensa de la educación públi-
ca y los derechos del magisterio.

Gloria Inés Ramírez Ríos,
Senadora de la República por el PDA,

Bogotá D. C., 11 de mayo de 2010.
La Presidencia concede el uso de la palabra al 

honorable Senador Álvaro Antonio Ashton Giraldo.
Palabras del honorable Senador Álvaro Antonio 

Ashton Giraldo.
Con la venia de la Presidencia hace uso de la 

palabra el honorable Senador Álvaro Antonio 
Ashton Giraldo, quien da lectura a una cons-
tancia:

Constancia:
Gracias Presidente, la Costa Caribe colombiana 

anda muy expectante con la decisión que adopte 
el Gobierno Nacional, en relación con el tema del 
megaaeropuerto equidistante entre Cartagena y 
Barranquilla. Ese megaaeropuerto sin duda es una 
propuesta importante, transcendente, para una Co-
lombia futura a 10, a 15, a 20 años, pero en este 
momento actual, donde hay unas prioridades fun-
damentales en la inversión del gasto público para 
atender la salud, la educación, las obras de infraes-
tructura, creo que no sea conveniente ni sano, que 
este Gobierno siga insistiendo en ese tema.

Se hace menester, señor Presidente, que el Go-
bierno entienda que el aeropuerto Ernesto Cortis-
soz de la ciudad de Barranquilla, es un aeropuerto 
subutilizado, que no tiene la frecuencia de vuelos 
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aeropuerto, que garantice o permita una inversión 
de esa magnitud; si bien es cierto que Cartagena 
es una ciudad turística importante, que merece las 
mejores condiciones para atender a todos y cada 
uno de los turistas, se hace indispensable que co-
loquemos nuestro interés en buscar una solución 
que garantice una malla vial, que permita facilitar 
el traslado de todos y cada uno de los costeños de 
un aeropuerto al otro.

En la medida en que el Gobierno insista terca-
mente en la inaplazable decisión de montar un me-
gaaeropuerto, va a matar el corredor industrial del 
Atlántico del municipio de Soledad, de Malambo, 
Sabana Grande y Santo Tomás, yo diría que es un 
embeleco pensar en ese proyecto faraónico, creo 
que se hace indispensable que toda la costa Caribe 
colombiana, comience a examinar que se hace ne-
cesario priorizar en salud, en educación, en vías de 
infraestructura, en estabilización de playas, pero 
aplazar hasta cuando sea posible, esta decisión de 
inversión que a mi juicio es un embeleco.

El señor Director Nacional de Planeación ha 
expresado en forma reiterada en los últimos días, 
que no conoce el estudio, pero entonces no puede 
de ninguna manera montarse un documento Con-
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recursos de vigencias futuras, que sean compro-
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Gobierno, en materia de infraestructura deja un 
endeudamiento en vigencias futuras que superan 
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los 20.000 millones de pesos, yo no sé qué va a ha-
cer el nuevo Gobierno, sea cual fuere, para poder 
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guimos alegremente apropiando vigencias futuras 
y el que venga atrás que pague.

El próximo viernes 14 un equipo de líderes cí-
vicos del municipio de Soledad han promovido 
una inmensa marcha de movilización hacia el ae-
ropuerto Ernesto Cortissoz, para impedir que allí 
se construya una base militar, una base militar que 
no está planeada ni existe en los compromisos del 
Gobierno Nacional; pero también para impedir 
que se mueva de allí, y acaben con el desarrollo 
económico, político y social del Atlántico y de la 
Costa Caribe colombiana, desplazando al aero-
puerto Ernesto Cortissoz.

Por ello yo me solidarizo con esos líderes cívi-
cos de Soledad, con el concejal William Torres e 
invito a todos nuestros amigos a que acompañe-
mos el próximo viernes a las 3 de la tarde, esa si-
lenciosa y responsable marcha de todos y cada uno 
de los barranquilleros y atlanticenses, para impedir 
ese atropello a la estabilidad económica, política y 
social de mi ciudad, e impida el deterioro del de-
sarrollo industrial de ese parque y que tanto bene-
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para todos los costeños y todos los colombianos.

De tal manera, presidente, que yo invito a todos 
los parlamentarios costeños a que entendamos que 
el problema no es de embelecos sino de realidades 
sociales, y a este Gobierno en sus últimos plazos, 
la necesidad inaplazable de ser juiciosamente res-
ponsable de apropiar recursos para la salud, para la 
educación y para la infraestructura en la estabili-
zación de playas. Muchas gracias y muy amables.

Constancia:
Los suscritos Senadores Álvaro Ashton Giral-

do, Cecilia López Montaño, Antonio Guerra de 
la Espriella y Piedad Zucardi de García, le solici-
tamos al Gobierno Nacional abstenerse de tomar 
la decisión de invertir más de novecientos millo-
nes de dólares americanos (US900.000.000) en la 
construcción de un megaaeropuerto equidistante 
entre las ciudades de Barranquilla y Cartagena por 
las siguientes razones:

1. Es contrario a la voluntad de los caribeños, 
expresada en las urnas el pasado catorce de mar-
zo, con 2.500.000 votos, quienes le pidieron al 
Gobierno Nacional que los tuviera en cuenta para 
decidir la prioridad de sus inversiones.

2. Afecta dramáticamente el corredor industrial 
de los municipios de Soledad, Malambo, Sabana-
grande, Santo Tomás y Palmar de Varela, priván-
dole de la oportunidad de empleo a los habitantes 
de esta zona el hecho de trasladar el aeropuerto 
Ernesto Cortissoz, y originando el desplazamiento 
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megaproyecto, afectando de esta manera los ingre-
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municipios del corredor industrial antes mencio-
nado.

3. Sería muy preocupante colocar una base mi-
litar en esta zona porque ello implicaría afectar el 
entorno socioeconómico de los pueblos vecinos 
al aeropuerto Ernesto Cortissoz, y además no está 
contemplado en ningún acuerdo ni convenio sus-
crito con los Estados Unidos de América. Es im-
portante anotar que allí ya existe una base militar 
denominada Cacom-3

4. El desplazamiento desde Barranquilla, Santa 
Marta y Cartagena, hasta el nuevo aeropuerto, cua-
driplica, triplica y duplica el tiempo y la distancia 
entre las ciudades de Barranquilla, Santa Marta, 
Cartagena, Sincelejo y Montería, al nuevo sitio es-
cogido.

5. Esperamos que el Gobierno Nacional, con 
la racionalidad y lógica que le ha caracterizado, 
priorice otro tipo de inversiones en materia de 
educación, salud e infraestructura. En este sentido, 
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gión Caribe, dándole conectividad, competitividad 
y apalancando su desarrollo con la construcción, 
ampliación y mejoramiento de cinco (5) vías trans-
versales, dos (2) vías troncales, y tres (3) vías com-
plementarias que se encuentran en el documento 
Conpes que ha sido entregado a la Dirección Na-
cional de Planeación; proyectos como el Tren de 
Cercanías para darle conectividad a Barranquilla,  
Santa Marta y Cartagena; profundización del Ca-
nal de Acceso -El Varadero-, paralelo al existente, 
y que se especialice el aeropuerto de Cartagena en 
un aeropuerto de pasajeros, y el de Barranquilla 
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Caribe.

Atentamente,
Álvaro Ashotn Giraldo, Cecilia López Monta-

ño, Antonio Guerra de la Espriella, y Piedad Zu-
cardi de García, Senadores de la República.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Carlos Julio González Villa.

Palabras del honorable Senador Carlos Julio 
González Villa.

Con la venia de la Presidencia hace uso de 
la palabra el honorable Senador Carlos Julio 
González Villa, quien da lectura a dos constan-
cias:

Constancia
Advertimos al país sobre la falta de transpa-
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del Huila
A comienzos de año, el Ejecutivo informará al 

Congreso de su intención de enajenar, con premu-
ra, su participación en los activos de la empresa, 
por lo que preocupa la forma como se están ha-
ciendo las cosas. Preocupa la falta de transparen-
cia con la que los Ministerios de Minas y Energía, 
y Hacienda, han venido manejando la venta de la 
participación accionaria del Gobierno central en 
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constatar que a la fecha el Gobierno ni siquiera 
cuenta con los estudios de rentabilidad y valora-
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ción que exige la Ley 226 de 1995 como requisito 
para  enajenar la propiedad  accionaria  del  Estado.

El gran riesgo es que a última hora se nos pre-
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car una decisión que no responda al interés de los 
huilenses.

Pese a que el Gobierno ha insistido que la Elec-
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se enajenaría, pues tendría como socio estratégi-
co a la Empresa de Energía de Bogotá (EEB) para 
participar en la compra de la compañía, los térmi-
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nismo a utilizar todavía se mantienen en secreto.

No olvidemos que se trata de una empresa con 
ingresos operacionales de alrededor de 600 mil mi-
llones de pesos y un crecimiento sostenido de los 
activos. Una empresa que ha estado ligada, desde 
comienzos del siglo XX, a los sueños de grandeza 
de los huilenses y que desde la década de los 70 
cumple un papel de primer orden en la transmi-
sión eléctrica en el sur colombiano. De ahí que su 
enajenación es un asunto prioritario en la agenda 
pública de los huilenses y hacemos un llamado al 
Gobierno Nacional para que garantice la transpa-
rencia del proceso.

En este orden de ideas, también hacemos un 
llamado a la Comisión de Regulación y al Minis-
terio de Minas y Energía, para que entienda que el 
Huila, como departamento productor de energía, 
requiere una reducción en las tarifas de energía, 
que estimule la competitividad de nuestros pro-
ductores y alivie la situación de los hogares. Esta-
mos pues insistiendo en la urgencia de promover 
el establecimiento de una tarifa diferencial para los 
microempresarios, que promueva su competitivi-
dad y les permita superar barreras naturales para 
acceder a mercados más dinámicos.

Presentada a consideración de los honorables 
Senadores de la República.

Carlos Julio González Villa.
Senador de la República.

Constancia
por la cual se deja constancia del trabajo del 

Noticiero del Senado en la construcción social 
de la realidad, y se reconoce la importante labor 
que realiza para el fortalecimiento institucional 
del Senado, y la comunicación entre el Senado y 
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Dejo constancia del trabajo del Noticiero del 
Senado y todo su equipo humano, quien en su la-
bor realiza un importante fortalecimiento institu-
cional del Senado, proyectando el trascendental 
papel del Congreso de la República en el ejercicio 
del control político, como fuente de nuestro Esta-
do Social de Derecho.

El carácter dinámico del Noticiero del Senado 
presenta los actuales sucesos legislativos, consti-
tuyéndose como un importante instrumento para 
evaluar los procesos parlamentarios y realizar se-
guimiento a sus funciones. Este trabajo permite 
importantes procesos para la consolidación ciu-

dadana en el ejercicio democrático y contribuye a 
destacar la importancia del papel parlamentario en 
nuestro sistema político.

El Noticiero del Senado permite que los gran-
des temas nacionales y regionales en los debates 
de control político y los proyectos de ley en sus 
respectivos debates generen opinión y análisis en-
tre la ciudadanía y los Senadores para la construc-
ción social de la realidad.

Es importante resaltar la acertada dirección de 
Amparo Peláez en el Noticiero del Senado por su 
trayectoria periodística, tal y como lo demuestra 
el hecho de ser merecedora de 18 Premios Nacio-
nales de Periodismo. Así mismo, destacar la ardua 
labor de todo el equipo periodístico y técnico del 
Noticiero del Senado y del Canal del Congreso, y 
el Canal Institucional, que hacen posible las trans-
misiones, de ahí que debamos continuar fortale-
ciendo y promoviendo la televisión pública.

A consideración de los honorables Senadores,
Carlos Julio González Villa,

Senador de la República de Colombia.
La Presidencia pregunta a la plenaria si acepta 

la renuncia presentada por el honorable Senador 
Jesús Antonio Bernal Amorocho, cierra su discu-
sión y, de conformidad con el Acto Legislativo 01 
de 2009, abre la votación e indica a la Secretaría 
abrir el registro electrónico para proceder a la vo-
tación nominal.

La Presidencia cierra la votación, e indica a la 
Secretaría cerrar el registro e informar el resultado 
de la votación.

Por Secretaría se informa el siguiente resultado:
Por el sí: 55
Total: 55 Votos

Votación nominal a la renuncia presentada 
por el honorable Senador Jesús Antonio Bernal 

Amorocho
Honorables senadores:
Por el Sí:
Acosta Bendek Gabriel 
Aguirre Muñoz Germán Antonio 
Alvarado Chaves Carlos Enrique 
Andrade Serrano Hernán Francisco
Angarita Medellín Darío
Arenas Parra Luis Élmer 
Arias Mora Ricardo 
Barriga Peñaranda Carlos Emiro 
Bernal Bacca Tulio César
Cáceres Leal Javier Enrique
Canal Albán Jaime Ernesto
Cepeda Sarabia Efraín José 
Cifuentes Aranzazu Elsa Gladys
Cortés Torres Marco Alirio 
Cuéllar Bastidas Parmenio 
Enríquez Maya Eduardo 
Enríquez Rosero Manuel
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Estacio Ernesto Ramiro
Galán Pachón Juan Manuel
Galvis Méndez Daira de Jesús
García Valencia Jesús Ignacio
Gómez Hurtado Enrique
Gómez Montealegre Jorge Enrique
Gómez Toro Jacobo Faustino 
González Villa Carlos Julio
Guevara Jorge Eliécer
Gutiérrez Castañeda Nancy Patricia
Jaramillo Martínez Guillermo Alfonso
Jaramillo Martínez Mauricio 
López Montaño Cecilia Matilde
Mantilla Colmenares Jairo
Moreno Piraquive Alexandra
Moreno Rojas Néstor Iván
Náder Muskus Mario Salomón
Núñez Lapeira Alfonso María 
Olano Becerra Plinio Edilberto 
Pinto Afanador Yolanda
Piñacué Achicué Jesús Enrique 
Puello Chamié Jesús 
Ramírez Ríos Gloria Inés
Restrepo Betancur Luzelena
Restrepo Gallego Griselda Janeth
Reyes Cárdenas Oscar Josué 
Robledo Castillo Jorge Enrique 
Rodríguez Rodríguez Carlina
Sánchez Ortega Camilo Armando 
Schultz Navarro Charles William
Tapias Ospina Jairo de Jesús 
Toro Torres Dilian Francisca 
Valdivieso Sarmiento Alfonso 
Velásquez Reyes Víctor 
Vélez García Jorge Enrique 
Virgüez Piraquive Manuel Antonio
Zapata Correa Gabriel Ignacio 
Zuccardi de García Piedad 
11-V-2010
En consecuencia, ha sido aceptada la renuncia 

presentada por el honorable Senador Jesús Anto-
nio Bernal Amorocho.

Bogotá, 11 de mayo de 2010
Honorable Senador
JAVIER ENRIQUE CÁCERES LEAL
Presidente Mesa Directiva
Senado de la República
Ciudad
Apreciado señor Presidente:
Por motivos de índole personal me permito 

presentar renuncia irrevocable  al cargo de Sena-
dor de la República.

Quiero expresar, mi sincero sentimiento de gra-
titud y  aprecio  por el apoyo y solidaridad que me 
prestaron durante el tiempo que permanecí en esta 
célula congresual.

Cordialmente,
Jesús Bernal Amorocho.

Senador.
* * *

Bogotá, 11 de mayo de 2010
Honorable Senador
JAVIER ENRIQUE CÁCERES LEAL
Presidente Mesa Directiva
Senado de la República
Ciudad
Apreciado señor Presidente:
Circunstancias de fuerza mayor derivadas de 

hechos ocurridos con anterioridad a mi ejercicio 
congresual como Senador de la República, donde 
tengo mi conciencia tranquila de haber actuado co-
rrectamente, precisan mi retiro del Senado de la 
República. Razón por la cual me permito presentar 
ante la honorable Mesa Directiva, la Plenaria de 
la Corporación, RENUNCIA IRREVOCABLE a 
este cargo a partir del 13 de mayo del presente año. 
Deseo dejar en claro que este proceso arrancó con 
un anónimo hace nueve (9) años, y que nada tiene 
que ver ni con la farcpolítica, ni con la parapolíti-
ca, por lo cual aspiro a que en medio de esta con-
tienda electoral no se utilice para perjudicar a una 
agrupación política que como el Polo Democrático 
Alternativo no tiene absolutamente nada que ver 
con estas circunstancias.

Quiero expresar a los conciudadanos que me 
brindaron su apoyo para representarlos en el Sena-
do, a los honorables Senadores, Senadoras, com-
pañeros de bancada y trabajadores del Congreso, 
mi sincero sentimiento de gratitud y aprecio. Con-
vencido que en el futuro me precederá el ánimo de 
solidaridad y servicio que han caracterizado mis 
actos.

Cordialmente,
Jesús Bernal Amorocho.

c.c. 19.255.148 de Bogotá.
La Presidencia concede el uso de la palabra a la 

honorable Senadora Cecilia Matilde López Mon-
taño.

Palabras de la honorable Senadora Cecilia Ma-
tilde López Montaño.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra la honorable Senadora Cecilia Matilde 
López Montaño:

Muchas gracias señor Presidente, quiero tomar 
la palabra para respaldar las expresiones que se 
han hecho sobre el caso de Barranquilla, del aero-
puerto nuevo que se quiere hacer, el Senador As-
hton ha planteado muy claramente argumentos que 
yo quiero apoyar plenamente. En primer lugar el 
aeropuerto de Barranquilla es un aeropuerto que 
tiene todavía una capacidad ociosa muy grande, 
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que si se hiciera una organización distinta podría 
ser utilizado; en segundo lugar, quitar ese aero-
puerto como lo dijo el senador Ashton es acabar 
con la posibilidad de que ese desarrollo industrial 
que se tiene alrededor de Malambo siga progresan-
do, cuando muchos de nosotros hemos propuesto 
que lo que hay que hacer en la región Caribe, es 
integrar industrialmente a Mamonal, lo que se está 
haciendo en Barranquilla en el desarrollo de Ma-
lambo y en otras áreas de Barranquilla e impulsar 
la industrialización de Santa Marta, para construir 
la gran metrópolis de la región Caribe que debe ser 
Barranquilla, Santa Marta y Cartagena.

En segundo lugar, convertir el aeropuerto de 
Barranquilla en un aeropuerto militar es inconce-
������� ��� ������ ������
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interpreto la voz de muchos como lo ha hecho el 
senador Ashton, en rechazar esta posibilidad que 
no encontramos fundamento, no estaba cuando se 
discutió entre los elementos del Acuerdo con Es-
tados Unidos, no estaba la necesidad de convertir 
este aeropuerto en un aeropuerto militar. En tercer 
lugar lo que se necesita es integrar las tres ciuda-
des, es integrar su área productiva, es como le digo 
volver a estas tres ciudades una gran metrópolis 
del Caribe cada una con sus ventajas comparati-
vas y esto destruiría esa posibilidad, deja aislada a 
Santa Marta, deja a Barranquilla muy alejada del 
aeropuerto, disminuye la posibilidad de expansión 
de la zona industrial de Malambo.

Yo tengo un argumento adicional, la región Ca-
ribe acaba de expresar con dos millones y medio 
de votos, su deseo de ganar autonomía para decidir 
sobre su desarrollo, cómo es posible que cuando se 
tiene un respaldo de este tamaño, cuando la región 
Caribe ha expresado por medio del voto su volun-
tad de retomar su desarrollo, en ese momento se 
desconoce por parte del Gobierno Nacional lo que 
ha expresado el alcalde de Barraquilla, el Gober-
nador del Atlántico, el alcalde de Santa Marta, la 
alcaldesa de Cartagena, quienes han dicho en todos 
los tonos, que este proyecto no es conveniente, que 
no consulta la voluntad que tienen los caribeños de 
desarrollar la región de otra manera, y se está des-
conociendo la voz de las autoridades de la región.

Entonces ¿para qué se apoyó el voto Caribe?, 
el voto Caribe implica que queremos participar 
en las decisiones de desarrollo de la región, por 
eso me uno a las palabras del Senador Ashton y 
quiero expresar como barranquillera, que es hora 
de que el Gobierno Nacional respete a la región 
Caribe, la escuche y dialoguemos para que esos 
recursos si es que existen, puedan ser asignados 
a las prioridades que la región considere. Gracias 
señor Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Charles William Schultz Na-
varro.

Palabras del honorable Senador Charles Wi-
lliam Schultz Navarro.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Charles Schultz 
Navarro, quien da lectura a una constancia:

Gracias Presidente, quiero dejar una constan-
cia sobre una tragedia anunciada en una insti-
tución educativa, Ana Francisca Lara del muni-
cipio de Pacho departamento de Cundinamarca. 
Toda vez que, el Ministerio de Educación Na-
cional, ha desatendido los diferentes requeri-
mientos que le han hecho tanto la asociación 
de padres de familia de la institución educativa 
Ana Francisca Lara, la doctora Yolanda López, 
que ha sido la Presidenta de esta Asociación de 
Padres de Familia conjuntamente con el Alcalde 
Municipal de Pacho y luego de todas las evalua-
ciones y estudios que demuestran que la erosión 
que ha ocasionado el río Negro del municipio 
de Pacho Cundinamarca, ha colocado esta insti-
tución educativa en zona de alto riesgo, porque 
el desbordamiento del río, puede llevarse esta 
institución educativa.

Se trata de la vida de 520 estudiantes de los 
grados sexto hasta el once, de educación básica 
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que ha tenido el Ministerio de Educación para po-
der reubicar esta institución y evitar así la trage-
dia anunciada sino también la omisión por parte 
del señor Gobernador de Cundinamarca, que no 
ha atendido el clamor de esta comunidad y está 
esperando que exista la tragedia para poder en-
tonces plantear soluciones y presentar lamenta-
ciones. Esto es grave porque estamos en un Esta-
do Social de Derecho, donde la dignidad humana 
se privilegia y donde los tratados internacionales 
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blece que los derechos de los niños son de carác-
ter prevalentes; entonces no se explica esta grave 
omisión.

Por eso dejo la constancia y hago el llamado 
para que las autoridades de control, la procuradu-
ría general de la Nación, el señor procurador, cum-
pla con sus funciones y la defensoría del pueblo en 
la defensa de estos derechos fundamentales, de los 
niños, de la institución educativa Ana Francisca 
Lara del municipio de Pacho, 520 vidas de niños 
que se encuentran en peligro, y no tenemos que es-
perar que suceda la tragedia para entonces buscar 
correctivos. Por eso dejo la constancia y hago el 
llamado, para que de esta manera las autoridades 
de control entren a funcionar y protejan los dere-
chos prevalentes, que son de carácter fundamental 
constitucional de estos 500 niños y niñas. Gracias 
Presidente.

Constancia:
Me permito denunciar, de manera pública, ante 

la plenaria del honorable Senado de la República 
de la comunicación enviada al Ministerio de Edu-
cación Nacional referida a la solicitud de reubica-
ción de la Institución Educativa “Ana Francisca 
Lara” de Pacho, Cundinamarca, cuyo texto es el 
siguiente:
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Bogotá, D. C., 27 de abril de 2010 
Doctora
CECILIA MARÍA VÉLEZ WHITE  

SCS-E-223
Ministra de Educación
Ciudad
Asunto: Respuesta a Solicitud de Reubica-

ción de la Institución Educativa Departamental 
!"������ #��������� $%��� &�����
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Respetada Doctora:
En atención al informe, realizado por el Despa-

cho a su cargo, en el que se detalla el resultado de 
la evaluación efectuada por la funcionaria Liliana 
Delgado, que da como resultado el aplazamiento 
del mismo, por considerar que no cumple con los 
requisitos por ustedes establecidos, me permito 
manifestar, de manera respetuosa, la profunda pre-
ocupación por cuanto el estado actual de la Ins-
titución Educativa citada está poniendo en grave 
peligro la vida de los menores.

Es menester, frente a hechos como este, recor-
dar el carácter prevalente de los derechos de los 
menores, que exige, en consecuencia, actuaciones 
oportunas y pertinentes de las autoridades del Es-
tado.

Por lo hasta aquí manifestado, me permito soli-
citar a usted, la intervención Urgente e Inmediata 
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mar las medidas que sean necesarias para reubicar 
la citada institución, trasladando a los menores que 
allí asisten, a un lugar en el que se puedan salva-
guardar sus derechos, así sea de manera temporal, 
mientras el proyecto presentado por la Alcaldía del 
municipio y que se encuentra en la dependencia 
competente de este ministerio, es avalado y eje-
cutado.
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que el Ministerio a su cargo cumplirá las funciones 
y dará la respuesta oportuna y adecuada a las in-
gentes necesidades de los niños y niñas que toman 
clases en la mencionada institución.

Cordialmente, 
Charles Schultz Navarro
Senador de la República

Respetuosamente,
Charles Schultz Navarro
Senador de la República

Por Secretaría se informe que se ha registrado 
quórum decisorio.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Antonio Guerra de la Espriella.

Palabras del honorable Senador Antonio Guerra 
de la Espriella.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Antonio Guerra 
de la Espriella:

Gracias Presidente, breve, para referirme a las 
palabras del Senador Álvaro Ashton y de la ho-

norable Senadora Cecilia López, acerca del proyecto 
de la construcción de un megaaeropuerto en predios 
colindantes de los departamentos de Bolívar y el At-
lántico, cualquiera creería que este tema se debería 
circunscribir en sus comentarios y opiniones a la gen-
te de estos dos departamentos, pero no hay tal señor 
Presidente, porque este es un tema que como bien lo 
dijo la Senadora Cecilia le incumbe a todos los ca-
ribeños y en ese orden de ideas vistas hoy las con-
sideraciones que se han dado a conocer en términos 
de conveniencia e inconveniencia hacia delante, para 
el desarrollo de muy buena parte de los programas 
sociales y económicos no solo de estos dos departa-
mentos, sino de otros departamentos de la Costa Ca-
ribe colombiana, yo debo apoyar las expresiones de 
los dos colegas que se han manifestado contrario al 
interés de darle vía libre a esta megaobra.

Por ello acompaño entonces la idea que hoy por 
las razones que se conocen, es absolutamente in-
conveniente darle luz verde por parte del Gobierno 
Nacional y en ese orden de ideal vuelve a ser mis 
palabras, mi intervención una advertencia del Con-
greso de la República al Gobierno Nacional. Quere-
mos como voceros de la región ser partícipes de la 
decisión que más pronto que tarde tome el Gobierno 
Nacional al respecto y que ojalá no deje que esta 
idea, que no deja de ser buena por el hecho de que 
hoy se presuma como inconveniente, cuente con los 
criterios y opiniones de quienes somos los represen-
tantes de muchos millones de colombianos que hoy 
somos caribeños. Gracias Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Héctor Helí Rojas Jiménez.

Palabras del honorable Senador Héctor Helí 
Rojas Jiménez.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Héctor Helí Ro-
jas Jiménez:

Señor Presidente gracias, es simplemente para 
explicar mi voto a las proposiciones, yo voy a 
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sición que usted presentó; pero voy a votar ne-
gativamente la de la doctora Nancy Patricia y los 
otros miembros de la Comisión Segunda, tengo la 
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ción, y quisiera que los de la Comisión Segunda 
me escucharan un minuto para saber; porque voto 
en contra de esa proposición.

Soy de una región donde más se va a sufrir por 
el tema agropecuario, lo poco que hay producti-
vo en Boyacá que es el sector lechero, es como lo 
más vulnerable en este tratado con la Unión Euro-
pea. Lo que he oído es que el Gobierno ofrece una 
agenda interna, de compensaciones, de subsidios, 
y de ayudas al sector lechero nacional, para com-
pensar el desequilibrio que se crea en esa negocia-
ción, entre otras cosas adelantada con un criterio 
que nos perjudicó mucho, que fue romper el crite-
rio subregional y haber dejado de lado a Perú nos 
habría ido mejor negociar en unión con Perú, o de 
pronto en unión con los interesados de la Región 
Andina.
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Sin embargo a los señores de la comisión se-
gunda, yo les diría a los autores de la proposición, 
que veo muy complicado que el Congreso a través 
de proposiciones, se inmiscuya en las competen-
cias propias del Ejecutivo. El Ejecutivo tiene plena 
competencia para negociar el tratado, ese tratado 
vendrá al Congreso y aquí lo podremos aprobar o 
improbar ese tratado irá a la Corte Constitucional 
si es que aquí lo aprobamos, y allí se podrán intro-
ducir declaraciones interpretativas, como ha ocu-
rrido con otros tratados, pero veo inconvenientes 
señor Presidente, que a través de proposiciones el 
Congreso, se inmiscuya en ese asunto tan típica-
mente del Ejecutivo y más que del Ejecutivo del 
Presidente de la República, como Jefe de Estado 
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Tengo esa preocupación señor Presidente, in-
sisto, yo creo que habría que separar las votacio-
nes para poder votar unas a favor y otras en contra 
como lo haré en mi caso.
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Se está aquí en el Senado, para agilizar se están 

votando todas las proposiciones conjuntamente, el 
doctor Héctor Helí, pero en Secretaria se tomará 
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sición del Senador Cáceres y negativo la de la Se-
nadora Nancy Patricia.

Con la venia de la Presidencia y del Orador, 
interpela el honorable Senador Camilo Arman-
do Sánchez Ortega:

Muchas gracias Presidente, muy brevemente 
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lo que estamos votando; porque yo lo que enten-
dí es totalmente contrario a lo que dijo el doctor 
Héctor Helí, lo que yo entendí en lo que acabo 
de leer de la proposición dice: que se suspenda la 
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acuerdo en el tema lácteo, para que no vayamos 
a perjudicar al sector agropecuario nacional, que 
sería muy fuertemente golpeado, ya que la deva-
luación en Europa hace que ellos puedan competir 
deslealmente con Colombia y, nos pueden inun-
dar el mercado de una manera totalmente imposi-
ble de compensar con subsidios, más aun cuando 
este Gobierno está acabando, y que no da garantías 
para que en el futuro podamos tener la certeza de 
que el sector agropecuario, el sector ganadero y el 
sector lechero tengan esas oportunidades.

�����	�������������!
�������������	�
���	
�
��
porque yo he sido de los que digo que los tratados 
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nosotros no somos contrarios de los Tratados de 
Libre Comercio, sino de las malas negociaciones 
y aquí lo que estamos viendo es que este tratado lo 
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importante del país, entonces eso era la primera 
parte de ese tema.

El segundo, decirle que estoy muy preocupado 
porque hoy hicimos en las comisiones conjuntas 
económicas, un debate sobre supuestamente la re-
forma social de la salud y de la economía del país 

y siguen mintiéndole al país; porque no se ha ins-
crito ningún proyecto por parte del Gobierno Na-
cional el Ministerio de Protección sobre el tema de 
la salud y hoy nos están diciendo, que es que hay 
que votar la reforma tributaria, una reformita de 
tres pesos, que no alcanza para nada, donde hoy 
solamente vinieron los que están perjudicados y 
que quieren salirse de la reforma que presentó el 
Gobierno, hoy vienen porque no quieren pagar los 
de la cerveza, los que no quieren pagar de los lico-
res, los que no quieren pagar del chance, para ver 
cómo se desmontan y eso hace que esta reforma 
sea una colcha de retazos que no va a tener ningún 
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hacia el futuro, es que el Gobierno siguiente puede 
hacer una reforma estructural de fondo, donde de 
=���
�����
���
	
�
��	���������	���	
��������-
temos esa platica que se está regalando en muchos 
sectores que hacen tanto daño a nuestra economía.
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presidente a Colombia, que no se ha presentado 
ningún proyecto por parte del Ministro de Protec-
ción, y que lo que tenemos es una pequeña Re-
forma Tributaria mal presentada, que si se agiliza 
como se está agilizando en este momento, lo que 
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nen de que paguen unos impuestos algunos que no 
los han pagado nunca, porque eran intocables en 
este Congreso de Colombia, así que le pido esos 
dos favores Presidente y le agradezco la oportu-
nidad.

Con la venia de la Presidencia y del Orador, 
interpela la honorable Senadora Nancy Patri-
cia Gutiérrez Castañeda:

Gracias Presidente, quiero explicarle al doctor 
Héctor Helí, y bueno agradezco al Senador Camilo 
Sánchez que ha hecho claridad, voy a leerle, parte 
de la Proposición que dice: un Tratado de Libre 
Comercio con la Unión Europea es una gran opor-
tunidad de aprovechar un mercado industrializa-
do, con una alta capacidad de compra con ciertas 
características complementarias en los hábitos de 
consumo, producción y comercio, a pesar de la 
gran diferencia en los niveles de desarrollo econó-
mico. Esto fue discutido esta mañana en la Comi-
sión Segunda de Senado; porque quiero informarle 
a la Plenaria, que terminaron coincidiendo dos de-
bates que teníamos, uno previsto en la Comisión 
Segunda y otro aquí en la Plenaria sobre el mis-
mo tema, el Acuerdo entre Colombia y la Unión 
Europea, un Acuerdo que coincido con el Senador 
Camilo Sánchez en términos generales.

La Comisión Segunda ha dejado sentadas unas 
posiciones frente a algunos temas que han genera-
do discusión en los Tratados de Libre Comercio. 
Pero en términos generales entendemos que es una 
política importante de fomento a las exportacio-
nes, sin embargo, además de la coincidencia del 
momento crítico por el euro, los diferentes sectores 
de la cadena láctea del país, nos han hecho conocer 
su gran preocupación; porque los términos en los 
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efectivamente Senador Héctor Helí que Boyacá 
es el tercer departamento productor de leche en 
el país, primero Antioquia, luego Cundinamarca, 
después Boyacá, Córdoba, Cesar y Magdalena, 
serían los departamentos más afectados con esta 
negociación, entre otras también que son cerca de 
480 mil familias las que derivan su sustento de la 
actividad económica de la leche, el 81.67% son 
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inmuebles o predios que tienen entre 10 y 50 ani-
males, el 17.18% es mediana ganadería y solamen-
te el 1.15% se puede llamar gran ganadería en el 
país, va a verse afectada básicamente porque las 
decisiones que se tomaron en cuanto a la libera-
ción de aranceles y los plazos progresivos que tie-
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de lactosuero y de quesos y otros productos deri-
vados de la leche, que en este momento son fuerte 
comercio de los excedentes colombianos.

Ya hubo una caída hace unos meses atrás, con 
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Venezuela y adicionalmente por la baja de precios 
de la leche en el mercado internacional, lo cual 
obligó al Gobierno, a subir los aranceles a un 98% 
para la leche en polvo y a un 94% para los lla-
mados lactosueros estas medidas fueron tomadas 
hace menos de un año por el Gobierno Nacional, 
sin embargo al momento de la negociación y rei-
tero con la liberación de aranceles y la progresi-
vidad de los plazos para ir liberándolos, se acaba 
con estas medidas de protección del sector lácteo. 
Efectivamente el Gobierno ha ofrecido a la cade-
na un documento Conpes, que tendrá que contener 
algunos mecanismos de fortalecimiento del sector.

Hemos recibido en la Comisión Segunda un do-
cumento de los gremios, en donde nos dicen, dada 
la fragilidad del negocio y dada la conformación 
del comercio interno, donde básicamente la gran 
mayoría es un comercio informal, no alcanzarían 
las medidas en el mediano y el largo plazo, a dete-
ner el fracaso del sector lácteo, esa es la gran pre-
ocupación, y por eso hemos querido traerla como 
proposición al Senado. La Proposición termina 
diciendo, que la Comisión Segunda quiere propo-
ner a la Plenaria del Senado, que solicite al señor 
Presidente de la República, no suscriba el texto ac-
tualmente negociado, ni que continúe con los trá-
mites correspondientes, hasta tanto no se revise ni 
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concordancia con las necesidades del sector y se 
formule una política clara, en aras de mejorar su 
competitividad y modernización.

Entonces aquí es una solicitud de revisión de 
esa negociación, y de aplazamiento del acto for-
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mos días, nosotros lamentamos muchísimo que el 
debate no se haya podido hacer, esta mañana en 
la Comisión ni esta tarde en la Plenaria, el Minis-
tro de Comercio tuvo que viajar fuera del país, por 
alguna circunstancia también extraordinaria, y el 
Ministro de Agricultura ha pedido que está dis-

puesto a venir al Congreso, conjuntamente con el 
Ministerio de Comercio, porque fue el Ministerio 
el que lideró la negociación. Es en ese sentido que 
queremos vincular a la Plenaria, con la preocupa-
ción que ha tenido la Comisión Segunda, a efectos 
de que tenga eco en el Gobierno Nacional, también 
la preocupación que tienen los diferentes sectores 
de la cadena láctea. Gracias Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Ernesto Ramiro Estacio.

Palabras del honorable Senador Ernesto Rami-
ro Estacio.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Ernesto Ramiro 
Estacio:

Gracias señor Presidente, en el año 2002 en 
Achocalla, Bolivia, se realizó el Primer Encuentro 
Andino de la Asociación de Pobladores del Mundo 
de la Montaña, que trató temas como la coca, el 
agua y el libre comercio, en septiembre del mis-
mo año, se realizó la primera Asamblea General en 
Quito, Ecuador, donde se adoptó la carta de las po-
blaciones de alta montaña y del mundo, y se eligió 
su junta directiva, del cual nosotros como pueblos 
indígenas, hacemos parte, en septiembre del año 
2005 en La Paz, Bolivia, se realizó el Encuentro 
Andino, en donde se adoptó decisiones importan-
tes para los pobladores de la alta montaña, y se 
concretaron asuntos relacionados con las políticas 
bilaterales y las organizaciones para la defensa de 
las montañas de agua, de cultura y de territorio.

Con ocasión y con estos antecedentes, quiero 
aprovechar esta oportunidad para invitar al Tercer 
Encuentro Andino de la APPM de la Asociación 
de Pobladores del Mundo de la Montaña, que se va 
a realizar en la Ciudad de Pasto, durante los días 
19 y 20 de mayo, para tratar temas relacionados 
con la agroecología y la gestión ambiental. En este 
encuentro señor Presidente, participarán hermanos 
indígenas de Bolivia, de Perú de Ecuador, de Vene-
zuela y organizaciones colombianas tanto del Cau-
ca, de Nariño, del Putumayo y de la Sierra Nevada, 
todo con el objetivo de socializar experiencias de 
los participantes y fortalecer las temáticas. Con 
esto queremos invitar entonces a los ambientalis-
tas, a la gente que vive en las montañas para tratar 
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y unas estrategias que se vienen adelantando en 
este caso desde el Nudo de Los Pastos.

Por otra parte señor Presidente, quiero rechazar 
también rotundamente las continuas amenazas que 
han venido sucediendo en contra de los pueblos 
indígenas, y en este caso las contundentes amena-
zas que están haciendo a los líderes indígenas del 
pueblo Mischa o del pueblo Guambiano, colocán-
dolos como objetivos militares, puesto que están 
avanzando en el fortalecimiento de los derechos y 
básicamente en la recuperación de las tierras de su 
territorio, para vivir dignamente como así lo han 
mencionado.

Por ello quiero rechazar rotundamente estas 
amenazas, y de hecho hacer una vez más el lla-
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mado al Gobierno Nacional y a las autoridades 
competentes, para que le pongan la mirada a este 
pueblo y desde ya miren las estrategias de salva-
guarda para sus integrantes, es de resaltar que el 
pueblo Guambiano, ha venido y ha sido identi-
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en proceso de extinción física y cultural como lo 
menciona la Corte Constitucional en el Auto 004. 
De hecho, llamamos también a los organismos del 
orden internacional defensoras de los derechos hu-
manos, para que miren sobre la situación del Pue-
blo Mischa o el pueblo Guambiano, como también 
de los otros pueblos que están siendo amenazados, 
en una guerra que no es nuestra en el territorio co-
lombiano, es todo señor Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
la honorable Senadora Piedad Zuccardi de García.

Palabras de la honorable Senadora Piedad Zu-
cardi de García.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra la honorable Senadora Piedad Zucardi 
de García:

Gracias señor Presidente, yo quería retomar el 
tema que han tratado aquí la Senadora Cecilia Ló-
pez, el Senador Ashton, el Senador Antonio Gue-
rra, y es sobre esa megaobra que se está proponien-
do para el Caribe colombiano, nosotros llevamos 
muchísimos años incluso los 8 años de Gobierno 
del Presidente Álvaro Uribe Vélez, explicando las 
razones que necesita la Costa y la urgencia de las 
vías para la conectividad para la competitividad 
para la productividad.

Hemos estado luchando de manera incansable 
por conseguir un Conpex que incluya 5 transversa-
les, 2 troncales, y 3 vías complementarias. Por qué 
esas 5 transversales, precisamente para desembo-
tellar todos los departamentos de la Costa Caribe, 
de la Región Caribe, esas 5 transversales serían: 
la Transversal del Magdalena, la Transversal de 
los Contenedores, la Transversal de la Depresión 
Momposina, la Transversal de la Mojana, tenemos 
también las Troncales: la Troncal de la Productivi-
dad, la Troncal del Sur de Bolívar y 3 vías comple-
mentarias muy importantes, como son El Banco, 
Arjona, El Paso, Cuatro Vientos, Codazzi, el anillo 
vial turístico de la Guajira, la vía Santa Ana – La 
Gloria. También tenemos la necesidad de tener un 
tren de cercanías que articule Cartagena – Santa 
Marta – Barranquilla.

Tenemos otras prioridades, por eso nosotros 
desde aquí le estamos diciendo al Gobierno Na-
cional, que ese megaproyecto del Aeropuerto no 
se puede mirar de forma descontextualizada, hay 
que mirarlo de manera integral en lo que el Ca-
ribe ha venido pidiendo para su desarrollo y hay 
que mirarlo también desde el punto de vista de la 
competitividad. El Aeropuerto de Cartagena es un 
aeropuerto que se debe especializar de pasajeros, 
nosotros tenemos los puertos y ahí también se está 
pidiendo, ese ha sido un Conpex para el Canal del 
Varadero que es un canal paralelo al actual que 
existe, al canal de acceso al Puerto de Cartagena, 

y el Aeropuerto de Barranquilla es un aeropuerto 
que se debe especializar entonces en carga, porque 
actualmente está subutilizado y se debería orientar 
a atender toda la cuenca del Caribe.

Esas son las razones principales por las cuales 
nosotros consideramos que ese megaproyecto no 
es el momento, aun cuando a los costeños nos gus-
ta soñar, aun cuando a los costeños nos gusta tener 
ese tipo de iniciativas, nosotros en este momento 
consideramos que no es la prioridad de la Costa 
Caribe, y por eso le solicitamos al Gobierno Na-
cional que no elabore un Conpex comprometien-
do recursos, que incluidos los recursos del sector 
privado, congelarían, o captarían, o bloquearían y 
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cio o el costo de oportunidad, de casi 800 millones 
de dólares.

Nosotros entonces sí le solicitamos al Gobierno 
Nacional que se siente con la Bancada de Parla-
mentarios de la Costa del Caribe, y con aquellos 
otros Parlamentarios que quieran acompañar el 
desarrollo armónico e integral de la Costa Caribe, 
para que se atiendan las solicitudes que de tiempo 
atrás, hemos venido presentando y se escuche tam-
bién a los Alcaldes de Cartagena y Barranquilla 
que han manifestado sus conceptos en ese sentido. 
Muchas gracias señor Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Antonio Guerra de la Espriella.

Palabras del honorable Senador Antonio Guerra 
de la Espriella.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Antonio Guerra 
de la Espriella:

Gracias Presidente, de nuevo para referirme a la 
Proposición presentada por algunos miembros co-
legas de la Comisión Segunda, quienes me han in-
vitado a suscribir la Proposición que ha sido expli-
cada una vez más por la Senadora Nancy Patricia, 
y yo quiero, gracias señor Presidente por su gene-
rosidad, explicar por qué suscribí esa Proposición 
y ahondar en algunas razones adicionales para que 
haya mayor claridad por parte de esta Corporación 
y desde luego para todos los colombianos.

Señor Presidente, lo que da la impresión al 
leer uno los términos que se conocen del acuerdo 
inicialmente pactado, el acuerdo comercial entre 
Colombia y la Unión Europea, es que el Gobierno 
Nacional a través de sus negociadores puso la ca-
beza del sector lácteo, como carne de cañón, para 
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nes del resto de la negociación global y discúlpeme 
la redundancia, es que la situación Senador Héctor 
Helí con el sector lácteo no es de poca monta.

Yo quisiera sencillamente recordarle a los co-
lombianos, que el país produce 6.500 millones de 
litros de leche, de los cuales 2.800 se van por lo que 
se conoce como el canal formal, es decir, aquella 
producción que la absorbe la industria formalmen-
te reconocida y 3.700 millones de litros de leche se 
va por el canal informal. Ahora bien, a lo largo de 
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los últimos años y gracias diría especialmente que 
a la política de seguridad democrática, el país ha 
visto crecer de manera importante su producción 
lechera, particularmente en los minifundios gana-
deros que es donde se produce la mayor parte de la 
leche en este país.

El Gobierno colombiano en la negociación, Se-
nador Héctor Helí, ha cedido el 12% del mercado 
de lácteos en Colombia, y cuando más allá de las 
previsiones de crecimiento de la producción, se 
obtiene un 2% adicional, es cuando se presenta lo 
que conocemos todos como la enlechada en el país, 
es decir, la abundancia, el exceso de la oferta que 
no tiene la capacidad el país de absorber ni tene-
mos los mercados consolidados para exportar esos 
excedentes. Estamos hablando de una sesión del 
12% de nuestro mercado interno a la Unión Euro-
pea, por ello y por otras razones es que considero 
pertinente esta Proposición, porque si bien no nos 
estamos inmiscuyendo en la órbita del Ejecutivo, 
que es a quien le corresponden las negociaciones, 
sí nos cabe a nosotros la responsabilidad y la fun-
ción de hacerle ver al Gobierno Nacional, cuando 
las cosas no van bien y cuando nos corresponde 
defender la producción nacional en este caso, es 
sinónimo de soberanía alimentaria.

Termino Presidente con una perlita, honora-
ble Senador, es el caso del TLC con los Estados 
Unidos, si hoy día el Congreso Americano hu-
biese aprobado el acuerdo comercial suscrito con 
Colombia, la ganadería colombiana quedaría ex-
puesta a la importación de poco menos de 7.000 
toneladas de leche en polvo, de 3.000 toneladas 
de queso, de 1.000 de otros productos lácteos, de 
7.500 toneladas de carnes industriales y despojo 
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que es más grave aún, de volúmenes ilimitados de 
lactosueros, claro, si fuera teóricamente cierto que 
hoy, el Gobierno americano ha aprobado ese tra-
tado, Colombia, no podría exportar un solo gramo 
de carne a los Estados Unidos, porque no se han 
logrado negociar por parte del ICA y del Invima, 
los criterios de admisibilidad de los cárnicos y lác-
teos hacia el mercado de los Estados Unidos; pero 
en cambio ellos sí podrían exportar hasta el con-
tingente acordado de carne a nuestro país, con las 
consecuencias que ya todos conocemos. Por ello, 
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cuentro absolutamente pertinente.

La Presidencia somete a consideración de la 
plenaria las proposiciones presentadas por los ho-
norables Senadores Javier Enrique Cáceres Leal y 
Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda, cierra su dis-
cusión y, de conformidad con el Acto Legislativo 
01 de 2009, abre la votación e indica a la Secreta-
ría abrir el registro electrónico para proceder a la 
votación nominal.

La Presidencia cierra la votación, e indica a la 
Secretaría cerrar el registro e informar el resultado 
de la votación.

Por Secretaría se informa el siguiente resultado:
Por el sí: 58
Total: 58

Votación Nominal a las Proposiciones Presentadas 
por los honorable Senadores Javier Enrique Cá-
ceres Leal y Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda

Acosta Bendeck Gabriel 
Aguirre Muñoz Germán Antonio 
Andrade Serrano Hernán Francisco
Angarita Medellín Darío
Arenas Parra Luis Élmer 
Arrieta Buelvas Samuel Benjamín
Ashton Giraldo Álvaro Antonio 
Barriga Peñaranda Carlos Emiro
Bernal Bacca Tulio César
Cáceres Leal Javier Enrique
Canal Albán Jaime Ernesto
Cárdenas Ortiz Carlos
Celis Carrillo Bernabé 
Cepeda Sarabia Efraín José 
Cifuentes Aranzazu Elsa Gladys
Clopatofsky Ghisays Jairo Raúl 
Cortés Torres Marco Alirio 
Cuéllar Bastidas Parmenio 
Delgado Blandón Ubéimar 
Dussán Calderón Jaime 
Enríquez Maya Eduardo 
Espíndola Niño Édgar 
Estacio Ernesto Ramiro
Galán Pachón Juan Manuel
Galvis Méndez Daira de Jesús
García Valencia Jesús Ignacio
Gómez Montealegre Jorge Enrique
Gómez Toro Jacobo Faustino 
González Villa Carlos Julio
Guerra de la Espriella Antonio
Guevara Jorge Eliécer
Gutiérrez Castañeda Nancy Patricia
López Maya Alexánder
López Montaño Cecilia Matilde
Mantilla Colmenares Jairo
Moreno Piraquive Alexandra
Moreno Rojas Néstor Iván
Núñez Lapeira Alfonso María 
Petro Urrego Gustavo Francisco
Pinto Afanador Yolanda
Piñacué Achicué Jesús Enrique 
Puello Chamié Jesús 
Restrepo Betancur Luzelena
Restrepo Escobar Juan Carlos 
Restrepo Gallego Griselda Janeth
Robledo Castillo Jorge Enrique 
Salazar Cruz José Darío 
Sánchez Ortega Camilo Armando 
Schultz Navarro Charles William
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Tapias Ospina Jairo de Jesús 
Valdivieso Sarmiento Alfonso 
Velásquez Reyes Víctor 
Vélez García Jorge Enrique
Villegas Villegas Germán 
Virgüez Piraquive Manuel Antonio
Yepes Álzate Ómar
Zapata Correa Gabriel Ignacio 
Zuccardi de García Piedad 
11. V. 2010
En consecuencia, han sido aprobadas las propo-

siciones presentadas por los honorables Senadores 
Javier Enrique Cáceres Leal y Nancy Patricia Gu-
tiérrez Castañeda.

Proposición Número 185
De conformidad con el artículo 135 de la Cons-

titución de 1991 y el artículo 96 de la Ley 5ª de 
1992, invítese al Presidente y Vicepresidente del 
Consejo Nacional Electoral, al señor Fiscal Gene-
ral de la Nación, al señor Procurador General de la 
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se realice el siguiente debate, con el cuestionario 
que a continuación se presenta:

Al Consejo Nacional Electoral:
1. ¿Cuáles son en materia electoral las facul-

tades del Consejo Nacional Electoral a partir del 
Acto Legislativo 01 de 2009? ¿Esas facultades son 
herramientas efectivas contra el fraude?

2. ¿Es cierto que se han encontrado por parte 
del Consejo Nacional Electoral las bolsas de los 
votos abiertas?

3. ¿Cómo se procedió por parte del Consejo 
Nacional Electoral a seleccionar a los delegados 
para los escrutinios departamentales y bajo qué 
criterios?

4. ¿Cuál ha sido la actuación del Consejo Na-
cional Electoral sobre los fraudes denunciados al 
Fiscal General de la Nación, en las elecciones del 
2010?

Al Fiscal General de la Nación
1. ¿Qué actuaciones ha realizado la Fiscalía Ge-

neral de la Nación, ante la serie de fraudes regis-
trados en diferentes partes del país y denunciados 
públicamente?

Al Procurador General de la Nación
1. ¿Qué actuaciones ha realizado la Procuradu-

ría General de la Nación, ante los diversos fraudes 
electorales de las recientes elecciones en diferen-
tes partes del país?

Al Contralor General de la República
1. ¿Tiene este Despacho conocimiento de cuán-

tos dineros pierde el Estado en cada elección al 
pagar votos fraudulentos?

Javier Enrique Cáceres Leal
11. V. 2010

Proposición número 186
Un tratado de libre comercio con la Unión Eu-

ropea es una gran oportunidad de aprovechar un 
mercado industrializado con una alta capacidad de 
compra, con ciertas características complementa-
rias en los hábitos de consumo, producción y co-
mercio, a pesar de la gran diferencia en los niveles 
de desarrollo económico.

Sin embargo, estas asimetrías son las que obli-
gan a los países emergentes a tomar medidas de 
protección ante gigantes económicos que ejercen 
fuertes presiones sobre los términos de intercam-
bio de los bienes primarios. Tal es el caso de la 
producción y procesamiento de leche en Colom-
bia, cuya coyuntura reciente ha forzado a la inter-
vención del Gobierno Nacional en casi todos los 
eslabones de la cadena láctea, lo que tiene una 
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la producción agropecuaria y el 1.4% del PIB na-
cional. Además provee el 3.18% del empleo total 
nacional, equivalente al 13.9% de los empleos ge-
nerados en el sector agrícola. Solo la producción 
de leche genera entre 7 y 8 empleos por cada cien 
animales, lo que vincula directamente a 480.000 
familias.

Ante escenarios de sobreoferta, reducción en la 
demanda y la mejora en la posibilidad de importa-
ción de productos procesados que amenazaban los 
ingresos de los pequeños productores, el Gobier-
no incrementó los aranceles de la leche en polvo 
y lactosueros a niveles del 98% y 94% respecti-
vamente, para evitar que la producción altamen-
te subsidiada de países, como los europeos cuya 
estructura láctea está direccionada al comercio in-
ternacional, distorsionara aún más los precios y la 
demanda.
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arancel y el paralelo desmonte del gravamen en 
plazos tan cortos como de 3 años en el caso de los 
lactosueros, implica una competencia desigual en 
todos los niveles.

En este sentido, los términos negociados deben 
ser rediseñados totalmente en los términos en que 
se están concediendo los contingentes, sus tasas 
de crecimiento y la cota que estos deben tener, 
además de los planes de desgravación, los cuales 
deben ser más amplios. Tal y como está cerrada 
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mucho menos empezar los trámites legales y legis-
lativos, ya que durante este proceso es imposible 
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en el que la preocupación del sector es más vigente 
que nunca, donde se deben reabrir las negociacio-
nes y consolidar el texto de acuerdo con las nece-
sidades de la cadena láctea.

Por esta razón, la Comisión II del Senado de la 
República quiere proponer a la Plenaria del Sena-
do que solicite al Señor Presidente de la República 
que no suscriba el texto actualmente negociado, 
ni que continúe con los trámites correspondientes, 
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nidos del apartado lácteo en concordancia con las 
necesidades del sector y se formule una política 
clara en aras de mejorar su competitividad y mo-
dernización.

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda
11. V. 2010
La Presidencia concede el uso de la palabra al 

honorable Senador Juan Manuel Galán Pachón.
Palabras del honorable Senador Juan Manuel 

Galán Pachón.
Con la venia de la Presidencia hace uso de 

la palabra el honorable Senador Juan Manuel 
Galán Pachón:

Muchas gracias Presidente, yo quisiera referir-
me a la Proposición presentada por la Senadora 
Nancy Patricia Gutiérrez y por usted, sobre el tema 
de los Tratados de Libre Comercio y el Tratado de 
Libre Comercio en el caso de la Unión Europea, 
y del sector lechero que se ve afectado por este 
tema, hemos reiterado la importancia de que los 
sectores de pequeños productores agropecuarios, 
tengan una presencia, tengan una oportunidad, una 
defensa de sus intereses en las negociaciones.

Además de eso yo me quisiera referir a un 
tema que se ha convertido en patrón, en todos los 
Tratados de Libre Comercio con países del Nor-
te que Colombia viene suscribiendo, y es el factor 
de los derechos humanos, señor Presidente que se 
ha convertido en el principal factor de traba, de 
congelamiento, en la suscripción de esos acuerdos 
de Tratados de Libre Comercio entre Colombia y 
otros países, lo vimos con Estados Unidos, lo vi-
mos con Canadá y ahora también lo estamos vien-
do con la Unión Europea.

Señor Presidente, ya el Parlamento Portugués, 
está presentando un proyecto de resolución que 
no sé si ya fue votado y aprobado, pero el borra-
dor ha circulado por el Congreso colombiano, en 
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de puntos relacionados con los derechos humanos, 
con la protección de los sindicalistas, de los de-
fensores de derechos humanos y ONG, en donde 
quieren involucrar de nuevo este tema y ligarlo 
con la negociación que sostiene Colombia, de libre 
comercio con la Unión Europea.

Es muy importante señor Presidente que frente 
a este aspecto y frente al factor de los intereses 
del sector lechero, el Gobierno nos ponga la cara, 
el Gobierno no ha venido a los debates, con ex-
cepción del Ministro de Comercio Exterior, que 
hace algunas semanas en la Comisión Segunda se 
presentó al debate, pero no se hizo debate ante la 
ausencia del Ministro de Agricultura, sí queremos 
reiterar la importancia de que el Gobierno ponga 
la cara frente a estos temas, frente al tema puntual 
de la leche y de algunos sectores de la negociación 
del Tratado de Libre Comercio, pero también sobre 
los derechos humanos, que repito se han converti-
do ya en un patrón de conducta de todos los países 
del Norte, con los que Colombia suscribe o quiere 

suscribir acuerdos de libre comercio, para que se 
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estos acuerdos, repito, Estados Unidos, Canadá y 
ahora la Unión Europea con el proyecto de reso-
lución del Parlamento Portugués, que entra a blo-
quear la conclusión del acuerdo entre Colombia y 
la Unión Europea en materia de libre comercio.

Eso sin que otros países se hayan manifestado, 
que seguramente se van a manifestar, porque en 
la resolución del Parlamento Portugués, ya se le 
da instrucciones precisas a los Representantes Por-
tugueses en la Comisión Europea, y en la Unión 
Europea en el Parlamento Europeo, para que sus-
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hasta tanto no se aclaren temas que consideran 
sustanciales sobre violación de derechos humanos 
en Colombia. Eso era lo que quería dejar como 
constancia y como postura frente a la Proposición 
que se ha votado señor Presidente, muchas gracias.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Jorge Eliécer Guevara.

Palabras del honorable Senador Jorge Eliécer 
Guevara.

Con la venia de la Presidencia hace uso de 
la palabra el honorable Senador Jorge Eliécer 
Guevara:

Gracias Presidente, quiero hacer tres señala-
mientos muy rápidos, el primero, para saludar a las 
Maestras y Maestros de Colombia, en esta semana 
en que se celebra su día, el próximo 15 del presen-
te mes, es indiscutible que el Gobierno ha venido 
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derechos laborales del Magisterio, negando de ma-
nera fundamental muchos de ellos conquistados en 
largas batallas desde el movimiento sindical.

Es claro, que la expedición de un nuevo Esta-
tuto Docente, lesiona los derechos laborales del 
Magisterio colombiano, le niega derechos labora-
les y en general los demás trabajadores tienen por 
la vía de la reducida legislación laboral que hoy 
tiene nuestro país. Sin embargo, yo quiero resal-
tar a pesar de esas condiciones, el papel destaca-
do que tiene el Magisterio colombiano en todo el 
proceso de avance y desarrollo de nuestro país; es 
indiscutible que mejorando las condiciones de la 
infraestructura física, de sus condiciones labora-
les, del tratamiento y del reconocimiento al gre-
mio, hemos logrado con los maestros de siempre, 
que en Bogotá por ejemplo el 33% de los colegios 
públicos de la capital hayan ingresado al nivel su-
perior del ICFES, es una política educativa que 
privilegia a lo público, la formación y la capacita-
ción de los maestros y un trato decente, sin utilizar 
el colegio de concesión, sin utilizar la contratación 
con el operador privado que ha ido convirtiendo el 
derecho de la educación en lo contrario a él, su ne-
gación, para convertir el derecho de la educación 
en una mercancía.

Por eso vale la pena saludar a las maestras y 
los maestros en este día, que con su esfuerzo co-
tidiano, logran aportarle al país lo mejor de su ser 
para formar a las nuevas generaciones. Quiero 
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aprovechar para decirle al Gobierno Nacional, que 
no puede demorar más la expedición del Decreto 
que le reconoce a los nuevos maestros, el aumento 
salarial del 8% adicional en promedio, para que 
mejore su condición salarial en una compensación 
por la pérdida de derechos laborales que han tenido 
en la última década, pero además que el aumento 
salarial se aplique a todos los grados del Decreto-
ley 1278, porque en los aumentos anteriores, esto 
no se ha hecho con todos y yo que he hecho ese 
debate, que he sido vocero de ese sector del Ma-
gisterio, le he venido reclamando al Ministerio de 
Educación Nacional y al Gobierno Nacional, que 
corrija esa situación; porque de lo contrario nos 
veremos avocados a demandar por el principio de 
igualdad, ahora que un grupo de maestros por la 
vía del concurso de ascenso han llegado a los gra-
dos B y C del nuevo Estatuto Docente.

Igualmente decirle a los maestros y maestras 
que este Senado ya ha dado el paso tercero del de-
bate, para que los intereses de las cesantías estén 
siempre por encima o mínimo del 12% paras los 
nacionales y los maestros nuevos, tal como ocu-
rre con los demás trabajadores del Estado y en se-
gundo lugar, antes de dejar una constancia quiero 
solidarizarme con la Federación Colombiana de 
Educadores, con el Magisterio Colombiano, que 
ha convocado una jornada de protesta, para recla-
marle al Gobierno Nacional, su decidida interven-
ción en la preservación de la vida de los maestros 
y maestras de Colombia, son más de 250 maestros 
asesinados en los últimos 5 años, de ellos muchos 
en el departamento de Córdoba, eso ha llevado a 
que la prensa internacional haya declarado, que la 
profesión de maestro o de líder sindical del Magis-
terio sea una de las más peligrosas del mundo.

Por eso vamos a acompañar a Fecode, vamos a 
acompañar a los trabajadores en su conjunto, que 
nos vamos a movilizar hacia la capital del depar-
tamento de Córdoba, para reclamarle al Gobierno 
Nacional y a los organismos que tienen que ver 
con la protección de los derechos humanos y de la 
vida de los colombianos y de las colombianas su 
acción inmediata para que cesen los asesinatos y 
se pueda trabajar en paz.

En tercer lugar voy a dejar una constancia: 
yo creo que el debate político de la candidatura 
presidencial, no se puede hacer para desconocer 
o para malinterpretar, o para plantear mensajes 
equivocados sobre las propuestas políticas de los 
candidatos, quiero aquí ante el país ponerme en 
total desacuerdo con el planteamiento del candida-
to Mockus, quien ha dicho que nuestro candidato, 
el candidato del Polo Democrático Alternativo, el 
compañero Gustavo Petro tiene “Teorías que jus-
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nuestro Candidato Presidencial.

Hace muchos años renunciaron él y un grupo de 
colombianos y de colombianas, que habían creído 
que la violencia valía la pena para el ejercicio de la 
política, renunciaron a esa decisión, le pidieron al 
país perdón y le dijeron: vamos a la lucha política 

amplia y democrática, y de ese acuerdo de paz, se 
sacó un gran acuerdo político, con los partidos po-
líticos del momento, el Partido Liberal, el Partido 
Conservador en una gran Constituyente, la Consti-
tución de derechos que hoy tenemos. Pero ¿qué ha 
pasado? Que esa Constitución de Derechos ha sido 
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Posconstitución del 91 y hoy la Constitución de 
Derechos se ha vuelto papel letra, nada más ha 
quedado planteado en el papel.

Por eso nada más ajeno a la realidad que plan-
tear que nuestro candidato en sus propuestas atiza 
la violencia, hace rato nuestro partido ha venido 
planteando de manera clara y categórica, que no 
tenemos nada que ver con el proyecto violento de 
nuestro país y que todos los sectores que recurran 
a la violencia, tienen nuestro más abierto rechazo, 
lo hemos dicho una y otra vez, incluso, diciéndo-
le al propio Presidente de la República, quien nos 
ha querido vincular en esas mismas condiciones, 
que está totalmente equivocado y que es una polí-
tica que atenta contra la posibilidad de un partido 
como el Polo Democrático Alternativo.

Quiero entonces decir que reclamar la vigencia 
de la Constitución del 91, que pedirle o proponerle 
al pueblo colombiano que nos acompañe el próxi-
mo 30 de mayo, para que saquemos lo social del 
mercado, es una política que no tiene otro propó-
sito que el de buscar la justicia social y la equi-
dad para nuestro país, no hay país más desigual 
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desiguales del mundo, por eso pedirle, reclamarle 
a cualquier Gobierno o ahora que nos proponemos 
llegar a la Presidencia, plantear que vamos a hacer 
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uno de los candidatos como sagrados, los recursos 
públicos, sigan siendo públicos y sagrados y que 
no vayan a la intermediación del gran negociador 
de la salud, para que lleguen al hospital y allí con 
la cédula se atienda a todo el que tenga la necesi-
dad de resolver un problema de salud y que aca-
bemos con el nefasto paseo de la muerte, que de 
hospital en hospital terminan cobrando la vida de 
muchas colombianas y colombianos.

En segundo lugar, venimos planteando y lo 
plantea nuestro candidato, que en concreto va-
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142, para que los servicios públicos domiciliarios 
dejen de ser otra mercancía, dejen de ser otra ne-
gociación, otro negocio del gran capital y el sec-
tor público pueda asumir esa responsabilidad y 
entonces los más necesitados, los pobres de este 
país, para ayudarlos a salir de la pobreza tengan el 
subsidio requerido y de manera especial el cupo 
mínimo de agua de 23 metros cúbicos, que sería 
un derecho fundamental para los colombianos y 
las colombianas.

En tercer lugar, implican la posibilidad del de-
recho a la pensión, de los 80 billones de pesos, que 
hoy tienen los capitales privados de los fondos de 
pensiones, algo de ello llegue a 2 millones 600 
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mil colombianos de la tercera edad, de tal manera 
que sin reventar la opción de las pensiones, ellos 
����
���
���������
��������������������	
���
�
Ley 50 para que el empleo vuelva a ser digno, para 
que los trabajadores tengan derechos, y para que 
en su conjunto podamos hacer un empleo de cali-
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trabajo asociado, que son nada más ni nada menos 
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ro y de muchos empresarios internacionales y del 
país.

Igualmente hemos dicho que una ley estatutaria 
que garantice el derecho a la educación, para que 
como en Bogotá haya gratuidad, para que como 
en Bogotá haya transporte, haya alimentación para 
los niños y los jóvenes y las niñas de nuestro país 
y nos permitan mejorar la calidad con la gratuidad 
para hacerla universal y un estatuto que garantice 
los derechos de los maestros y de las maestras son 
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el progreso social para los colombianos, no pueden 
convertirse en una excusa, para atacar a nuestro 
candidato presidencial y decir que esas propues-
tas incitan a la violencia, al contrario, le proponen 
al pueblo colombiano unas fórmulas concretas de 
solución a su problemática, por supuesto no hay 
tiempo para exponer el programa de nuestro can-
didato, pero quiero referirme en el último minuto a 
3, 4 hechos fundamentales.

El saber para un nuevo modelo de desarrollo, el 
crédito, la tierra y el subsidio a la producción ahora 
que aquí hemos dejado una constancia y le hemos 
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Tratado de Libre Comercio con la Comunidad Eu-
ropea, porque los subsidios de la Comunidad Euro-
pea quebrarán la industria de los lácteos en el país, 
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nuestro programa de desarrollo del subsidio a la 
producción y, por supuesto defender la soberanía 
nacional, oponernos a las bases militares, reclamar 
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unas condiciones de intercambio democráticas y 
que nos permitan el desarrollo, por supuesto que 
no son ninguna incitación a la violencia.

Yo quiero dejar esa constancia aquí, nuestro 
candidato, nuestro partido levanta las banderas de 
la justicia social, levanta las banderas de la equidad 
y por tal razón, vamos a ir con entusiasmo a la pri-
mera vuelta, convencidos que nuestro compañero 
Senador Gustavo Petro es hoy portador de una de 
las mejores propuestas y del mejor programa para 
sacar a Colombia de la pobreza. Por eso no puedo 
como Senador del Polo, uno de los que acompañó 
a Petro desde el principio de esta batalla política, 
aceptar que ante el país se plantee esa confusión, 
que en concreto, lo que está mostrando es una po-
lítica de intolerancia, que no le va a servir al país. 
Yo creo que los que hoy creen que tienen ganado el 
poder deberían pensar de lo que acabar de ocurrir 
en Inglaterra. Muchas gracias Presidente.

Con la venia de la Presidencia y del Orador, 
interpela el honorable Senador Jairo Raúl Clo-
patofsky Ghisays:

Gracias Presidente, muy amable, Senador Gue-
vara, queremos felicitar a todos los candidatos a 
la Presidencia de la República, el Senador Petro y 
hoy candidato a la Presidencia de la República es 
un excelente candidato, al igual que es el profesor 
Mockus, al igual que Noemí Sanín, al igual que 
es Rafael Pardo, al igual que es Germán Vargas 
Lleras, yo quiero felicitar porque me parece que 
ha sido una de las campañas a la Presidencia de la 
República donde más garantías se le han dado a 
los candidatos presidenciales y en donde todos han 
tenido la oportunidad de presentar sus propuestas.

Desafortunadamente Senador Guevara este es 
un país donde se polarizan siempre y es la his-
toria, se polarizan siempre las candidaturas en 2 
personas, en 2 candidatos, siempre ha sido así, a 
veces sale un tercero que comienza a tomar ven-
tajas, pero yo quiero felicitar al Polo y quiero fe-
licitar a todos los partidos, porque me parece que 
ha sido una campaña con altura de todos los candi-
datos, donde han tenido la posibilidad de exponer 
sus propios programas, todo el mundo aprecia y 
yo aprecio a Petro, cómo no lo voy a apreciar, es 
colega nuestro, pero sí me parece que hay que de-
cirle al país, que esta ha sido una contienda donde 
todos los candidatos han tenido garantías, han sido 
invitados todos los candidatos a la televisión, han 
tenido las posibilidades de exponer las excelentes 
propuestas de cada uno de ellos. Lo más importan-
te es que el que vaya a ganar sea el que sea, sea una 
persona que convenza al país con argumentos, que 
es lo más importante.

Así pues que quería dejar simplemente esa 
constancia mi querido Senador Guevara en ese 
sentido, porque aquí nadie está peleando con na-
die, nosotros los del Partido de la U no queremos 
ni mucho menos irnos contra el Polo, por el con-
trario, ni queremos irnos contra el Partido Liberal 
u otros partidos, por el contrario, lo que queremos 
es que haya una buena contienda democrática, 
donde los jóvenes, todas las personas salgan a vo-
tar a conciencia, ese es el pilar fundamental de la 
democracia, que es el voto popular, el voto directo, 
el voto primario. Señor Secretario.

Yo quiero radicar un proyecto, por medio del 
cual se reconoce la profesión del Administrador de 
Seguridad y se dictan otras disposiciones, espero 
Senadora Daira que como queda poco tiempo, ya 
para nuestra legislatura y para aquellos que dura-
remos hasta el 20 de julio, pues que otras personas 
sean quienes hereden y me ayuden a sacar estos 
proyectos adelante, ustedes son los responsables 
de que se conviertan estos proyectos en leyes de 
la República, la tarea del Administrador de Segu-
ridad debe ser reconocida por el Estado colombia-
no, como una disciplina académica en nivel supe-
rior universitario, la profesión de administración 
de seguridad se debe diferenciar, de la regulación 
de la seguridad privada como industria que presta 
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un servicio de vigilancia y protección hoy regla-
mentada por el Decreto 356, que es el Estatuto de 
Seguridad y Vigilancia, el cual no le entrega com-
petencias a la Superintendencia, para regular los 
profesionales de seguridad, sino que sea una carre-
ra como muchas de ellas independientes.

Quiero dejar esa constancia señor Secretario, 
para radicarla señor Presidente y decirle a todos 
ustedes que ojalá que en el tema de la democracia, 
no se vean en esos últimos días campañas publici-
tarias en contra de uno u otro candidato, sino con 
argumentos en donde el país escoja el mejor can-
didato. Muchas gracias Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Jesús Enrique Piñacué 
Achicué.

Palabras del honorable Senador Jesús Enrique 
Piñacué Achicué.

Con la venia de la Presidencia hace uso de 
la palabra el honorable Senador Jesús Enrique 
Piñacué Achicué:

Gracias señor Presidente, tengo 3 asuntos para 
tratar en la tarde de hoy; el primer punto tiene que 
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cia, incompetencia de los funcionarios que tienen 
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muy especialmente a las reiteradas quejas que aquí 
con constancia he escuchado y que hoy tomo la 
palabra para decir que no se ha corregido absolu-
tamente nada. Dejé mi vehículo en el garaje del 
Senado, algún funcionario lo tomó, se paseó por la 
ciudad, gastó el combustible, dejó bien ensuciada 
esta camioneta y ahora quiere que la tanqueé de 
nuevo, para poderla llevar al taller eso me parece a 
mí desobligante. Lo señalo aquí solo para advertir 
que nada se ha arreglado, señor Presidente.

Segundo aspecto y quizás no menos importan-
te, tiene que ver con la discusión que se está plan-
teando hoy, estábamos citados para un debate, en 
el que revisaríamos los asuntos referidos al Trata-
do de Libre Comercio con la Unión Europea, se 
corrieron los funcionarios de Gobierno, porque no 
están y el debate no se va a hacer, al tiempo que se 
acaba de aprobar una proposición que he votado 
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pítulo, o el punto referido a la crisis por la que está 
pasando y negociándose a la vez sin mayor reparo 
y en detrimento de la comunidad y que vive de los 
ingresos lácteos.

Sumándome a ello quiero señalar lo siguiente: 
es conveniente suspender esa negociación, además 
porque se incurre de nuevo en una falta muy grave 
y tiene que ver con el reconocimiento al derecho 
que tenemos a que se haga la consulta previa, no 
lo hicieron con el Tratado de Libre Comercio con 
Estados Unidos, algún funcionario en alguna oca-
sión llegase a la Comisión, en forma bastante de-
portiva dijo que no se había procedido a surtir este 
recurso, porque los indígenas no habían concurri-
do, no se presentaron al escenario que propiciaría 
tal consulta.

Aparentemente la razón pareciera estar del lado 
de ellos, del lado del Gobierno, pero la verdad es la 
siguiente: no hay, no ha existido el menor interés 
por considerar en forma importante las preocupa-
ciones de los pueblos indígenas, tan ha sido así, 
que ha sido necesaria la protesta, en el propósito 
de poner en el ámbito de lo público, en el ámbito 
del conocimiento público tales irregularidades que 
causan desazón, desinterés, desdicen del espíritu 
de la democracia misma, por lo que obviamente 
los indígenas no se presentan a ese escenario, “de 
discusión”, porque no era ese escenario, sino que 
intentaban legitimar algo que ya estaba agenciado 
y con toda seguridad no haríamos otra cosa distin-
ta que concurrir a un escenario que legitimaría en 
forma absurda, algo que no deseamos.

De manera que nuestra concurrencia, nuestra 
no concurrencia tiene un mensaje político, tiene 
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hay garantías, para que se realice esa consulta tan 
importante en los acuerdos internacionales, en fa-
vor de los derechos de estos pueblos.

De manera que el hecho en que no se asista, 
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desaparecimos del escenario político, del escena-
rio de la legitimidad, del escenario en donde el 
ciudadano debe pronunciarse, pues este tratado, el 
de la Unión Europea, también se salta sin reparo 
alguno esta preocupación por la que nosotros de 
nuevo insistimos, esas protestas se recuerden us-
tedes colombianos, Senadores en esta plenaria, a 
la orden de algún politiquero de baja calaña, hace 
que se dispare sin piedad humanitaria alguna, en 
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ciones de protesta.

Así que es necesario proceder a darle valor a ese 
derecho que nosotros creemos es supremamente, 
importante, el artículo 31 de la Declaración Uni-
versal de los Derechos para los Pueblos Indígenas, 
que es una declaración, lo refuerza en los siguien-
tes términos: los pueblos indígenas tienen derecho 
a mantener, controlar, proteger y desarrollar su pa-
trimonio cultural, sus conocimientos tradicionales, 
sus expresiones culturales tradicionales y la ma-
nifestación de sus ciencias, de sus tecnologías y 
sus culturas, comprendidos los recursos humanos 
genéticos, las semillas, las medicinas, el conoci-
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tradiciones orales, las literaturas, los diseños, los 
deportes, juegos tradicionales y artes.

También tienen derecho a mantener, controlar, 
proteger, desarrollar su propiedad intelectual de 
dicho patrimonio cultural, sus conocimientos tra-
dicionales, sus expresiones culturales y tradiciona-
les, conjuntamente con los pueblos indígenas los 
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cer y proteger el ejercicio de estos derechos. Ese 
tratado justamente violenta el concepto que noso-
tros tenemos de propiedad intelectual, que no des-
dice de los propósitos de la comunidad humana en 
general.
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La Constitución del 91 dio un paso cualitativo 
supremamente importante, todas esas sociedades, 
que tiene un punto de vista distinto del mundo, de 
la vida, del entorno, tienen derecho a hacer parte 
de la sociedad nacional y el Estado en nombre de 
esa sociedad, debe intervenir en forma tal que haga 
real la democracia de la que tanto nosotros nos en-
orgullecemos, pero en la práctica estos sectores 
multiculturales, plurales, diversos no están siendo 
tenidos en cuenta.

Por último, señor Presidente, radico una inicia-
tiva de ley, procurando un concepto en el ámbito 
del debate que pueda hacer en estas plenarias, en 
las Comisiones respectivas, por medio de la cual 
se aprueba la Declaración de las Naciones Unidas, 
sobre los derechos de los pueblos indígenas, está 
claro que aprobar o improbar los tratados, que el 
Gobierno celebra con otros Estados son potes-
tad de este Senado, estamos en el ámbito de una 
simple declaración, pero que es supremamente 
importante, porque Sentencias de la Corte Cons-
titucional y de la misma Corte Interamericana, se 
fundan en los principios muy importantes de esta 
Declaración.

Por esta razón queremos llamar al Senado de 
la República a que estudie esta iniciativa, es ver-
dad insisto, que la competencia del Poder Ejecu-
tivo tiene que ver con la de dirigir las relaciones 
internacionales, pero esa idea de dirigir no puede 
distanciarse de la posibilidad misma que tiene el 
Senado de conocer, estudiar y pronunciar. Termi-
no entonces advirtiendo que tenemos enorme ex-
pectativa, respecto a que este Senado le dé valor 
categórico a esta declaración, ya que el Gobierno 
Nacional la ha reconocido y la ha valorado en for-
ma bastante limitada, por la que nuestro descon-
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este escenario democrático. Muchas gracias señor 
Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Carlos Cárdenas Ortiz.

Palabras del honorable Senador Carlos Cárde-
nas Ortiz.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Carlos Cárdenas 
Ortiz:

Bueno gracias Presidente, yo quería aprovechar 
ahora estos momentos para a título de constancia, 
para llamar la atención y por supuesto la solidari-
dad que siempre ha tenido aquí con la Plenaria en 
el tema del Casanare.

Nuestro departamento de Casanare ha sido, 
digamos que maltratado últimamente en esos úl-
timos años por esa mala imagen que se le ha difun-
dido por el tema de corrupción, por el tema de sus 
regalías petroleras, de sus gobernadores, el tema 
del paramilitarismo, y estos cuatro años aquí que 
ya voy a cumplir en el Senado, pues me ha permi-
tido llevar otros mensajes diferentes a lo que te-
nemos en Casanare, que si bien es cierto hay unos 
lunares, también es cierto, como lo he denunciado 
aquí, que obedece, 100% obedece a esas grandes 

empresas de corrupción que hay desde el nivel 
central, seguramente disfrazándose a través de los 
Organismos de Control.

El pueblo de Casanare ha sido maltratado en 
esos últimos años, en su imagen decía, pero no 
solamente allí, sino en sus recursos de regalías 
petroleras, una bonanza que nos trajo importantes 
recursos que nos ha permitido tener hoy, lo que 
ustedes de pronto, quienes han tenido la ocasión 
de ir a Casanare, observan y disfrutan, porque con 
regalías petroleras hemos logrado tener esa infra-
estructura que hoy tenemos, debido, yo escuchaba 
hoy aquí hoy a mis colegas de la región Atlántica, 
la región Caribe, peleando por su región, el 33% 
por ejemplo de nuestro territorio, son los Llanos 
Orientales, y qué bueno que algún día el Gobierno 
Nacional pudiera mirar hacia allí.

Hacia los Llanos Orientales, hacia la media Co-
lombia, la corrupción decía se ha orientado desde 
el mismo nivel central, yo recuerdo que el anterior 
Procurador, el doctor Edgardo Maya denunció a 
sus mismos funcionarios, a los contralores dele-
gados porque se habían amangualado con algunos 
mandatarios y funcionarios corruptos de mi de-
partamento, y les iniciaron una investigación, no 
conozco a dónde pararía esa investigación de esos 
contralores que negociaban aquí seguramente las 
investigaciones, porque hoy, amigos Senadores, 
colegas, no habido un solo fallo contra un gober-
nador, o contra un alcalde de mi región por mal 
manejo, por corrupción de las regalías petroleras.

Pero tenemos la fama, o tiene la fama esos go-
bernadores de que hay corrupción, estará allá, o 
estará aquí, o ¿dónde está esa corrupción?, ¿dónde 
están esos castigos ejemplarizantes que debe haber 
de la Procuraduría?, de la Fiscalía, de la misma 
Contraloría General de la República, yo recuerdo 
también hace unos 10 años cuando en esos medios 
masivos de comunicación denunciaban cómo se 
despilfarraban las regalías de Casanare, y el Con-
tralor General de ese entonces, seguramente por 
ayudarnos, nos envía a su hermano, a su primo que 
era el Rector de la Universidad de Cartagena, se 
llevaron el 40% del presupuesto de nuestro depar-
tamento, y no éramos de Casanare, y no eran los 
de Casanare, pero nos aplicaron esa fama a los de 
Casanare.

Muchísimas investigaciones, de pronto hasta 
fallos habrá de primera instancia, pero en la Procu-
raduría o en la misma Contraloría prescriben en la 
segunda instancia, y por eso es que he manifestado 
que no hay ninguna sanción ejemplarizante para 
estos funcionarios que se supone desde aquí nos 
conocen, desde aquí nos endilgan esa corrupción 
en nuestro departamento.

Hoy estamos viviendo una situación muy par-
ticular en Casanare, Raúl Flores Gobernador del 
Casanare jocosamente lo apodan Marbel, porque 
sube, lo bajan, vuelve y sube y vuelven lo bajan, 
vuelve y sube y vuelve, y lo bajan, hay una ingo-
bernabilidad terrible, 2 billones de pesos de Pre-
supuesto y no vemos dónde están los recursos, en 
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noviembre la Procuraduría General de la Nación 
suspendió temporalmente por una contratación 
irregular a Raúl Flores, en diciembre por una Tu-
tela nuevamente regresó a la Gobernación de Ca-
sanare.

El mismo diciembre, otra vez, vuelve y lo sus-
penden, en enero regresa nuevamente, el Consejo 
Superior de la Judicatura suspendió al Juez de Tu-
tela, por haber concedido, por haber suspendido, 
valga la redundancia, la suspensión que dictó la 
Procuraduría General de la Nación, hoy dicen que 
vuelve otra vez la suspensión a debatirse, porque 
también a través de un acción en la Procuraduría, 
de un Memorial de su Abogado del Gobernador, 
logró revocar otra suspensión, de otro contrato, 
porque el 40% de su tiempo el año pasado no es-
tuvo en el despacho, por sus ausencias y porque 
igualmente cobraba viáticos que no le correspon-
dían, pero logró revocar a través de una nulidad, 
anularon lo actuado, le revocaron la suspensión, 
volvió nuevamente a su cargo.

Pero quería aprovechar hoy también, en el día 
de ayer se pronunciaron o mejor publicaron una 
grabación en la emisora local, terrible, y voy a 
compartirla con el país, porque hace ocho días 
aquí gracias a ustedes, me apoyaron una proposi-
ción, informé al señor Procurador, a ver qué está 
pasando con Casanare, y en nombre de los casana-
reños queremos pedir actuaciones concretas a los 
Organismos de Control, aquí el que está perdiendo 
es el pueblo de Casanare, y les decía que en el día 
de ayer, en las horas de la mañana, en la emisora 
local La Voz de Yopal de RCN, salió una publica-
ción de una grabación, que un contratista le hizo 
seguramente al Gobernador para cobrarle una pla-
tica, esto es lo que dice, por favor.

Rueda Video
?��
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se entiende, Sonido Distorsionado).
Recobra el uso de la palabra el honorable Se-

nador Carlos Cárdenas Ortiz:
Bueno, por eso dice la transcripción ahí, pero 

me llama la atención de la frescura que el señor 
Gobernador dice, esto se va a enviar a la Fiscalía 
para que haga el cotejo de las voces, están jugan-
do con una chequera, porque él tiene la chequera 
�� ������ ��� ������� �� 	�
���� �� ������� 
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partamento.

Hasta cuándo entonces tendremos que esperar 
para que esta pésima administración que ha tenido, 
para que estas denuncias de corrupción que hay en 
nuestro departamento con la actual gobernación 
pueda darse, todos leímos en el diario El Tiempo 
�������������
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tiene el Procurador contra los funcionarios corrup-
tos, la semana pasada, o en semanas pasadas obtu-
vimos una investigación contra el Gobernador del 
Valle, ojalá señor Procurador que esa investiga-
ción a través de ese proceso verbal, más diligente, 
más expedito, pueda darse con el caso de la Go-

bernación del Casanare, lástima que el audio no 
nos ayudó mucho para que hubiéramos escuchado 
bien las voces.

Señor Presidente quería aprovechar este espacio 
para compartir, para solicitarle nuevamente hoy al 
señor Procurador General de la Nación, si no hay 
corrupción en Casanare, que nos lo diga, si hay 
corrupción en Casanare, que se castigue pronto, y 
ahí está esa persona que aparece en la grabación 
está dispuesta a entregar la completa y la versión 
completa, siempre y cuando de verdad haya un re-
sultado concreta en relación con esa investigación.

Hay que devolverle esa chequera que está usan-
do el Gobernador, que dice que la tiene, porque 
seguramente por eso es lo que está pasando, para 
que se la devuelvan a la gente de Casanare. Mu-
chas gracias señor Presidente.

La Presidencia indica a la Secretaría retomar la 
discusión de los puntos del Orden del día, en el 
cual se abrió y se cerró la discusión.

III
Objeciones del señor Presidente de la República, 

a proyectos aprobados por el Congreso
Proyecto de ley número 086 de 2008 Sena-

do, 366 de 2009 Cámara, por medio de la cual se 
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secuestradas con posterioridad al ejercicio de su 
cargo.

Leído y cerrada la discusión del informe en el 
cual se declaran infundadas por inconstitucionali-
dad, las Objeciones presentadas al Proyecto de ley 
número 086 de 2008 Senado, 366 de 2009 Cáma-
ra, la Presidencia lo somete a consideración de la 
plenaria y, de conformidad con el Acto Legislativo 
01 de 2009, abre la votación e indica a la Secreta-
ría abrir el registro electrónico para proceder a la 
votación nominal.

La Presidencia cierra la votación, e indica a la 
Secretaría cerrar el registro e informar el resultado 
de la votación.

Por Secretaría se informa el siguiente resultado:
Por el sí: 58
Total: 58

Votación Nominal al Informe de Objeciones 
del Proyecto de ley número 086 de 2008 Senado, 

366 de 2009 Cámara
�����
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���������	
�
����� 
a las familias de las personas secuestradas  
con posterioridad al ejercicio de su cargo.

Honorables Senadores:
Por el Sí
Acosta Bendeck Gabriel 
Aguirre Muñoz Germán Antonio 
Andrade Serrano Hernán Francisco 
Arenas Parra Luis Élmer 
Arrieta Buelvas Samuel Benjamín 
Ashton Giraldo Álvaro Antonio 
Barriga Peñaranda Carlos Emiro 
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Bernal Bacca Tulio César
Cáceres Leal Javier Enrique
Canal Albán Jaime Ernesto
Cárdenas Ortiz Carlos
Celis Carrillo Bernabé 
Cepeda Sarabia Efraín José 
Cifuentes Aranzazu Elsa Gladys
Clopatofsky Ghisays Jairo Raúl 
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Cortés Torres Marco Alirio 
Cuéllar Bastidas Parmenio 
Delgado Blandón Ubéimar 
Dussán Calderón Jaime 
Enríquez Maya Eduardo 
Estacio Ernesto Ramiro
Ferro Solanilla Carlos Roberto
Galán Pachón Juan Manuel
Galvis Méndez Daira de Jesús
García Valencia Jesús Ignacio
Gómez Toro Jacobo Faustino 
González Villa Carlos Julio
Guerra de la Espriella Antonio
Guevara Jorge Eliécer
Gutiérrez Castañeda Nancy Patricia
Jaramillo Martínez Guillermo Alfonso
López Montaño Cecilia Matilde
Mantilla Colmenares Jairo
Moreno Piraquive Alexandra
Moreno Rojas Néstor Iván
Náder Muskus Mario Salomón
Name Cardozo José David
Núñez Lapeira Alfonso María 
Pinto Afanador Yolanda
Piñacué Achicué Jesús Enrique 
Puello Chamié Jesús 
Ramírez Ríos Gloria Inés
Restrepo Betancur Luzelena
Restrepo Escobar Juan Carlos 
Restrepo Gallego Griselda Janeth
Robledo Castillo Jorge Enrique 
Rodríguez Rodríguez Carlina
Rojas Jiménez Héctor Helí
Salazar Cruz José Darío 
Schultz Navarro Charles William
Tapias Ospina Jairo de Jesús 
Velásquez Reyes Víctor 
Vélez García Jorge Enrique 
Villegas Villegas Germán 
Virgüez Piraquive Manuel Antonio
Yepes Alzate Ómar
Zapata Correa Gabriel Ignacio 
11. V. 2010

En consecuencia, ha sido aprobado el Informe 
de Objeciones al Proyecto de ley 086 de 2008 Se-
nado 366 de 2009 Cámara.

Bogotá, D. C. 21 de abril de 2010 
Doctores 
JAVIER CÁCERES LEAL 
Presidente 
Senado de la República 
ÉDGAR GÓMEZ ROMÁN
Presidente 
Cámara de Representantes 
Ciudad 
Referencia: Informe de Objeciones Presiden-

ciales al Proyecto de ley número 366 de 2009 Cá-
mara, 086 de 2008 Senado, por medio de la cual se 
��������	
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secuestradas con posterioridad al ejercicio de su 
cargo. 

Respetados Presidentes: 
Dando cumplimiento a la designación hecha por 

la Mesa Directiva del Senado de la República y la 
honorable Cámara de Representantes, en concor-
dancia con lo dispuesto en los artículos 165, 166 
y 167 de la Constitución Política Nacional y 196, 
197, 198 y 199 de la Ley 5ª de 1992, de manera 
atenta nos permitimos rendir el presente informe 
de objeciones presidenciales por inconstitucionali-
dad, en los siguientes términos: 

1. Razones y fundamento de las objeciones 
al proyecto 

El proyecto de ley en estudio se remitió para su 
respectiva sanción presidencial, pero fue devuelto 
por el Gobierno al Congreso con objeciones, el 30 
de diciembre de 2009, dentro del término previsto 
en el artículo 166 de la Constitución y 198 de la 
Ley 5ª de 1992. 

Las objeciones presentadas por el Gobierno in-
vocan vicios de inconstitucionalidad, con funda-
mento en las siguientes consideraciones: 

1. La iniciativa adolece de inconstitucionalidad 
por violación al artículo 7° de la Ley 819 de 2003, 
por cuanto el proyecto es incompatible con el Mar-
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de Hacienda y Crédito Público. Según el Gobierno 
dicha norma legal al exigir que los proyectos de 
ley que ordenen gasto público sean compatibles 
con el Marco Fiscal, busca asegurar que la activi-
dad legislativa se desarrolle conforme al contexto 
macroeconómico y a las posibilidades económicas 
reales de la Nación. Aduce también el Gobierno 
que sobre este tema y obedeciendo el mandato de 
la citada ley, el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público emitió un concepto negativo al proyecto 
durante los debates del mismo. A juicio del Ejecu-
��=�������	��	������	
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greso, por lo que contrariarlo conlleva un vicio de 
inconstitucionalidad en la aprobación del Proyec-
to. Ello por cuanto la Ley 819 de 2003 tiene el ca-
rácter de ley orgánica, a la cual debe someterse el 
Congreso en su actividad legislativa. 
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2. El Gobierno también cuestiona la constitu-
cionalidad del proyecto por el hecho de que du-
rante el “tercer debate” se le adicionó una norma 
���� ���
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�
todos los funcionarios secuestrados, sin limitación 
alguna, y con aplicación a quienes hayan sido se-
cuestrados con anterioridad a la vigencia de la ley 
en ciernes. Para el Gobierno esta ampliación del 
`������ �����
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����
es contraria a la Carta Fundamental, por cuanto el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público demos-
tró ante el Congreso el grave impacto negativo que 
tal decisión produciría en el erario. 

La Presidencia de la República, con base en el 
concepto emitido por el Ministerio de Hacienda y 
��'����������	������
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16 de diciembre de 2009, formula la objeción de 
inconstitucionalidad de “algunos de los artículos” 
del proyecto. Aunque el escrito presidencial no es-
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texto del documento permite inferir que la tacha de 
inconstitucional que se formula, obra contra todo 
el proyecto. 

2. Análisis de las objeciones 
Con el debido respeto, nos permitimos discre-

par del cuestionamiento de inconstitucionalidad 
expresado por el Gobierno en su escrito de obje-
ciones al proyecto. 

En primer lugar, consideramos que el artículo 
7° de la Ley 819 de 2003, valioso instrumento para 
racionalizar la actividad legislativa con incidencia 
�	
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un concepto favorable del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público. En efecto, al exigir que durante 
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nacionales emita un concepto sobre la viabilidad 
económica de la iniciativa, la citada norma esta-
blece un importante mecanismo enriquecedor del 
debate legislativo: impone considerar en dicho de-
bate uno de los aspectos relevantes de la decisión 
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plazo. Se trata de una norma de realismo hacendís-
tico, que busca propiciar actitudes responsables en 
las decisiones del Congreso, pero que de ninguna 
manera cercena a este su poder soberano como le-
gislador natural. 

Correctamente interpretada la Ley 819, el con-
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mento de debate que el Congreso está obligado a 
escuchar, pero que no tiene fuerza vinculante so-
bre el poder legislativo. Arrasaría de un tajo la in-
dependencia del Congreso y la autonomía legisla-
tiva de este, si dicho concepto ministerial pudiese 
enervar y paralizar la potestad creadora de la ley. 
Y puesto que casi toda ley implica algún desem-
bolso de recursos presupuestales, ello equivaldría 
a convertir a las Cámaras Legislativas en subalter-
nas del poder presidencial. Todo ello con la quie-
bra del modelo democrático constitucional, toda 
vez que este sólo permite al ejecutivo colaborar 
armónicamente en la iniciativa y la deliberación 

legislativas, pero sin que tal colaboración impli-
que potestades de veto o de bloqueo a la actividad 
legislativa. Tales poderes son totalmente extraños 
a nuestra estructura de Estado. 

Es diáfano el texto del artículo 7° de la citada 
ley al exigir que durante todo el proceso delibe-
�
����	��
������� �
� ������� ���
	����	
���������-
yecto deberá hacerse explícito, es decir, deberá ser 
un elemento presente en el debate. Lo exige así: 
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proyecto de ley, ordenanza o acuerdo, que ordene 
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hacerse explícito y deberá ser compatible con el 
Marco Fiscal de Mediano Plazo”. 

La Corte Constitucional lo ha dicho en los si-
guientes términos en la Sentencia C-502 de 2007 
al trazar la correcta hermenéutica del artículo 7° de 
la Ley 819 de 2003: 

Es decir, el mencionado artículo debe interpre-
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leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 
macroeconómicas, pero sin crear barreras insal-
vables en el ejercicio de la función legislativa ni 
crear un poder de veto legislativo en cabeza del 
Ministro de Hacienda. Y en ese proceso de racio-
nalidad legislativa la carga principal reposa en el 
Ministerio de Hacienda, que es el que cuenta con 
los datos, los equipos de funcionarios y la experti-
cia en materia económica. Por lo tanto, en el caso 
de que los congresistas tramiten un proyecto in-
corporando estimativos erróneos sobre el impac-
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gastos o sobre la compatibilidad del proyecto con 
el Marco Fiscal de Mediano Plazo, le corresponde 
al Ministro de Hacienda intervenir en el proceso 
legislativo para ilustrar al Congreso acerca de 
las consecuencias económicas del proyecto. Y el 
Congreso habrá de recibir y valorar el concepto 
emitido por el Ministerio. No obstante, la carga 
de demostrar y convencer a los congresistas acer-
ca de la incompatibilidad de cierto proyecto con 
el Marco Fiscal de Mediano Plazo recae sobre el 
Ministro de Hacienda. 
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hacendístico tiene naturaleza de instrumento gu-
bernamental de persuasión y convencimiento so-
bre los congresistas, como valiosa herramienta de 
colaboración de poderes en la función legislativa. 
Mas no erige en atadura insalvable de obligatorio 
acatamiento por parte de los legisladores. Si erró-
neamente se le atribuyera fuerza vinculante sobre 
el Congreso, se habría revivido el poder de veto 
absoluto que tenía el monarca y que fue abolido 
desde la Revolución Francesa. 

En el caso del actual proyecto el Congreso fue 
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cuestrados. Se escuchó al Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público y se valoró su informe al respec-
to. Sin embargo, en el ejercicio de ponderación de 
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iniciativa legislativa –derechos de los secuestra-
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darle mayor peso a los derechos de quienes han 
sido víctimas de uno de los peores crímenes contra 
la dignidad humana. 

En el fondo de este debate el Congreso estimó 
que hay una precedencia axiológica fundamental 
que no cede ante ninguna consideración de tipo 
hacendístico. El valor de la dignidad humana está 
por encima de toda otra consideración pública, in-
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tales. Lo que está de por medio es el mandato del 
artículo 5° constitucional cuando reza: “El Estado 
reconoce, sin discriminación alguna, la primacía 
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Por estas consideraciones y a pesar del aná-
lisis del Ministerio de las Finanzas Públicas, el 
Congreso no podía aceptar ningún argumento de 
racionalidad económica para introducir tratos di-
ferenciados discriminatorios entre víctimas del 
�	�����%�$
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contemplados en la Ley 986 de 2005 para hacerlos 
aplicables también a las familias de personas se-
cuestradas con posterioridad al ejercicio del cargo, 
surge como imperativo del mandato constitucional 
de que todas las personas “recibirán la misma pro-
tección y trato de las autoridades” (artículo 13 C. 
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independencia del tiempo en que tales víctimas su-
frieron el referido vejamen. 
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humanas ocurridas con anterioridad a la nueva ley 
–como adición durante uno de los debates en Cá-
mara revisora– fue apenas la consecuencia lógica 
del principio de igualdad, adición que sólo aporta 
un precepto complementario de justicia a la esen-
cia solidaria del proyecto. 

3. Proposición: 
Por las anteriores consideraciones, los suscritos 

senadores y representantes proponemos a nuestras 
respectivas Cámaras Legislativas declarar infun-
dadas las objeciones de inconstitucionalidad pre-
sentadas por el Gobierno al Proyecto de la Refe-
rencia. 

Con respeto y consideración, 
William Vélez Mesa, Jorge Humberto Mantilla, 

Representantes a la Cámara; Luis Élmer Arenas, 
Senador de la República.

La Presidencia concede el uso de la palabra a 
la honorable Senadora Nancy Patricia Gutiérrez 
Castañeda.

Palabras de la honorable Senadora Nancy Patri-
cia Gutiérrez Castañeda.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra la honorable Senadora Nancy Patricia 
Gutiérrez Castañeda:

Gracias Presidente, es que no intervine cuan-
do estuvo abierta la votación de las objeciones 
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los secuestrados, esperando se terminara la vota-
ción, son 5 minutos para pedirle que por Secretaría 
transmitan a la DIAN, esta inquietud que he recibi-

do, como ponente que fui de la ley en el 2005 que 
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carácter tributario.

Entonces quiero Presidente que a través de la 
Secretaría se exprese esta preocupación por el in-
cumplimiento de la aplicación de la Ley 1175 del 
2007 y de la Ley 986 de 2005. Gracias Presidente.

'��*��
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Senadora recogemos la inquietud desde la Mesa 

Directiva y Secretaría, por supuesto, y le hará lle-
gar su inquietud a la DIAN.

La Presidencia indica a la Secretaría continuar 
con el siguiente Informe de Objeciones.

Proyecto de ley número 227 de 2008 Senado, 
103 de 2008 Cámara, �������������
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��
artículo 2º de la Ley 647 de 2001.

La Presidencia concede el uso de la palabra a la 
honorable Senadora Dilian Francisca Toro Torres.

Palabras de la honorable Senadora Dilian Fran-
cisca Toro Torres.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra la honorable Senadora Dilian Francis-
ca Toro Torres:

Gracias Presidente, este es un proyecto de ley 
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de la Ley 647 del 2002 en el que se garantiza el 
acceso al Sistema Universitario de Salud a aque-
llas personas cuyo cubrimiento en salud ha estado 
a cargo de las Universidades Públicas desde antes 
de la expedición de la Ley 100 de 1993.

Por Carta Política las Universidades tienen au-
tonomía, dentro de su autonomía se les dio la posi-
bilidad de que tuvieran su propia Seguridad Social 
en Salud, después de la Carta Política lo que se 
hizo fue la Ley 30 de 1992 que en su artículo 2° 
de esa Ley 647, lo que hizo fue que las personas 
que fueran pensionadas por las Universidades tan-
to públicas, pudieran continuar con el Sistema de 
Salud de las Universidades.

Pero allí no se estableció que las personas que 
se jubilaran con el Sistema General de Pensiones 
también pudieran tener el servicio a la salud en la 
Universidad, entonces aquí lo que estamos es co-
rrigiendo esto, corrigiendo de que no solamente 
sean las personas pensionadas por la Universidad, 
las que tengan el Sistema de Salud de la Universi-
dad, sino también, las personas pensionadas por el 
Sistema General de Pensiones que también acce-
dan al Sistema de Salud de las Universidades.

Este proyecto fue objetado por el Gobierno di-
ciendo que es Inconstitucional e inconveniente, 
Inconstitucional no es porque en la Carta Políti-
ca expresa muy claramente que las Universidades 
tendrán autonomía tanto en la Elección de Juntas 
Directivas, del Personal Docente, del Sistema de 
Régimen Financiero, el de contratación y su pro-
pia Seguridad Social en Salud.

Entonces nosotros no aceptamos esa objeción 
del Gobierno en que diga que es Inconstitucional, 
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que estas personas que han trabajado siempre en 
las universidades, que fueron pensionadas por el 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
pues ellas estén también en el Sistema de Salud 
porque además así lo quieren, porque es un Siste-
ma que es muy bueno, que les presta un servicio 
excelente y entonces, pues le damos también el 
tratamiento de igualdad a los pensionados, tanto 
los de la Universidad, como el Sistema General de 
Pensiones.

Así que nosotros no estamos aceptando las ob-
jeciones y esperamos pues que ustedes los seño-
res Senadores nos acompañen en no aceptar las 
objeciones dadas por el Gobierno Nacional, en la 
ponencia lo que estamos es negando las objecio-
nes, o sea, que los colegas y los señores Senadores 
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porque nosotros estamos negando esas objeciones, 
hay que votar positivamente para negar esas obje-
ciones.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Jorge Enrique Robledo Castillo.

Palabras del honorable Senador Jorge Enrique 
Robledo Castillo.

Con la venia de la Presidencia hace uso de 
la palabra el honorable Senador Jorge Enrique 
Robledo Castillo:

Gracias señor Presidente, ahora antes de refe-
rirme al tema principal quiero expresar mi voz de 
solidaridad con los habitantes del Huila, los hui-
lenses que el próximo 14 de mayo, o sea, en tres 
días van a realizar un reclamo, una movilización, 
una protesta en contra de las últimas decisiones 
del Ministerio del Medio Ambiente sobre el pro-
yecto del Quimbo, esa es una Hidroeléctrica que 
va a inundar unas 20 mil hectáreas de las mejores 
tierras del Departamento del Huila, que sabemos 
es un Departamento escaso en tierras fértiles, y las 
van a inundar y la licencia ambiental que se otorgó, 
le daba unas ciertas garantías a esos compatriotas.

Pero después por presiones de la Trasnacional 
Española interesada en ese proyecto, empeoraron 
todavía más las condiciones, o sea, haciendo más 
pernicioso, más daño ese proyecto en contra de los 
huilenses en general y particularmente los habitan-
tes de esa parte que va a ser inundada, entonces 
expresar mi solidaridad y hacerle un llamado al 
Gobierno Nacional para que atienda esos justísi-
mos reclamos de esos compatriotas a quienes les 
va a ser afectada, pues nada menos, que su fuente 
fundamental de ingresos.

En segundo término señor Presidente, explicar-
le a los colombianos que estaban convocados hoy 
a oír un debate sobre el tema del impacto del TLC, 
el tema del TLC con la Unión Europea y particu-
larmente su impacto en el sector Agropecuario y 
en la Ganadería de leche, ese debate debía estar 
empezando en este momento, sin embargo, no se 
va a poder hacer el debate en el día de hoy, pero es 
bueno que los Senadores y los colombianos conoz-
can los detalles de lo que pasó, porque me parece 
muy grave la actitud de los Ministros Plata y Fer-

nández con respecto a esto y su actitud de sacarle 
el cuerpo a un tema que es fundamental para la 
vida del país, y sobre el cual se están tomando de-
cisiones en este momento.

Es bueno que los colegas del Senado sepan que 
a este debate se le había puesto fecha para el 27 de 
abril, o sea hace 15 días, pero por solicitud expresa 
del doctor Luis Guillermo Plata, Ministro de Co-
mercio, se trasladó la fecha para hoy, fue él el que 
dijo, por favor aplacemos ese debate porque yo el 
27 no puedo, luego hagámoslo el próximo martes, 
o sea, para el día de hoy.
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sada, entonces el Ministro Plata, que repito, fue 
el que puso esta fecha, arrancó con el cuento de 
que  en esta fecha tampoco podía, que en esta fe-
cha tampoco podía ser el debate, yo le expliqué 
que entonces nos enviara al Viceministro o al Jefe 
de la Negociación, a cualquier funcionario de alto 
rango de esa cartera, que explicara el asunto por-
que estos no son asuntos ni mucho menos que solo 
sepa el Ministro Plata, él sin embargo se empeñó 
en que no mandaba a nadie y que había que aplazar 
el debate.

Cuando se puso la situación en esos términos, 
yo le expresé al Presidente Senado, al doctor Cá-
ceres, que entonces bueno, que el debate se hicie-
ra con el Ministro Fernández de Agricultura que 
también estaba citado por otros colegas y que por 
supuesto tenía que conocer los detalles de la ne-
gociación de la negociación de este TLC con la 
Unión Europea y particularmente el tema lechero, 
y cuando se hace, se transmite esa idea uno se, un 
rato después entonces llega la carta de Fernández, 
del Ministro Fernández, también diciendo que él 
no podía venir y que no vendría que porque faltaba 
el Ministro Plata que había sido el Jefe de la ne-
gociación, o sea, que utilizando pretextos baladís, 
disculpas baratas, digamos con franqueza, para no 
estar hoy aquí haciendo este debate como debía es-
tar sucediendo en este momento.

Yo lo primero que quiero es rechazar esta acti-
tud desobligante del Gobierno Nacional con res-
peto al Senado de la República, porque además 
también digamos esto, distintos Senadores y Se-
nadoras de otras corrientes Políticas distintas a las 
del Polo, llevan más de un mes, Senadora Cecilia 
López, bregando a hacer este debate en la Comi-
sión Segunda, que es la Comisión de Relaciones 
Internacionales y mediante uno u otro pretexto, los 
Ministro se han negado a asistir, o sea que tene-
mos un caso en el cual durante más de un mes, 
el Congreso de Colombia, o en la Plenaria, o en 
la Comisión Segunda, ha intentado que este tema 
se ventile y ha resultado por completo imposible, 
utilizando repito pretextos que se caen por débiles, 
como simples pretextos que son para no hacer el 
debate ahora.

A cuál es el asunto al que le están sacando el 
cuerpo, señor Presidente, yo voy a ser breve pero 
es bueno que el país sepa a qué le están sacando el 
cuerpo, a lo que le están sacando el cuerpo es a que 
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todos los gremios de la ganadería y del agro nacio-
nal, Fedegán que es la Federación de Ganaderos de 
Colombia, las ASAC, Analat que representa una 
parte fundamental de los lecheros de la Prado de 
Bogotá, Colanta, los Comités Departamentales de 
Ganaderos del país, particularmente para poner un 
caso el de Caldas y en general todos los sectores 
representativos de la ganadería colombiana, que 
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que se parezca.

Han venido diciendo desde hace más de un mes, 
que ese TLC como quedó negociado va a provocar 
una verdadera masacre de ganaderos de la leche en 
Colombia, están hablando de cifras de ruina posi-
ble, o seguramente de cerca de 400 mil familias 
de ganaderos colombianos poseedores de predios, 
donde hay de 50 reses hacia abajo, o sea, estamos 
hablando de capa y media, y de pobre, Colombia 
está llena de pobres en la ganadería, es verdad que 
en la ganadería hay un sector de poderosísimos ga-
naderos, pero también es verdad que esto está lle-
no de gente que tiene una vaca, dos vacas, media 
vaca, en Boyacá, Senadores colombianos, Héctor 
Helí Rojas, por ejemplo, sabemos que hay gente 
que es dueña de una vaca y de media vaca también, 
como en la canción, de un tercio de vaca.

Que en caso de las tierras frías además han sido, 
digamos, golpeados primero, eran campesinos del 
trigo y les quitaron el trigo con el libre comercio, 
se pasaron a la cebada y les quieren quitar la ceba-
da, con el libre comercio, están golpeadísimos en 
las frutas de tierra fría que han inundado el país las 
importaciones, les queda solamente la leche, Se-
nadores y colombianos, y ahora les van a quitar el 
negocio de la leche, y ¿por qué estamos tan segu-
ros de que les van a quitar el negocio de la leche?, 
porque si hay una potencia lechera en el mundo, se 
llama la Unión Europea.

Ya el TLC con Estados Unidos también les hace 
un daño gravísimo, porque también va a haber im-
portaciones de leches y de lactosueros y de quesos 
de los Estados Unidos, pero esto de la Unión Eu-
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estamos hablando de que el agro Europeo tiene 
subsidios por más de 100 mil millones de dólares 
al año, pretender que nuestros ganaderos peque-
ños y medianos, incluso yo diría los grandes, van 
a poder competir con esas importaciones de leche 
en polvo, de lactosueros que es una especie de de-
secho lácteo, o sin el especie, es un desecho lácteo, 
de quesos de todos los tipos, pues eso realmente no 
le puede caber en la cabeza a nadie.

Este es digamos un debate que se están hacien-
do, y la pregunta es muy simple,  que yo le hago 
al Gobierno Nacional, al propio Presidente Uribe, 
si esos 400 mil ganaderos se arruinan, ¿qué va a 
suceder con esos compatriotas?, ¿cuál es la alter-
nativa?, es que esas son tierras frías donde ya no 
hay nada más que hacer distinto de lo que se ha ve-
nido haciendo, lo que viene es un pérdida masiva 
de propiedades, más concentración de la tierra, o 
sea, más problemas sociales de todos los órdenes.

Quiero insistirle a los colombianos, este no es 
solo el punto de vista del Senador Robledo, es el 
punto de vista de las principales agremiaciones, 
llamemos el establecimiento nacional, que han 
respaldado en general al Gobierno Nacional en 
muchos casos, es también por supuesto el punto de 
vista de la Asociación Nacional por la salvación 
agropecuaria, ahora, por qué y esto es un detalle y 
con esto voy a terminar señor Presidente, porque el 
debate, me dice el Senador Cáceres, que lo vamos 
a hacer el próximo martes, ojalá sea verdad, ojalá 
no resulte que el Ministro Plata tiene un viaje a 
Cafarnaúm y el Ministro Fernández tiene un viaje 
no sé a dónde, y que tampoco se aparezca por aquí 
el martes de la semana entrante, pero cuál es el 
afán del Gobierno y esto hace más grave lo que 
está sucediendo.

Es que el Gobierno Nacional, a mi juicio de una 
manera absolutamente equivocada, está precipi-
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un Protocolo, un documento protocolario sin peso 
legal realmente, que deje como presentado ante 
el mundo que va a ver TLC, Senador Parmenio, 
con la Unión Europea, pero quiero enfatizar es una 
���
������	��
��
������������
=!
����������
	��-
dado ya entre los Comisionados Europeos y el Go-
bierno Nacional, no ha sido traducido a todos los 
23 idiomas a los cuales hay que traducirlos; ni han 
sido compaginados los textos, o sea, que lo que va 
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formalista, que aún cuando no tiene peso legal, sí 
amarra a Colombia y le hace mucho más difícil 
promover lo que debería promoverse, a mi juicio 
el hundimiento del Tratado, yo pienso que no de-
bería de haber Tratado, pero por lo menos como 
��`�� ��	�
�
���� ����� �	������ �����	
	������
en el caso de la ganadería y en el caso de la leche.

Entonces estamos ante un Gobierno que le saca 
el cuerpo a un debate para poderse ir a Europa a 
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tra un sector fundamental de la economía y de la 
sociedad colombiana, de manera por completo in-
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sas muy graves de la economía nacional, simple-
mente al evento llamemos de importancia política 
o demagógica que tiene que ver con suscribir ese 
acuerdo.

Entonces por supuesto que no quieren venir 
aquí a darnos la cara, porque estoy seguro, que si 
el debate se hace y los colombianos escuchan al 
Senado de la República en el que  pienso yo que 
hay un sector bien grande preocupado, por este 
tema, si escuchan a los gremios de la producción 
pecuaria nacional, pues los colombianos conclui-
rán que es un absurdo insistir en ese debate, en esa 
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un propósito absurdo de forzar las cosas, de impo-
ner las cosas cuando es obvio que se puede modi-
�	
�����
	���
��%

Recordemos que el Gobierno norteamericano 
y el Gobierno colombiano llegan a un acuerdo 
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verbal el 28 de enero del 2006, y apenas un año 
después ese texto, perdón, apenas 7 meses después 
ese texto ya compaginado se acuerda con modi-
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sea, que tampoco es cierto que eso que ya acorda-
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luego repito, lo que está sucediendo de negarse a 
darnos la cara como se debían dar, tiene un propó-
sito punto a mi juicio, terriblemente equivocado.

Entonces yo quiero señor Presidente dejar mi 
constancia de rechazo enfático a esta desatención, 
a esta violación de la ley digo yo, porque es que los 
Ministros aquí no vienen porque quieran, sino que 
están obligados a venir aquí a explicarle al país 
las decisiones que están tomando, de la Comisión 
Segunda se llevan burlando hace mucho más de 
un mes, de la Plenaria del Senado también por lo 
menos dos semanas, con pretextos, repito, que no 
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gún tipo.
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que no sabía que no podía venir en estos términos, 
Fernández no viene con el cuento de que Plata no 
viene, ¿qué tiene que ver una cosa con la otra?, en-
tonces, repito expreso todo mi repudio a esto y lla-
mo la atención a los colombianos y a los Senado-
res para que abramos los ojos con lo que viene, hay 
que insistirle al Presidente de la República en que 
este es un tratado absolutamente pernicioso, abso-
lutamente dañino, que él le hace un daño grave al 
país, si por ganarse una absolución en Derechos 
Humanos de la Unión Europea, insiste en lesionar 
uno de los pocos sectores que aún sobreviven del 
sector Agropecuario Colombiano.

Por último decirle esto señor Presidente y es una 
invitación a todos los colegas del Senado, sean de 
la bancada que sean, pienso que estos son temas en 
donde, claro, cada uno de nosotros tiene su mili-
tancia y tenemos diferencias, pero estos temas, son 
temas que deberían provocar la unidad y el con-
senso, mi invitación es a que todos los Congresis-
tas seamos de la bancada que seamos, nos unamos 
a la idea de exigirle al Gobierno como se acaba de 
aprobar una proposición aquí, de que aplace por lo 
������
����
������	��
��
�����������
	���������
nos unamos en la idea de proteger un sector clave 
de la economía nacional.

Y en ese sentido contarles que Fedegán, la Fe-
deración Nacional de Ganaderos en cabeza del 
propio doctor José Félix Lafourie, ha convocado al 
próximo miércoles 19, o sea, al día en que se quiere 
hacer ese disparate en Madrid, para que ganaderos 
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tranquila y democrática en todos los sitios del país, 
le cuenten a los colombianos lo que está sucedien-
do, y ese día la idea es entregarle una carta al Pre-
sidente del Senado por parte de los ganaderos co-
lombianos, pero la idea es que ojalá acompañemos 
estos, quiero insistirles mis queridos colegas así 
tengamos diferencias en otros temas aun cuando 
sea en este intentemos una unidad nacional porque 
es realmente muy grave lo que está sucediendo.

Y por último Senador Guevara, Presidente de 
la Corporación en este momento, pues a que ha-
gamos esfuerzos para que el debate, este debate se 
haga el próximo martes y podamos todos a quienes 
nos interese este tema analizar con cuidado lo que 
está sucediendo, cerca de medio millón de familias 
en ruina no es una cosa que podamos pues mirar 
como un asunto de menor cuantía, que ojalá ese 
debate se pueda hacer el próximo martes y no nos 
vuelva a suceder lo que nos sucedió en el día de 
hoy, muchísimas gracias señor Presidente.

Con la venia de la Presidencia y del Orador, 
interpela la honorable Senadora Cecilia Matil-
de López Montaño:

Senador, yo, claro vamos a participar en el de-
bate y usted sabe que lo acompañamos con que 
esto no se puede seguir postergando, pero yo le 
quiero hacer una pregunta dirigida a Fedegán para 
que prepare la respuesta, a mí me sorprende que 
están haciendo toda una manifestación por lo que 
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dos los productores de carne, hay posibilidad de 
exportar un número interesante de toneladas de 
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tarias, entiendo. 

Entonces lo que a mí me gustaría es que el día 
del debate, Fedegán nos explique, ¿por qué si pudo 
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grande, y probablemente en la Costa?, y ¿por qué 
en su momento no dio la pelea que tocaba por los 
lecheros?, que yo creo que la está dando muy tar-
de, yo creo que siendo una persona y un gremio 
tan cercano al Gobierno, ha podido participar de 
una manera más activa yo entiendo cómo se dejó 
sorprender, simplemente lo dejo allí como un ele-
mento para el debate. Gracias señor Presidente.

Recobra el uso de la palabra el honorable Se-
nador Jorge Enrique Robledo Castillo:

Un comentario muy breve Senador Guevara, yo 
creo que estos son temas que habrá que plantear-
se pues a pronto fondo en el debate, sin embargo, 
hasta donde van mis análisis lo que dicen es que 
las supuestas ganancias del Tratado, no se igualan 
de ninguna manera a las pérdidas, ni en el conjunto 
del Tratado, ni en los detalles del Tratado, y que 
particularmente en el caso de la carne pues hay un 
problema que es el mismo problema del TLC con 
Estados Unidos, es que los avances en asuntos sa-
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Sin embargo, yo creo que eso son de esos temas 
que habrá que tramitar pues con toda dedicación, 
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sa, sí, pero habrá que mirar cuidadosamente, ahora 
quiero decir una última cosa y es esto, es evidente 
que en estos temas del agro y de la ganadería y en 
Colombia, etc., hay distintos puntos de vista, hay 
controversias y hay debate, yo lo que creo es que 
este es un punto, este tema del que estamos ha-
blando de la leche, es un tema que debería unirnos 
a todos, porque aún cuando podamos tener dife-
rencias en otros temas, este es un tema que debie-
ra, debería generar un consenso.
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Eso no quiere decir que en los otros temas de 
desacuerdo no se tramiten etc., etc., pero que no 
resulte que por estar ventilando divergencias, de-
jemos pasar un elefante pues como este que le hace 
tanto daño a la economía nacional.

Con la venia de la Presidencia y del Orador, 
interpela la honorable Senadora María Isabel 
Mejía Marulanda:

Sí, muchas gracias señor Presidente, no, lo que 
pasa es que ya el doctor Robledo le contestó a la 
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hay, y no hay porque es perfectamente imposible 
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los países Europeos más que los países como Esta-
dos Unidos de Norteamérica, saquen ese caso, yo 
creo que es perfecta la respuesta, no es que no ha 
habido, haya habido preferencias del Gobierno por 
tal o cual tema, sino porque desafortunadamente 
temas como la transabilidad son casi imposibles de 
manejar en un tema de exportación de ganado en 
Colombia, muchas gracias señor Presidente, gra-
cias doctor Robledo.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Guillermo Alfonso Jaramillo 
Martínez.

Palabras del honorable Senador Guillermo Al-
fonso Jaramillo Martínez.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Guillermo Alfon-
so Jaramillo Martínez:

Muchas gracias señor Presidente, sí, un poco 
sorprendido Presidente porque nosotros venimos 
tratando de adelantar este debate en la Comisión 
Segunda del Senado en reiteradas ocasiones, el día 
de hoy ya cumplimos 3 citaciones para poder ade-
lantar el debate sobre el gravísimo problema que 
puede generar este Tratado de Libre Comercio con 
la Unión Europea, y desafortunadamente no he-
mos tenido la oportunidad de tener a los Ministros 
tanto de Agricultura, como de Comercio Exterior, 
en la Comisión Segunda del Senado y esperába-
mos poder haberlo hecho hoy acá en Plenaria, a mí 
me asalta un poco más la tensión en este caso, es 
que creo que el Gobierno está tratando de evadir 
este debate, especialmente porque no quiere verse 
comprometido con mucha gente que podrían ser 
afectas al Estado, y al Gobierno, porque hoy se ha 
dicho que muchos de los Agricultores y Ganaderos 
hoy pueden actuar en mejor forma gracias a la Se-
guridad Democrática, pero lo más grave de todo es 
que mientras se hace un gran esfuerzo para poder 
tener la posibilidad de reintegrar a los campesinos 
al campo, y a los empresarios del campo a sus tra-
bajos normales, por el otro lado les quitamos la 
posibilidad de poder trabajar adecuadamente.

Hoy ya no hay un sector en la economía agro-
pecuaria que verdaderamente le permita a los Agri-
cultores lograr su sustento, sectores como lo men-
cionaba claramente el doctor Robledo, en mi caso 
concreto del Tolima, Huila, los Llanos Orientales, 
el tema del arroz, hoy está sufriendo terriblemente 

el arrocero por falta de unas políticas concretas, lo 
hemos visto también en todos los diferentes secto-
res de los cereales tanto el sorgo, como el maíz, o 
temas como el algodón, amplio generador de tra-
bajo en el campo, o la difícil situación en la que 
se encuentra hoy el café que como nunca antes en 
la historia colombiana, habíamos podido producir 
menos café, de 16, 17 millones de sacos.

Hoy estamos en el año pasado en 7 millones 
800, esto es un grave problema y demuestra con 
mucha claridad cómo ha fracasado el Gobierno 
Nacional en el sector agropecuario, y si le abona-
mos ahora a lo que se puede suceder con el tema 
de las importaciones de la Unión Europea, en ma-
teria de, muy especialmente del sector Lechero 
pues eso nos trae una gran preocupación.

Creo que no podemos competir cuando la Unión 
Europea subsidia con 15.000 dólares al año a cada 
agricultor, 670 dólares por cada hectárea, es im-
posible poder competir en esa forma, pero lo más 
grave de todo es que y quiero recalcarlo, porque no 
lo han mencionado aquí, es que sí hubo interés por 
parte del Gobierno de negociar con algunos sec-
tores, sectores privilegiados, sectores como el ba-
nano y como el azúcar, doctor Robledo, a ellos sí 
los negociaron, les dieron un cupo a los del azúcar 
muy importante de casi 60.000 toneladas, cuando 
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alcohol carburante, en donde nosotros gastamos y 
subsidiamos con ingentes sumas la posibilidad de 
favorecer a los azucareros, son esos grandes mo-
nopolios, Ardilla Lülle, o los grandes bananeros a 
quien hoy entonces la Unión Europea les reduce 
el gravamen y prontamente podrá estar llegando 
a por debajo del dólar, lo que los va a aborrecer 
inmensamente, ellos sí lograron sacar muy buenos 
resultados de esto.
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pobre, yo por eso digo que este es un Gobierno 
que es fuerte con los débiles y débil con los ricos, 
y con los poderosos, y por eso el lobby sí se hizo, 
aquí sí se hizo muy bien tratando de favorecer a 
los sectores importantes, salieron muy bien libra-
dos los azucareros y salieron muy bien librados los 
bananeros, y presuntamente iban a ser favorecidos 
los ganaderos, no los lecheros pero los ganaderos y 
Fedegán pensaba que podría llegar a tener 12.000 
toneladas métricas de carne para exportar a la 
Unión Europea, o sea, 16.000 toneladas en canal, 
no lo logró, escasamente tiene un cupo de 5.600, y 
ahora cuando ve el gravísimo error que ha cometi-
do Fedegán, hoy sí se preocupa.

Ayer, el día domingo, perdón, ante ayer, salió ya 
Fedegán a través de su Presidente a darle a la opi-
nión pública, el parte de que esto puede ser catas-
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cuando lo que pasó indudablemente fue que dejó 
a un lado, a unos ganaderos los que representan el 
38% de la ganadería, porque en Colombia la leche 
se produce en hatos de doble propósito, solamente 
hay una ganadería especializada que representa el 
2%, y el 38% es un hato ganadero que es de doble 
propósito.
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Entonces, a mí sí me parece que es muy im-
portante que nosotros obliguemos al Gobierno a 
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Fedegán tiene que responder, lo preguntaba clara-
mente la doctora Cecilia López, doctora López, sí 
tiene que responder Fedegán aquí, porque Fedegán 
dejó abandonados a los pequeños productores ga-
naderos tratando de hacer el gran negocio para los 
grandes ganaderos, y a los pequeños lecheros los 
dejó a un lado, y está recibiendo muchos dineros 
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aquí también tienen que venir a darnos la cara, 
porque hay una protesta inmensa de los ganaderos 
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Entonces yo sí veo que hay mucho que tener 
en cuenta para este debate y no pueden eludirlo, 
y menos ahora que tenemos a la opinión pública 
favorablemente ahí en los televisores, mirando, a 
ver qué es lo que le están proponiendo, ¿qué es lo 
que están proponiendo los candidatos?, y yo creo 
que aquí si nos tienen que proponer, ese candida-
to del Gobierno, nos tiene que decir a nosotros si 
está de acuerdo o no, con que se acabe la lechería 
en Colombia y con que se destruyan 480 familias 
que representan dos millones de colombianos y 
que sería indudablemente un mayor golpe a la ya 
destruida agricultura de Colombia y a la ganade-
ría colombiana, competir con Holanda, yo estudié 
zootecnia en Holanda antes de estudiar medicina, 
y les quiero decir a ustedes que competir con ellos, 
es imposible, y Colombia no puede terminar con 
un Tratado de Libre Comercio que le dice que le 
van a dar ocho millones de euros, doctora Cecilia, 
le dicen que le van a compensar con ocho millones 
de euros y con una asistencia que le va a dar Espa-
ña que tiene más problemas ahora con desempleo 
y con problemas graves que tiene allá, entonces, sí 
me parece que es importante.

Y señor Presidente permítame, solamente, ter-
minar pasando a otro tema que me parece que el 
debate que hicimos acá demostrando como se ha-
bía logrado golpear al Polo Democrático, como 
nos habían convertido en víctimas de una política 
que denominó el doctor Gustavo Petro, el terroris-
mo de Estado, como desafortunadamente eso ha 
cundido hasta en candidatos como el doctor Moc-
kus, que creo que le va a tener que pedir un poqui-
to más de disculpas al Polo Democrático.

Yo creo que el doctor Mockus está sufriendo 
la pesadilla que están sufriendo los colombianos 
del terrorismo Político que desató este Gobierno y 
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cuando dice que en ningún momento ha visto re-
laciones de los Legisladores del Polo, con las gue-
rrillas de las FARC, porque lo vimos el domingo 
de pronto en un momento desafortunado diciendo 
que no iba a hacer alianza con el Polo Democrá-
tico porque algunos de sus miembros todavía pro-
ponían llegar al poder a través de las armas, y yo 
creo que esto sí tenemos que advertírselo a todos 
los candidatos, nosotros seguimos luchando por 
demostrar que el Polo Democrático tiene una vo-
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ha costado la vida, y le ha costado 20 años de lucha 
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do para demostrar que de ninguna manera nosotros 
aspiramos más que a través de la Constitución y la 
Ley, llegar al poder en Colombia.

Hemos llegado al poder a municipios, a depar-
tamentos y estamos hoy representados en el Dis-
trito Especial de Bogotá que es indudablemente 
el segundo cargo más importante que puede tener 
la Democracia en Colombia, y hemos demostrado 
hasta la saciedad, los grandes logros que se han 
logrado a través de estas dos administraciones del 
Polo en materia de salud y en materia de educa-
ción, eso, tienen que reconocérnoslo, y hemos ma-
nejado con propiedad, con el máximo interés de 
servirle a la comunidad, hemos disminuido como 
ningún otro la pobreza en Colombia, la única ciu-
dad que puede demostrar una reducción sustancial 
en la pobreza, a través de los programas que ha 
desarrollado en los últimos 7 años el Polo Demo-
crático en la ciudad de Bogotá.

Entonces, yo sí le pediría al doctor Mockus con 
todo lo que nosotros admiramos al doctor Mockus, 
con todo lo que respetamos al doctor Mockus, con 
todo lo que nosotros creemos que hacia el futuro 
después de la segunda vuelta en donde nadie va a 
poder gobernar a este país, aquí tiene que haber 
mañana una gran fuerza Democrática y esa fuer-
za Democrática, muy seguramente, va a tener un 
gran color, un gran color amarillo, un gran color 
rojo, un gran color verde, también muchos colo-
res azules, que creemos en que este país hay que 
cambiarlo.

Porque mañana va a estar enfrentado en la se-
gunda vuelta, el país nacional, contra el país Polí-
tico y nosotros vamos a estar al lado del país na-
cional, y el país nacional lo tiene que integrar una 
gran masa de mujeres y hombres Demócratas, y 
por eso sí me parece muy bien, y creo que no son 
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creo que nosotros los del Polo Democrático mere-
cemos mucho más, y merece mucho más Gustavo 
Petro, nuestro candidato, que fue la primera perso-
na que le propuso al doctor Mockus que se lanzara 
a la posibilidad de convertirse en el mandatario de 
la ciudad capital de Colombia- Bogotá.

Por eso señor Presidente, le agradezco mucho 
que me haya permitido esta locución y sobre todo 
que se respete como tiene que respetarse, primero, 
la posibilidad que tengamos a los Ministros aquí en 
los debates y segundo, que se respete a un Partido 
que hoy está aquí en este Senado de la República y 
en la Cámara de Representantes, a pesar del terro-
rismo de Estado, a pesar del terrorismo Político, a 
pesar de las miles de personas que han caído en la 
batalla, como han sido nuestros hombres y nues-
tras mujeres que han sufrido los vejámenes y han 
padecido la violencia, para lograr que Colombia 
sea un país Democrático como nosotros lo quere-
mos y así lo deseamos para todos los 45 millones 
de colombianos. Muchas gracias señor Presidente.
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La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Víctor Velásquez Reyes.

Palabras del honorable Senador Víctor Velás-
quez Reyes.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Víctor Velásquez 
Reyes:

Señor Presidente para dejar una constancia, una 
constancia, que tiene que ver con la disolución del 
Estado Social de Derecho, como es de público co-
nocimiento y lo saben los honorables Senadores, 
Colombia es un Estado Social de Derecho, pero ha 
hecho crisis, y ha hecho crisis por múltiples facto-
res, primero, las Instituciones no están cumpliendo 
con sus obligaciones, en la Carta Política habla del 
Poder Judicial, del Poder Legislativo, del Poder 
Ejecutivo y de los Órganos de Control.

Hoy queda uno estupefacto cuando ve uno que 
un organismo tan respetable como la Corte Consti-
tucional, ordena abrir investigación disciplinaria y 
de pronto con responsabilidad penal contra un co-
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la vida humana, hoy queda uno asombrado cuando 
el Consejo de Control Ético de los Médicos, le abre 
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el comienzo de la vida humana que se encontra-
ba en el claustro materno de una eventual madre, 
como si aquí no se pudiera objetar, o ser objetor 
de conciencia, me preocupa el desbordamiento de 
que es objeto, la Corte Constitucional de Colom-
bia, cuando está colegislando, y está haciéndole 
decir a la normatividad lo que no conviene, lo que 
no está escrito, no solamente en ese caso del abor-
to, sino, en el caso de la conformación de familia, 
por ejemplo, me preocupa que aquí la transparen-
cia del sufragio no se tenga en cuenta y hoy los 
colombianos no tienen todavía el conocimiento de 
los resultados electorales, cuando en el pasado se 
tenían en forma inmediata.

La violación de topes, la trashumancia electo-
ral, que son factores que desvertebran el Estado 
Social de Derecho, Instituciones que a estas alturas 
de la vida ya debían haber provisto las Magistratu-
ras en el Consejo de Estado, donde se llevan más 
de cuarenta y pico de votaciones y no se han po-
dido designar a los nuevos Consejeros de Estado, 
igualmente, en la Corte Suprema de Justicia y por 
consecuencia en la Fiscalía General de la Nación.

Yo sí creo que hay que hacer una profunda re-
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co del Estado Colombiano, que es la Carta Polí-
tica, y yo sí creo que es hora de que los Senado-
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acuerdo con todos los partidos, una gran reforma a 
la Carta Política, se presente, para volver a encua-
dernar como dijera un día Carlos Lleras Restrepo, 
al Estado colombiano y consecuencialmente a los 
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todo lo que ha pasado y por lo que está diciendo la 
prensa nacional. Muchas gracias señor Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Jorge Hernando Pedraza Gu-
tiérrez

Palabras del honorable Senador Jorge Hernan-
do Pedraza Gutiérrez.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Jorge Hernando 
Pedraza Gutiérrez:

Vengo con el propósito honorables Senadores, 
en mi condición de vocero de la Colectividad Con-
servadora a dejar una constancia ante esta Plenaria 
y ante el país del repudio que nos produce, ojalá 
nuestros colaboradores de video, le muestren al 
país, esto que tengo en mis manos, el repudio, Se-
nadora Cecilia López, usted que ha sido una gran 
defensora del género y una mujer que hace con su 
inteligencia la exposición de la capacidad y de la 
virtud de la mujer colombiana, o Dilian Francisca 
Toro, o usted Senadora Yolandita Pinto, todas mis 
colegas, la doctora Mejía.

Una revista de título Gente, se atreve a sacar 
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este fotomontaje, se está no solamente atropellan-
do y tocando la dignidad de Noemí Sanín, Can-
didata del Partido Conservador, exponente de la 
mujer y desde luego icono de género en Colombia, 
una mujer que nos ha representado y no lo digo 
solamente porque sea la candidata de mi Partido, 
porque ella ha tenido la representación de los co-
lombianos en varias misiones diplomáticas, en Es-
paña, en Venezuela, en Inglaterra, porque ha sido 
Ministra dos veces y esta no puede ser la forma 
como una revista presente de manera destructiva 
de baja laya, peyorando además, lo que es la belle-
za integral de una mujer.

Esto además, atenta de manera aleve contra 
quienes tenemos un rito de profesión Espiritual, en 
nuestro caso por ser Católicos, aquí en este mon-
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cha feligresía y que genera la asistencia en todo el 
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y la imagen del Divino Niño, por eso protestamos 
y como Católicos nos sentimos profundamente 
ofendidos, por esto que es un insulto, esto es por-
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esto no es artístico, esto nos tiene aterrados.

Senadora Carlina Rodríguez, usted que es ex-
ponente también de la mujer y que brilla aquí en 
el Congreso como compañera nuestra de Banca-
da, estamos protestando porque no hay lugar a que 
una publicación, que entre otras cosas no se con 
que periodicidad salga, podrá ser muy de farándu-
la, pero no tienen derecho a que ofendan de esta 
manera, los principios de nuestra fe Católica, a que 
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chos Colombianos creen o creemos que es la del 
Niño Jesús y desde luego también a la mujer en 
general y a nuestra candidata Noemí Sanín.

Por eso queremos dejar esta constancia que por 
este hecho señor Secretario, que nos produce mu-
cha indignación, consideramos que esto es un acto 
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sagrada, integral de la mujer, podremos tener dife-
rencias en cuanto a la proximidad de unas tesis o 
no, de unos programas o no, debatir ideas, no per-
sonas, pero no pensé que en Colombia llegáramos 
tan bajo, no sé si con el ánimo de promover alguna 
candidatura en particular, o de crear simplemente 
un efecto nocivo, grosero y vulgar, esta es una vul-
garidad.

Entre otras cosas señor Secretario porque el 
subtítulo de ese fotomontaje, quisiera que usted 
me lo lea, el subtítulo, la alegre candidata, daría la 
sensación que trae esa frase un contenido similar 
al de las mujeres de vida alegre, y entonces por ese 
lado también protestamos, porque le falta al deco-
ro y al respeto a la dignidad de una mujer como 
Noemí Sanín, podrá en este Congreso de la Repú-
blica en virtud a la matrícula partidaria varios de 
mis colegas no ser afectos a ella, podrá la Nación 
Colombiana hoy, por ese efecto de las encuestas, 
están entre otras cosas en este país, en cualquier 
país del mundo la gente de carne y hueso incide 
en las encuestas, y este es el único país en donde 
las encuestan inciden en la gente de carne y hueso.

Podrán existir, voluntades mayoritarias o dis-
tantes, o no concordantes, o no asertivas con nues-
tra candidata, pero no permitimos, nuestro Partido 
no permite que se le falte de esta manera al res-
peto, repito a una mujer que también es el sím-
bolo de la valentía, del decoro, de la pulcritud, de 
la limpieza, de la inteligencia, de la capacidad de 
la mujer colombiana, y tampoco por supuesto, a 
principios fundantes de quienes creemos en un rito 
en la fe Católica y Cristiana que somos además o 
es la Religión de la inmensa mayoría de los co-
lombianos, pareciera que hubiera sido producido 
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nombre de todo mi Partido señor Presidente, que-
remos entonces dejar sentada esta protesta por este 
insulto y este agravio que seguramente tendrá que 
enmendarse por cuenta de esa publicación. Gra-
cias señor Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Luis Carlos Avellaneda Tara-
zona.

Palabras del honorable Senador Luis Carlos 
Avellaneda Tarazona.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Luis Carlos Ave-
llaneda Tarazona:

Gracias Presidente, aprovecho este momento 
para saludar a todos los educadores y educadoras 
colombianas, en esta semana donde se va a ce-
lebrar el día del educador, felicitar y exaltar esa 
importantísima labor en construcción de conoci-
miento de Democracia, de ciudadanía, que hacen 
los educadores a diario y pese a que sabemos las 
difíciles condiciones salariales que ellos viven, 
exaltarlos a que no desalienten en su tarea y conti-
núen en esa importante labor de sacar a los niños 
y a la juventud de la ignorancia y colocarlos en el 
sendero del saber.

En segundo lugar, Presidente para decirle tam-
bién a los Educadores que aquí un grupo muy im-
portante de Senadores y Senadoras de las diferen-
tes Organizaciones Políticas que hacen presencia 
en el Senado de la República, nos  hemos logrado 
poner de acuerdo para el tema de la regulación de 
los intereses sobre las cesantías que tienen los edu-
cadores, y que ya llevamos aprobado en tercer de-
bate esa iniciativa que comparte el Senador Gue-
vara con otros Representantes a la Cámara y de la 
cual nos ha correspondido a nosotros ser Ponentes, 
que en esta semana estaremos radicando ponencia 
para cuarto debate favorable a ese proyecto de ley.

Informarles también a los Educadores que la 
Comisión Séptima Constitucional del Senado a 
través de los diferentes Partidos Políticos que están 
representados allí, nos hemos puesto de acuerdo a 
través de siete ponentes que se designaron para es-
tudiar la ponencia del proyecto de Ley 114 de 2009 
Senado, mediante la cual estamos haciendo una in-
terpretación por vía de autoridad Legislativa al artí-
culo 15 de la Ley 91 del año 89, interpretación está 
en la cual conforme al tenor literal de la norma y a 
los principios de interpretación, el Congreso de la 
República está haciendo una interpretación según 
la cual los educadores nacionales también tienen 
derecho a la pensión gracia, siempre y cuando es-
tuvieran vinculados a 31 de diciembre de 1980, de 
manera que nos hemos puesto de acuerdo también 
sobre ese proyecto de ley, y hablando de educa-
dores Presidente, también para manifestar nuestra 
solidaridad con el gremio docente en torno a todo 
ese grave tema de la violencia que está circundan-
do los establecimientos educativos y en particular 
que está rodeando a educadoras y educadores en 
todo el país, la violencia contra los Educadores no 
cesa, y bueno vamos hacer presencia en la jorna-
da del 13 de mayo que ha planteado la Federación 
Colombiana de Educadores, y exigir desde aquí a 
los diferentes organismos como es nuestro deber, 
que en lugar de estar procurando la desprotección 
de los Educadores, estén velando por la protección 
adecuada en sus vidas, en su honra, en sus bienes 
respecto de los educadores colombianos.

Eso es todo cuanto quería señor Presidente, le 
agradezco este espacio que me ha dado para refe-
rirme a la educación y a los educadores colombia-
nos. Gracias.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Manuel Guillermo Mora Jara-
millo.

Palabras del honorable Senador Manuel Gui-
llermo Mora Jaramillo.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Manuel Guiller-
mo Mora Jaramillo:

Gracias señor Presidente, no, simplemente para 
comentar a la Plenaria que en el día de hoy tuvi-
mos un debate que continuará el próximo martes 
sobre el tema de la ley de Regalías, con todos y 
cada uno de los alcaldes de municipios petroleros 
y cómo acceder a las regalías en Colombia, efecti-
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vamente a través del tema de la Agencia Nacional 
de Hidrocarburos y el Ministerio de Minas y Ener-
gía, y con Ecopetrol, y de acuerdo a los mayores 
ingresos pensamos que en el 2010 después de la 
caída del 2009 de los Ingresos de las Regalías, más 
de 600 mil millones de pesos van a quedar preci-
samente para ser distribuidos para los diferentes 
sectores y proyectos tanto ambientales, como de 
infraestructura.

También del tema de nutrición de seguridad 
alimentaria, para llegarle a los niños y niñas de 
Colombia, para los abuelitos y abuelitas, para los 
grandes proyectos mineros a través de Ingeominas 
incluso por el tema del carbón se va a ver un incre-
mento importante de las regalías, y hoy por hoy le 
estábamos haciendo mención directamente a Pla-
neación Nacional, el Departamento Nacional de 
Planeación en cabeza del doctor Esteban y así mis-
mo la Directora del Fondo Nacional de Regalías, 
doctora Amparo García, cómo acceder por parte 
de los diferentes Ministerios y estos municipios.
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los componentes de la ley en donde logramos que 
Ecopetrol incluso al vender el 10% tuviese un in-
cremento de cerca de 12.500 millones de dólares, 
eso permitiría una mayor inversión en explora-
ción, explotación y producción, y esperamos que 
tan solo y se está explorando al 11%, se pueda in-
crementar esas exploraciones porque sería la ma-
nera como incrementar esos recursos.

Entonces yo hoy quisiera invitar a todos y cada 
uno de los colombianos a efectivamente hacer un 
seguimiento y a todos los accionistas, porque hoy 
por hoy más de 492 mil colombianos son socios 
de Ecopetrol, pero hemos visto como las personas 
naturales se han disminuido en un 11%, es decir, 
estamos hablando de unas 408 mil personas que 
tienen, hoy son accionistas de Ecopetrol y perso-
nas jurídicas que tienen efectivamente, también 
han descendido, disminuido estas acciones, que 
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Van al banco, ellos compraron las mil acciones 
por el valor mínimo de millón cuatrocientos mil 
pesos, posteriormente, de acuerdo a la democrati-
zación de Ecopetrol, la privatización de Ecopetrol 
o como, o también las inversiones que venían de-
sarrollando, estaban recibiendo de manera trimes-
tral cerca de 34 mil pesos, pero vemos que cuando 
van y se acercan al banco, encuentran que tienen 
que pagar un cobro de comisión por concepto de 
administración de acción de trimestre vencido, es 
decir, están cobrando de cerca de $15.000 pesos 
más el IVA, que son $2.400, estamos hablando de 
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que se estaban recibiendo unos recursos de cerca 
de $34.000 pesos trimestre vencido, esos pequeños 
accionistas de Ecopetrol, hoy se va a ver disminui-
dos a menos de la mitad, lo cual ha causado en más 
de 400.000 colombianos esa grande preocupación 
como accionistas, de que va a suceder con el tema 
de Ecopetrol.

Entonces quería tan solo hacer este llamado a 
Ecopetrol para qué, para poderle decir a la gen-
te ¿por qué tienen que pagar esa comisión?, ¿con 
quién hablaron?, o si estaba dentro del contrato 
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línea que no tengan que pagar estos $15.000 pesos 
más el IVA, que están haciendo un daño en los bol-
sillos de los colombianos; también hoy hacer un 
llamado porque se va a incrementar el gas propano 
en cerca de un 9%, lo cual equivale a una, o un 
aumento en este servicio que lo que va a producir 
son mayores deforestaciones, ya que el campesi-
no utiliza el gas propano, ya que los campesinos 
utilizan este servicio, pero al incrementarse pues 
simplemente van a buscar en leyes, van a buscar es 
deforestar y van a buscar es como dañar el medio 
ambiente.

Entonces hoy con base en ese debate que conti-
nuará el próximo martes de la Ley de Regalías, he-
mos hecho un balance y un análisis de que está su-
cediendo con las inversiones en exploración, ¿qué 
va a suceder en el caso del Catatumbo?, para que a 
través de Petrobras, que tenía estas inversiones de 
40 millones de dólares sea manifestado en el día 
de ayer que no va a seguir con esas exploraciones, 
directamente Ecopetrol ha manifestado que revi-
sará y hará esas exploraciones, para que de una 
vez por todas tendrá unos mayores incrementos de 
las regalías y mayores oportunidades en proyectos 
productivos para cada uno de los municipios de 
Colombia.

Entonces hoy quería a todos los colegas mani-
festar que este tema de las regalías, que tuvo una 
disminución importante en el tema de los hidrocar-
buros del año 2008 y hoy por hoy en el año 2009 
como se disminuyó prácticamente en un 50% y en 
el 2010 gracias al proceso de incremento de estas 
regalías, pues vamos el precio del barril del petró-
leo, vamos a tener mayores ingresos que equiva-
len a cerca de los 600 mil millones de pesos para 
que con el Ministerio de Hacienda, Planeación 
Nacional, poder nosotros determinar cuál debe ser 
el manejo para estas inversiones y efectivamente 
todos los municipios del país tengan la posibilidad 
de tener mayores ingresos referente a la mayor re-
distribución del ingreso, disminuir los índices de 
pobreza y mantener un equilibrio o una equidad 
social prácticamente como alternativa de los hi-
drocarburos.

Lo que hemos visto en el sector carbón ha sido 
el incremento permanente de estas exportaciones, 
hemos visto a través de Ingeominas como se ha 
incrementado en más de un 100%, para eso es ne-
cesario las vías de la competitividad y mayores 
inversiones en regalías, para tener vías de acceso, 
para sacar los productos como el carbón y también 
el medio ambiente, y también del sector producti-
vo e invitarlos a todos a seguir trabajando por ese 
proyecto.

Hoy el Alcalde de Barrancabermeja, los Alcal-
des directamente de los diferentes municipios pe-
troleros han manifestado, cuál debe ser la auditoría 
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que le hace a través de la agencia Nacional de Hi-
drocarburos y efectivamente cómo poderle garan-
tizar de buena fe los incrementos y los ingresos 
que vienen recibiendo, es decir, lo que le han gira-
do directamente a cada uno de los departamentos 
del país y a los municipios, ¿y cuánto realmente 
han recibido?, especialmente para estos sectores 
de la infraestructura.

El tema de la educación, el tema de la salud, 
el tema del agua potable y saneamiento básico, 
el tema de las vías, y los temas de los proyectos 
productivos, y cómo acceder a estos recursos de 
regalías, sin tener muchas trabas, sino al contrario 
a través del Ministerio del Ambiente, a través de 
Ingeominas, a través de los diferentes Ministerios 
como el de Minas, poder darle la oportunidad a 
que los diferentes municipios del país puedan ac-
ceder a estos proyectos de desarrollo social.

Entonces el próximo martes se continuará el 
debate en la Comisión Quinta de Senado, con la 
presencia del señor Ministro de Minas, con la pre-
sencia del Presidente de Ecopetrol, la presencia de 
la Agencia Nacional de Hidrocarburos, para deter-
minar cómo ha sido la sísmica del país, cómo va 
a ser la puesta, prácticamente la subasta de todas 
las áreas de exploración y explotación para las di-
ferentes áreas de hidrocarburos en nuestro país, 
cómo poder acceder a ellas, ¿y qué inversiones 
viene haciendo Ecopetrol en prácticamente Ba-
rrancabermeja, en Cartagena y especialmente en 
el caso de Brasil, en el caso del Golfo de México, 
Ecuador y Perú, y ya que estamos haciendo una 
gran inversión o una gran proyección, para traer 
inversionistas y fortalecer el sector de los hidro-
carburos y del carbón, y de otros minerales en el 
país?

Entonces con eso Presidente simplemente que-
ría hacer alusión del inconveniente que han tenido 
algunos, prácticamente los 400.000 accionistas de 
Ecopetrol, los pequeños accionistas prácticamente 
con el 11% de personas que han disminuido o han 
vendido sus acciones, muchas gracias Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Edgar Espíndola Niño.

Palabras del honorable Senador Edgar Espíndo-
la Niño.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Edgar Espíndola 
Niño:

Gracias Presidente, Presidente yo quiero hacer 
dos apreciaciones, la primera es nuestra enorme 
preocupación como pueblo boyacense por la dis-
posición que hace el Gobierno Nacional para ven-
der las acciones que tiene en la Empresa de Ener-
gía de Boyacá, y nos preocupa profundamente el 
hecho Presidente porque consideramos que si bien 
es cierto, el Gobierno Nacional es el dueño de la 
mayor parte accionaria de esta empresa y también 
tengo que decir que quienes han venido constru-
yendo y son los verdaderos propietarios de la Em-
presa de Energía de Boyacá, son los usuarios.

Que en un momento determinado organizados 
en Junta de Acción Comunal les exigían que cons-
truyeran las redes y a través de bazares, colectas, 
rifas, aportes, los ciudadanos nos organizamos 
entonces para poder realizar la correspondiente 
actividad que nos permitiera tener en las redes, 
los transformadores, los postes, pero después nos 
obligaban a entregar esos bienes a la Empresa de 
Energía de Boyacá,

El municipio de Sogamoso Presidente, todas 
las redes que fueron construidas así como la gran 
mayoría de redes del departamento de Boyacá, se 
le cedieron en un momento determinado a esa em-
presa que hoy consideramos que es patrimonio de 
los boyacenses, como nuestra Empresa de Energía 
de Boyacá, que además el año pasado, y el año 
antepasado, produjeron utilidades del orden de 
$50.000 millones de pesos y que hoy inexplica-
blemente nosotros no sabemos cómo el Gobierno 
Nacional quiere sacar a la venta, más cuando prác-
ticamente está a 90 días de expirar este Gobierno, 
nos parece injusto con los boyacenses, nos parece 
injusto con el departamento que se quiera sacar 
un proceso en venta de las acciones, precisamente 
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muy importante, construido repito por los trabaja-
dores, construido por el pueblo boyacense a manos 
de un particular.

Por eso le hemos pedido y aprovechamos esta 
oportunidad para pedirle al Ministro de Minas y 
Energía, al Ministro de Hacienda, que no hay ra-
zón para vender esta importante empresa toda vez 
que hay una ley de la República, que indica en qué 
momento el Estado colombiano debe salir a vender 
sus activos, y los debe salir a vender cuando preci-
samente está en quiebra o está en banca rota, que 
no es el caso de la Empresa de Energía de Boyacá, 
por eso le decimos al Presidente Álvaro Uribe Vé-
lez, a quien apreciamos los boyacenses, a quienes 
hemos venido acompañando en toda la Política 
de Seguridad Democrática, le rogamos que pare 
el proceso, que nos parece que no es pertinente, 
oportuno, que salgan a vender este capital accio-
nario por esas dos razones, porque sentimos que es 
un capital de los boyacenses, que en manos de par-
ticulares precisamente dejaría de tener esa función 
social que las empresas del Estado deben tener, y 
segundo, que nos parece inconveniente más cuan-
do está a 90 días de que termine su mandato.
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que también sentar mi enérgica protesta, una inter-
pelación con su venia Presidente.

Con la venia de la Presidencia y del Orador, 
interpela el honorable Senador Jorge Hernan-
do Pedraza Gutiérrez:

Gracias Senador Espíndola, esta mañana en 
la Comisión Sexta del Senado tuvimos la opor-
tunidad de abordar este tema con ocasión de una 
citación que la Comisión le hiciera a la Superin-
tendencia de Servicios Públicos, aun cuando por 
supuesto esa funcionaria, ni esa entidad en el caso 
de acá, tienen nada que ver y los tres Senadores 
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Boyacenses ahí presentes, el Senador Espíndola, 
el Senador Olano y mi persona, presentamos una 
proposición, que entre otras cosas fue adherida 
también por la gente del Valle, y del Cauca, por 
vivir circunstancias similares.

En donde nuevamente no solamente le pedimos 
al Gobierno Nacional que suspenda el proceso de 
venta de la Empresa de Energía de Boyacá y las 
otras, sino que en esta ocasión protestamos y bus-
camos que ese proceso que es nefasto para los bo-
yacenses, no se dé, en diversos debates en muchas 
ocasiones, a lo largo de esta Legislatura, este Con-
greso ha dado testimonio de las intervenciones y 
la posición de cada uno de los voceros de Boyacá, 
y hemos dicho, 14 ó 15 razones en cada debate, 
que sustancialmente se trata de que un operador 
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ciera y enriquecimiento en tanto que el operador 
público va a seguir buscando rendimiento social, 
aun cuando esa empresa tal y como ha venido en 
los últimos tiempos regentada, pareciera que ya 
estuviera privatizada, porque el señor Gerente se 
ha dedicado, Director o Presidente como lo llaman 
pomposamente allí, a unos pocos y hacer esa una 
especie de despensa de ciertos agentes de la Políti-
ca o de la politiquería.

Cuanto quisiéramos Senador Espíndola, en eso 
estamos de acuerdo, que primero se nos dijera en 
Boyacá y que la empresa de energía le dijera al 
Departamento, a los boyacenses y a los colombia-
nos, ¿cuándo vamos a tener el 100%, de cobertu-
ra?, hay todavía cerca de 11.500 hogares sin ener-
gización en Boyacá, y pensando en la venta, o que 
el programa de remodelación de redes eléctricas se 
hubiese cumplido ya, de manera que hoy no ocurra 
lo que en muchos sectores todavía ocurre.

Senadores es que hace 25 años en mi depar-
tamento dizque porque era más barato, pusieron 
postería de madera, pues esa se pudrió, esos postes 
eran para tener los cables y hoy Senador Efraín 
Cepeda, los cables sostienen los postes, por eso 
no podemos permitir que en las narices nuestras, 
y queremos además de protestar, recomendar, pa-
sado mañana Senador Espíndola estaremos con el 
Presidente Uribe y lo quiero invitar para que antes 
de que se abra el tema para el cual ha llamado él 
a las Comisiones Sextas, le planteemos como una 
sugerencia, como una recomendación in limine, y 
por supuesto le manifestemos con el respeto debi-
do, la protesta en nombre del pueblo de Boyacá, 
porque queremos evitar a toda costa que este que 
es un patrimonio construido, hecho y pagado por 
los boyacenses, si bien es cierto formalmente ape-
nas en 1% corresponde a la propiedad del Depar-
tamento.

Nosotros los boyacenses sentimos que esa es 
una empresa creada, recreada, pagada, sufragada, 
sostenida, construida con el patrimonio, con el es-
fuerzo de todos los boyacenses en el pago de su 
facturación de todos los días de la vida, por eso 
aspiramos es a que además esto que traería unas 
consecuencias gravísimas, por ejemplo, para los 

proveedores del carbón, pronto esta empresa en-
traría en línea, si el propietario es el mismo que ha 
adquirido las demás, pueden fácilmente dejar blo-
queadas estas generadoras, y entonces se vendría a 
pique el consumo de carbón.

Por supuesto el trabajo de cerca de 30.000 mi-
neros boyacenses que se dedican a la explotación 
del carbón para surtir el combustible a estas unida-
des, se vendría a pique, también, el empleo de cer-
ca de 1.000 personas directas y de muchas manos 
de obra y de manera indirecta, y se vendría a pique 
la inversión y no tendríamos incluso Sede Admi-
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catástrofe económica para el departamento con las 
pocas empresas que aún le quedan a los boyacen-
ses y que por supuesto en nuestro caso entrar de 
una manera decisiva y radical en la defensa de esto 
que es, repito, el patrimonio de los boyacenses.

Gracias Senador Espíndola por su cortesía, y 
quería además de esto con esta intervención, que 
usted me ha permitido, avalar y respaldar esa pos-
tura, que lo hemos hecho tal como lo hemos hecho 
cuando se ha tratado también de defender la Uni-
versidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia, 
Presidente, usted que es vocero del sector Educa-
tivo, esta que es un Alma Máter, que no solamente 
simboliza a los boyacenses, sino que además de 
eso, es un referente académico de los colombia-
nos porque allí se preparan la mayor parte de las 
personas que después van a hacer el Magisterio en 
la Secundaria y en la Universidad, y en muchas 
Universidades del país.

Por eso Presidente, no quiero abusar más de 
la interpelación que generosamente me ha dado 
el Senador Espíndola, muchas gracias y con esto 
pues término. Gracias Senador.

Recobra el uso de la palabra el honorable Se-
nador Édgar Espíndola Niño:

Gracias Presidente, bueno, son las voces de 
todos los Boyacenses Presidente que se unen pre-
cisamente para defender el patrimonio de toda la 
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de un tema que está por estos días muy callado y 
que sin lugar a dudas también toca con el senti-
miento de lo que es nuestro partido, el Partido de 
Integración Nacional, PIN, yo quisiera mencionar 
Presidente que el Partido de Integración Nacional, 
PIN, ha presentado más de 20 proyectos de ley a 
consideración de este Congreso, que al PIN le in-
teresa el tema de los pensionados.

Que el Partido de Integración Nacional le in-
teresa que se elimine el SOAT en Colombia por 
considerar que esta usurpando las funciones de 
la Ley 100, que al PIN, el Partido de Integración 
Nacional, le preocupan los usuarios de la telefonía 
móvil celular, que cuando hablan un minuto con 
dos segundos, les están cobrando dos minutos, o 
cuando no pueden pagar su tarifa le hacen un co-
bro coactivo y le obligan a que paguen los meses 
que no pagó, pero no le devuelven los minutos que 
no consumió.
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Que el PIN, el Partido de Integración Nacional, 
ha presentado otro proyecto de ley que busca que 
el servicio militar en Colombia sea voluntario y no 
sea obligatorio, incluyendo a hombres y mujeres, 
como está pasando hoy en el mundo entero, y que 
el Partido de Integración Nacional ha presentado 
también otro proyecto que busca recaudar hasta 
300 mil millones de pesos para salvar la UPTC, 
la Universidad Pedagógica Tecnológica de Colom-
bia, que son más de 20 proyecto de ley que hemos 
venido radicando como PIN y que hoy le digo a los 
colombianos y a nuestros colegas.

Pero en particular quiero decirle hoy al doctor 
Petro, Candidato Presidencial, a quien admiramos 
y respetamos precisamente por su talante, por su 
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un vasto número de colombianos, que nos parece 
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que él ha venido haciendo permanentemente con-
tra nosotros.
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y ha llegado al punto Presidente que el doctor Pe-
tro, ha motivado a todas las bancadas del Congre-
so, a todos los partidos para hacer un gran acuerdo 
Político para excluir al PIN de todas las decisio-
nes políticas de esta Corporación a partir del 20 
de julio y nos parece que el Senador Petro está ra-
yando en la irresponsabilidad, está rayando en la 
demagogia y deja mucho que decir de un hombre 
a quien nosotros consideramos un hombre inteli-
gente y brillante, y nos parece entonces que estas 
aseveraciones además de injustas, son irresponsa-
bles, precisamente por tratarse de lo que está di-
	�������
���
	������������������������=������
diciendo a él, como a todos los que consideran que 
de una u otra forma nosotros hemos venido a qui-
tarles nada, algo a alguien, nosotros como PIN he-
mos venido a ayudar a construir una Nación, que 
fuimos la novedad en el pasado proceso electoral 
y por eso han querido arrinconarnos, han querido 
sacarnos de una u otra forma como del debate y de 
la contienda electoral, y de la contienda de parti-
cipación en esta Corporación, pero que si alguien 
tiene algo en contra de algún miembro del PIN, o 
de algún otro Partido, creo que lo más justo sería 
entonces, Senador Petro, que presente las denun-
cias correspondientes y nosotros lo ayudamos.

Pero usted no puede venir irresponsablemente 
a colocar un manto de dudas sobre todas las per-
sonas que hacen parte de esta organización, aquí 
tenemos trabajadores, campesinos, sacerdotes que 
hacen parte precisamente de la lista y que fueron 
elegidos, miembros de Iglesias Cristianas, Pasto-
res Cristianos, que hacen parte de la lista y que 
no somos ni paramilitares, ni guerrilleros, ni nar-
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mencionarlo, y que más de un millón de votos de 
esos colombianos que creyeron en nosotros, ni son 
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como él lo asevera permanentemente en sus inter-
venciones.

Yo quiero mencionarle al Senador Petro que él 
fue precisamente un resultado, llamémoslo así, de 
un proceso de amnistía en Colombia y que el Es-
tado colombiano le brindó la amnistía para que a 
través de la vida democrática pudieran hacer plan-
teamientos que ayudaran a sacar a este país ade-
lante, pero lo que nos parece injusto es que hoy 
desde que fue amnistiado entonces, se ha dado la 
tarea de despotricar de otros como nosotros, que 
lo único que estamos haciendo aquí es trabajar por 
esta Corporación, hay un texto Bíblico Presidente 
que me llama la atención enormemente en el sen-
tido de un hombre que era deudor, recurrió preci-
samente a los que le debía, y a los que le debía le 
perdonó la plata.
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había quien le debía un poquito de plata y no tuvo 
misericordia y entonces corrió rápido a estrujarle 
el cuello, yo creo que antes que el juicio está la mi-
sericordia, y antes que venir hacer aseveraciones 
generalizadas, el Senador Petro debería puntuali-
zar y no referirse a todos nuestros miembros como 
una banda delictiva porque no solamente se está 
poniendo en riesgo nuestra vida, sino la de tantos 
compatriotas nuestros que han creído en esta op-
ción de servicio para el país, como es el PIN, el 
Partido de Integración Nacional Presidente. Mu-
chas gracias.

Con la venia de la Presidencia y del Orador, 
interpela el honorable Senador Samuel Benja-
mín Arrieta Buelvas:

Gracias Presidente, muy breve, y es para apun-
talar o coadyuvar la constancia que ha dejado el 
Senador Édgar Espíndola, he guardado un silencio 
muy prudente frente a toda esta avalancha de in-
jurias, de calumnias que ya rayan en la obsesión y 
en el morbo de quienes quieren ocultar la viga en 
su propio ojo, mirando la paja en el ojo ajeno, y no 
solamente el candidato presidencial que ha señala-
do el doctor Espíndola, sino muchos otros.

Aquí muchos candidatos han tratado de buscar 
el favorecimiento de la opinión hablando genéri-
ca y mal de un partido político que creamos el 9 
de noviembre, con un propósito claro que era el 
de participar de manera clara y transparente en un 
proceso electoral en el que seguramente se dieron 
unos resultados y el país lo conoció, y ha caído 
señor Presidente, una especie de rapiña sin mise-
ricordia alguna, contra un Partido que todos sa-
bemos es una razón social que no delinque, que 
si hay alguna consideración personal frente a sus 
miembros, lo más sensato es quien conozca de ello 
lo ponga en conocimiento de las autoridades co-
rrespondientes.

Ayer señor Presidente, o mejor hoy 11, el can-
didato Antanas Mockus en Manizales dijo, que no 
hará ningún tipo de alianza con el Polo Democrá-
tico porque hay fuerzas en ese Movimiento que 
todavía no han roto lazos con la subversión, yo 
creo en la constancia que dejó aquí el Senador Ja-
ramillo, creo que el Polo Democrático hoy, no es 
la expresión de quienes militamos en la izquierda 
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colombiana en la década de los 80, donde para ha-
cerse sentir más importante, se coreaba, combina-
das todas las formas de lucha venceremos.

Creo que hay un esfuerzo hoy de absoluta ci-
vilidad, de búsqueda democrática a una salida a 
los problemas del país, por eso Senador Jaramillo 
lo acompaño en el rechazo que usted ha hecho de 
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aquí en Colombia asistimos pasivamente unos, 
otros por nuestra juventud de manera menos pa-
siva, al sepelio de más de 4.500 militantes de la 
Unión Patriótica, y quienes sobrevivimos en ese 
entonces, a esa barbarie, hoy no podemos menos 
que rechazar la actitud peligrosa y genérica de 
quienes quieren ganar en la opinión desdiciendo, 
señalando, desdeñando de la honra que tienen los 
colombianos y muchos de los que estamos hoy en 
este Partido de Integración Nacional.

Yo le he pedido a quienes han hecho estos se-
ñalamientos genéricos que me digan en el caso de 
Samuel Arrieta, o de quienes estamos hoy, ¿cuál 
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paramilitarismo, cuando aquí hemos condenado el 
paramilitarismo como una expresión demencial de 
quienes quisieron apoderarse de guerras, y quie-
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este país un festín del dolor, un festín de la muerte, 
como lo hicieron antes también con expresiones 
democráticas de la izquierda colombiana.

Que previos señalamientos genéricos, la lle-
varon a una barbarie y a un desaparecimiento, yo 
también rechazo lo que ha hecho hoy el Senador 
del Polo Democrático, las palabras genéricas del 
Candidato Antanas Mockus frente a que en el Polo 
Democrático no se han roto, no se han roto los 
vínculos con la guerrilla, de igual manera hemos 
de medir con el mismo rasero, a los otros compa-
triotas y colegas, aquí nada le ha hecho más daño 
a este país, que los señalamientos genéricos, los 
señalamientos de todo orden, y entonces aquí para 
ganar en la opinión y para que la galería escuche, 
entonces sencillamente hay que hacer señalamien-
tos sin ningún tipo de fundamentación.

Usted señor Presidente, que ha estado al frente 
de luchas sindicales en el Magisterio, sabe lo que 
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el señor JJ Rendón esté trabajando hoy para An-
tanas Mockus, como han señalado tanto aquí de 
la propaganda negra, y creo que es bueno que el 
Polo reciba de su propia medicina, porque si algo 
ha caracterizado a ciertos sectores de la izquierda 
colombiana, a parte de la mezquindad, aparte de 
no perdonarle a algunos de sus militantes del pa-
sado que hayan ascendido en la escala social de 
valores, y que hayan llegado como en caso mío al 
Senado de la República, es, esa actitud de demen-
cial al momento de señalar y de buscar enemigos y 
de hurgar más allá de lo debido y de lo permitido 
en el Código Penal.

Por eso yo señor Presidente, yo particularmen-
te me cansé de los señalamientos, no solamente 
del Candidato Petro, sino de otros candidatos que 

creen que para ganar en la opinión hay que llenar 
con fango y lodo la poca honra que nos queda a 
quienes hacemos Política, por eso les he dicho a 
mis colegas del PIN, que lo mejor es que busquen 
una opción de votar en blanco, o de dejar en liber-
tad a sus militantes, pero no es llenando de lodo 
la poca honra que nos queda, como aquí se va a 
hacer patria, como aquí se va a buscar que nuestros 
hijos sientan orgullo de vivir en este país y por eso 
honorable Senador Jaramillo, me complace sobre 
manera eso que usted ha dicho hoy, y regáleme un 
segundo más, señor Presidente, para decir que hoy 
en una carta que comparto plenamente de la doc-
���
� �����
� �
��`��� ��#
� ���� ��
��� $!���� $����
��
Jorge Eliécer Gaitán, rechaza tajantemente estas 
declaraciones del doctor Antanas Mockus contra 
el Polo Democrático por genéricas y dice que este 
manto de duda, sobre todo los integrantes de esa 
agrupación Política, los pone a ellos frente a la 
Picota Pública, y los pone además en peligro de 
muerte, qué bueno que sea también para el Polo 
esto, y qué bueno que sea para todos, incluso para 
los compañeros del Partido de la U, que han visto 
también, la viga, o no han visto la viga en el ojo 
propio y han visto la paja, aquí han señalado mu-
	������������������������������������
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ral, que hacer una alianza con el PIN.

Que aquí ningún partido político se escapó a las 
investigaciones, a las indagaciones, o por parapo-
lítica o por farcpolítica, de todo orden ha habido 
aquí, y yo pregunto a la hora de las cuentas cómo 
estamos, pero a mí, a Samuel Arrieta y a estos inte-
grantes de esta bancada actual del PIN, señor Ga-
briel Acosta Bendeck, hombre de la Universidad, 
el Pastor Espíndola, el Pastor Trujillo, los cuatro 
que conformamos esta bancada, si aquí alguien 
��������
������
�����
�	���`�	��������
	��
	�����
indebidas, yo les pido por favor que con nuestra 
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nueva bancada que fue elegida, a la que no voy a 
acompañar por razones electorales de la democra-
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ganamos con la participación.
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mos únicamente para que la gradería nos escuche 
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Polo Democrático aún ciecongrato a las formas 
de lucha que hay militantes que no han roto sus 
vínculos con la subversión, es equivalente a lo 
que han dicho sobre la totalidad de los miem-
bros del Partido de Integración Nacional y yo me 
sumo al rechazo que ha hecho el Senador Jarami-
llo, pero espero que cuando es en carne propia, 
cuando es la propia uña la que nos machaca, o 
nos machucan como dicen en mi tierra, el dolor 
se siente en carne propia, como se siente en la 
carne ajena. Muchas gracias, Presidente.

Leído y cerrada la discusión del informe en el 
cual se declaran infundadas las Objeciones presen-
tadas al Proyecto de ley número 227 de 2008 Sena-
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do, 103 de 2008 Cámara, la Presidencia lo somete 
a consideración de la plenaria y, de conformidad 
con el Acto Legislativo 01 de 2009, abre la vota-
ción e indica a la Secretaría abrir el registro elec-
trónico para proceder a la votación nominal.

La Presidencia cierra la votación, e indica a la 
Secretaría cerrar el registro e informar el resultado 
de la votación.

Por Secretaría se informa el siguiente resultado:
Por el sí: 56
Por el no: 01
Total: 57 votos
VOTACIÓN NOMINAL AL INFORME  

DE OBJECIONES AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 227 DE 2008 SENADO, 103  

DE 2008 CÁMARA
�������������
��������
���������������
�����
��

647 de 2001
Honorables Senadores:
Por el Sí:
Andrade Serrano Hernán Francisco
Angarita Medellín Darío
Arrieta Buelvas Samuel Benjamín
Avellaneda Tarazona Luis Carlos 
Barriga Peñaranda Carlos Emiro 
Cáceres Leal Javier Enrique
Canal Albán Jaime Ernesto
Cárdenas Ortiz Carlos
Celis Carrillo Bernabé 
Cepeda Sarabia Efraín José 
Cifuentes Aranzazu Elsa Gladys
������
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Cortés Torres Marco Alirio 
Corzo Román Juan Manuel
Cuéllar Bastidas Parmenio 
Delgado Blandón Ubéimar 
Ferro Solanilla Carlos Roberto
Galán Pachón Juan Manuel
Gómez Toro Jacobo Faustino 
González Villa Carlos Julio
Guerra De la Espriella Antonio
Guevara Jorge Eliécer
Gutiérrez Castañeda Nancy Patricia
Jaramillo Martínez Guillermo Alfonso
Jaramillo Martínez Mauricio 
López Maya Alexánder
Mantilla Colmenares Jairo
Mejía Marulanda María Isabel 
Mora Jaramillo Manuel Guillermo 
Moreno Piraquive Alexandra
Moreno Rojas Néstor Iván
Náder Muskus Mario Salomón
Núñez Lapeira Alfonso María 
Pedraza Gutiérrez Jorge Hernando

Pinto Afanador Yolanda
Piñacué Achicué Jesús Enrique 
Puello Chamié Jesús 
Ramírez Ríos Gloria Inés
Restrepo Betancur Luzelena
Restrepo Escobar Juan Carlos 
Restrepo Gallego Griselda Janeth
Robledo Castillo Jorge Enrique 
Rodríguez Rodríguez Carlina
Rojas Jiménez Héctor Helí
Salazar Cruz José Darío 
Sánchez Ortega Camilo Armando 
Schultz Navarro Charles William
Sierra Grajales Luis Emilio
Toro Torres Dilian Francisca 
Torrado García Efraín 
Velasco Chaves Luis Fernando 
Velásquez Reyes Víctor 
Vélez García Jorge Enrique 
Virgüez Piraquive Manuel Antonio
Yepes Alzate Ómar
Zapata Correa Gabriel Ignacio 
Honorable Senadora:
Por el No
López Montaño Cecilia Matilde 
11.V. 2010
En consecuencia, ha sido aprobado el Informe 

de Objeciones al Proyecto de ley 227 de 2008 Se-
nado 1036 de 2008 Cámara.
INFORME SOBRE OBJECIONES PRESI-
DENCIALES AL PROYECTO DE LEY NÚ-
MERO 103 DE 2008 CÁMARA, 227 DE 2008 

SENADO
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647 de 2001.
Bogotá, D. C., 28 de abril de 2010
Doctores
JAVIER CÁCERES LEAL
Presidente honorable Senado de la República
ÉDGAR GÓMEZ ROMÁN
Presidente honorable Cámara de Represen-

tantes
Bogotá, D. C.
Referencia: Desestimación de las objeciones 

Presidenciales al Proyecto de ley número 103 de 
2008 Cámara, 227 de 2008 Senado, por la cual se 
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Respetados Presidentes:
Con el objeto de darle cumplimiento al artículo 

167 de la Carta Política y el artículo 199 concor-
dantes de la Ley 5ª de 1992, en relación con las 
objeciones presidenciales al proyecto de ley de la 
��&����	�
�� ��� ��������� 
� ������ 	��� ��� ��� ���
que las Plenarias de Cámara y Senado de la Re-
pública se pronuncien aprobando el Proyecto de 
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ley número 103 de 2008 Cámara, 227 de 2008 
Senado, �������������
��������
������������!��
�
la Ley 647 de 2001.

Los siguientes son los argumentos jurídicos que 
dan respuesta a las objeciones planteadas por el 
Presidente de la República y los señores Ministros 
de Hacienda y Crédito Público y de la Protección 
Social.

Plantea el ejecutivo a través de los señores Mi-
nistros objeciones al proyecto de la referencia por 
razones de inconstitucionalidad e inconveniencia.

ANTECEDENTES LEGISLATIVOS Y JU-
RISPRUDENCIALES DE LA LEY 647 DE 2001 
Y DEL PROYECTO DE LEY OBJETADO

Antes de entrar a analizar la eventual inconsti-
tucionalidad del proyecto de ley objetado, es im-
portante hacer referencia a los antecedentes legis-
lativos y jurisprudenciales de la Ley 647 de 2001, 
�����
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de la Ley 30 de 1992.

El artículo 69 de la Carta Política garantiza la 
autonomía universitaria y dispone que las univer-
sidades podrán darse sus directivas y regirse por 
sus propios estatutos, de acuerdo con la ley; por 
su parte el inciso 2º del artículo 57 de la Ley 30 de 
1992 en desarrollo del principio constitucional de 
la autonomía universitaria dispone que: “El carác-
ter especial del régimen de las universidades es-
����������	
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y elección de directivas, del personal docente y 
administrativo, el sistema de las universidades 
������������	
������������������
�������	������-
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�����y su propia 
seguridad social en salud, de acuerdo con la pre-
sente ley”. (Subrayas fuera de texto).
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tículo 1º de la Ley 647 de 2001, adicionando el 
���������
�
������
������	
	����&�����������	���
del trámite legislativo del Proyecto de ley número 
118 de 1999 Cámara, 236 de 2000 Senado.

El proyecto mencionado fue objetado por el 
Ejecutivo con el argumento según el cual, la auto-
nomía universitaria no revestía un carácter absolu-
to que permitiera reconocerle a las universidades 
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dad social en salud.

Además el Ejecutivo en esta oportunidad esgri-
mía que: “la norma objetada viola el principio de 
igualdad material ya que establece un tratamien-
to diferente a favor de los entes universitarios 
que comporta eximirlos de la aplicación de los 
principios y normas que forman parte del Sis-
tema de Seguridad Social Integral, sistema este 
que no solo comprende obligaciones a cargo del 
Estado, sino también de la sociedad, de las insti-
tuciones y de los ciudadanos en condiciones de 
��������������������������������	�	���������-
natorio el hecho de que las universidades tengan 
su propio sistema de salud, ignorándose que la 
Ley 100 de 1993 creó un sistema de seguridad 
social integral, con carácter de servicio público, 

“para todos los habitantes del territorio nacional 
bajo la dirección, coordinación y control del Es-
���	���������
����������������������������������-
lud y pensiones”. (Subrayas fuera de texto).

La Corte luego de analizar el principio de au-
tonomía universitaria y establecer sus límites ma-
nifestó que:.., la Corte no encuentra válidas las 
objeciones formuladas por el Gobierno Nacional 
en contra del Proyecto de ley número 118 de 1999 
Cámara y 236 de 2000 Senado, en lo que se re-
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bio sí acoge parcialmente la objeción referida al 
alcance de la autonomía universitaria, en cuanto 
encuentra esta Corporación que el Congreso, al 
������������	�������	��������	���������!�������-
perior la facultad para diseñar sus propios regí-
��������������������	��������������������������
la competencia constitucional reconocida para 
esos efectos y, por contera, actuó en abierta con-
tradicción con lo ordenado en los artículos 48, 49 
y 150-23 del Estatuto Fundamental. 

En virtud de lo anterior, la honorable Corte 
Constitucional mediante Sentencia 1435 de 2000, 
declaró PARCIALMENTE INEXEQUIBLE 
el proyecto de ley, toda vez que la inexequibili-
dad podía ser remediada en la medida en que el 
Congreso de la República, en estricta sujeción a 
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daridad, adicionara la iniciativa legislativa con un 
contenido regulador básico sobre el régimen de se-
guridad social aplicable a las universidades del Es-
tado. En este sentido, manifestó que la ley debería 
consagrar aquellos aspectos generales aplicables 
al nuevo sistema como los relacionados con:

i) Su organización, dirección y funcionamiento;
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iii) Las personas llamadas a participar en cali-
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v) Las instituciones prestadoras del servicio de 

salud.
En cumplimiento de la referida sentencia la 

honorable Corte Constitucional remitió copia del 
expediente legislativo a la Cámara de origen para 
que, oído el ministro del ramo, se rehiciera e inte-
grara la norma declarada parcialmente inexequi-
ble, para que fuera concordante con el dictamen 
de la Corte Constitucional y que una vez cumplido 
este trámite, el Congreso remitirá a la Corte el pro-
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Atendiendo la Sentencia 1435 de 2000, el Con-
greso de la República, habiendo oído previamente 
el concepto de la Ministra de Salud, rehízo el texto 
y en efecto le agregó el parágrafo donde se con-
templan normas sobre organización, dirección y 
funcionamiento del nuevo sistema, administración 
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cual remite a lo previsto en la Ley 100 de 1993. De 
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igualmente a lo dispuesto sobre este asunto en la 
Ley 100 de 1993, remisión que también se hace 
en lo referente a los aportes de solidaridad. En 
cuanto a las instituciones prestadoras del servi-
cio de salud, la nueva reglamentación legal indica 
que los servicios de salud podrán ser prestados 
directamente por las universidades que decidan 
organizar su régimen propio, o que podrán ser 
contratados con otras instituciones prestadoras 
de tales servicios.

El parágrafo incluido en cumplimiento de la 
Sentencia referida es el siguiente: 

“Parágrafo. El sistema propio de seguridad 
social en salud de que trata este artículo, se regi-
rá por las siguientes reglas básicas:

a)�"������������������������#����	�������	$�
%���� 	��������	� �	�� ��� &����������� �	�	� ����
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estructura de dirección y funcionamiento que 
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bargo, las universidades podrán abstenerse de 
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trativos y docentes y sus pensionados o jubilados 
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promotoras de salud previstas por la Ley 100 de 
1993;

b) (�������������� �� 
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de los límites máximos previstos en el inciso 1° 
del artículo 204 de la Ley 100 de 1993. El sistema 
podrá prestar directamente servicios de salud y/o 
contratarlos con otras instituciones prestadoras 
de servicios de salud;

c) (
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a los empleados y trabajadores, y a los pensio-
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nes del tránsito del sistema general de la Ley 100 
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simultáneas;

d)�<���
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drán en cuenta los contenidos esenciales previs-
tos en el Capítulo III de la Ley 100 de 1993;

e) Aporte de solidaridad: Los sistemas efec-
tuarán el aporte de solidaridad de que trata el ar-
tículo 204 de la Ley 100 de 1993”.

Dentro del marco normativo descrito es impor-
tante destacar que el Gobierno mediante Decreto 
1890 del 31 de octubre de 1995 había regulado el 
régimen de transformación en Entidades Promoto-
ras de Salud, adaptación al Sistema de Seguridad 
Social o en liquidación, de las cajas, fondos y en-
tidades de seguridad social del sector público, em-
presas y entidades del sector público de cualquier 
orden y en su artículo 16 dispuso que:

%���	���;<��Servidores de una entidad objeto 
de adaptación que se jubilen. En el caso de per-
sonas que se encontraban vinculadas el 23 de di-
ciembre de 1993 a la entidad sujeta de adaptación, 
que continúen trabajando en la misma hasta el tér-
mino de su relación laboral y que se jubilen con 
el sistema general de pensiones, la entidad objeto 
de adaptación recibirá de la respectiva administra-
dora de pensiones la cotización correspondiente a 
salud, de acuerdo con las disposiciones legales y 
reglamentarias, para efectos de continuar prestan-
do el servicio a los pensionados que así lo decidan.

Posteriormente mediante el Decreto 4248 de 
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rantizar el derecho a la libre elección y la presta-
ción del servicio de salud a las personas que les 
haya sido o les sea reconocida su pensión por parte 
de las entidades administradoras de pensiones del 
Sistema General de Pensiones, reglamentó el tema 
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vicio de salud de las universidades, permitiendo 
a quienes estaban vinculados a dicho servicio de 
salud, con anterioridad a la entrada en vigencia de 
la Ley 100 de 1993, pudieran ejercer su derecho 
a la libre escogencia entre una EPS del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud y el servicio 
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A pesar de que este último decreto les permite 
a los vinculados a los Sistemas Universitarios, ju-
bilados por el Sistema General de Pensiones conti-
nuar dentro de dichos sistemas de salud, restringe 
dicha posibilidad solamente a aquellos que hubie-
sen estado vinculados a dicho servicio de salud, 
con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 
100 de 1993. La anterior disposición intentó solu-
cionar el problema, pero solo lo hizo en parte, por 
cuanto solo les reconoce el derecho a continuar 
vinculados al sistema universitario de salud a un 
grupo, excluyendo a quienes adquieran el derecho 
a la jubilación con el Sistema General de Pensio-
nes con posterioridad a la fecha de entrada en vi-
gencia de la Ley 100 de 1993.

En síntesis, según la jurisprudencia y las nor-
mas vigentes los Sistemas Universitarios de Salud 
están amparados en el principio constitucional de 
la Autonomía Universitaria, su existencia no ge-
nera desigualdad frente al Sistema General y su 
reglamentación, establecida en la Ley 647 de 2001 
y su remisión a la Ley 100 de 1993, establece me-
canismos que garantizan el cumplimiento de los 
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la competencia exclusiva para regular el servicio 
público de la Seguridad Social es el legislador.

Así mismo, los Decretos 1890 de 1995 y 4248 
de 2007, le reconocen a un grupo de jubilados por 
el Sistema General de Pensiones, el derecho a con-
tinuar vinculados a los sistemas adaptados, el pri-
mero y a los sistemas universitarios el segundo.

Ahora en cuanto al Proyecto de ley número 
103 de 2008 Cámara, 227 de 2008 Senado, por 
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2001, que nos ocupa y objetado por el Gobierno, 
es necesario tener en cuenta las razones que indu-
jeron al legislador a presentar la referida iniciativa.
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está sustentada en la necesidad de preservar la 
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mas universitarios de salud garantizada durante su 
vínculo laboral, pero injustamente impedida, con 
posterioridad al otorgamiento de la pensión por el 
Sistema General de Pensiones.

El proyecto pretende complementar la ley, para 
efectos de no dejarla a la libre interpretación que 
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respeto por el derecho a la igualdad, la libre esco-
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los sistemas universitarios de salud con posteriori-
dad al reconocimiento de su pensión de jubilación, 
independiente de quien sea el ente responsable de 
su pago.

Igualmente el proyecto pretende poner a tono 
la Ley 647 con las normas relacionadas con la fa-
cultad de otorgar pensiones, pues con la entrada en 
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con la expedición del Decreto 2337 de 1996, las 
Universidades públicas del orden territorial, per-
dieron competencia para continuar pensionando al 
personal que con posterioridad al 31 de diciembre 
de 1996 cumpliera requisitos de edad y tiempo de 
servicios, similar situación ocurrió en lo pertinen-
te con el Decreto 2527 de 2000 que estableció de 
manera restringida las condiciones que debería 
reunir el funcionario público para ser pensiona-
do directamente por el empleador. Genera de este 
modo la normatividad en pensiones, un panorama 
que afecta no sólo el competente para el pago de la 
prestación económica, sino también la calidad de 
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culo 2°, de la Ley 647 de 2001 que a pesar de las 
disposiciones transcritas habla de los pensionados 
y jubilados de la respectiva Universidad, dejando 
por fuera a los empleados de la universidad que 
adquieran el derecho a la pensión por el Sistema 
General de Pensiones.

Además de continuar dándosele la interpre-
tación que actualmente se le da a la Ley 647 de 
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Universitarios de Salud, en el sentido de conside-
rar que los jubilados de la respectiva universidad 
son solamente aquellos que adquirieron el dere-
cho exclusivamente por la respectiva universidad, 
estaríamos permitiendo que dicha norma no pro-
dujera ningún efecto al futuro en relación con los 
empleados de las Universidades públicas que ad-
quieran el derecho a la jubilación por el Sistema 
General, por cuanto las disposiciones vigentes en 
materia pensional eliminaron la posibilidad de que 
las entidades universitarias continúen reconocien-
do en forma exclusiva el derecho a la jubilación.

No se concibe como al reglamentarse lo concer-
niente a entidades adaptadas, el artículo 16 del De-
creto 1890 de 1995 del 31 de octubre de 1995 pre-
serve esas garantías de estabilidad y continuidad 
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fondos o entidades del sector público, y que a su 
vez, la Ley 647 de 2001, la cual procuró revestir de 
mayores potestades a los Sistemas Universitarios 
en Salud, despojara de esas prerrogativas a quie-
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liados al Sistema Universitario se jubilaran por el 
Sistema General de Pensiones, generando con ello 
un trato desigual entre los pensionados de la enti-
dad educativa y los pensionados por las entidades 
adaptadas.
RAZONES DE INCONSTITUCIONALIDAD 

ADUCIDAS POR EL EJECUTIVO
Sustenta el ejecutivo la inconstitucionalidad 

del artículo 1º del proyecto de ley de la referen-
cia por la presunta violación de los principios 
constitucionales de igualdad (artículo 13 de la 
Constitución Nacional) y el de la progresividad 
=����	���<>�������#��
�	�����?�������@�
PRESUNTA VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO 

DE IGUALDAD
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troducida por el proyecto de ley objetado al literal 
c) del artículo 2º de la Ley 647 de 2001, al permitir 
que aquellas personas que al término de su rela-
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ma Universitario de Salud y adquieran el derecho 
a la pensión con el Sistema General de Pensiones, 
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rio de Salud, vulnera el principio de igualdad con-
sagrado en el artículo 13 de la Constitución Políti-
ca que establece que: “Todas las personas nacen 
libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
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los mismos derechos, libertades y oportunidades, 
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gen nacional o familiar, lengua, religión, opinión 
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trato discriminatorio en relación con los demás 
pensionados que se rigen por el Sistema General 
de Pensiones, por cuanto estas últimas, están le-
galmente obligadas a pertenecer al régimen con-
tributivo del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud.

Igualmente en el informe de objeciones presi-
denciales se dice que de la disposición constitu-
cional transcrita se deduce que la regla general es 
la igualdad entre las personas o grupos de personas 
y que sólo por excepción puede dárseles un trato 
desigual, por lo cual, cuando la ley les dispensa un 
trato igual no tiene carga alguna para argumentar 
situaciones diferentes y por el contrario, cuando 
les otorga un trato desigual debe sustentar su deci-
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no existir esta, el trato desigual no será legítimo a 
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rando una discriminación.

Aduce además el ejecutivo que si se admite que 
a ciertas personas que se pensionan bajo las nor-
mas del Sistema General de Pensiones, se les cree 
un régimen especial en materia de salud diferente, 
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y si además se tiene en cuenta que estas universi-
dades no están obligadas a compensar al no recibir 
el Sistema General de Seguridad Social en Salud 
las cotizaciones, se estarían dejando de percibir re-
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salud de aquellas personas que con su propia co-
tización no alcanzan a cubrir el valor de la unidad 
per cápita que reconoce el sistema por la presta-
ción de los servicios, afectándose el principio de 
solidaridad y vulnerándose el principio de igual-
dad al generar un trato discriminatorio respecto de 
los demás pensionados que se rigen por el Sistema 
General; ignorándose por completo que la Ley 100 
de 1993 que creó el Sistema de Seguridad Social 
en Salud Integral, como un servicio público, para 
todos los habitantes del territorio nacional y cuya 
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menes aplicables en salud y pensiones. 

Sobre este mismo punto, el informe presiden-
cial de objeciones dice que con lo dispuesto en el 
proyecto se vulneran además los principios de uni-
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en el artículo 48 de la Constitución Nacional que 
gobiernan el Sistema General de Seguridad Social 
en Salud, como efecto de la falta de cotización a 
dicho sistema de las personas que al término de su 
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ma Universitario de Salud y adquieran el derecho 
a la pensión con el Sistema General de Pensiones, 
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lud.

Planteado hasta este punto el primer argumento 
del ejecutivo para sustentar la eventual inconstitu-
cionalidad del proyecto de ley entraremos a hacer 
un análisis del mismo a la luz de la metodología 
planteada por la honorable Corte Constitucional 
para estos casos.

Para analizar la presunta violación del princi-
pio de igualdad es necesario, como lo ha expresa-
do la honorable Corte Constitucional en Sentencia 
número C-022/96, apoyarnos en el llamado “test 
de razonabilidad” por cuanto según el máximo 
tribunal constitucional: “En la evaluación de la 
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en la ponderación y sopesación de los valores y 
no simplemente en la confrontación lógica de los 
mismos”.

Siguiendo los lineamientos metodológicos para 
el análisis de este tipo de controversias relaciona-
das con la violación del principio de igualdad dice 
la honorable Corte:
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tica de un tratamiento desigual y la materia sobre 
la que él recae (cf. 6.3.1.), el análisis del criterio 
de diferenciación se desarrolla en tres etapas, 
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tentan determinar:

a) La existencia de un objetivo perseguido a 
través del establecimiento del trato desigual.
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Constitución.
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la relación de proporcionalidad entre ese trato y 
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Ahora debemos analizar el caso concreto a la 
luz de la metodología propuesta por la honorable 
Corte en la referida sentencia:

Lo primero es entonces establecer la existencia 
fáctica de un tratamiento desigual y la materia so-
bre la que él recae, en este sentido el tratamiento 
desigual se presenta al permitir que aquellas per-
sonas que al término de su relación laboral y que 
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Salud y adquieran el derecho a la pensión con el 
Sistema General de Pensiones, puedan continuar 
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a los demás pensionados que se rigen por el Siste-
ma General de Pensiones y que están legalmente 
obligadas a pertenecer al Régimen Contributivo 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

Entonces el tratamiento desigual o la existencia 
fáctica de un tratamiento desigual, radica en que 
un grupo de personas puedan libremente, conti-
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sidades y el otro grupo de personas deben man-
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Social en Salud.

Continuando con el análisis del problema y 
aplicando la metodología propuesta, es necesario 
determinar la existencia del objetivo perseguido a 
través del establecimiento del trato desigual.

En el caso que nos ocupa el objetivo que se per-
sigue es el de permitir que aquellas personas o fun-
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al Sistema Universitario de Salud puedan en for-
ma libre, continuar recibiendo los servicios que les 
brinda dicho sistema, para preservar la continui-
dad de la atención en salud que vienen recibiendo 
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sino también, con posterioridad al otorgamiento 
de la prestación económica. El objetivo planteado 
permite además evitar los eventuales traumatis-
mos que puede implicar para quien termina su vín-
culo laboral, un traslado a una entidad prestadora 
de servicios de salud nueva y diferente en donde 
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toda vez que en razón de su edad y sus patologías 
ya vienen siendo atendidas por el sistema de salud 
al que están vinculados, además se debe tener en 
cuenta que se trata de una población vulnerable, 
debido a su edad, con procedimientos y tratamien-
tos en curso, que le implicarían iniciar nuevos pro-
cesos ante la EPS a la que se trasladen.

Continuando con el análisis debemos abordar 
en este punto la validez del objetivo descrito a la 
luz de la Constitución y la ley.

En este mismo informe ya hicimos un recuento 
de los antecedentes legislativos y jurisprudencia-
les de la Ley 647 de 2001 y de dicho recuento pu-
dimos concluir que los Sistemas Universitarios de 
Salud están amparados en el principio constitucio-
nal de la Autonomía Universitaria, consagrado en 
el artículo 69 de la Carta Política, que su existencia 



GACETA DEL CONGRESO  281  Martes, 1° de junio de 2010 Página 51

no genera desigualdad frente al Sistema General y 
su reglamentación, establecida en la Ley 647 de 
2001 y su remisión a la Ley 100 de 1993, esta-
blece mecanismos que garantizan el cumplimiento 
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Además la honorable Corte Constitucional en 
Sentencia C-461/95, M. P. Eduardo Cifuentes Mu-
ñoz sostiene que: “la Corte considera que el esta-
blecimiento de regímenes pensionales especiales, 
como aquellos señalados en el artículo 279 de la 
Ley 100, que garanticen en relación con el ré-
gimen pensional, un nivel de protección igual o 
superior, resultan conformes a la Constitución, 
comoquiera que el tratamiento diferenciado lejos 
de ser discriminatorio, favorece a los trabajado-
res a los que cobija”.

En este mismo sentido es el mismo artículo 13 
de la Constitución que al referirse al principio de 
igualdad exige del Estado la protección especial a 
aquellas personas que por su condición económi-
ca, física o mental, se encuentren en circunstancia 
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abusos o maltratos que contra ellas se cometan.

Es necesario advertir en este punto que a raíz 
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literal c) del artículo 2º de la Ley 647 de 2001, toda 
vez que con la entrada en vigencia de la Ley 100 
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Decreto 2337 de 1996, las Universidades Públicas 
del orden territorial, perdieron competencia para 
continuar pensionando al personal que con pos-
terioridad al 31 de diciembre de 1996 cumpliera 
requisitos de edad y tiempo de servicios, similar 
situación ocurrió en lo pertinente con el Decreto 
2527 de 2000 que estableció de manera restringida 
las condiciones que debería reunir el funcionario 
público para ser pensionado directamente por el 
empleador.

Por el contrario y en contradicción con la po-
sición del ejecutivo, frente a la supuesta viola-
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que de continuar vigente el literal c) del artículo 
2º de la Ley 647 de 2001, en los términos actua-
les se estaría violando el principio de igualdad de 
los empleados pertenecientes a las universidades 
que teniendo derecho a estar vinculados al Siste-
ma Universitario de Salud se vieran obligados a 
retirarse de él, por haber obtenido el derecho a la 
pensión por el Sistema General de Pensiones, fren-
te a los empleados de la misma universidad que 
obtuvieron el reconocimiento a la jubilación por la 
misma entidad.

De lo anterior queda claro que el tratamiento 
desigual es válido y está amparado en principios 
constitucionales y legales.

Por último debemos analizar la razonabilidad 
del trato desigual, es decir, la relación de propor-
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que las personas que atendiendo al derecho adqui-

rido, a estar vinculados al Sistema Universitario 
de Salud por efectos de estar vinculadas laboral-
mente a una universidad puedan voluntariamen-
te continuar siendo atendidos por dicho sistema 
luego de obtener el reconocimiento de la pensión 
por el Sistema General de Pensiones, se compade-
ce, en razón del principio de la continuidad en la 
atención en salud ya que se trata de una población 
vulnerable, debido a su edad, con procedimientos 
y tratamientos en curso, que le implicarían iniciar 
nuevos procesos ante la EPS a la que se trasladen 
generando traumatismos innecesarios e injustos.

Entonces luego de aplicar la metodología pro-
puesta por la honorable Corte Constitucional y 
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que el trato desigual entre los grupos de personas 
que nos ocupa, es decir, entre quienes estando vin-
culados a una universidad y adquieran el derecho 
a la pensión por el Sistema General de Pensiones 
y los demás pensionados que no cumplen este re-
quisito, está plenamente empardo por normas su-
periores y dicho trato es razonable y proporcional 
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En conclusión no son de recibo las razones de 
inconstitucionalidad que argumenta el ejecutivo 
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el proyecto de ley objetado, al literal c) del artí-
culo 2º de la Ley 647 de 2001 vulnera el princi-
pio de igualdad consagrado en el artículo 13 de la 
Constitución Política y en consecuencia la honora-
ble Corte Constitucional, al resolver este punto de 
controversia deberá declarar infundadas las obje-
ciones presidenciales.
PRESUNTA VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO 

DE PROGRESIVIDAD
En el informe de objeciones presidenciales al 

Proyecto de ley número 103 de 2008 Cámara, 227 
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proyecto puede terminar contraviniendo el artículo 
69 de la Constitución Nacional, el cual establece 
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educación superior, en cumplimiento del principio 
de progresividad, el cual podría verse afectado, 
dado que la ampliación de coberturas del Sistema 
de Salud de las Universidades frente adultos ma-
yores, que es una población que puede presentar 
alta siniestralidad con lo cual puede suceder que 
al concentrarse el riesgo, se rompa el equilibrio de 
ingresos y gastos al interior de la Universidad y 
esta se vea en la necesidad de utilizar recursos pro-
pios que deberían estar destinados a la progresivi-
dad en la cobertura de la educación superior.

Sobre este argumento, es necesario manifestar 
que el razonamiento con el que se sustenta parte 
de una premisa falsa, es decir, una hipótesis errada 
en la que se pretende sustentar; la hipótesis errada 
consiste en considerar que las Universidades utili-
cen los recursos del presupuesto destinado a aten-
der la educación superior para atender los costos 
necesarios para atender los servicios de salud en 
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creados.
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En este mismo punto de controversia es nece-
sario hacer claridad sobre las normas vigentes en 
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los Sistemas Universitarios de Salud, en efecto, en 
el aparte transcrito en este mismo documento de 
los antecedentes de la Ley 647 de 2001, se puede 
ver con claridad cómo la mencionada ley en mate-
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de los Sistemas Universitarios de Salud establece 
que el sistema se administrará por la propia Uni-
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cotizaciones que se establezcan en los términos y 
dentro de los límites máximos previstos en el inci-
so 1° del artículo 204 de la Ley 100 de 1993.

Por lo anterior las universidades, a pesar del 
principio de la autonomía universitaria, en cuanto 
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los sistemas universitarios se deben acoger a los 
mandatos de la Ley 647 de 2001 y 100 de 1993.

Por lo expuesto no debe ser acogido el argu-
mento del ejecutivo para sustentar la inconstitu-
cionalidad del aparte del proyecto, por la eventual 
vulneración del principio de progresividad y en 
consecuencia también debe ser rechazada la obje-
ción que se sustenta con este argumento.

OBJECIÓN POR RAZONES  
DE INCONVENIENCIA

En el mismo informe de objeciones presiden-
ciales el ejecutivo presenta razones de inconve-
niencia del proyecto de ley de la referencia, en este 
punto repite los argumentos jurídicos esgrimidos 
para sustentar las razones de inconstitucionalidad 
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uno de los objetivos de la Ley 100 fue precisamen-
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dores de pensiones y prestadores de servicios de 
salud. ¿Qué sentido tiene permitir la coexistencia 
de diferentes regímenes?

Igualmente el ejecutivo sostiene que pretender 
que un grupo de personas que legalmente están 
obligadas a pertenecer al Régimen Contributivo 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
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Salud de las Universidades, atenta contra el mismo 
Sistema.

En cuanto a las razones de inconveniencia adu-
cidas por el ejecutivo y atendiendo que se susten-
tan igualmente en las mismas razones de tipo jurí-
dico que se plantearon en el aparte de objeciones 
por inconstitucionalidad, debemos insistir en que 
las normas vigentes validan plenamente la existen-
cia de los Sistemas Universitarios de Salud y que 
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ra el principio de igualdad.

Lo que sí debemos tener en cuenta en este pun-
to, es la información suministrada por las diferen-
tes universidades en la que se da cuenta de la situa-
ción de los Sistemas Universitarios de Salud y que 
desvirtúa este argumento en el sentido de impu-
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efecto, las Universidades en sus Sistemas de Sa-
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registran Fondos de reserva y manejan pólizas de 
alto costo que la negocian conjuntamente. Este es 
un informe de algunas universidades.
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liados. Financieramente perciben un equilibrio, 
el cual no les permite concluir que esta población 
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edades han encontrado que se gasta en la misma 
proporción en que se reciben los aportes. En este 
momento están aumentando el aporte adicional 
para los usuarios del 1.5% del Ingreso Base de 
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en salud, de los cuales el 2% es aportado por la 
&����������������\�Z[�����������	���	���	���������

Y��&���������������U����$�U�������	��Y�]V*�
�
����	����������������������������	������������
grado de siniestralidad, consideran que el Siste-
ma se vería afectado con la salida de estos pen-
sionados, pues la proporción de pensionados por 
el ISS aumentará cada año y en la medida en que 
deban retirarse del sistema al llegar a una edad 
�����������������������������������������
���-
ción de los jóvenes.

7�� &����������� ��� U��������$� U������ �	��
Y�+W+��
����	�����������'�������������������-
te 36 personas, motivo por el que consideran 
���������������	��
������������O���V^W����Y\\*�
teniendo en cuenta que con esta población hay 
equilibrio entre ingresos y egresos.

^��&�����������_�������������%��������$�U���-
����	��7�*Z7��
����	���O��U�������`���������������
&_%����������'������&���������������R����������-
dan un porcentaje adicional al de ley para salud, 
���	�������Y[�������	�����	���
����	���	����������
ha permitido contar con reservas. Efectuado el 
������	�
�������	��	��������	�����������Y\**�
se denota un superávit en las inversiones, motivo 
por el cual se concluye que la Caja de Previsión 
��������	���	������������	�����'����	�������>��
menoscabado con la población pensionada que 
�D	��� ������	�����������	���������
��������� ���
EPS del Seguro Social.

Z��&�����������k���	���$�U�������	��*+�Z\\�
�
����	���O������������������&�����������k���	-
������
�����������������&�������������������	��
base en Acuerdos Superiores dicha entidad con-
tinuó pensionando a sus empleados y trabajado-
�����(����	������������(�����	�'��������&����-
���� �	� �	�������� ��� �
�������� ��� �����	���	��
por otras administradoras.

k	�	�����������&�����������k���	������#����	�
�������������#����������������	��	�������	���
-
����	����������	����&������������	���	��	�����'���
considera conveniente el proyecto de ley, siempre 
�������	��	�����������	��
����	�����	�����	����

V��&��������������(���	'���$�U�������	��]�7\\�
�
����	���(������������	��������	�����	��������	��
del Seguro Social por más de 1.500 pensiona-
dos por el ISS para sustentar la continuidad en 
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l������������������������	���>��	�	����������	�
-
nanciero sobre el impacto de esta población en el 
sistema, del cual se concluye que esta población 
�������������%�������&�����������	����%���������
ganancia anual de mil millones de pesos. Aunque 
a futuro será una población con mayor siniestra-
lidad, el estudio efectuado arroja como resultado 
un equilibrio, el cual permite concluir que no ge-
nerarían pérdidas, simplemente una proporción 
diferente entre ingresos y egresos.

W��&��������������k���!	$�U�������	��*�Y\\�
�
����	���������������	� ��������� �	����	�������
con que cuentan los sistemas de salud de las otras 
&������������������������'������>���������	����-
�������	��
������������O����	�'�������	�
�����-
����������
�����������%�������&�����������	�����	��
nuevos empleados.

]��&���������������(�������	$�U�������	��7�W]\�
�
����	��D	���������������#	��	����w�����������-
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con fondo de reserva para patologías de alto cos-
�	��������	����������	���������������	��	��	�
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Como se puede observar del informe transcrito 
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se introduce a la Ley 647 de 2001, en el proyecto 
de ley que nos ocupa es inconveniente y que es 
contraria a los principios del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud.

Por lo anterior le solicitamos a las plenarias del 
honorable Senado de la República y de la honora-
ble Cámara de Representantes rechazar las obje-
ciones por inconveniencia aducidas por el ejecu-
tivo.

Con fundamento en las razones expuestas soli-
citamos darle cumplimiento al artículo 167 de la 
Carta Política y el artículo 199 concordantes de la 
Ley 5ª de 1992.

CONCLUSIONES:
Para que sean sometidas a discusión y apro-

bación de las plenarias de Senado y Cámara los 
miembros de esta Comisión decidimos, frente a las 
objeciones presidenciales al Proyecto de ley nú-
mero 103 de 2008 Cámara, 227 de 2008 Senado, 
�������������
��������
������������!��
�����
��"#$�
de 2001, lo siguiente:

1. INSISTIMOS en la exequibilidad del pro-
yecto de ley.

2. RECHAZAMOS las objeciones por incon-
�����������������K���������K�

Atentamente,
Dilian Francisca Toro Torres, Germán Antonio 

Aguirre Muñoz, Senadores; Amanda Ricardo de 
Páez, Jaime Restrepo Cuartas, Representantes a la 
Cámara.

Por instrucciones de la Presidencia y de con-
formidad con el Acto Legislativo 01 de 2003, por 
Secretaría se anuncian los proyectos que se discu-
tirán y aprobarán en la próxima sesión.

Los proyectos para debatir y votar en la siguien-
te sesión son los siguientes, señor Presidente:

Con Informe de Objeciones:
Proyecto de ley número 323 de 2008 Senado, 

127 de 2007 Cámara, por el cual se establecen 
incentivos para los deportistas y se reforman al-
gunas disposiciones de la normatividad deportiva.

Con informe de conciliación:
Proyecto de ley número 192 de 2008 Sena-

do, 024 de 2008 Cámara, por medio de la cual la 
Nación rinde homenaje y exalta la vida del ilus-
tre ciudadano José Fernando Castro Caicedo, ex 
Congresista de la República.

Proyecto de ley número 325 de 2009 Senado, 
115 de 2008 Cámara, por medio de la cual la Na-
ción se asocia y rinde homenaje al municipio de 
Campoalegre en el departamento del Huila, con 
motivo de los doscientos 200 años de su fundación 
y se dictan otras disposiciones.

Para Segundo Debate:
Proyecto de ley número 119 de 2008 Senado, 

por medio de la cual se regula la actividad de Re-
molque y se dictan otras disposiciones.

Proyecto de ley número 96 de 2008 Senado, 
por medio de la cual se crea el Comité Intergremial 
Nacional para el Aprovechamiento de Residuos de 
Envases y Empaques, se restringe el uso gratuito 
de bolsas plásticas en tiendas, supermercados y 
�����
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disposiciones en materia de reciclaje.

Proyecto de ley número 25 de 2009 Senado, 
por medio de la cual se establecen los Principios y 
Orientaciones de la Transformación Social.

Proyecto de ley número 205 de 2008 Senado, 
�����
����
��������
������������
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en honor a la memoria del educador e historiador 
Julio César García, padre de la Educación Supe-
rior Universitaria Nocturna en Colombia.

Proyecto de ley número 120 de 2009 Senado, 
por medio de la cual se declara Patrimonio Cultu-
ral y Artístico de la Nación el “Festival Nacional 
de Acordeoneros”, en el municipio de San Juan de 
Nepomuceno (Bolívar), y se dictan otras disposi-
ciones.

Proyecto de ley número 326 de 2009 Senado, 
002 de 2008 Cámara, por medio de la cual la Na-
ción se asocia a la celebración de los 350 años de 
fundación del municipio de Río de Oro, Cesar, el 
1º de agosto de 2008, se honra la memoria de sus 
fundadores y se dictan otras disposiciones.

Proyecto de ley número 329 de 2009 Senado, 
105 de 2008 Cámara, por medio de la cual la Na-
ción rinde honores a la memoria del ex Presidente 
Alfonso López Michelsen.

Proyecto de ley número 034 de 2008 Senado 
(Acumulado con el proyecto de ley número 133 
de 2008 Senado), por la cual se establecen nor-
mas para la promoción, prevención y protección 
de la salud mental y se dictan otras disposiciones.
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Proyecto de ley número 40 de 2009 Senado, 
por medio de la cual se establece el ascenso por 
mejoramiento académico de los docentes del De-
creto-ley 1278 de 2002 y se dictan otras disposi-
ciones.

Está leído seño Presidente el proyecto, los pro-
yectos para debatir y votar.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Mauricio Jaramillo Martínez.

Palabras del honorable Senador Mauricio Jara-
millo Martínez.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Mauricio Jara-
millo Martínez:

Dos cosas muy breves, la una señor Presidente 
yo celebro la decisión de la Corte Constitucional 
con respecto a las demandas que se han instaurado 
por parte de algunos Municipios en el caso de Bo-
gotá para evitar el abuso que vienen cometiendo la 
Federación Nacional de Municipios respecto a la 
plata que le cobran a los entes territoriales como 
consecuencia de lo que aquí alguna vez se aprobó 
en el Congreso de la República y que fue lamenta-
blemente el gran negocio para esa entidad.

Yo he venido denunciando señor Presidente que 
lamentablemente la Federación Nacional de Mu-
nicipios se ha desviado de su función principal y 
es de alguna manera ser vocero de los municipios, 
pero no de convertirse en el gran contratista del 
Estado, como consecuencia del lobby permanente 
en este Congreso y con la ayuda lamentablemente 
de algunos Congresistas, aquí se han aprobado le-
yes donde infortunadamente incluyen unos micos 
que permiten que esa entidad termine siendo una 
gran contratista.

En el tema de los comparendos, o en el tema del 
civil, esta entidad viene recaudando miles de miles 
de millones de pesos que de alguna manera se le 
escasean a los entes territoriales, y básicamente la 
labor que cumple la entidad es de que a través de 
estas normas que se aprobaron de alguna manera 
a mi juicio equivocadas, pues termina la entidad 
contratando con un tercero y simplemente perci-
biendo el 10% de los 30, 40.000, 50.000 millones 
de pesos que al año recaudan por cuenta de lo que 
le cobran ellos a los Municipios en lo que tienen 
que ver con los comparendos, o sea que se termina 
volviendo un gran negocio, un gran negocio para 
un tercero, utilizando la estructura de la Federa-
ción Nacional de Municipios.

También denuncié yo acá hace algún tiempo, 
cómo es posible que el Gobierno no hubiera im-
pedido también que en lo que tiene que ver con 
las ambulancias aéreas, terminara el Estado per-
mitiendo y este Congreso con la ayuda de algunos 
Congresistas que sería muy interesante saber quié-
nes han sido, para obligar al Estado a transferir 
cerca de 300.000 millones de pesos al año para la 
contratación de las ambulancias aéreas, y como lo 
pudimos conocer a través de los medios de comu-
nicación, inmediatamente la Federación Nacional 

de Municipios contrata a través de un proceso con-
tractual con una empresa aérea cerca de 4 billones 
de pesos en un contrato a 10 o a 15 años.

Aquí estamos hablando señor Presidente de 
unas cifras escandalosas, de unas cifras monumen-
tales, aquí no estamos hablando de pesos, aquí es-
tamos hablando de cientos de miles de millones 
de pesos, por un lado, el gran negocio del cobro 
de los comparendos que así no se haga ninguna 
labor importante, de todas maneras los municipios 
están obligados a transferirle miles de millones de 
pesos a esta entidad, que no terminan en manos de 
la Federación, sino terminan en manos del tercero 
que es el contratista que pueden seleccionar capri-
chosamente.

Y también he denunciado y lamento que el 
Gobierno no le haya interesado, y al Ministro de 
Protección Social no le hubiera importado, que 
esa plata del sistema termine también en manos de 
esta Federación, como explicaba cerca de 300.000 
millones de pesos tendrían que transferirle a la Fe-
deración para que contrate las ambulancias aéreas 
e inmediatamente ellos contrataron según lo publi-
có un medio de comunicación el año pasado, se ce-
lebró un contrato de cerca de 4 billones de pesos, 
o sea que a mi juicio hay un hecho supremamente 
notorio, grave, en el sentido de que esta Federación 
����=����������������������=����������
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y se ha convertido en un gran contratista, que se-
guramente si pueden intervenir los Organismos de 
Control, podríamos llegar a saber donde terminan 
los recursos de los colombianos.

Y en segundo lugar celebro también que en el 
día de hoy se haya abierto investigación al Minis-
tro de Transporte por cuenta de las concesiones 
viales, esto también es un hecho que es notorio y 
que lamentablemente estaban en mora los Orga-
nismos de Control de intervenir, ¿como puede ser 
posible señor Presidente y honorables Senadores, 
que un contrato de concesión se adjudica por una 
cifra, pongamos un ejemplo de una obra en la Cos-
ta por 200.000 millones de pesos, o 300.000 mi-
llones de pesos, y en las adiciones al contrato se 
pueden multiplicar esta cifra por 3 y por 4?

Tengo información que voy a presentar más 
adelante en los días posteriores una vez recaude 
toda la información, de concesiones que fueron 
otorgadas en el proceso licitatorio por cerca de 
300.000 millones de pesos, algo menos, y en las 
adiciones que le han venido haciendo a estas con-
cesiones viales, se ha incrementado en 800.000 o 
en 900.000 millones de pesos, o sea, una conce-
sión que se entrega por 300.000 millones de pesos, 
termina en las adiciones y en las ampliaciones que 
se le hacen al contrato de concesión en 3 o 4 veces 
más, o sea en un millón, un billón doscientos mil 
millones de pesos.

Y la información que tengo señor Presidente y 
honorables Senadores, es que esto no ha ocurrido 
solamente con una sola concesión, sino que son 
ya varias las concesiones las que durante este Go-
bierno se hacen por un monto, y en el transcurrir 
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de la ejecución de la obra, se van ampliando de 
manera exorbitante, entonces la modalidad que se 
está aplicando en este tipo de concesiones es que 
en el proceso de convocatoria y licitatorio, pues el 
que quiera pretender ganarse la concesión, ofrece 
unas condiciones bastante favorables para poder 
�������� ��� �����	��� �� ���� �� ��� ��������� 
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concesión, porque tiene la tranquilidad de que si 
cuenta con amigos en el Ministerio de Transporte, 
muy seguramente puede ser bien recompensado en 
las ampliaciones y las adiciones que se le hace al 
contrato de concesión.

Quería dejar esto señor Presiente porque me 
parece supremamente grave, no estamos hablando 
de unos pocos pesos, estamos hablando de cientos 
de miles de millones de pesos, contratos de con-
cesión que se adjudican por un valor de 200.000 
o 300.000 millones de pesos, y como no tienen, se 
puede ampliar no por el 50% del que habla la Ley 
80, sino lo que no se puede ampliar es por más 
de la mitad del periodo del plazo establecido, no 
importa el monto, pues ha habido varios casos que 
son los que voy a poner en conocimiento de la ciu-
dadanía y del Congreso para que este tipo de cosas 
no sigan sucediendo y es de que esos contratos se 
multipliquen por 4 o por 5 veces más.

Quería señalar esto señor Presidente porque 
me parece de una inmensa gravedad, contratos de 
300.000 millones de pesos que terminan sin nin-
gún tipo de contratación, sin ningún tipo de licita-
ción, convirtiéndose en contratos de un billón, un 
billón doscientos mil millones de pesos, Muchas 
gracias señor Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Guillermo Alfonso Jaramillo 
Martínez.

Palabras del honorable Senador Guillermo Al-
fonso Jaramillo Martínez.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Guillermo Alfon-
so Jaramillo Martínez:

Sí Presidente, mil gracias, no Presidente pues 
yo ya había hablado sobre el tema que me corres-
pondía hoy, pero como desafortunadamente no 
está el Senador Petro, que es nuestro candidato a 
la Presidencia de la República y del cual somos 
en el caso como usted o yo, afectos amigos, pues 
no podría quedarme de ninguna manera quedarme 
callado ante la andanada de ataques que se le pro-
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En primera instancia nosotros los del Polo he-
mos estado acostumbrados, sabíamos que asumir 
con responsabilidad como lo ha hecho Gustavo 
Petro, una persona de un inmenso valor civil y en-
tereza de carácter, que ha logrado demostrarle al 
país y al mundo entero, cómo desafortunadamente 
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tado, dentro de las propuestas que nosotros esta-
mos haciendo, y por eso me alegran las palabras 
del doctor Espíndola, del Pastor Espíndola y del 
doctor Arrieta, propuesta que nosotros estamos 
haciendo al Gobierno es de quitarle el crimen a la 
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ha dicho Gustavo Petro, y esto por supuesto tiene 
que ser para todos y cada uno de los Colombianos.

El Polo Democrático es el único Partido que a 
pesar de las investigaciones no ha tenido ninguna 
condena, y por eso nosotros hoy consideramos de 
que es un Partido que ha logrado capear la grave 
tormenta que se apropió de la Política, esto no es 
nuevo, esto es viejo, en el caso mío personal a mí 
me ha tocado que enfrentarme desde hace muchos 
años al crimen en la política, a mí me tocó que 
desafortunadamente en el departamento del Toli-
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80, enfrentarme a quienes representaban a Pablo 
Escobar y eran amigos íntimos de Pablo Escobar, 
y hacían la Política desde los helicópteros de la 
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Lo que ha querido dejar claramente Gustavo 
Petro aquí es que, no es contra el doctor Espíndo-
la, ni es contra el doctor Arrieta, pero si alguno de 
ellos están aquí están porque por ejemplo pertene-
cían a Convergencia Ciudadana, y la gran mayoría 
de los dirigentes de Convergencia Ciudadana per-
dieron su posibilidad de estar en el Congreso de 
la República, están hoy o condenados, o en juicio 
por las graves irregularidades que cometieron en 
su actividad Política llegando a hacer tratos con el 
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Entonces veamos esa situación, veamos como 
por ejemplo la fuerza sustancial política de una or-
ganización como el PIN en el Valle del Cauca, está 
cimentada en el apoyo que da una persona que hoy 
pues tiene que estar respondiendo, y está respon-
diendo un juicio por vínculos directamente con el 
�
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del Cauca, inclusive, sancionaron hoy a quien más 
representa esa organización como fue el Gober-
nador Abadía que sin ningún recato fue capaz de 
hacer una reunión de Alcaldes para favorecer polí-
ticamente al ex Ministro Arias.

Eso es lo que recalca el doctor Gustavo Petro, 
yo no creo que de ninguna manera, yo creo, creo 
que el doctor Arrieta, creo muy personalmente 
porque he tenido la oportunidad de tener la posi-
bilidad de dialogar y nos encontramos en muchas 
ocasiones, e inclusive tenemos algunos amigos co-
munes, creo que el doctor Espíndola, el Senador 
Espíndola es un hombre correcto, además creo que 
por sus principios cristianos estaría impedido mo-
ral y éticamente para actuar en forma que no fuera 
dentro del marco de la Constitución y la Ley, y su 
formación religiosa y cristiana le impediría tener 
ese tipo de actividades.

De un partido como el PIN está cimentado en 
ser los herederos de quienes han sido condenados 
o se encuentran en proceso de juicio por actos que 
tienen que ver con la muerte de muchos ciudada-
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ma de actuar, y esas son las cosas que nosotros te-
nemos que quitarle a la política, yo sí por eso creo 
que las palabras del doctor Gustavo Petro que no 
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fueron dirigidas, ni contra Arrieta, ni contra Espín-
dola, sí tienen una claridad muy grande para todos 
nosotros.

Tenemos que todos los colombianos luchar por 
quitarle el crimen a la política y por quitarle la 
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fundamental, ese es el principio que nuestro can-
didato ha venido proponiendo, no es nada más que 
eso, si desafortunadamente y en eso entiendo, de 
pronto lo uno dice puede generalizarse, de todas 
maneras no tiene que ver nada contra personas tan 
importantes como, como el doctor Espíndola y el 
doctor Arrieta, y seguramente como muchos otros 
del PIN, sí; había muchas otras personas conce-
jales, diputados, líderes políticos que tienen una 
vida íntegra y que son personas a quienes hay que 
respetar.

Pero desafortunadamente, desafortunadamente 
detrás de ese millón de votos, está la compra de 
votos, detrás de ese millón de votos está la sangre, 
detrás de ese millón de votos, están las motosie-
rras, detrás de ese millón de votos también esta 
toda una forma de actuar delincuencial que noso-
tros hemos denunciado aquí y por eso señor Pre-
sidente nosotros defendemos la postura del doctor 
Gustavo Petro nuestro candidato, de quitarle el 
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muchas gracias señor Presidente, muchas gracias 
honorables Senadores.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Jesús Enrique Piñacué Achicué.

Palabras del honorable Senador Jesús Enrique 
Piñacué Achicué.

Con la venia de la Presidencia hace uso de 
la palabra el honorable Senador Jesús Enrique 
Piñacué Achicué:
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debate que realmente no ocurrió como insisto por-
que los Ministros salieron corriendo y no se pre-
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do, ordenado, con mucha anticipación, pues nos 
hemos encontrado con una circunstancia bastante 
curiosa, el Senador Guillermo Alfonso Jaramillo y 
los Senadores del PIN, terciados en unas acusacio-
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PIN y el Polo, pues sale el candidato a la Presiden-
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que juega sucio.

Que hace calumnias, que está interviniendo en 
el quehacer político en forma bastante cuestiona-
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certeza indiscutible los colombianos así lo deben 
estar percibiendo aún los más enconados contra-
dictores, que la actitud de Antanas Mockus, como 
la de Sergio Fajardo en esta campaña, es clarísima 
en cuanto que no le juegan a la agresión, a la cam-
paña que desdice de los compromisos de otros, al 
contrario se impone la grandeza, la serenidad ante 
los ataques bajos, calumniosos, ahí sí.

En segundo lugar, llamo a que se entienda que 
en una actividad política, además proselitista, en 
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nes, las denuncias que se hagan y que se hacen, no 
pueden asociarse siempre que ellas como es nues-
tro propósito estén enfundados en la verdad, no 
pueden asociarse como instrumentos bajos, men-
tirosos y vanos.

Tercero, el plus, la fuerza de la campaña que 
estamos presenciando en estos últimos tiempos, se 
mueve justamente en que es la fuerza ciudadana, 
el compromiso ciudadano, no partidista, es la so-
ciedad civil cansada de tanta politiquería, de tantas 
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mente ajustada a pretensiones programáticas, que 
cuando se ejerza el poder terminan siendo simple-
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práctica, la fuerza de esta campaña justamente está 
en que no tiene compromisos con sujetos tremen-
damente cuestionables, y todo el que quiera venir, 
es bienvenido en esta campaña como persona, es 
bienvenido como ciudadano, así está claramente 
planteado y pues no habrá jamás una reunión en-
tre jefes políticos alrededor del candidato Antanas 
Mockus diseñando las maneras como se distribui-
rán las tortas del poder.
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cen, al contrario asocian nuestros esfuerzos como 
esfuerzos que están distantes de los compromisos 
que tenemos como subrayo insistentemente, con la 
transparencia, con la verdad, con la legitimidad, la 
legalidad, el juego limpio, no hay atajos en la ma-
nera como se está conduciendo este proceso elec-
toral, de manera que tomo la palabra para advertir 
que aquí también estamos vigilantes de cada una 
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el curso de esta contienda. Muchas gracias señor 
Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Jairo Mantilla Colmenares.

Palabras del honorable Senador Jairo Mantilla 
Colmenares.

Con la venia de la Presidencia hace uso de 
la palabra el honorable Senador Jairo Mantilla 
Colmenares:

Muchas gracias señor Presidente, a ver, en mi 
condición de Senador y teniendo en cuenta lo 
que se está ventilando en la sociedad colombiana 
que tiene que ver con la decisión de quien será el 
próximo mandatario de los colombianos, sin dis-
tingo pues de partido quiero hacer una invitación 
a todas las personas habilitadas por la ley y por 
la Constitución para poder ejercer su derecho y su 
deber al voto, para que lo hagan, temas como los 
que se han venido escuchando son responsabilidad 
de toda la sociedad colombiana y los mayores de 
18 años han de ejercer su derecho al voto.

Ahorita para decidir quién ha de ser nuestro pre-
sidente sin distingo de partidos, que sea la volun-
tad, el análisis de cada colombiano que determine 
en últimas quien ha de ser quien nos gobierne, por 
eso es bueno que participe toda la sociedad colom-
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biana y que la gente buena sea la que se imponga, 
no con la fuerza, no con lo turbio, sino a través 
del derecho que tienen todos los colombianos para 
realmente sellar con ese voto la democracia que 
tanto necesita la sociedad colombiana.

Entonces quiero invitar a todos los colombianos 
para que el día de las elecciones salgan temprano 
a depositar su voto y que entre todos tomemos la 
determinación de quien ha de ser el Presidente que 
asuma una responsabilidad que tanto necesita el 
país, el talento y la capacidad de cada uno de los 
candidatos, yo diría que es un privilegio que hoy 
tiene la sociedad colombiana, porque no hay uno 
que no reúna los requisitos, sus programas están a 
la disposición de todos nosotros y seremos los que 
iremos a votar, los que determinemos que es lo que 
ha de suceder.

Frustración sí siente uno cuando llega uno aquí 
al Congreso a escuchar a los dos Ministros para que 
nos den explicación de lo que ha de ser la suerte 
de los productores lecheros, pero hace parte la me-
cánica de una democracia como la nuestra y aquí 
no me ocuparé de lanzar cuestionamientos a nin-
guna persona, más bien sí me ocupo para buscar la 
sensibilidad social de todos los colombianos, para 
que consolidemos la democracia, para que la ju-
ventud, las personas de edad media, los mayores, 
inviten a los escépticos para hacer entender que el 
voto tiene que valer, y que las minorías que han 
ejercido el voto, no son las que han de imponer los 
representantes nuestros en las instancias del poder 
del Estado.

De tal manera que la invitación es a todos y 
cada uno de los colombianos aquí en el territorio 
colombiano y quienes están fuera de la patria y 
lo pueden hacer, la sociedad, el país, la realidad, 
invita para que todos absolutamente todos depo-
sitemos el voto por el candidato de nuestras prefe-
rencias o por el programa que convenga, pero no 
dejen de hacerlo, por eso es que se están presen-
tando estas situaciones que ya toda la sociedad co-
lombiana conoce y que generan acto de reproche, 
y que no puede ser el mecanismo a determinar para 
que la democracia tenga cuestionamientos de esta 
naturaleza.

Somos todos, realmente todos los colombianos 
los responsables del futuro de nuestra patria y esa 
forma de contribuir a la democracia no tiene un 
espacio diferente que el hecho de tener la respon-
sabilidad de ejercer el derecho al sufragio. Muchas 
gracias señor Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Edgar Espíndola Niño.

Palabras del honorable Senador Edgar Espíndo-
la Niño.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Edgar Espíndola 
Niño:

Gracias Presidente, el Senador Víctor Velás-
quez Reyes también creo que pidió una interven-
ción ¿Sí? ¿No?; gracias Presidente, bueno yo le 

agradezco a mi compañero de bancada, al doctor 
Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez la deferen-
cia y la amabilidad que ha tenido usted al expresar-
se de mi compañero el Senador Samuel Benjamín 
Arrieta Buelvas y de este servidor, doctor Guiller-
mo Alfonso Jaramillo Martínez.

Con usted nos une una amistad muy especial, 
porque estuvimos compartiendo la misma lucha, la 
lucha de defender lo que considerábamos era nues-
tro en este proceso electoral, el Consejo Electoral, 
allí en la Registraduría peleando voto a voto para 
que se hiciera justicia, no para que nos regalaran, 
sino para que nos dieran lo que realmente en dere-
cho nos correspondía.

Y fue así como el Consejo de Estado nos dio 
la razón doctor Guillermo Alfonso Jaramillo Mar-
tínez y yo le agradezco muchísimo la deferencia, 
respeto su trabajo y demás y agradezco la aclara-
ción de que el Senador Gustavo Petro Urrego no se 
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mín Arrieta Buelvas, eso es muy deferente de par-
te suya y seguramente muy deferente del Senador 
Gustavo Petro Urrego.

Lo que pasa Senador Guillermo Alfonso Jara-
millo Martínez es que cuando yo hago parte de 
un equipo y soy vocero de una bancada como la 
del Partido de Integración Nacional, que repito 
tenemos sacerdotes que son miembros de nues-
tro Partido, que son Representantes a la Cámara, 
ciudadanos católicos, pastores, miembros de igle-
sias cristianas, pues obviamente que nos preocupa 
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litares y aun más, querer por la vía del acuerdo 
invitar a los demás partidos políticos para que nos 
excluyan de las decisiones políticas a partir del 20 
de julio, me parece además que es irresponsable e 
irrespetuoso y por eso yo comparto su aclaración 
doctor Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez, 
porque su candidato a la presidencia, que le falta 
cordura además, que si él se bajara un poquitico 
de pronto de la soberbia en que se encuentra, de 
pronto podría ganar más votos.

Porque es que es muy difícil que con la sober-
bia que el doctor Gustavo Petro Urrego tiene pue-
da tener más votos, yo creo que si él se pone un 
poquitico más en el zapato de los demás y usa de 
misericordia como el Estado Colombiano ha usa-
do con él también, creo que le podría ir mejor, pero 
cuando usted dice mire: no lo hacemos por ustedes 
2 Senadores, sino porque es que detrás del millón 
de votos esta la compra de votos y las motosierras.

Senador Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez, 
usted por querer ayudarle al doctor Gustavo Petro 
Urrego cometió un yerro jurídico, porque si usted 
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están las motosierras, usted tiene que poner las co-
rrespondientes denuncias, ¿cómo es que usted nos 
va a decir que tras ese millón de colombianos que 
hoy apoyaron la propuesta del PIN, ¿que están las 
motosierras?
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Porque ni son paramilitares, ni son guerrilleros, 
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de personas respetables, serias que nos acompa-
ñaron, el PIN es el partido del pueblo, el PIN es 
el partido de los obreros, el PIN es el partido de 
los trabajadores, de los que se han colgado con las 
cuotas en los bancos, de los que han perdido sus 
casas con el UPAC, el PIN es el partido de los que 
han estado reportados también en data crédito.

Ese es el Partido de Integración Nacional, que 
representa la gran mayoría de colombianos, por 
eso, por querer remendar el problema, doctor Gui-
llermo Alfonso Jaramillo Martínez, usted no pue-
de decir que detrás de ese millón de votos, está 
la compra de votos y las motosierras, eso es muy 
grave lo que usted está diciendo.

Yo quiero decirle que hay más presos del Parti-
do de la U en la cárcel, Cambio Radical, que tiene 
el Partido Liberal, el Partido Conservador, tiene 
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ción de que hay motosierras detrás de los votos de 
nuestros amigos y compañeros del Partido Conser-
vador, gente respetable además, pero si hay alguna 
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mejor es colocar la denuncia, pero no decir que 
detrás de nuestro millón de votos están las mo-
tosierras, porque no aceptamos doctor Guillermo 
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mación suya.

Nos parece además que es irrespetuosa, que es 
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raria, porque la gente del PIN, en su mayoría que 
representamos a más de un millón de colombianos 
es gente que trabaja por el bienestar de la comuni-
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doctor Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez, no 
le aceptamos que diga que detrás del millón de vo-
tos está la motosierra.

Porque igual tendría que usted predicarlo en-
tonces, del Partido del Polo Democrático que hoy 
un compañero suyo terminó renunciando, lastimo-
samente, nos da tristeza con él pero no somos de 
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o del Partido de la U, o de Cambio Radical, o del 
Partido Liberal.

Por eso quería en esta moción, réplica, con todo 
el respeto y el cariño doctor Guillermo Alfonso 
Jaramillo Martínez que le tengo. por eso no acep-
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Jaramillo Martínez, porque aquí venimos a cons-
truir partido dentro de los principios y valores de-
mocráticos. Muchas gracias.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Ubeimar Delgado Blandón.

Palabras del honorable Senador Ubéimar Del-
gado Blandón.

Con la venia de la Presidencia hace uso de la 
palabra el honorable Senador Ubeimar Delga-
do Blandón:

Gracias señor Presidente, para hacerle un lla-
mado al Ministerio del Medio Ambiente, y es que 

no, desconocemos los vallecaucanos los motivos 
para que se suspendiera la resolución mediante la 
cual se crea el Parque Natural o Reserva Natural 
Ecológica, la creación del Parque Nacional Natu-
ral de Bahía Málaga, el Parque Nacional Natural 
de Bahía Málaga, es una especie universal donde 
llegan en esa Reserva Natural las ballenas.
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serva ecológica, debe ser preservada y conservada 
para la humanidad, nos preocupa a los vallecauca-
nos, que después de que hemos observado cómo 
acabamos con nuestros ríos, con nuestros bosques 
naturales, en el Valle del Cauca, por ejemplo, en 
lo que llaman el Cañón de Garrapatas, hay una de-
predación de la zona de los árboles para siembra 
de coca.

Pero también se depredan los árboles en cual-
quier parte de Colombia sin ningún control y úl-
timamente hay como lo dije en una intervención 
8 mil familias que se han asentado en las riberas 
del río Dagua, donde están explotando el oro con 
cerca de 300 retroexcavadoras, sin ningún control 
del Ministerio del Medio Ambiente, ni de la CVC, 
ni del Gobierno Nacional, ni de ninguna autoridad, 
eso estaba sin Dios y sin Ley en Zaragoza.

Eso es una depredación de la Reserva Natural 
del Río Dagua terrible, allá duermen en cambu-
ches, en carpas de plástico, permanentemente es-
tán acabando con esa Reserva Natural y aquí no 
pasa nada, nadie está colocando controles a ese 
problema de Zaragoza, de la explotación del oro.

Pero volviendo al tema, de Bahía Málaga, sería 
un crimen, sería de verdad muy triste para las fu-
turas generaciones, que Bahía Málaga que es una 
Reserva Natural no la defendamos como debe ser, 
y el Ministerio del Medio Ambiente haya deteni-
do la Resolución por medio de la cual se crea la 
Reserva Natural del Parque, o creación del Parque 
Natural como Reserva Bahía Málaga.

Y ya para terminar señor Presidente, también 
yo sí quiero hacer una protesta pública por la gue-
rra sucia a la campaña de la doctora Noemí Sanín 
Posada, Noemí Sanín Posada se sometió a una 
consulta, a una consulta de acuerdo a unos esta-
tutos del Partido, que son Ley de la República, 
de conformidad a la Ley de Partidos y de verdad 
que es triste cómo un candidato que se sometió al 
constituyente primario se le ha hecho toda clase de 
persecución.

Hoy vimos a la Revista Gente, cómo le faltan 
al respeto a la doctora Noemí Sanín Posada, pero 
también le han aplicado el trasfuguismo, le han 
aplicado toda serie de tal suerte señor Presidente, 
que mi protesta, mi constancia para respaldar al 
vocero de mi Partido, al doctor, al Senador Jorge 
Hernando Pedraza Gutiérrez, cuando hizo la Cons-
tancia en defensa de la personalidad de Estadista 
de la doctora Noemí Sanín Posada.

Porque no solamente están irrespetando a la 
candidata a un partido, como es el Partido Conser-
vador colombiano, sino a la mujer, ese irrespeto a 
la mujer, debemos respetar por estas calendas que 
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es la única mujer que es candidata presidencial, 
merece todo nuestro respeto, nuestro respaldo y 
por esa razón señor Presidente, también la queja 
y protesta nacional por la guerra sucia en la que 
han sometido, la guerra negra a la doctora Noemí 
Sanín Posada, muchas gracias señor Presidente.

VI
Negocios sustanciados por la Presidencia
Por Secretaría se radican los siguientes docu-

mentos, para su respectiva publicación en la pre-
sente acta:

Bogotá, D.C. Abril 23 de 2010 
Doctor 
NURDÍN DÍAZ PÉREZ 
Jefe Sección de Pagaduría 
Honorable Senado de la República 
Ciudad 
Ref. Legalización viaje
Respetado doctor: 
De manera atenta, adjunto la documentación 

pertinente para legalizar el viaje a Bangkok, Tai-
landia a la 122st Asamblea de la Unión Interparla-
mentaria, al cual fui delegado por el Senado de la 
República a través de la Resolución número 237. 
Dicho viaje se realizó del 27 de marzo al 1° de 
abril de 2010.
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Agradezco su valiosa colaboración.
Cordialmente,

Anexo: Lo anunciado. 
Copia: Secretaría General 

* * *
Bogotá, D. C. abril 23 de 2010 
Honorable Senador 
JAVIER CÁCERES LEAL 
Presidente 
Senado de la República 
Ciudad 
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landia – 122st Asamblea de la Unión Interparla-
mentaria. 

Respetado Presidente: 
En mi calidad de delegado por el Senado de la 

República a participar en la 122a Asamblea de la 
Unión Interparlamentaria y de acuerdo a la Reso-
lución número 237 de 2010, me permito rendir in-
forme de la labor desarrollada en dicha asamblea, 
la cual tuvo lugar en Bangkok – Tailandia. 

El tema principal de la conferencia fue cómo 
los gobiernos pueden evaluar los riesgos de una 
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reconstrucción del territorio afectado, teniendo 
presente los casos de Haití y Chile. 

Así mismo, en esta Asamblea se desarrollaron 
varias discusiones relacionadas con la protección 
de las mujeres y de los niños en las situaciones 
post catástrofes; la lucha mundial contra el crimen 
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nas y el terrorismo transfronterizo. Frente a este 
último tema, la asamblea invitó a las Naciones 
Unidas a convocar una conferencia internacional 
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formas de terrorismo y determinar si la legislación 
existente está en conformidad con las normas in-
ternacionales de derecho humanitario y los dere-
chos humanos. 

La Asamblea General y los diferentes comités 
analizaron los temas y adoptaron las resoluciones 
que a continuación se presentan: 
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char en contra de todas las violaciones de dere-
chos humanos e insisten en combatir el terrorismo, 
particularmente, rechazando que su territorio sea 
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rizo y llevando a la justicia a las personas que han 
cometido estos fatales casos. 
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a reforzar sus respectivos sistemas jurídicos y ve-
lar para que todas las medidas jurídicas tomadas 
sean conformes a las obligaciones internacionales 
de sus Estados. 
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Convención de las Naciones Unidas contra la co-
rrupción y, demanda a los parlamentos a que apo-
yen el mecanismo de examen de la Convención 
recientemente establecido. 

De igual forma se reitera la necesidad de que 
los parlamentos nacionales prevean penas más se-
veras para la corrupción y el crimen organizado 
e implementen normas de buena gobernanza y de 
transparencia en las instituciones públicas para 
combatir la corrupción. 
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contra el cultivo, la producción, la fabricación, la 
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tribución ilícita de estupefacientes y de sustancias 
psicotrópicas, particularmente la heroína, la cocaí-
na y sus derivados. 
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aún no lo han hecho, a crear órganos especializa-
dos para integrar las cuestiones concernientes a los 
jóvenes al trabajo parlamentario en su conjunto y 
a asegurar que los gobiernos cumplan sus obliga-
ciones conforme a la Convención relativa a los de-
rechos del niño. 
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la Asamblea, establece que los Estados, los parla-
mentos, los parlamentarios, los partidos políticos, 
la UIP y las organizaciones de jóvenes deben pro-
mover y adelantar iniciativas en pro de la partici-
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pación y dinamismos de los jóvenes en la demo-
cracia, sin exclusión de género, raza o capacidades 
físicas. 
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ciones Unidas para la Juventud y la realización de 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio exigen la 
participación plena y efectiva de los jóvenes y sus 
organizaciones, para que se pueda realizar una de-
mocracia auténtica, ya que esta exige la participa-
ción plena y activa de los jóvenes en los procesos 
democráticos a nivel local, nacional, regional e 
internacional. 
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ne movilizar a los jóvenes y sensibilizarlos con 
respecto a los derechos humanos y a la democra-
cia, la promoción del diálogo intercultural y de la 
comprensión respetuosa de la diversidad, así como 
respecto a la lucha contra todas las formas de dis-
criminación y todas las acciones contrarias a la de-
mocracia. Además, la contribución de la cohesión 
social, en particular a las actividades que ellos rea-
lizan para combatir la exclusión. 
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ejercicio activo de la ciudadanía, que debería ser 
considerada como una oportunidad para reforzar 
la democracia y colocar nuevas cuestiones en la 
agenda política de los países. Hacer política con 
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sos públicos de toma de decisiones, generándoles 
un compromiso cívico, un conocimiento sobre el 
funcionamiento de las instituciones y la responsa-
bilidad social. 
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aspiraciones de los jóvenes desplazados interna-
mente y de los jóvenes discapacitados: 

1. Llama a los Estados a tomar medidas confor-
mes al Programa de Acción Mundial de las Nacio-
nes Unidas para la Juventud. 

2. Invita a los parlamentos a crear, si no lo han 
hecho, órganos especialmente encargados de inte-
grar las cuestiones concernientes a los jóvenes al 
trabajo parlamentario en su conjunto. 

3. Llama a la UIP, los parlamentos, las organi-
zaciones de jóvenes y otras partes interesadas, a 
incrementar los esfuerzos para asegurar una repre-
���
	������	��������� ��� #�=������� �
� ���
�-
cias de decisión, teniendo presente que las niñas, 
niños, mujeres y hombre jóvenes tiene los mismos 
derechos. 

4. Insta a los Estados, los parlamentos, los par-
lamentarios, los partidos políticos, la UIP y las or-
ganizaciones de jóvenes, a promover una mayor 
representación de las niñas y las mujeres jóvenes, 
tomando medidas que apunten a promover mode-
���	����������������������������#�������	��-
diciones de trabajo y vida familiar. 

5. Alienta a la Unión Interparlamentaria a lan-
zar un proyecto para los jóvenes, que será imple-
mentado por el Programa de Naciones Unidas so-
bre la Juventud de la División de Políticas Sociales 

y de Desarrollo Social de la ONU y con el Instituto 
Internacional para la Democracia y la Asistencia 
Electoral (Internacional IDEA). 

6. Finalmente, llama a los parlamentos a asegu-
rar que los jóvenes con discapacidades, socialmen-
������	�����	
��������&
=���	�����������	����
de las mismas posibilidades de participar plena-
mente en la sociedad. 

¡���������� �
���� �
��
����
��
	��������	�
��
énfasis en la cooperación y responsabilidad com-
partida en la lucha mundial contra el crimen or-
�
��>
���� ���	!�	
������ ��� ��`�	�� ��� ����
��
venta ilícita de armas, trata de personas, terrorismo 
transfronterizo y la grave violación de derechos 
humanos. 

¡������������
����������������
�����
���-

���
������������
	�������
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��������������
aspectos de las leyes sobre la droga y el crimen 
organizado estén plenamente en conformidad con 
los objetivos y principios de la Carta de las Na-
ciones Unidas, del Derecho Internacional y de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

¡���
���
�
���`���	������������������
��
los esfuerzos para combatir el cultivo, producción, 
&
���	
	�����=���
��	���������`��������`�	������-
tribución ilícita de estupefacientes y de sustancia 
psicotrópicas. 

¡�$���
��
����
����������������
������	��-
forme a los Principios del Alto Comisionado para 
los Derechos Humanos apoyan la creación de me-
canismos de observación sobre las leyes, las po-
líticas, los programas y las intervenciones contra 
cualquier tipo de violación de derechos humanos. 

¡��������������
��
����
���	������
������
-
blecimiento de mecanismos de cooperación inter-
nacional, en contra del crimen organizado, para el 
mejoramiento de los sistemas de justicia penal, la 
violación de derechos humanos y condiciones so-
cioeconómicas más justas.

RESOLUCIÓN NÚMERO 237 DE 2010
(marzo 19)

por medio de la cual se ordena el reconocimiento 
de viáticos y tiquetes a unos honorables Senadores 

de la República.
El Director General del honorable Senado de la 

República, en ejercicio de sus facultades legales y 
reglamentarias vigentes, especialmente las confe-
ridas en el numeral 3° del artículo 376 de la Ley 
5a de 1992, y 

CONSIDERANDO:
Que el doctor Anders B. Jonhson, Secretario 

General de la Unión Interparlamentaria cursa invi-
tación al Senado de la República para participar en 
el 122da Asamblea de la Unión Interparlamentaria 
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que tendrá lugar en el Centro de Convenciones de 
Bangkok- Tailandia, del 27 de Marzo al 1 de Abril 
del año 2010.

Que mediante resolución número 096 de 17 
de Marzo de 2010 la Mesa Directiva del Senado 
de la República en consideración a la importan-
cia que genera para el Congreso de Colombia la 
integración con los Parlamentos del Mundo y a 
importancia del tema, se hace necesario autorizar 
la participación de algunos Senadores de la Repú-
���	
����	���������	�
��
��
�+<<��
����
�����
�
Unión Interparlamentaria a celebrarse en la ciudad 
de Bangkok a los siguientes honorables Senadores 
Efraín Torrado García, Jorge Eliécer Gueva-
ra, Juan Manuel Galán Pachón Jorge Enrique 
Vélez García y Carlos Ferro Solanilla del 27 de 
marzo al 1° de abril de 2010, y autorizar el recono-
cimiento de viáticos y tiquetes para los honorables 
Senadores.

���� ��� "�	����� �~~� ��� <\\/� �#
� �
� �	
�
� ���
viáticos para los funcionarios del orden nacional, 
para las comisiones de servicio al exterior, los cua-
les se deben asignar en dólares Estadounidenses, el 
mismo señala que para ASIA le corresponde dado 
el salario del Senador una suma diaria de 390 dóla-
res a razón de W;�[>\�]^���
�
����������������, 
tasa de cambio representativa del mercado del día 
18 de marzo de 2010, para un total de W^�\]_�`��
dólares a cada uno de los honorables Senadores 
por concepto de viáticos por seis días.

Que la tasa de cambio para el día de hoy según 
el Banco de la República está en `�W;�[>\�]^, 
para un total cuatro millones trescientos doce 
mil seiscientos veinte pesos moneda corriente 
(W]�\;^�<^_), para cada uno de los honorables Se-
nadores.

Que existe disponibilidad presupuestal para 
realizar este gasto como consta el CDP 261 de fe-
cha 2 de febrero de 2010, expedido por la Sección 
de Presupuesto de esta Corporación. 

Que la expedición de tiquetes aéreos en la ruta- 
Bogotá- Bangkok- (Tailandia) Bogotá, se hará con 
cargo al Contrato número 161 de 2008 suscrito con 
Subatours Ltda.

En mérito de lo expuesto, este despacho,
RESUELVE:

Artículo 1°. Autorizar la expedición de tiquetes 
aéreos a los honorables Senadores Efraín Torra-
do García, Jorge Eliécer Guevara, Juan Ma-
nuel Galán Pachón, Jorge Enrique Vélez Gar-
cía y Carlos Ferro Solanilla con cargo al contrato 
	����
����
�Subatours Ltda., en la ruta Bogotá 
– Bangkok — Bogotá. 

Artículo 2°. Reconocer y ordenar pagar a los 
honorables Senadores, Efraín Torrado García, 
Jorge Eliécer Guevara, Juan Manuel Galán 
Pachón, Jorge Enrique Vélez García y Carlos 
Ferro Solanilla,  la suma de cuatro millones tres-
cientos doce mil seiscientos veinte pesos moneda 
corriente (W]�\;^�<^_), para cada uno de los hono-

rables Senadores con cargo a la presente vigencia 
Fiscal.

���!	����~�%����������
��������������	�������-
víese copia a la Dirección General Administrativa, 
Secretaría General, División Financiera y Presu-
puesto, División Recursos Humanos y Sección de 
Pagaduría.

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir 
de la fecha de su expedición.

Notifíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 19 de marzo de 2010.
El Director General,

Omar Enrique Velásquez.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
UNION INTERPARLEMENTAIRE  
INTER-PARLIAMENTARY UNION 

CHEMIN DU POMMIER 5
CASE POSTALE 330

1218 LE GRAND-SACONNEX / GENEVE 
(SUISSE)

Bangkok, 29 de marzo 2010
La jefe del Servicio de acreditación de la de la 

������ ������
��
����
��
� 	�����	
� ���� ��� @��
-
dores Carlos Ferro Solanilla, Juan Manuel Galán, 
Jorge Enrique Vélez y Alexandra Moreno asistie-
ron en representación del Congreso de Colombia a 
la 122a Asamblea de la Unión Interparlamentaria, 
realizada en Bangkok (Tailandia) los días 27 de 
marzo al 1° de abril de 2010.

La Secretaria de la UIP,
Marina Filippin.
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* * *
Bogotá, D. C. 28 de abril de 2010 
Doctor
JAVIER CÁCERES LEAL 
Presidente 
SENADO DE LA REPÚBLICA 
Bogotá, D. C. 
Referencia Informe Seminario Regional 

“Combatiendo la Violencia contra las mujeres: de 
la legislación a la aplicación efectiva”, Cuenca, 
Ecuador.

En cumplimiento de la Resolución número 282 
���<\+\%��
���	��'����	���������	�
��������@���-
nario Regional @U	��������	� ��� R�	������� �	�-
tra las mujeres: de la legislación a la aplicación 
efectiva”, que se celebró en la ciudad de Cuenca 
(Ecuador) del 21 al 23 de abril del año 2010.

El seminario fue convocado por la UIP con el 
apoyo del GRULAC y la Asamblea Nacional del 
Ecuador.

El Seminario tuvo como objetivo propiciar 
a los parlamentos de la región la oportunidad de 
intercambiar experiencias y discutir sobre los me-
dios para responder a todas las formas de violen-
cia contra las mujeres, las vías para consolidar las 
estructuras legislativas nacionales existentes y los 

mecanismos para garantizar su ejecución, en tal 
sentido se otorgó una atención particular a la for-
mulación y ejecución de los presupuestos públicos 
con perspectiva de género como una herramienta 
para permitir la aplicación apropiada de la legisla-
ción contra la violencia hacia las mujeres. 

En la reunión contó con la participación de par-
lamentarios de América Latina y el Caribe, el pre-
sidente del GRULAC y el Secretario General de 
la UIP.

El seminario dejó claro que la eliminación de la 
violencia contra las mujeres constituye uno de los 
mayores desafíos desde la perspectiva de la agen-
da internacional de los derechos humanos. Es un 
problema universal que tiene sus raíces en el vasto 
contexto de discriminación contra las mujeres en 
las esferas públicas y privadas. 

Esta realidad inaceptable hay que erradicarla lo 
que necesita de todos(as). La UIP se comprome-
tió a apoyar la lucha mundial para consolidar la 
acción contra este fenómeno y a los parlamentos 
en particular, para hacer de esto una prioridad na-
cional.

Con sentimientos de consideración y aprecio,
Gloria Inés Ramírez Ríos,

Senadora de la República por el PDA.
Anexo los siguientes documentos: 
��������	
������
����	�
�
��@����
����
- Copia de la Resolución 282 de 2010 emitida 

por la Mesa Directiva de Senado
- Carta de invitación 
- Programa preliminar del Seminario (copia fo-

lleto)
- Fotocopia del Manual de Legislación sobre la 

violencia contra la mujer 
- Departamento de Asuntos Económicos y So-

ciales –División para el Adelanto de la Mujer. Na-
ciones Unidas, Nueva York, 2009



GACETA DEL CONGRESO  281  Martes, 1° de junio de 2010 Página 63

w*��������*���������w
¡�Miércoles 21 de abril de 2010 (por la tarde)

¡�+\%\\�+�%\\� ¡���	���	�����������
���	��
����
¡�+�%\\� ¡��������
���
����
��
� ¡���	�����������=����
�

w�{	���
�^^�������������^_;_�
'�9.00-10.30 / Sesión I:
*�������������
���
�|����
�����������������-

tra las mujeres y las niñas: resumen de enfo-
�	�
��
��"����
����%�"�����'�����

La sesión brindará un panorama general de las 
diferentes formas de violencia contra la mujer en 
América Latina y examinará las nuevas formas de 
violencia contra la mujer. Se examinarán la evolu-
ción de las respuestas a la violencia contra la mu-
jer en la región y los diferentes elementos de un 
enfoque global (prevención de la violencia contra 
la mujer protección de apoyo a las víctimas, in-
clusive durante los procedimientos judiciales, y 
juicio y castigo a los autores de las violencias). El 
���
�����	����
�`��
���'������
����	���
�������
limitan el progreso en la lucha contra la violencia 
hacia las mujeres.

Ponentes:
¡�Sra. Nadine Gasman, UNIFEM, Responsable 

regional de la Campaña del Secretario General de 
las Naciones Unidas ÚNETE ��������
����������
violencia contra las mujeres

{�%����|��>��`�����w	�	, Asambleísta Nacio-
nal, Presidenta de la Comisión de Justicia y Es-
tructura del Estado (Ecuador)

10.30-10.45: Pausa café
10.45-12.00 / Sesión II:
Marcos Jurídicos internacionales y regiona-

les que permitan tratar la violencia contra la 
�	����

La sesión examinará los marcos jurídicos in-
ternacionales y regionales que tratan la violencia 
contra la mujer. Se destacarán particularmente las 

�����
	�������������
��������������	
�`��
��
-
nera en que los instrumentos aplicables, como la 
Convención Interamericana para prevenir, sancio-
nar y erradicar la violencia contra la mujer (Con-
vención Belém do Pará) y las recomendaciones del 
Comité para la Eliminación de la Discriminación 
	����
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resultados a nivel nacional. También se examinará 
el rol particular de los parlamentos en asegurar el 
cumplimiento de las obligaciones regionales e in-
ternacionales relativas a la violencia contra la mujer.

Ponentes:
%����|��������}��������~�, Especialista Prin-

cipal en Género, Comisión Interamericana de Mu-
jeres - Organización de los Estados Americanos 
�����?�@�������	�����
��

Sra. Lucy Blacio, Especialista en Género, 
consultora de la Comisión de Transición hacia el 
Consejo de las Mujeres y la Igualdad de Género 
(Ecuador). 

12.00-13.30 / Sesión III
Legislar contra la violencia hacia las mujeres
La sesión debatirá la legislación, etapa parla-

mentaria crítica de la lucha para tratar la violencia 
contra la mujer. Los debates se centrarán en los 
diferentes componentes de la legislación sobre la 
violencia hacia las mujeres y brindará ejemplos de 
buenas prácticas. Se examinará en particular el es-
tatus de la legislación contra la violencia hacia las 
mujeres, vigente en los países latinoamericanos y 
el desarrollo de nuevas estrategias al respecto.

Ponentes:
{�%����U������������������, Fiscal (España)
{�%����k>����R����, Asambleísta Nacional, Pre-

sidenta de la Comisión de los Derechos de los Tra-
bajadores y Seguridad Social (Ecuador) 

13.30-15.00 Almuerzo
15.00-16.30 / Sesión IV:
Legislar contra la violencia hacia las muje-

res: Experiencias nacionales
Siete países de la región han elaborado nueva 

legislación contra la violencia hacia las mujeres 
en los últimos tres años. La sesión examinará los 
avances de estas leyes en comparación con las le-
yes de la generación precedente así como los desa-
fíos en cuanto a la aplicación de estas leyes en su 
particular contexto nacional. Se presentarán varios 
estudios de casos de experiencias nacionales. 

Ponentes:
'�%�����������������|�����, Senadora (Colombia) 
Ley 1257 – Violencia contra las Mujeres (2008) 
{� %���� k	���� �������� �������, Senadora 

(México)
México: Ley general de acceso de las mujeres a 

una vida libre de violencia (2007) 
'�Sra. Gina Godoy, Asambleísta Nacional, Pre-

sidenta del Grupo parlamentario “Tránsito Ama-
guaña” y miembro del Grupo parlamentario por 
los Derechos de las mujeres (Ecuador)

16.30-18.00 / Sesión V:
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Implementación de la legislación: prever 
|����
�
	������
�

Para obtener resultados, es importante legislar 
para tratar el problema de la violencia contra la 
mujer, pero hace falta asegurar la buena aplicación 
de la legislación. La sesión examinará el rol del 
parlamento en dar visibilidad a la violencia contra 
las mujeres en el presupuesto nacional. La violen-
cia contra la mujer tiene repercusiones económi-
cas graves sobre los servicios públicos y también 
sobre el empleo y la productividad. Durante esta 
sesión, se brindará atención particular a los costos 
de la acción para abordar la violencia contra la 
mujer. Se examinará también la manera en que el 
presupuesto sensible al género puede contribuir a 
una mejor aplicación de la legislación que reprima 
la violencia contra la mujer.

Ponentes:
{�%����|���D��z����, Ex Diputada Federal, Es-

pecialista en presupuesto de género (México) 
{� ����� #������� #�������, ex Legisladora, ex 

Presidenta de la Comisión Fiscal, Bancario, Tribu-
tario y de Presupuesto del Congreso Nacional

18.00-18.30
Resumen del primer día y comentarios del/

de la relator/a
w�~�����
�^\�������������^_;_
09.00-10.30 / Sesión VI:
Implementación de la legislación: seguimien-

��K����������������������	�����������
La sesión examinará el rol que juega el parla-

mento en el seguimiento y control de la acción gu-
bernamental en relación a la implementación de la 
legislación y de las políticas y programas naciona-
les sobre la violencia contra la mujer. El rol de las 
comisiones parlamentarias será particularmente 
resaltado. También se prestará especial atención a 
la necesidad de utilizar indicadores para monito-
rear el progreso.

Ponentes:
{�%����|�����`����, Diputada y Miembro de la 

Comisión de Igualdad del Congreso de los Diputa-
dos (España) (presentación por video) 

{�%����k��������D������, Consultora de la Di-
visión de Asuntos de Género de la Comisión Eco-
nómica para América Latina y el Caribe (CEPAL)

{�%����w	���	�&������, Coordinadora Nacional 
de la Defensoría del Pueblo (Ecuador)

{� %���� _����� `�������, Catedrática y Repre-
sentante del Colectivo Feminista de Opinión SO-
LYLUNA (Ecuador)

10.30-10.45 Pausa café 
10.45-12.00 / Sesión VII:
Implementación de la legislación: promoción 

�����
�������
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�	�������
����������
��
Esta sesión tratará de la importancia de estable-

cer un mecanismo nacional interinstitucional perti-
������	
�
>����
����
���
����������
	������	
>����
la legislación. Se discutirá la contribución de parla-
mentarios a este tipo de mecanismo y la manera de 
mejorar la coordinación entre los actores principa-

les de la implementación de la legislación sobre la 
violencia hacia las mujeres (parlamento, gobierno, 
poder judicial, servicios de orden público, institu-
ciones nacionales de derechos humanos, sector de 
la salud, organizaciones de nivel local, etc.) 

Ponentes:
'�Abg. Néstor Arbito, Ex Ministro de Justicia y 

Derechos Humanos (Ecuador) 
'�Sra. Carmen de la Fuente, Fiscal (España) 
{�%�������������w�����#��	��O������, Diputada 

de la Asamblea Nacional del Poder Popular (Cuba)
12.00-13.30 / Sesión VIII
Trabajar en conjunto para que la lucha con-

tra la violencia hacia las mujeres sea una prio-
������

Se discutirá la importancia de la acción conjunta 
con los hombres en la prevención y el tratamiento 
del problema de la violencia contra la mujer y pro-
pondrá ejemplos de casos donde esta asociación 
ha jugado un rol determinante (evolución de la 
legislación, sensibilización del público, el cambio 
de actitudes y comportamientos, etc.). La sesión 
resaltará también los medios para asegurar que la 
violencia contra la mujer sea una cuestión priorita-
ria a nivel nacional e internacional. Esta presentará 
varios estudios de casos, incluyendo campañas y 
otras iniciativas desarrolladas con los medios, la 
sociedad civil, etc. 

Ponentes:
{� %��� |������ w��	�, Experto en violencia de 

género y masculinidades, Profesor de la Universi-
dad Peruana Cayetano Heredia

'�Sra. Nadine Gasman, UNIFEM, Responsable 
regional de la Campaña del Secretario General de 
�
��
	���������
�£��^���
�
����������
� �
�
violencia contra las mujeres

{�%����(����(����������R�����, ex diputada ti-
tular de la Comisión de la Mujer, Niñez y Familia 
del ex Congreso Nacional (Ecuador)

13.30-15.00 Almuerzo 
15.00-15.15 
Corta presentación sobre iKNOW Politics
¡�%����w	������(����, Coordinadora Regional 

para América Latina y el Caribe de la Red Inter-
nacional de Información sobre Mujeres y Política, 
iKNOW Politics

15.15-17.00 
¿Qué hacer a continuación? Experiencias 

adquiridas y estrategias para el futuro en Amé-
rica Latina

$
������
����
�`�
��������	
��������������-
to de vista parlamentario, las experiencias adqui-
ridas así como las prioridades y mecanismos que 
adelante la erradicación de la violencia hacia las 
mujeres en la región. ¿Qué pueden hacer los par-
lamentos? ¿Cuáles deben ser sus prioridades y sus 
compromisos? 

Ponentes:
'�%����w	��	�w	���	, Representante AC De-

mocracia, consultora en varios organismos inter-
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nacionales como: UNICEF, UNIFEM, UNFPA, 
PNUD, BID y Comisión Europea (Ecuador)

Conclusiones del/de la relator/a 
17.00 Acto de Clausura 

* * *
COMBATIENDO LA VIOLENCIA  

CONTRA LAS MUJERES:
DE LA LEGISLACIÓN A LA APLICACIÓN 

EFECTIVA
Seminario Regional organizado por la Asamblea 
Nacional de Ecuador y por la Unión Interparla-

mentaria
Centro de Convenciones del Mall del Río
Cuenca-Ecuador, 21-23 de abril de 2010

#��������
@��	�����	
����� �
��������� �
��
���	��
	�������

la Sra. Gloria Inés Ramírez Ríos, Senadora de 
Colombia, y de la señora Elsa Gladys Cifuentes 
Aranzazu, Senadora de Colombia, en el Semina-
rio Regional Combatiendo la Violencia Contra las 
Mujeres: de la Legislación a la aplicación Efec-
tiva, que se llevó a Cabo del 21 al 23 de abril de 
2010, en Cuenca, Ecuador. 

@��	�����	
� �
���'������ �
�@��
���
��
�!��>�
hizo una ponencia sobre la Ley de 2008 sobre la 
Violencia contra las Mujeres durante la Sesión IV: 
Legislar contra la violencia hacia las mujeres: Ex-
periencias nacionales.

Cuenca, el 23 de abril de 2010

RESOLUCIÓN NÚMERO 282 DE 2010
por medio de la cual se ordena el reconocimiento 
de viáticos y tiquetes a unas honorables Senadoras 

de la República.
El Director General del honorable Senado de la 

República, en ejercicio de sus facultades legales y 
reglamentarias vigentes, especialmente las confe-
ridas en el numeral 3° del artículo 376 de la Ley 
5a de 1992, y 

CONSIDERANDO:
Que el día 12 de marzo de 2010 el Doctor Fer-

nando Cordero Cueva Presidente de la Asamblea 
Nacional de Ecuador, cursa invitación al Senado 
de la República para participar en el Seminario 
Regional “Combatiendo la Violencia contra las 
Mujeres, de la Legislación a la aplicación efecti-
va” a celebrarse en la Ciudad de Cuenca- Ecuador, 
del 21 al 23 de abril del año 2010. 

Que mediante resolución número 099 de 23 de 
Marzo de 2010 la Mesa Directiva del Senado de 
�
��������	
����������
�	���������	�
���
�	�
��
está integrada por las siguientes honorables Sena-
doras: Elsa Gladys Cifuentes Aranzazu, Dilian 
Francisca Toro Torres, María Isabel Mejía Ma-
rulanda, Piedad Zucardi de García, Daira de 
Jesús Galvis Méndez, Piedad Esneda Córdoba 
Ruiz y Gloria Inés Ramírez, para que viajen en 
������?�	�
��
��
�	���
���������	
���	�
��������

21 al 23 de Abril de 2010 autorizando el recono-
cimiento de viáticos y tiquetes para las honorables 
Senadoras. 

���� ��� "�	����� �~~� ��� <\\/� �#
� �
� �	
�
� ���
viáticos para los funcionarios del orden nacional, 
para las comisiones de servicio al exterior, los cua-
les se deben asignar en dólares Estadounidenses, 
el mismo señala que para SURAMERICA le co-
rresponde dado el salario del Senador una suma 
diaria de 210 dólares, a razón de W;�>^_�__���
�
�
moneda corriente, tasa de cambio representativa 
del mercado del día 6 de abril de 2010 para un total 
de W;�_�_�̀ ��������
 a cada uno de los honorables 
Senadores por concepto de viáticos por cinco días.

Que la tasa de cambio para el día de hoy según 
el Banco de la República está en US W;�>^_�__, 
para un total dos millones dieciséis mil pesos mo-
neda corriente (W^�_;<�___), para cada una de las 
honorables Senadoras.

Que existe disponibilidad presupuestal para 
realizar este gasto como consta el CDP 281 de fe-
cha 2 de febrero de 2010, expedido por la Sección 
de Presupuesto de esta Corporación. 

Que la expedición de tiquetes aéreos en la ruta- 
Bogotá- Ciudad de Cuenca, Ecuador- Bogotá se 
hará con cargo al contrato número 161 de 2008 
suscrito con Subatours Ltda. 

En mérito de lo expuesto, este despacho,
RESUELVE:

Artículo 1°. Autorizar la expedición de tiquetes 
aéreos a los honorables Senadoras Elsa Gladys 
Cifuentes Aranzazu, Dilian Francisca Toro To-
rres, María Isabel Mejía Marulanda, Piedad 
Zucardi de García, Daira de Jesús Galvis Mén-
dez, Piedad Esneda Córdoba Ruiz y Gloria Inés 
Ramírez para que asistan y participen en Comi-
����?�	�
��������@����
����������
������
����-
do la Violencia contra las Mujeres: De la Legis-
lación a la Aplicación Efectiva, a celebrarse en la 
ciudad de Cuenca, Ecuador del 21 al 23 de abril 
del año de 2010.

Artículo 2°. Reconocer y ordenar pagar a las Ho-
norables Senadoras, Elsa Gladys Cifuentes Aran-
zazu, Dilian Francisca Toro Torres, María Isabel 
Mejía Marulanda, Piedad Zucardi de García, 
Daira de Jesús Galvis Méndez, Piedad Esneda 
Córdoba Ruiz y Gloria Inés Ramírez la suma de 
dos millones dieciséis mil pesos moneda corriente 
(W^�_;<�___), para cada una de las honorables Sena-
doras con cargo a la presente vigencia Fiscal. 

���!	����~�%����������
��������������	�������-
víese copia a la Dirección General Administrativa, 
Secretaría General, División Financiera y Presu-
puesto, División Recursos Humanos y Sección de 
Pagaduría.

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir 
de la fecha de su expedición.

Notifíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 19 de marzo de 2010.
El Director General,

Omar Enrique Velásquez.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
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COMBATIENDO LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES: 

DE LA LEGISLACIÓN A LA APLICACIÓN EFECTIVA 
 

Seminario Regional acogido por la Asamblea Nacional del Ecuador 
y organizado por la Unión Interparlamentaria 

 

Centro de Convenciones del Mall del Río 
Cuenca-Ecuador, 21-23 de abril de 2010 

 

 
Unión Interparlamentaria 

 
 
 
Estimado/a Sr./Sra. Presidente, 
 

Tenemos el honor de invitar a su Parlamento a participar en el Seminario Regional “Combatiendo la 
Violencia contra las Mujeres: de la Legislación a la Aplicación Efectiva”, organizado conjuntamente por la Unión 
Interparlamentaria y Asamblea Legislativa de Ecuador, que se celebrará los días 21, 22 y 23 de abril de 2010 en 
la ciudad de Cuenca. 
 

La eliminación de la violencia contra las mujeres constituye uno de los mayores desafíos desde la 
perspectiva de la agenda internacional de los derechos humanos. Es un problema universal que tiene sus raíces en 
el vasto contexto de discriminación contra las mujeres en las esferas pública y privada; es una realidad inaceptable 
cuya erradicación necesita del trabajo de todos. La UIP se comprometió a apoyar la lucha mundial para 
consolidar la acción contra este fenómeno y a los parlamentos en particular, para hacer de ésta una prioridad 
nacional.   
 

La mayoría de los países latinoamericanos han adoptado leyes contra la violencia hacia las mujeres. Al 
adoptar la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer -
Convención Belém do Pará-, la región se dotó además de un instrumento específico sobre el tema. Sin embargo, 
para conseguir la plena realización de este objetivo, es necesario que los parlamentos aseguren el carácter 
inclusivo y adecuado de las leyes, así como de la disponibilidad y asignación de los recursos económicos y 
materiales necesarios para su efectiva implementación. 

 
En este sentido, el seminario “Combatiendo la Violencia contra las Mujeres: de la Legislación a la 

Aplicación Efectiva”, tiene como objetivo proporcionar a los parlamentos de la región la oportunidad de 
intercambiar experiencias y discutir sobre los medios para responder a todas las formas de violencia contra las 
mujeres, las vías para consolidar las estructuras legislativas nacionales existentes y los mecanismos para garantizar 
su ejecución. En consecuencia, el encuentro otorgará una atención particular a la formulación y ejecución de los 
presupuestos públicos con perspectiva de género, como una herramienta para permitir la aplicación apropiada de 
la legislación contra la violencia hacia las mujeres. 
 

La reunión está abierta a parlamentarios de América Latina y cada parlamento está invitado a enviar hasta 
cuatro participantes. Conforme a la política de la Unión Interparlamentaria de promover una asociación entre 
hombres y mujeres en la política, los parlamentos deberían esforzarse, en la medida de lo posible, para incluir en 
su delegación un número igual de representantes de cada género y reflejar en ella la configuración política del 
parlamento.  
 

Adjunto encontrará Usted el formulario de inscripción a la Conferencia.  El proyecto de programa así 
como otros detalles relativos al seminario le serán enviados en cuanto sean finalizados. Quisiéramos señalar 
asimismo que estos documentos se podrán consultar en el sitio Web de la UIP (www.ipu.org/strct-e/futrmets.htm). 
 

Consideramos que la temática del seminario es de gran trascendencia y pertinencia para la promoción de 
los derechos humanos de las mujeres en la región. Por ello, esperamos sinceramente poder contar con la 
participación de su Parlamento. 
 

En la espera de recibir a la brevedad una respuesta positiva a la presente, le rogamos aceptar, estimado/a 
Sr./Sra. Presidente, los sentimientos de nuestra más alta consideración. 
 

  
Fernando Cordero Cueva 

Presidente de la Asamblea Legislativa 
Anders B. Johnsson 

Secretario Generalde la Unión Interparlamentaria 
 

Departamento de Asuntos Económicos y Sociales 
División para el Adelanto de la Mujer 
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PRÓLOGO
 
En todo el mundo —tanto en los países ricos como en los pobres— las mujeres son víctimas de maltrato, 
trata de personas, violaciones y asesinatos. Estos abusos de los derechos humanos no sólo infligen 
grandes daños y sufrimiento a las personas, también desgarran sociedades enteras.  
 
El mundo está respondiendo Estamos asistiendo a un creciente impulso mundial para poner freno  
a la violencia contra las mujeres. En 2008, el Secretario General puso en marcha una campaña 
internacional multianual titulada Unidos para poner fin a la violencia contra las mujeres y con la que 
anima a todos los aliados a unir fuerzas para eliminar esta lacra. La campaña reconoce el poder de la ley: 
uno de sus cinco objetivos esenciales es que, antes de 2015, todos los países adopten y cumplan las leyes 
nacionales que regulan y castigan todas las formas de violencia de ese tipo, de conformidad con las 
normas internacionales en materia de derechos humanos.  
 
Este Manual de legislación sobre la violencia contra las mujeres, elaborado por el Departamento  
de Asuntos Económicos y Sociales/División para el Adelanto de la Mujer (DAES/DAW), tiene por 
objeto ayudar a los Estados y otras partes interesadas a mejorar o a promulgar leyes que protejan a las 
mujeres. Considero los contenidos de este Manual altamente recomendables y agradezco a los miembros 
de la reunión del Grupo de Expertos su valioso trabajo a la hora de elaborar el informe  
en el que se basa el presente Manual.  
 
Las recomendaciones que contiene en el marco modelo para la legislación en materia de violencia contra las 
mujeres constituyen una útil herramienta de apoyo a las iniciativas encaminadas a proporcionar justicia, 
ayuda, protección y soluciones jurídicas a las víctimas y a hacer responsables a los autores de tales actos. 
Los comentarios que acompañan a las recomendaciones destacan ejemplos prometedores de leyes en todo el 
mundo. 
 
En los dos últimos decenios, muchos Estados han adoptado legislación o mejorado la existente con el fin 
de evitar la violencia contra las mujeres y responder a ella. La legislación criminaliza cada día más esa 
violencia, garantiza el enjuiciamiento y el castigo de quienes la cometen, empodera y presta apoyo a las 
víctimas y refuerza la prevención. Además, las víctimas también se benefician de las soluciones jurídicas 
en materia civil.  
 
Sin embargo, siguen existiendo lagunas considerables en los marcos jurídicos. Los Estados de todo el 
mundo siguen sin estar a la altura de sus obligaciones y compromisos internacionales para evitar y 
abordar la violencia contra las mujeres. Todavía hay demasiados criminales que no han rendido cuentas 
por los delitos que han cometido. Persiste la impunidad. Durante el proceso judicial, las mujeres sufren 
una nueva victimización. 
 
Una legislación amplia proporciona la base para una respuesta holística y efectiva. Dicha legislación debe 
cumplirse y supervisarse de forma coherente, y deben asignarse recursos suficientes para abordar el 
problema. El personal y los funcionarios que trabajan en este ámbito deben tener las habilidades, 
capacidades y sensibilidad necesarias para aplicar el espíritu y la letra de la ley. Las leyes deben informar 
una iniciativa concertada que incluya educación, concienciación y movilización de la comunidad. 
Asimismo, deben contribuir a luchar contra actitudes y estereotipos discriminatorios, y deben encargar la 
investigación y la formación de conocimientos necesarias para apoyar el desarrollo de políticas.  
 
Espero sinceramente que este Manual de legislación sobre la violencia contra las mujeres contribuya en 
gran medida a la plena materialización de los objetivos de la campaña del Secretario General Unidos 
para poner fin a la violencia contra las mujeres, y lo recomiendo a los encargados de la formulación de 
políticas interesados y a toda persona que se preocupe de estas cuestiones en cualquier parte del mundo.  
 
Asha-Rose Migiro 
Vicesecretaria General 
Naciones Unidas 
Julio de 2009 
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1. INTRODUCCIÓN
 
Para una respuesta efectiva y coordinada frente a la violencia contra la mujer resulta 
fundamental una legislación completa. De conformidad con el derecho internacional, los 
Estados tienen obligaciones claras de promulgar, aplicar y supervisar la legislación que 
regula todas las formas de violencia contra la mujer. En los dos últimos decenios, muchos 
Estados han adoptado o revisado legislación en materia de violencia contra la mujer1. No 
obstante, siguen existiendo lagunas considerables2. Muchos Estados todavía no cuentan con 
disposiciones legislativas que aborden específicamente la violencia contra la mujer e, 
incluso cuando existe legislación, a menudo está limitada en su ámbito de aplicación y 
cobertura, o no se cumple.  
 
La adopción y el cumplimiento de leyes nacionales que regulen y castiguen todas las 
formas de violencia contra las mujeres y las niñas, de conformidad con las normas 
internacionales en materia de derechos humanos, es uno de los cinco resultados clave que la 
campaña del Secretario General Unidos para poner fin a la violencia contra las mujeres pretende 
conseguir en todos los países antes de 20153. Este Manual tiene por objeto proporcionar a 
todos los interesados orientación detallada para apoyar la adopción y la aplicación efectiva 
de legislación que evite la violencia contra las mujeres, castigue a quienes cometan tales 
actos y garantice los derechos de los supervivientes en cualquier lugar. Específicamente, se 
espera que el Manual resulte de utilidad a funcionarios del gobierno, parlamentarios, 
sociedad civil, personal de organismos de las Naciones Unidas y otros actores en sus 
esfuerzos por garantizar que exista un fundamento jurídico sólido para acabar con la lacra 
de la violencia contra la mujer. 
 
El Manual esboza primero los marcos jurídico y político a escala internacional y regional 
que exigen a los Estados que promulguen y apliquen leyes completas y efectivas con el fin 
de afrontar la violencia contra la mujer. A continuación, presenta un marco modelo de 
legislación en materia de violencia contra la mujer, dividido en catorce capítulos. Por 
último, el Manual facilita a los usuarios una lista de consideraciones a tener en cuenta a la 
hora de elaborar legislación sobre violencia contra la mujer, y en la que se destaca la 
importancia de identificar un objetivo legislativo claro; emprender consultas amplias e 
inclusivas con todas las partes interesadas y, en particular, las víctimas/los supervivientes; y 
adoptar un enfoque empírico en relación con la elaboración de legislación.  
 
El marco modelo de legislación sobre violencia contra la mujer presenta recomendaciones 
sobre el contenido de la legislación, acompañadas de comentarios explicativos y ejemplos 
de buenas prácticas. Aunque muchas de las recomendaciones del marco son aplicables a 
todas formas de violencia contra la mujer, algunas se circunscriben a determinadas formas, 
como la violencia doméstica o sexual.  
 

                                                 
1 Si se desea más información en relación con la legislación promulgada, sírvase visitar la base de datos  
del Secretario General de las Naciones Unidas sobre violencia contra las mujeres, disponible en línea en: 
http://www.un.org/esa/vawdatabase (último acceso el 8 de abril de 2009).  
2 Véase Naciones Unidas (2006) Fin a la violencia contra la mujer: Hechos, no palabras, Informe del 
Secretario General (A/61/122/Add.1 y Corr.1). Véanse, entre otras, las páginas 96-97 que presentan los 
órganos del tratado en materia de derechos humanos internacionales. 
3 Para obtener más información en relación con la campaña del Secretario General Unidos para poner fin  
a la violencia contra las mujeres, consúltese la página web siguiente: http://endviolence.un.org/ 
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El marco comprende: a) aspectos generales, aplicación y evaluación (3.1 – 3.3) definiciones 
de formas de violencia (3.4); c) prevención (3.5); d) protección, apoyo y derechos de los 
supervivientes (3.6 – 3.7); e) investigación, enjuiciamiento y condena (capítulos 3.8 – 
3.11); y f) asuntos relativos a las demandas del derecho civil (3.12); y al derecho de familia 
(3.13) y de asilo (3.14). Los principales asuntos tratados se destacan a continuación.  
 
3.1 enfatiza la importancia de adoptar un enfoque legislativo amplio, que comprenda no sólo la 
tipificación como delito de todas las formas de violencia contra la mujer y el enjuiciamiento y 
castigo efectivos del autor del delito, sino también la prevención de la violencia, y el 
empoderamiento, el apoyo y la protección de los supervivientes. Recomienda que la legislación 
reconozca explícitamente la violencia contra la mujer como forma de discriminación por razón de 
género y como violación de los derechos humanos de las mujeres. 
 
3.2 recomienda que la legislación contenga disposiciones para su aplicación, evaluación y 
supervisión efectivas. La legislación debe proporcionar un vínculo orgánico con un plan o 
estrategia de acción nacionales completos; encargar un presupuesto para su aplicación; 
disponer la elaboración de las normas, los reglamentos y los protocolos necesarios para la 
aplicación plena y efectiva de la ley; y requerir la capacitación de todos los funcionarios 
pertinentes. El capítulo II también recomienda que la legislación encargue la creación de 
instituciones y funcionarios especializados para aplicar legislación en materia de violencia 
contra la mujer.  
 
3.3 enfatiza la importancia crítica de supervisar la aplicación de la ley y recomienda que la 
legislación establezca mecanismos institucionales, como equipos de tareas o comités 
multisectoriales, o relatores nacionales, para ejercer esta tarea. Asimismo, recomienda que 
la legislación exija una recopilación regular de datos y estudios estadísticos a fin de 
garantizar una base de conocimientos suficiente para una aplicación y supervisión efectivas.  
 
3.4 insta a la promulgación en la legislación de definiciones amplias de todas las formas de 
violencia contra la mujer de conformidad con normas internacionales de derechos humanos, 
y proporciona recomendaciones específicas en relación con las definiciones adecuadas de 
violencia doméstica y violencia sexual. 
 
3.5 recomienda que la ley otorgue prioridad a la prevención y disponga la adopción de una 
serie de medidas a tal fin, entre otras, campañas de concienciación, sensibilización de los 
medios de comunicación e inclusión de material sobre violencia contra la mujer y derechos 
humanos de la mujer en los planes de estudios.  

 
3.6 se centra en la necesidad de que la legislación contemple el empoderamiento de la 
víctima/superviviente, así como su apoyo y protección. Recomienda que la promulgación 
de disposiciones legislativas que garantizan el acceso de los supervivientes a servicios 
amplios e integrados de apoyo y asistencia.  
 
3.7 recomienda que se promulguen disposiciones jurídicas específicas que garanticen los 
derechos de las mujeres inmigrantes que sean víctimas/supervivientes de violencia. 
 
3.8 destaca la importancia de los legislar deberes específicos de la policía y los fiscales en 
casos de violencia contra la mujer.  
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3.9 proporciona recomendaciones detalladas con el objetivo de evitar la victimización 
secundaria de la víctima/superviviente durante el proceso judicial. El capítulo trata las 
normas probatorias, la reunión de pruebas, el procedimiento judicial y los derechos de las 
víctimas/supervivientes durante los procesos judiciales.  
 
3.10 facilita orientación sustancial sobre cómo legislar a favor de órdenes de protección en 
casos de violencia contra la mujer e insta a la tipificación como delito de cualquier 
violación de dicha orden. 

 
3.11 insta a que la legislación garantice que las condenas en casos de violencia contra la 
mujer sean coherentes con la gravedad del delito cometido. Recomienda la eliminación de 
exenciones o reducciones de las condenas impuestas a quienes hayan cometido actos de 
violencia contra la mujer en determinadas circunstancias, como cuando un violador se casa 
con su víctima o en casos de los denominados crímenes de honra. 
 
3.12 destaca el papel valioso que las demandas civiles pueden desempeñar como 
complemento o alternativa al enjuiciamiento criminal, órdenes civiles de protección y otros 
recursos jurídicos disponibles. 
 
3.13 recomienda que el derecho de familia pueda estudiarse y modificarse para garantizar la 
consideración favorable y apropiada de la violencia contra la mujer en procesos de este 
tipo. Asimismo, indica ámbitos particulares que merecen atención, incluidos asuntos de 
pensiones alimenticias y el derecho a permanecer en el domicilio familiar.  
 
3.14 reconoce que la violencia contra la mujer puede constituir persecución y que las 
demandantes/supervivientes de dicha violencia deben constituir “un grupo social particular” a 
efectos de la legislación en materia de asilo.  
 
En el siguiente enlace: http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/v-handbook.htm de la 
página web de la División para el Adelanto de la Mujer puede encontrarse una presentación 
de PowerPoint del marco modelo de legislación; un vídeo que contiene un diálogo entre dos 
expertos en el que se destacan las principales recomendaciones del marco modelo y se 
comenta su importancia práctica; y una versión electrónica del Manual. La finalidad de 
dichos recursos es proporcionar al usuario más herramientas para comprender y utilizar el 
modelo de marco de legislación.  
 
Para conocer disposiciones legislativas específicas en materia de trata de personas, nos 
remitimos a la Ley modelo contra la trata de personas (“Model Law Against Trafficking in 
Persons”) elaborado por UNODC.4 
 
Para obtener más información, acerca de las resoluciones en materia de violencia contra la 
mujer adoptadas por los organismos intergubernamentales de las Naciones Unidas, así 
como vínculos a la labor de las entidades de las Naciones Unidas y otras organizaciones 
sobre violencia contra la mujer, sírvase consultar la página web de la División para el 
Adelanto de la Mujer sobre violencia contra la mujer: 
http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw.  
 

                                                 
4 Disponible en línea en: http://www.unodc.org/documents/human-
trafficking/UNODC_Model_Law_on_Trafficking_in_Persons.pdf. .  
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2. MARCO JURÍDICO Y DE POLÍTICA A ESCALA INTERNACIONAL Y 
REGIONAL

En los dos últimos decenios, la violencia contra la mujer ha llegado a entenderse como forma 
de discriminación y violación de los derechos humanos de las mujeres. La violencia contra 
la mujer, y la obligación de promulgar leyes para abordar la violencia contra la mujer, es 
ahora objeto de un completo marco jurídico y de política a escala internacional y regional.  
2.1. Instrumentos jurídicos y de política y jurisprudencia a escala internacional 

2.1.1. Tratados internacionales en materia de derechos humanos 

Con el tiempo, los órganos de los tratados creados para supervisar la aplicación de los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos han ido asumiendo progresivamente las 
obligaciones de los Estados partes de hacer frente a la violencia contra la mujer. En su 
recomendación general Núm. 19 (1992) sobre la violencia contra la mujer, el Comité de las 
Naciones Unidas para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer confirmó que 
“[e]n virtud del derecho internacional y de pactos específicos de derechos humanos, los 
Estados... pueden ser responsables de actos privados si no adoptan medidas con la 
diligencia debida para impedir la violación de los derechos o para investigar y castigar los 
actos de violencia y proporcionar indemnización”5. En relación con marcos jurídicos 
nacionales, el Comité de las Naciones Unidas para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer recomendó que los Estados partes:  

� velen por que las leyes contra la violencia y los malos tratos en la familia, la 
violación, los ataques sexuales y otro tipo de violencia contra la mujer protejan 
de manera adecuada a todas las mujeres y respeten su integridad y su dignidad6; y 

� adopten todas las medidas jurídicas y de otra índole que sean necesarias para 
proteger eficazmente a las mujeres contra la violencia, entre ellas, medidas 
jurídicas eficaces, como sanciones penales, recursos civiles e indemnización 
para protegerlas contra todo tipo de violencia7. 

Además, el Comité también solicitó que los Estados partes incluyesen información acerca 
de las medidas jurídicas que se hubiesen adoptado para superar el problema de la violencia 
contra la mujer y acerca de la eficacia de esas medidas, en sus informes de conformidad 
con la Convención8. Del mismo modo, el Comité de Derechos Humanos ha pedido que los 
Estados partes faciliten “información sobre las leyes y prácticas nacionales relativas a la 
violencia en el hogar y otros tipos de violencia contra la mujer, con inclusión de la 
violación” en sus informes de conformidad con el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos9. En consecuencia, actualmente constituye una práctica de los Estados partes el 
facilitar información pertinente en relación con la violencia contra la mujer a los órganos de 
los tratados en materia de derechos humanos. 

                                                 
5 Comité de las Naciones Unidas para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, recomendación 
general No. 19 (1992) sobre la violencia contra la mujer, párr. 9.  
6 Documento del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer citado en la nota anterior, 
párr. 24 b). 
7 Documento del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer citado en la nota anterior, 
párr. 24 t). 
8 Documento del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer citado en la nota anterior, 
párr. 24 v), véase también la recomendación general No. 12 del Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer (1989), párr. 1. 
9 Observación general No. 28 del Comité de Derechos Humanos (2000), en el artículo 3 (Igualdad de derechos 
entre hombres y mujeres). 
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Durante su revisión de los informes de los Estados partes, los órganos de los tratados han 
expresado su preocupación cuando los ordenamientos jurídicos de los Estados partes 
carecen de legislación o de disposiciones legislativas específicas para tipificar como delito 
la violencia contra la mujer y/o mantener leyes discriminatorias que refuercen la vulnerabilidad 
de las mujeres con respecto a la violencia. Además, han expresado preocupación sobre 
problemas con la legislación existente, incluidos el ámbito de aplicación y la cobertura, y la 
falta de aplicación efectiva de dicha legislación. Además, en países en los que prevalece el 
derecho consuetudinario al tiempo que el codificado, los órganos de los tratados han 
expresado su preocupación por el uso de leyes y prácticas consuetudinarias discriminatorias, pese 
a las leyes promulgadas para proteger a las mujeres de la violencia. 
A la luz de estas preocupaciones, los órganos de los tratados y, en particular, el Comité de 
las Naciones Unidas para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, han hecho 
un llamamiento a los Estados partes para que garanticen que:  

� se enjuicie y castigue la violencia contra la mujer; 
� las mujeres víctimas de violencia tengan medios inmediatos de reparación y protección; y 
� los funcionarios públicos, especialmente el personal responsable de hacer cumplir la ley, 

los proveedores de servicios sanitarios, los trabajadores sociales y los profesores, estén 
plenamente familiarizados con las disposiciones jurídicas aplicables y sensibilizados con 
el contexto social de la violencia contra la mujer. 

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer también se ha ocupado 
de la obligación de los Estados partes de promulgar, aplicar y supervisar legislación que 
aborde la violencia contra la mujer en su trabajo de conformidad con el Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer. En el asunto de AT contra Hungría10, el Comité dictaminó que la falta de 
legislación específica que combata la violencia doméstica y el acoso sexual constituía una 
violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales, especialmente del 
derecho a la seguridad de su persona. En los asuntos de Sahide Goekce (difunta) contra 
Austria11, y Fatma Yildirim (fallecida) contra Austria12, el Comité recomendaba que al 
Estado parte “Reforzar la aplicación y la vigilancia de la Ley Federal de protección contra 
la violencia doméstica y las leyes penales conexas, actuando con la debida diligencia para 
prevenir esa violencia contra la mujer y responder a esa violencia, y prever sanciones 
adecuadas para los casos de incumplimiento”13. En su investigación, de conformidad con lo 
dispuesto en el articulo 8 de la Convención en relación con los incidentes de secuestro, 
violación y asesinato de mujeres en la zona de Ciudad Juárez, Estado de Chihuahua, 
México, el Comité recomendaba que México “sensibilizara a todas las autoridades estatales 
y municipales para la violencia de género encarada como violación de derechos 
fundamentales, para una revisión substantiva de la legislación en esta perspectiva”14. 
                                                 
10 A. T. contra Hungría, comunicación No. 272003, dictamen adoptado el 26 de enero de 2005. Véase 
http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw//protocol/decisions-
views/CEDAW%20Decision%20on%20AT%20vs%20Hungary%20Spanish.pdf. 
11 Sahide Goekce (difunta) contra Austria, comunicación No. 5/2005, dictamen adoptado el 6 de agosto de 
2007. Véase http://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N07/495/46/pdf/N0749546.pdf?OpenElement. 
12 Fatma Yildirim (fallecida) contra Austria, comunicación No. 6/2005, dictamen adoptado el 6 de agosto de 
2007. Véase http://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N07/495/46/pdf/N0749546.pdf?OpenElement. 
13 Sahide Goekce (difunta) contra Austria, documento mencionado en la nota 8, párr. 12.3 a) y Fatma Yildirim 
(fallecida) contra
Austria, documento mencionado en la nota 9, párr. 12.3 a). 
14 Informe de México producido por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer  
bajo el Artículo 8 del Protocolo Facultativo de la Convención y respuesta del Gobierno de México, 
CEDAW/C/2005/OP.8/MEXICO, párr. 286. Véase 
http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/cedaw32/CEDAW-C-2005-OP.8-MEXICO-S.pdf. 
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2.1.2. Otros tratados internacionales 
 
Además de los tratados internacionales de derechos humanos, hay otros instrumentos 
internacionales que crean obligaciones para que los Estados partes promulguen legislación 
que regule la violencia contra la mujer, entre los que se incluyen el Protocolo para prevenir, 
reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (el 
Protocolo de Palermo), y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (el Estatuto 
de Roma).  
 
El Protocolo de Palermo exige a los Estados partes que:  
 

� adopten las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito en su derecho interno la trata de personas, cuando se cometa intencionalmente 
(artículo 5); 

� velen por que su ordenamiento jurídico o administrativo interno prevea medidas con 
miras a proporcionar a las víctimas información sobre procedimientos judiciales y 
administrativos y asistencia encaminada a permitir que sus opiniones y preocupaciones se 
presenten y examinen en las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los 
delincuentes (artículo 6); 

� velen por que su ordenamiento jurídico interno prevea medidas que brinden a las 
víctimas de la trata de personas la posibilidad de obtener indemnización por los 
daños sufridos (artículo 6); 

� adopten o refuercen las medidas legislativas o de otra índole a fin de desalentar la 
demanda que propicia cualquier forma de explotación conducente a la trata de 
personas, especialmente mujeres y niños (artículo 9); y 

� consideren la posibilidad de adoptar medidas legislativas u otras medidas apropiadas que 
permitan a las víctimas de la trata de personas permanecer en su territorio, temporal 
o permanentemente, cuando proceda (artículo 7).  

 
El Estatuto de Roma proporciona el mayor reconocimiento legal hasta la fecha de la 
violencia por razón de género como delito con arreglo al derecho penal internacional. En la 
letra g) del apartado 1 del artículo 7, el Estatuto de Roma clasifica la “[v]iolación, esclavitud 
sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra 
forma de violencia sexual de gravedad comparable” cometidos “como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra una población civil” como crímenes de lesa humanidad. 
Los mismos delitos se clasifican en el punto xxii) de la letra b) del apartado 2 del artículo 8 
como violaciones graves de las leyes y usos aplicables en los conflictos armados y, por tanto, 
clasificables como crímenes de guerra. Con arreglo al principio de complementariedad 
establecido por el Estatuto, los Estados partes tienen la responsabilidad primordial de llevar 
ante la Justicia el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra. El 
preámbulo del Estatuto de Roma recuerda que “es deber de todo Estado ejercer su jurisdicción 
penal contra los responsables de crímenes internacionales”. Por tanto, se ha defendido que es 
“esencial que todos los Estados Partes, así como otros Estados, reformen su derecho interno 
o promulguen legislación nueva en la que se definan los delitos de acuerdo con el derecho 
internacional”15. 
 

                                                 
15 Amnistía Internacional, Corte Penal Internacional: Directrices para la aplicación efectiva del Estatuto de 
Roma, disponibles en línea en: http://www.amnesty.org/es/library/info/IOR40/013/2004/es/.  
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2.1.3. Instrumentos internacionales de política 
 
Las convenciones y los protocolos esbozados más arriba se han complementado con el 
desarrollo de instrumentos de política a nivel internacional que proporcionan orientación 
detallada sobre las medidas que los Estados y otras partes interesadas deben adoptar para 
reforzar el marco jurídico con el fin de abordar todas las formas de violencia contra la 
mujer. Dichos instrumentos incluyen declaraciones y resoluciones adoptadas por los 
órganos de las Naciones Unidas, y los documentos producidos en las conferencias y 
cumbres de las Naciones Unidas. Por ejemplo, el artículo 4 de la Declaración sobre la 
Eliminación de la Violencia contra la Mujer de 199316, adoptada por la Asamblea General, 
solicita a los Estados miembros que:  
 

� condenen la violencia contra la mujer y no invoquen ninguna costumbre, tradición o 
consideración religiosa para eludir su obligación de procurar eliminarla; 

� establezcan, en la legislación nacional, sanciones penales, civiles, laborales y 
administrativas, para castigar y reparar los agravios infligidos a las víctimas; 

� proporcionen acceso a los mecanismos de la justicia y, con arreglo a lo dispuesto en 
la legislación nacional, a un resarcimiento justo y eficaz; y 

� eviten eficazmente la reincidencia en la victimización de la mujer como consecuencia de 
leyes, prácticas de aplicación de la ley y otras intervenciones que no tengan en cuenta la 
discriminación contra la mujer. 

 
De forma comparable, la Plataforma de Acción de Beijing, adoptada en la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer de Beijing de 199517, insta a los gobiernos a:  

� introducir sanciones penales, civiles, laborales y administrativas en las legislaciones 
nacionales con el fin de castigar y reparar los daños causados a las víctimas; 

� adoptar, aplicar, revisar y analizar las leyes pertinentes a fin de asegurar su eficacia 
para eliminar la violencia contra la mujer, haciendo hincapié en la prevención de la 
violencia y el enjuiciamiento de los responsables; y 

� adoptar medidas para garantizar la protección de las mujeres víctimas de la violencia, el 
acceso a remedios justos y eficaces, inclusive la reparación de los daños causados, la 
indemnización y la curación de las víctimas y la rehabilitación de los agresores.  

 
Dicho llamamiento se reiteró durante la revisión quinquenal de la Plataforma de Acción de 
Beijing de 200018. 
 
En años recientes, la Asamblea General de las Naciones Unidas se ha ocupado de la violencia 
contra la mujer en general, así como formas y manifestaciones específicas de dicha 
violencia, incluida la trata de mujeres y niñas, prácticas tradicionales o consuetudinarias 
que afectan a la salud de las mujeres y las niñas, delitos contra las mujeres cometidos en 
nombre de la "honra", y la violencia doméstica contra las mujeres19. En las resoluciones 
pertinentes, la Asamblea General ha venido instando a los Estados miembros a reforzar sus 

                                                 
16 Resolución 48/104 de la Asamblea General de 19 de diciembre de 1993. 
17 Informe de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, Beijing, China, 4-15 de septiembre de 1995 
Publicación de las Naciones Unidas, número de venta E.96.IV.13), párr. 124. 
18 Véase la resolución de la Asamblea General S-23/3, anexo, párr. 69. 
19 Las comisiones funcionales del Consejo Económico y Social, incluida la Comisión de la Condición Jurídica 
y Social de la Mujer, la Comisión de Derechos Humanos (sustituida por el Consejo de Derechos Humanos) y 
la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal, también han adoptado con regularidad resoluciones en 
materia de violencia contra las mujeres.  
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marcos jurídicos. Por ejemplo, la resolución 61/143 de 19 de diciembre de 2006 sobre la 
intensificación de los esfuerzos para eliminar todas las formas de violencia contra la mujer 
subraya la necesidad de tipificar como delitos punibles por la ley todas las formas de 
violencia contra la mujer, e insta a los Estados a que revisen o deroguen todas las leyes y 
normas que discriminen a la mujer o que tengan efectos discriminatorios en su contra, y 
garanticen que las disposiciones de múltiples sistemas jurídicos se ajusten a las obligaciones 
internacionales de derechos humanos. La resolución 63/155 de 18 de diciembre de 2008 
sobre el mismo asunto insta a los estados a utilizar las mejores prácticas para poner fin a la 
impunidad y a la cultura de permisividad respecto de la violencia contra la mujer, entre otras 
cosas mediante la evaluación y el análisis de los efectos de las leyes, normas y procedimientos 
vigentes en relación con la violencia contra la mujer; reforzar las disposiciones de derecho y 
procedimiento penales relativas a todas las formas de violencia contra la mujer; e incorporar en la 
legislación medidas encaminadas a prevenir la violencia contra la mujer. 
 
2.2. Instrumentos jurídicos y de política y jurisprudencia a escala regional 
 
El marco jurídico y de política a escala internacional esbozado más arriba se ha acompañado de 
la adopción de varios marcos jurídicos y de política a escala regional. La Convención
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, también 
conocida como la Convención de Belém do Pará, es la única Convención dirigida exclusivamente 
a la eliminación de la violencia contra la mujer. Solicita que los Estados partes actúen con 
la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer y 
contiene disposiciones detalladas relativas a las obligaciones de los Estados de promulgar 
legislación. De conformidad con el artículo 7, los Estados partes están obligados a:  
 

� adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, 
intimidar o amenazar a la mujer; 

� tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, 
para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas 
jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la 
violencia contra la mujer;  

� establecer procedimientos legales justos y eficaces para las víctimas; y  
� establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar 

que las víctimas tengan acceso eficaz a un resarcimiento justo y eficaz.  
 
El Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, relativo a los 
derechos de la mujer en África trata de la violencia contra la mujer en muchas de sus 
disposiciones, y establece obligaciones relativas a la reforma jurídica. De conformidad con 
el Protocolo, los Estados partes están obligados a:  

� promulgar y cumplir leyes para prohibir todas las formas de violencia contra la 
mujer (artículo 4, apartado 2); 

� adoptar medidas legislativas, administrativas, sociales y económicas que garanticen 
la prevención, el castigo y la erradicación de la violencia contra la mujer (artículo 4, 
apartado 2); 

� adoptar todas las medidas legislativas y de otro tipo que sean necesarias para 
eliminar prácticas perjudiciales (artículo 5); y 

� promulgar medidas legislativas nacionales para garantizar que no se celebre ningún 
matrimonio sin el consentimiento libre y pleno de ambas partes y que la edad 
mínima para contraerlo sea de 18 años para las mujeres (artículo 6). 
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En el Sur de Asia, la Asociación del Asia Meridional para la Cooperación Regional 
(SAARC, en sus siglas en inglés, ha adoptado la Convención sobre la prevención y la lucha 
contra la trata de mujeres y niños con fines de prostitución, que obliga a los Estados partes, 
de conformidad con el artículo III, a adoptar medidas efectivas para garantizar que la trata 
constituya un delito con arreglo a su legislación penal respectiva y sea punible mediante las 
penas apropiadas. 
 
En febrero de 2008 entró en vigor el Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha 
contra la trata de personas. Dicho instrumento obliga a los Estados partes a tipificar como 
delito la trata de seres humanos y los delitos relacionados20. La legislación debe garantizar 
que los delitos tipificados den lugar a “sanciones efectivas, proporcionadas y 
disuasorias”21. Asimismo, el Convenio obliga a los Estados partes a adoptar medidas 
legislativas o de otro tipo para asistir a las víctimas en su recuperación, y proporcionarle

22
s 

na indemnización . 

ujer contra la violencia. La 
ecomendación insta a los Estados miembros a garantizar que:  

� se proporcionen recursos, indemnización y protección, y apoyo a las víctimas. 

s y la Comisión Interamericana de Derechos 
umanos han dictado a los Estados que:  

� supervisasen la forma de aplicación de la legislación  

     

u
 
El Consejo de Europa también ha exigido acción en su Recomendación (2002)5 del Comité 
de Ministros a los Estados miembros sobre la protección de la m
R
 

� se castiguen todos los actos de violencia, 
� se adopten medidas rápidas y efectivas contra los autores, y 

 
Además del desarrollo de instrumentos jurídicos y de política a escala regional, también 
existe un creciente cuerpo de jurisprudencia sobre violencia contra la mujer de conformidad 
con los tratados regionales en materia de derechos humanos. Las causas vistas por el 
Tribunal Europeo de Derechos Humano
H
 

� creasen legislación penal apropiada; 
� estudiasen y revisasen las leyes y políticas en vigor; y 

 
En X e Y contra los Países Bajos23, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos dictaminó 
que los Países Bajos habían infringido sus responsabilidades en materia de derechos 
humanos de conformidad con el Convenio de Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales (artículo 8) al no haber creado la legislación penal apropiada 
aplicable a la violación de una joven con discapacidad psíquica. La Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos abordó la necesidad de estudiar y revisar las leyes y políticas en vigor a 
fin de eliminar la discriminación contra la mujer en el asunto María Mamérita Mestanza 

                                            
cha contra la trata de personas, artículos 18-20. 20 Convenio del Consejo de Europa sobre la lu

21 Ibíd., artículo 23, apartado 1. 
22 Ibíd., artículo 12, apartado 1 y artículo 15. 
23 X e Y contra los Países Bajos, Tribunal Europeo de Derechos Humanos 8978/80, 1995. Véase 

20yhttp://cmiskp.echr.coe.int/tkp197/view.asp?item=1&portal=hbkm&action=html&highlight=x%20%7C%
%20%7C%20netherlands&sessionid=21406792&skin=hudoc-en. 
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Chávez contra el Perú24, que trataba de la esterilización forzada. En MC contra Bulgaria25, 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos destacó la importancia de supervisar la forma 
de hacer cumplir la legislación. En dicho asunto se concluyó que, aunque el artículo del 
Código Penal búlgaro que prohibía la violación no mencionaba el requisito de la resistencia 
física de la víctima, en la práctica, la resistencia física parecía constituir un requisito para 
poder imputar el cargo de violación. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
también ha subrayado la importancia de hacer cumplir la legislación de forma apropiada en 
el asunto de Maria da Penha contra el Brasil26, en el que la Comisión dictaminó que el 
Gobierno brasileño había infringido sus obligaciones en materia de derechos humanos 

bido al considerable demora e ineficacia de la investigación de la violencia doméstica. 

.3. Leyes y estrategias modelo 

 violencia doméstica , el cual insta a los Estados a 

éstica y 

ión en casos de 

torios ex parte; 

utores de los actos 
y capacitación para agentes de policía y funcionarios judiciales.  

sticia penal28. Los aspectos pertinentes de este modelo exhortan 

    

de
  
2
 
A medida que se han aclarado las obligaciones de los Estados de abordar la violencia contra 
la mujer, distintas partes interesadas han elaborado leyes, estrategias y medidas modelo 
para facilitar e impulsar las actuaciones. En 1996, el Relator Especial de las Naciones 
Unidas sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias presentó un marco de 
legislación modelo en materia de 27

adoptar legislación que, entre otras cosas: 
� contiene la definición más amplia posible de actos de violencia dom

relaciones en las que se da dicha violencia. 
� incluye mecanismos de denuncia y deberes de los agentes de policía, incluido el que 

la policía ha de responder a toda petición de asistencia y protecc
violencia doméstica y explicar a las víctimas sus derechos legales; 

� establece mandatos judiciales de amparo y conmina
� aborda tanto el procedimiento penal como civil; y 
� establece servicios de apoyo a las víctimas, programas para los a

 
En 1997, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó las Estrategias y Medidas 
Prácticas Modelo para la eliminación de la violencia contra la mujer en el campo de la 
prevención del delito y la ju
a los Estados Miembros a:  

                                             
24 María Mamérita Mestanza Chávez contra el Perú, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
Petición 12.191, Informe No. 71/03, 2003. Véase http://www.cidh.oas.org/annualrep/2003sp/Peru.12191.htm. 
25 MC contra Bulgaria, Tribunal Europeo de Derechos Humanos 39272/98, 4 de diciembre de 2003. Véase 
http://cmiskp.echr.coe.int/tkp197/view.asp?item=1&portal=hbkm&action=html&highlight=Bevacqua%20%7
C%20bulgaria&sessionid=21408082&skin=hudoc-en. 
26 Maria da Penha contra el Brasil, asunto 12.501, informe No. 54/01, OEA/Ser.L/V/II.111 Doc. 20 rev. en 
704 (2000). Véase http://www.cidh.oas.org/annualrep/2000sp/CapituloIII/Fondo/Brasil12.051.htm. 
27 Informe presentado por la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas 
y consecuencias (1996) “Marco de legislación modelo sobre la violencia doméstica" E/CN.4/1996/53/Add.2. 
Véase asimismo Fifteen Years of the United Nations Special Rapporteur on violence against women, its 
causes and consequences (1994-2009) – A Critical Review [Quince años de existencia de la figura del 
Relator Especial sobre la violencia contra la mujer (1994-2009), revisión crítica], Relatora Especial sobre la 
violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias (2009), disponible en línea en: 
http://www2.ohchr.org/english/issues/women/rapporteur/docs/15YearReviewofVAWMandate.pdf. 
28 Anexo a la resolución de la Asamblea General 52/86, Medidas de prevención del delito y de justicia penal 
para la eliminación de la violencia contra la mujer. 
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� revisar sus leyes para cerciorarse de que todos los actos de violencia contra la 
mujer están debidamente prohibidos (párr. 6); 

� revisen sus procedimientos penales para cerciorarse de que la responsabilidad 
principal de entablar una acción penal recaiga en el ministerio público, de que la 
policía tenga autorización para allanar domicilios y efectuar detenciones en 
casos de violencia contra alguna mujer, de que se hayan adoptado medidas para 
facilitar el testimonio de las víctimas, de que en todo proceso penal se tengan en 
cuenta pruebas de actos de violencia perpetrados con anterioridad, y de que los 

rresponda a los actos de violencia y 

e todo 

 9, letra a);  

ceso y a raíz del mismo (párr. 9, letra h); 
� establezcan capacitación de la policía y el personal del sistema de justicia penal 

ales no gubernamentales en 200430; varios Estados, como Australia31 
y otros como el Consejo Nacional de Magistrados de Tribunales de Familia de los Estados 
Unidos de América. 

                                                

tribunales estén facultados para dictar mandatos judiciales de amparo y 
conminatorios (párr. 7);  

� se cercioren de que se dé la respuesta que co
de que los procedimientos policiales tengan en cuenta la necesidad de garantizar 
la seguridad de la víctima (párr. 8, letra c);  

� se cercioren de que sus políticas en materia de condenas hagan qu
infractor responda de sus actos contra la víctima y de que las sanciones sean 
comparables a las previstas para otros delitos violentos (párr.

� adopten medidas para proteger a las víctimas y los testigos durante la 
celebración del pro

(párr. 12, letra b). 
 
Otros organismos que han llevado a cabo iniciativas para desarrollar enfoques modelo a fin 
de abordar la violencia contra la mujer han sido la secretaría de la Comunidad del Caribe 
(CARICOM) en 199129; la Organización Panamericana de la Salud (OPS), una oficina 
regional de la Organización Mundial de la Salud (OMS), en coordinación con la Comisión 
Interamericana de Mujeres (CIM/OEA), el Fondo de Población de las Naciones Unidas 
(UNFPA), el Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) y 
organizaciones region

 
29 Disponible en línea en: 
http://www.caricom.org/jsp/secretariat/legal_instruments/model_legislation_women_issues.jsp (en inglés). 
30 Disponible en línea en: http://www.paho.org/Spanish/DPM/GPP/GH/LeyModelo.htm.  
31 Partnership Against Domestic Violence (1999) Model Domestic Violence Laws Report, disponible en línea 
en: http://www.ag.gov.au/www/agd/agd.nsf/Page/Publications_Modeldomesticviolencelaws-report-April1999 
(en inglés).  
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3. MARCO MODELO PARA LA LEGISLACIÓN EN MATERIA DE VIOLENCIA 
CONTRA LA MUJER 

 
3.1. Enfoque exhaustivo y basado en los derechos humanos  

3.1.1. La violencia contra las mujeres como forma de discriminación por razón de género 

 
Recomendación
La legislación ha de: 
o reconocer que la violencia contra la mujer es una forma de discriminación, una 

manifestación de relaciones de poder históricamente desiguales entre el hombre y la 
mujer, y una violación de los derechos humanos de las mujeres; 

o definir la discriminación contra la mujer como toda distinción, exclusión o restricción 
basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, 
goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la 
igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en 
las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera; y 

o establecer que no pueda invocarse ninguna costumbre, tradición ni consideración 
religiosa para justificar la violencia contra la mujer. 

 
Comentario
En los dos últimos decenios, la violencia contra las mujeres ha llegado a entenderse como 
forma de discriminación y violación de los derechos humanos de las mujeres. La legislación 
sobre la violencia contra la mujer debe ser conforme con la Declaración sobre la 
Eliminación de la Violencia contra la Mujer de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas (resolución 48/104 de 1993), leída en conjunto con el artículo 1 de la Convención
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y las 
recomendaciones generales núm. 12 (1989) y 19 (1992) del Comité de las Naciones Unidas 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. 
 
Se han elaborado varios actos legislativos que reconocen explícitamente la violencia contra 
la mujer como una forma de discriminación y una violación de los derechos humanos. Algunos 
se refieren específicamente a instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos. 
Por ejemplo, el artículo 1 de la Ley costarricense de penalización de la violencia contra las 
mujeres (2007) establece: “La presente Ley tiene como fin proteger los derechos de las víctimas 
de violencia y sancionar las formas de violencia física, psicológica, sexual y patrimonial 
contra las mujeres mayores de edad, como práctica discriminatoria por razón de género, 
específicamente en una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no, en 
cumplimiento de las obligaciones contraídas por el Estado en la Convención para la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, Ley Nº 6968, de 2 de 
octubre de 1984, así como en la Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra la mujer, Ley Nº 7499, de 2 de mayo de 1995”. En la legislación 
costarricense, el término “violencia patrimonial” se refiere a la denegación de propiedad o 
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herencia. El artículo 9 de la Ley contra el Femicidio y otras formas de Violencia contra la 
Mujer (2008) de Guatemala establece que en los delitos tipificados contra la mujer no podrán 
invocarse costumbres o tradiciones culturales o religiosas como causa de justificación o de 
exculpación para perpetrar dicha violencia. 
  
3.1.2. Enfoque legislativo exhaustivo 

 
Recomendación 
La legislación ha de:  
o ser exhaustiva y multidisciplinar y tipificar todas las formas de violencia contra la mujer, 

así como comprender cuestiones de prevención, protección, empoderamiento y apoyo de 
supervivientes (sanitario, económico, social y psicológico), así como un castigo adecuado de 
los autores y la disponibilidad de soluciones jurídicas para los supervivientes.  

 
Comentario
Hasta la fecha, muchas leyes sobre violencia contra la mujer se han centrado sobre todo en 
su tipificación como delito. Es importante que los marcos jurídicos superen este enfoque 
limitado para hacer un uso efectivo de una serie de ámbitos del derecho, incluido el civil, el 
penal, el administrativo y el constitucional, y aborden la prevención de la violencia y la 
protección y el apoyo a los supervivientes. Por ejemplo, Ley Orgánica española de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género (2004) incorpora disposiciones sobre 
sensibilización, prevención y detección y los derechos de los supervivientes de violencia; 
crea mecanismos institucionales específicos para abordar la violencia contra la mujer; 
introduce normas con arreglo al derecho penal; y establece asistencia judicial para los 
supervivientes. También resulta importante que la legislación incorpore un enfoque 
multidisciplinar a la regulación de la violencia contra la mujer. Las reformas del Código 
Penal sueco en relación con la violencia contra la mujer, introducidas por el paquete 
“Kvinnofrid” en 1998, destacan la importancia de la colaboración entre la policía, los 
servicios sociales y los proveedores de servicios sanitarios.  
 
3.1.3. Igualdad de aplicación de la legislación a todas las mujeres y medidas para 
abordar la discriminación múltiple 

 
Recomendación
La legislación ha de:  
o proteger a todas las mujeres sin discriminar por razón de raza, color, idioma, religión, 

opinión política o de otro tipo, origen nacional o social, patrimonio, estado civil, orientación 
sexual, condición de seropositiva, condición de inmigrante o refugiada, edad o discapacidad; y 

o reconocer que la experiencia que las mujeres tienen de la violencia se ve influida por 
factores como su raza, color, religión, opinión política o de otro tipo, origen nacional o 
social, patrimonio, estado civil, orientación sexual, condición de seropositiva, condición 
de inmigrante o refugiada, edad o discapacidad, e incluye medidas orientadas a determinados 
grupos de mujeres, en su caso.
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Comentario
En ocasiones, la legislación sobre la violencia contra la mujer contenía disposiciones o ha 
sido aplicada por el sistema judicial de tal forma que establecía distinciones entre distintos 
grupos de mujeres. La reforma del Código Penal turco en 2004 eliminó disposiciones que 
imponían sanciones menores o inexistentes en casos de violencia contra mujeres no casadas 
o no vírgenes y actualmente garantiza que la legislación proteja a todas las mujeres por igual. 
 
La experiencia que las mujeres tienen de la violencia y del sistema judicial se ve influida 
además por su raza, color, religión, opinión política o de otro tipo, origen nacional o social, 
patrimonio, estado civil, orientación sexual, condición de seropositiva, condición de inmigrante o 
refugiada, edad o discapacidad. En muchas sociedades, las mujeres que pertenecen a una 
determinada etnia o a determinados grupos raciales sufren violencia por razón de género 
además de violencia por razón de su identidad étnica o racial. Es importante que la legislación, o 
la legislación subsidiaria, en su caso, dispongan específicamente el trato apropiado y 
concienciado de las mujeres demandantes/supervivientes de violencia que sufren múltiples 
formas de discriminación. El título VI del Proyecto de Ley estadounidense de Orden Público en 
las Comunidades Tribales (2008), en caso de aprobarse, promulgaría disposiciones específicas en 
relación con el enjuiciamiento y la prevención de la violencia doméstica y la agresión 
sexual cometidas contra mujeres americanas autóctonas.  
 
3.1.4. Legislación sobre cuestiones de género 

Recomendación
La legislación ha de:  
o tener en cuenta las cuestiones de género, no pasarlas por alto. 

Comentario
La legislación que tiene en cuenta cuestiones de género reconoce las desigualdades entre la 
mujer y el hombre, así como las necesidades específicas de la mujer y el hombre. Un enfoque de 
la legislación en materia de violencia contra la mujer que tenga en cuenta cuestiones de 
género reconoce que las experiencias que las mujeres y los hombres tienen de la violencia 
son distintas y que la violencia contra la mujer es una manifestación de la desigualdad histórica 
de las relaciones de poder entre el hombre y la mujer y de la discriminación contra la mujer.  
 
Durante mucho tiempo se ha debatido cuál era la mejor forma de velar por que se tuviesen 
en cuenta las cuestiones de género en la legislación en materia de violencia. La legislación 
dedicada a las cuestiones de género se ha considerado importante, especialmente en 
Latinoamérica, por cuanto reconoce la violencia contra la mujer como forma de 
discriminación por razón de género y aborda las necesidades particulares de las mujeres 
demandantes/supervivientes. No obstante, la legislación dedicada a las cuestiones de género 
en materia de violencia contra la mujer no permite el enjuiciamiento de la violencia contra 
hombres y niños y en algunos países puede impugnarse por considerarse inconstitucional. 
Varios países han adoptado legislación neutral con respecto a las cuestiones de género y 
que es aplicable tanto a mujeres como a hombres. Sin embargo, dicha legislación puede ser 
objeto de manipulación por parte de quienes perpetran delitos de violencia. Por ejemplo, en 
algunos países, se ha enjuiciado a las propias mujeres supervivientes de violencia por su 
incapacidad para proteger a sus hijos de la violencia. Asimismo, la legislación neutral con 
respecto a las cuestiones de género ha tendido a priorizar la estabilidad de la familia por 
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encima de los derechos de las personas demandantes/supervivientes (predominantemente 
mujeres) porque no refleja ni aborda específicamente la experiencia que las mujeres tienen 
de la violencia cometida contra ellas.  
 
Alguna legislación combina disposiciones neutras y específicas en relación con las cuestiones 
de género con el objetivo de reflejar las experiencias y necesidades específicas de las 
demandantes/supervivientes de la violencia, al tiempo que permite el enjuiciamiento de la 
violencia perpetrada contra hombres y niños. Por ejemplo, la sección 4a del capítulo 4 del 
Código Penal sueco, en su versión reformada por el paquete “Kvinnofrid” en 1998, contiene 
un delito neutral de “grave violación de la integridad” que existe cuando una persona comete 
violaciones reiteradas, como el abuso físico o sexual, contra una persona con la que tiene, o 
ha tenido, una relación cercana, así como el delito específico de género de "grave violación 
de la integridad de una mujer”, constituido por los mismos elementos, y que existe cuando lo 
comete un hombre contra una mujer. Desde 2006, el Código de Procedimiento Penal austriaco 
dispone procedimientos y derechos específicos para las demandantes/supervivientes de 
violencia en el proceso judicial penal con el fin de evitar su victimización secundaria.  
 
3.1.5. Relación entre derecho consuetudinario o religioso y el sistema judicial formal 
 
Recomendación
La legislación ha de establecer que: 
o cuando existen conflictos entre derecho consuetudinario o religioso y el sistema judicial 

formal, el asunto ha de resolverse con respeto para los derechos humanos del superviviente y 
de acuerdo con normas en materia de igualdad entre los géneros; y

o el procesamiento de un asunto de conformidad con el derecho consuetudinario o religioso no 
excluye la posibilidad de que se someta al sistema judicial formal.

Comentario
En muchos países, los asuntos de violencia contra la mujer siguen tramitándose a través de 
procedimientos y medidas de derecho consuetudinario o religioso, como la prestación de 
"compensación” a la familia o comunidad de la superviviente, y de prácticas consuetudinarias de 
reconciliación consistentes en ceremonias de perdón. La aplicación de dichas leyes se ha 
demostrado problemática, por cuanto no se centra en la curación de la superviviente ni en la 
concesión de soluciones jurídicas. Además, en muchos casos se ha considerado que el uso 
del derecho consuetudinario o religioso excluye la posibilidad de que la superviviente 
recurra al sistema judicial formal. Por otro lado, existen pruebas de los beneficios de 
determinados mecanismos judiciales informales, como los “tribunales de mujeres”, que suelen 
ser más accesibles a las supervivientes de violencia que el sistema judicial oficial, tanto en 
términos de su ubicación geográfica como en relación con el lenguaje y la forma en que se 
lleva a cabo el procedimiento judicial.  
 
Por consiguiente, es importante aclarar la relación entre el derecho consuetudinario o 
religioso y el sistema judicial formal y codificar el derecho de la persona superviviente a 
ser tratada de acuerdo con las normas en materia de derechos humanos e igualdad de 
género en ambos procesos. La Ley de derecho penal (compensación) de 1991 de Papua 
Nueva Guinea es un ejemplo interesante de integración del derecho consuetudinario en el 
sistema judicial formal, al permitir a las personas supervivientes de delitos, incluidas la 
violencia sexual y doméstica, solicitar compensación al autor de los mismos. La solicitud 
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de compensación por delito o falta constituye una característica común del derecho 
consuetudinario de Papua Nueva Guinea, y la promulgación de legislación sobre compensación 
tenía el objetivo de reducir la incidencia de los delitos cometidos para “pagar” otro previo. 
 
3.1.6. Enmienda o supresión de disposiciones legales contradictorias 

 
Recomendación 
La legislación ha de: 
o establecer la enmienda o supresión de disposiciones incluidas en otros ámbitos de 

derecho, como el derecho de familia y divorcio, el derecho de propiedad, normativas en materia 
de vivienda, el derecho de seguridad social y el derecho del trabajo que contradigan la 
legislación adoptada, con el fin de garantizar un marco jurídico que fomente los derechos 
humanos y la igualdad de género de la mujer, y la eliminación de la violencia contra la mujer. 

Comentario
Para que la eficacia sea completa, la adopción de nueva legislación sobre violencia contra 
la mujer debe acompañarse de una revisión y enmienda, en su caso, de todas las demás 
leyes pertinentes a fin de velar por la incorporación coherente de los derechos humanos de 
las mujeres y la eliminación de la violencia contra la mujer. Por ejemplo, en España, 
conjuntamente con la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Género (2004) se modificaron otras con el fin de garantizar la coherencia, como el 
Estatuto de los Trabajadores, la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, la 
Ley General de la Seguridad Social, disposiciones adicionales de la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado, el Código Civil, el Código Penal, la Ley de Enjuiciamiento Civil, la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, la Ley Orgánica 
reguladora del Derecho a la Educación y la Ley General de Publicidad. En los Estados 
Unidos de América, la Ley de Reconciliación de Responsabilidad Personal y Oportunidad 
de Empleo (1996) creó una Opción de Violencia Familiar que permite a los supervivientes 
de la violencia doméstica quedar exentos de determinadas restricciones de empleo relacionadas 
con la percepción de pagos de asistencia pública. En abril de 1999, el Departamento de 
Servicios Sanitarios y Humanos de los Estados Unidos de América emitió normas relativas 
a la aplicación de la Opción de Violencia Familiar. 
 
3.2. Aplicación
 
3.2.1. Plan de acción o estrategia nacional 

 
Recomendación
La legislación ha de:  
o cuando todavía no exista un plan de acción o estrategia nacional sobre la violencia 

contra la mujer, encargar la formulación de un plan, que debe incluir un conjunto de 
actividades con referencias e indicadores, con el fin de velar por que exista un marco 
para un enfoque exhaustivo y coordinado de la aplicación de la legislación; o
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o cuando ya exista un plan de acción o estrategia nacional, referirse al plan como el 
marco para la aplicación exhaustiva y coordinada de la legislación.

Comentario
Lo más probable es que la legislación se aplique de forma eficaz si va acompañada de un 
marco de política exhaustivo que incluya un plan de acción o estrategia nacional. La Ley 
uruguaya de Prevención, Detección Temprana, Atención y Erradicación de la Violencia 
Doméstica (2002) dicta la formulación de un plan nacional contra la violencia doméstica. 
El artículo 46 de la Ley de Delitos Sexuales (2006) de Kenya exige que el ministro 
pertinente prepare un marco de política nacional que oriente la aplicación y administración 
de la Ley y revise el marco de política al menos una vez cada cinco años. La Ley mexicana 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007) establece la inclusión 
prioritaria de medidas y políticas dirigidas a erradicar la violencia contra la mujer en el Plan 
Nacional de Desarrollo y obliga al Gobierno a formular una política nacional con la 
finalidad de prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.  

3.2.2. Presupuesto

Recomendación
La legislación ha de:  
o encargar la asignación de un presupuesto para su aplicación mediante:

� la creación de una obligación general del Gobierno de proporcionar un presupuesto 
adecuado para la ejecución de las actividades pertinentes;

� la solicitud de asignación de financiación para una actividad específica, por ejemplo, la 
creación de una fiscalía especializada; o

� la asignación de un presupuesto específico destinado a organizaciones no gubernamentales 
para una gama determinada de actividades relacionadas con su aplicación.

Comentario
Sin financiación adecuada, la legislación no puede aplicarse de forma efectiva. En consecuencia, 
es cada vez más corriente que la legislación en materia de violencia contra la mujer contenga 
disposiciones que exijan una asignación presupuestaria para su aplicación. Por ejemplo, la 
Ley mexicana de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007) establece la 
obligación de que el Estado y los municipios tomen medidas presupuestales y administrativas 
para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. En los Estados 
Unidos de América, la Ley de Violencia contra la Mujer (1994) y sus enmiendas proporcionan 
una fuente notable de financiación para las organizaciones no gubernamentales que trabajan 
en el ámbito de la violencia contra la mujer. Es importante que toda asignación presupuestaria se 
base en un análisis completo de la financiación necesaria para aplicar todas las medidas que 
contiene la legislación.  
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3.2.3. Formación y capacitación de los empleados públicos 

Recomendación
La legislación ha de exigir:  
o la formación y capacitación regulares e institucionalizadas de los empleados públicos 

sobre la cuestión de la violencia contra la mujer teniendo en cuenta las cuestiones de género;
o la formación y capacitación específicas de los empleados públicos pertinentes cuando 

se promulgue nueva legislación, con el fin de garantizar que sean conscientes de su 
existencia y competentes en el uso de sus nuevas obligaciones; y

o que dicha formación y capacitación se desarrolle y lleve a cabo en estrecha consulta con 
organizaciones no gubernamentales y proveedores de servicios a demandantes/supervivientes 
de violencia contra la mujer.

 
Comentario
Resulta crucial velar por que las personas a quienes se exija la aplicación de legislación 
relativa a la violencia contra las mujeres incluida la policía, fiscales y jueces, tengan una 
comprensión profunda de dicha legislación y sean capaces de aplicarla de forma apropiada 
y teniendo en cuenta las cuestiones de género. Cuando no se forma de manera exhaustiva a 
los empleados públicos que participan en la aplicación de la ley en relación a su contenido, 
existe el riesgo de que no se aplique de forma efectiva o uniforme. Se han realizado 
múltiples y variados esfuerzos para formar a los empleados públicos e incluir la 
capacitación de la violencia contra la mujer en los planes oficiales de formación de estas 
profesiones. Se ha demostrado que dichos esfuerzos formativos y de capacitación son más 
efectivos, y se aplican con el mayor rigor, cuando son exigidos por ley y desarrollados en 
estrecha colaboración con organizaciones no gubernamentales.  
 
El artículo 47 de la Ley Orgánica española de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género (2004) exige al Gobierno y al Consejo General del Poder Judicial que 
aseguren una formación específica relativa a la igualdad y no discriminación por razón de 
sexo y sobre violencia de género en los cursos de formación de jueces y magistrados, fiscales, 
secretarios judiciales, fuerzas y cuerpos de seguridad y médicos forenses. De conformidad 
con el artículo 7 de la Ley albana de Medidas contra la Violencia en Relaciones Familiares 
(2006), el Ministerio del Interior se encarga de formar a la policía sobre la gestión de casos 
de violencia doméstica, y el Ministerio de Justicia es responsable de formar a los expertos 
médico-jurídicos en violencia doméstica y abuso de menores, y de formar a los agentes 
judiciales en el servicio de las órdenes de protección. La sección 42 de la Ley filipina 
Antiviolencia contra las Mujeres y sus Hijos (2004) exige que todas las agencias que 
respondan a la violencia contra la mujer y sus hijos asistan a cursos educativos y formativos 
sobre a) la naturaleza y las causas de la violencia contra las mujeres y sus hijos; b) derechos 
y soluciones jurídicas de las demandantes/supervivientes; c) servicios disponibles; d) 
obligaciones legales de agentes de policía de efectuar detenciones y ofrecer protección y 
asistencia; y e) técnicas de gestión de incidentes de violencia contra las mujeres y sus hijos. 
El proyecto de legislación sobre órdenes de protección de los Países Bajos, en caso de 
aprobarse, establecerá un programa de formación para la policía. 
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3.2.4. Unidades especializadas de la policía y la fiscalía 

Recomendación
La legislación/legislación subsidiaria ha de velar por:  
o la designación o el reforzamiento de unidades especializadas de la policía y unidades 

especializadas de la fiscalía sobre violencia contra la mujer y proporcionar financiación 
suficiente para su trabajo y la formación especializada de su personal; y

o que las demandantes/supervivientes tengan la opción de comunicarse con agentes de 
policía o fiscales que sean mujeres.

 
Comentario
Las autoridades policiales y los fiscales resultan de vital importancia para garantizar que se 
castigue a los autores de actos violentos, especialmente con respecto a la investigación de 
actos de violencia contra la mujer, la conservación de pruebas y la emisión de autos de 
procesamiento. La calidad del trabajo de la policía y la fiscalía es crucial a la hora de 
determinar si se ha instruido un procedimiento o si se ha condenado a una persona. No 
obstante, en muchos países se ha visto que los actos de violencia contra la mujer no se 
investigan de forma exhaustiva o no se documentan de forma precisa, y que la violencia 
doméstica sigue considerándose un asunto privado y no un delito penal, mientras que las 
denuncias de violencia sexual siguen tratándose con escepticismo. Se ha comprobado que 
las unidades especializadas son más receptivas y efectivas para la gestión de la violencia 
contra la mujer. La experiencia ha demostrado que la creación de dichas unidades puede 
facilitar el desarrollo de conocimientos especializados en este ámbito y suponer un incremento en 
el número de asuntos investigados y una mejora de la calidad y de la eficiencia del proceso 
para la persona demandante/superviviente. No obstante, en algunos países la experiencia 
indica que la creación de dichas unidades puede dar lugar a la marginación de las cuestiones 
relacionadas con la mujer. Por tanto, es esencial que la creación de unidades especializadas 
se acompañe de financiación suficiente y de formación de los trabajadores. En Italia, muchas 
comisarías de policía han puesto en marcha servicios especiales de investigación para responder 
de forma más adecuada a las mujeres que denuncian actos de violencia sexual. En Jamaica 
se ha constituido una unidad de delitos sexuales dentro de la policía con el objetivo de crear 
un entorno que anime a las demandantes/supervivientes a comunicar incidentes de agresión 
sexual y abuso de menores; investigar de forma efectiva las denuncias de agresión; y 
ofrecer servicios de asesoría y terapia. Las Orientaciones Nacionales para Fiscales en 
Asuntos de Delitos Sexuales (1998) del Departamento de Justicia de Sudáfrica indican que 
"un fiscal especialista es la persona ideal para este tipo de asunto". El proyecto de ley de 
violencia intrafamiliar del Líbano, en caso de aprobarse, requeriría la creación de una 
unidad especializada en violencia intrafamiliar en la Dirección General de las Fuerzas de 
Seguridad Interna para recibir e investigar quejas.  
 
 
3.2.5. Tribunales especializados 
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Recomendación
La legislación ha de: 
o establecer la creación de tribunales especializados o procedimientos judiciales especiales que 

garanticen la tramitación oportuna y eficiente de asuntos de violencia contra la mujer; y
o velar por que el personal asignado a tribunales especializados reciba formación especializada 

y que existan medidas para minimizar el estrés y la fatiga de dichos trabajadores.

Comentario
Las experiencias de las demandantes/supervivientes con el personal de los tribunales 
ordinarios sugiere que es frecuente que dicho personal no preste atención suficiente a las 
cuestiones de género o no comprenda de forma exhaustiva las diversas leyes aplicables a 
los asuntos de violencia contra la mujer; que no preste atención suficiente a los derechos 
humanos de las mujeres; y que tenga una carga excesiva de trabajo, lo que ocasiona demoras y 
aumentos de costes para la persona demandante/superviviente. Existen tribunales especializados 
en diversos países, entre ellos el Brasil, España, el Uruguay, Venezuela, el Reino Unido y 
varios Estados de los Estados Unidos de América, que han resultado efectivos en muchos 
casos por brindar mayores posibilidades de que el personal de los tribunales y de la Justicia 
esté especializado y sea más receptivo a las cuestiones de género en relación con la violencia 
contra la mujer, y suelen contar con procedimientos para acelerar asuntos de violencia 
contra la mujer. Los tribunales especializados integrados creados con arreglo al título V de 
la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género (2004) 
en España y al artículo 14 de la Ley Maria da Penha (2006) en Brasil tratan todos los 
aspectos jurídicos de asuntos relacionados con la violencia doméstica, incluidos procedimientos 
de divorcio y custodia de los hijos y procedimientos penales. Al simplificar y centralizar los 
procesos judiciales, dichos tribunales integrados eliminan órdenes contradictorias, mejoran 
la seguridad de las demandantes/supervivientes y reducen su necesidad de testificar de 
forma reiterada. Sin embargo, es importante velar por que las demandantes/supervivientes 
conserven el control del procedimiento y no se sientan forzadas a emprender acciones, como un 
divorcio o una separación, si no están preparadas. La experiencia de España sugiere que los 
procedimientos instruidos en tribunales especializados a veces progresan demasiado rápido 
para las demandantes/supervivientes y, en consecuencia, algunas se retiran de la causa. 
También es importante garantizar que todos los profesionales pertinentes estén disponibles 
en los tribunales especializados. Los Tribunales de Delitos Sexuales creados en Sudáfrica 
como parte de la estrategia de lucha contra la violación están dotados de un cuadro de fiscales, 
trabajadores sociales, oficiales de instrucción, jueces, profesionales sanitarios y policía. 

3.2.6. Protocolos, orientaciones, normas y reglamentos 

Recomendación
La legislación ha de:  
o exigir que los ministros pertinentes, en colaboración con la policía, los fiscales, los jueces y el 

sector sanitario y educativo formulen reglamentos, protocolos, orientaciones, instrucciones, 
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directivas y normas, incluidos formularios normalizados, para la aplicación exhaustiva y 
oportuna de la legislación; y

o establezcan que dichos reglamentos, protocolos, orientaciones y normas se elaboren dentro de 
un número limitado de meses posteriores a la entrada en vigor de la legislación. 

Comentario
Sin la promulgación de reglamentos, protocolos, orientaciones y normas, la legislación no 
se aplicará de forma exhaustiva y la formación del personal no producirá resultados efectivos. 
Las secciones 66 y 67 de la Ley de Modificación de la Legislación Penal (Delitos Sexuales 
y Asuntos Relacionados) (2007) sudafricana contemplan procedimientos detallados para la 
elaboración de directivas, instrucciones y reglamentos nacionales. La sección 47 de la Ley
de Delitos Sexuales (2006) de Kenya establece la promulgación de reglamentos. El 
apartado 3 del artículo 21 de la Ley de Eliminación de la Violencia Doméstica, Protección y 
Apoyo a las Víctimas (2006) de Georgia insta al Ministerio de Asuntos Internos a elaborar y 
aprobar, en el plazo de un mes a partir de la publicación de la ley, un formulario 
normalizado para las órdenes de protección de emergencia emitidas por la policía. La Ley 
búlgara de Protección contra la Violencia Doméstica (2005) exige a los ministerios del 
Interior, Justicia, Sanidad y otros que elaboren programas de prevención y protección 
contra la violencia doméstica en el plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de la 
ley. 
 
3.2.7. Límite de tiempo para la activación de las disposiciones legislativas 

 
Recomendación
La legislación ha de:  
o establecer un plazo límite en relación con el tiempo que puede transcurrir entre su adopción y 

su entrada en vigor.  
 
Comentario 
La experiencia ha demostrado que pueden darse demoras considerables entre la adopción 
de legislación y su entrada en vigor. Para solucionar este problema, algunos países han 
incluido una disposición legislativa que especifica la fecha en la que entrarán en vigor la 
legislación pertinente y todas sus disposiciones. Por ejemplo, la sección 72 de la Ley de 
Modificación de la Legislación Penal (Delitos Sexuales y Asuntos Relacionados) (2007) 
sudafricana establece que la mayor parte de la ley producirá efectos a partir del 16 de 
diciembre de 2007 y especifica que los capítulos 5 y 6 de la ley producirán efectos a partir 
del 21 de marzo de 2008 y el 16 de junio de 2008, respectivamente.  
 
3.2.8. Sanciones por incumplimiento de las autoridades competentes 

Recomendación 
La legislación ha de:  
o establecer sanciones efectivas contra las autoridades competentes que no cumplan sus 

disposiciones.  
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Comentario
Para garantizar que el personal encargado de aplicar la legislación en materia de violencia 
contra la mujer acate íntegramente sus responsabilidades, existe la necesidad de que la 
legislación contemple sanciones por incumplimiento. El artículo 5 de la Ley costarricense 
de penalización de la violencia contra las mujeres (2007) establece que quienes, en el 
ejercicio de sus funciones, estén obligados a conocer de situaciones de violencia contra las 
mujeres “deberán actuar ágil y eficazmente, respetando tanto los procedimientos como los 
derechos humanos de las mujeres afectadas; de lo contrario, podrán incurrir en el delito de 
incumplimiento de deberes”. Los artículos 22, 23 y 24 de la Ley venezolana sobre la 
violencia contra la mujer y la familia (1998) establecen sanciones para los patronos o 
autoridades de superior jerarquía en los centros de empleo, educación o cualquier otra 
actividad, profesionales de la salud y funcionarios del sistema judicial que no den la debida 
tramitación a la denuncia dentro del plazo previsto. 
 
3.3. Supervisión y evaluación 
 
3.3.1. Mecanismo institucional específico para supervisar la aplicación 

Recomendación
La legislación ha de:  
o contemplar la creación de un mecanismo específico multisectorial que supervise la 

aplicación de la legislación e informe al Parlamento con regularidad. Las funciones de 
dicho mecanismo deben incluir: 
� recopilación y análisis de información;
� entrevistas con demandantes/supervivientes, abogados, procuradores, policía, 

fiscales, jueces, agentes de libertad vigilada y proveedores de servicios en relación 
con el acceso de las demandantes/supervivientes al sistema jurídico y con la eficacia 
de las soluciones jurídicas, incluidos los obstáculos que han de sortear determinados 
grupos de mujeres; y

� la proposición de enmiendas a la legislación en caso necesario; y
o establecer una financiación adecuada para el mecanismo. 

Comentario
Para garantizar que la legislación se aplique de forma efectiva y no tenga efectos adversos 
no previstos, resulta esencial que se ejerza una supervisión atenta y regular. Podría revelar 
lagunas en el ámbito de aplicación y efectividad de la ley, la necesidad de formar a los 
profesionales jurídicos y otras partes interesadas, la falta de una respuesta coordinada y 
consecuencias no previstas de la ley para las demandantes/supervivientes, identificando así 
áreas que requieren reformas legales. La supervisión resulta más efectiva cuando es el 
Gobierno quien la efectúa en colaboración con organizaciones no gubernamentales y 
cuando cuenta con la participación de las demandantes/supervivientes de la violencia y los 
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proveedores de servicios para garantizar que las evaluaciones reflejen la experiencia de la 
ley en el terreno.  
En Honduras, tras la promulgación de la Ley contra la Violencia Doméstica (1997) se creó 
una Comisión Interinstitucional de Seguimiento a la Ley contra la Violencia Doméstica 
compuesta de miembros procedentes del Gobierno y la sociedad civil. En 2004, la Comisión 
propuso enmiendas a la ley, incluida la ampliación de las disposiciones relativas a las 
órdenes de protección y la tipificación como delitos de la violencia doméstica reiterada. El 
Congreso aprobó dichas modificaciones, que están en vigor desde 2006. La Ley Orgánica 
española de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género (2004) 
contempla la creación de dos instituciones. La Delegación Especial del Gobierno contra la 
Violencia sobre la Mujer, a la que corresponde formular políticas que aborden la violencia 
por razón de género, la promoción de la sensibilización pública a través de planes y 
campañas nacionales, la coordinación de las iniciativas de las distintas partes interesadas, la 
recopilación de datos y la realización de estudios. El titular de la Delegación Especial del 
Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer está legitimado ante los órganos jurisdiccionales 
para intervenir en defensa de los derechos de las mujeres. Una segunda institución, el 
Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, se encarga del asesoramiento y remisión 
de un informe anual al Gobierno. Además, el Gobierno, en colaboración con las 
Comunidades Autónomas, a los tres años de la entrada en vigor de la ley elaborará y 
remitirá al Congreso de los Diputados un informe en el que se hará una evaluación de los 
efectos de su aplicación en la lucha contra la violencia de género. La sección 39 de la Ley 
filipina Antiviolencia contra las Mujeres y sus Hijos (2004) establece la creación de un 
Consejo Interinstitucional sobre la Violencia contra las Mujeres y sus Hijos para supervisar 
la eficacia de las iniciativas emprendidas para combatir la violencia contra las mujeres y 
desarrollar programas y proyectos destinados a la eliminación de dicha violencia. 
 
La Ley uruguaya de Prevención, Detección Temprana, Atención y Erradicación de la 
Violencia Doméstica (2002) contempla la creación de un Consejo Nacional Consultivo de 
Lucha contra la Violencia Doméstica responsable de promocionar un enfoque integral que 
atienda las necesidades de las demandantes/supervivientes de la violencia. En Indonesia, el 
Decreto Presidencial número 181/1998 instituyó la Comisión Nacional sobre la Violencia 
contra la Mujer (Komnas Perempuan), que constituye un órgano independiente responsable 
de la promoción del respeto de los derechos humanos de las mujeres y de la eliminación de 
la violencia contra la mujer en Indonesia. El Proyecto de Ley de Prohibición de la Violencia de 
Nigeria, en caso de que se promulgue, crearía una Comisión Nacional sobre la Violencia contra 
la Mujer financiada íntegramente por el Gobierno con el fin, entre otros, de supervisar la 
aplicación de lo dispuesto en la ley.  
 
3.3.2. Recopilación de los datos estadísticos 

Recomendación
La legislación ha de:  
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o exigir que los datos estadísticos se recopilen a intervalos regulares en relación con las causas, 
las consecuencias y la frecuencia de todas las formas de violencia contra la mujer, y 
sobre la eficacia de las medidas destinadas a prevenir, castigar y erradicar la violencia 
contra la mujer y proteger y apoyar a las demandantes/supervivientes; y 

o exigir que dichos datos estadísticos se desglosen por sexo, raza, edad, origen étnico y 
otras características pertinentes.  

Comentario
La recopilación de datos, incluidos los estadísticos, resulta fundamental para supervisar la 
eficacia de la legislación. Esta investigación debe incluir la compilación de datos sobre 
reincidencia del agresor, y si dichos delitos tienen la misma víctima u otra diferente. Pese a 
los progresos alcanzados en los últimos años, sigue habiendo una necesidad urgente de 
reforzar la base de conocimientos sobre todas las formas de violencia contra las mujeres 
para informar el desarrollo de la legislación. Cuando sea posible, es importante que los 
institutos nacionales de estadística participen en la recopilación de datos estadísticos. 
 
Algunos países han respondido a la necesidad de recopilar más datos obligando a dichas 
actividades en la legislación. La Ley financiera italiana (2007) creó un Observatorio 
Nacional sobre la Violencia contra la Mujer y destinó tres millones de euros anuales durante los 
tres años siguientes a sus actividades. La Ley guatemalteca contra el Femicidio y otras 
formas de Violencia contra la Mujer (2008) obliga al instituto nacional de estadística a 
recopilar datos y a crear indicadores sobre violencia contra la mujer. La Ley albana de 
Medidas contra la Violencia en Relaciones Familiares (2006) obliga al Ministerio de 
Trabajo, Asuntos Sociales e Igualdad de Oportunidades a mantener datos estadísticos sobre 
los niveles de violencia doméstica. Los artículos 7 y 8 de la Ley polaca de Violencia 
Doméstica (2005) exigen al ministro de Asuntos Sociales que dirija y financie estudios y 
análisis sobre violencia doméstica. En México, la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia (2007) contempla la creación de un banco de datos nacional sobre casos 
de violencia contra la mujer, incluidas las órdenes de protección y las personas sometidas a 
ellas. Los proyectos de ley sobre violencia doméstica de Armenia, en caso de aprobarse, 
exigirían al Gobierno que recopilase estadísticas, elaborase estudios, supervisase y financiase 
centros de asesoramiento y de refugio.  
 
3.4. Definiciones
 
3.4.1. Definición de las formas de violencia contra la mujer 

 
Recomendación
La legislación ha de:  
o ser aplicable a todas las formas de violencia contra la mujer, incluidas las siguientes, 

aunque no se excluyen otras posibilidades:  
� violencia doméstica;
� violencia sexual, incluidos la agresión sexual y el acoso sexual;
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� prácticas perjudiciales, como matrimonio a edad temprana, matrimonio forzado, 
mutilación genital femenina, infanticidio femenino, selección prenatal del sexo, 
comprobación de virginidad, limpieza de VIH/SIDA, los llamados crímenes de honra, 
ataques con ácido, crímenes cometidos por causa del precio de la novia y la dote, 
maltrato de viudas, embarazo forzado y juicio de mujeres por brujería/hechicería;

� femicidio/feminicidio;
� trata; y
� esclavitud sexual; y

o reconocer la violencia contra la mujer cometida por actores específicos, y en contextos 
específicos, como: 

� la violencia contra la mujer en la familia;
� la violencia contra la mujer en la comunidad;
� la violencia contra la mujer en situaciones de conflicto; y
� la violencia contra la mujer condonada por el Estado, incluida la violencia en custodia 

policial y la violencia cometida por las fuerzas de seguridad.

Comentario
Las formas y manifestaciones de violencia contra la mujer varían en función de los 
contextos sociales, económicos, culturales y políticos concretos. No obstante, la legislación 
relativa a la violencia contra la mujer se ha ocupado de forma predominante de la violencia 
ejercida por la pareja. Varios países han aprobado legislación específica que regula otras 
formas de violencia, como la Ley de Prevención de los Crímenes con Ácido (2002) y la Ley
de Control del Ácido (2002) de Bangladesh, la sección 304B del Código Penal indio que 
tipifica como delito las "muertes por dote" y la Ley de Represión de la Práctica de la 
Mutilación Genital Femenina (No. 3 de 2003) de la República de Benin. Otros países han 
aprobado legislación que se ocupa de varias formas de violencia. Por ejemplo, la Ley
mexicana de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007) regula las formas 
de violencia en la familia, en el lugar de trabajo y en instituciones educativas, en la 
comunidad, en instituciones estatales y el femicidio. El femicidio es una forma extrema de 
violencia que puede culminar en homicidio de mujeres y que puede incluir tortura, 
mutilación, crueldad y violencia sexual. 
 
Independientemente de si las formas de violencia se regulan en distintos actos legislativos o 
en uno solo, un marco jurídico amplio ha de ser aplicable a cada forma, incluidas medidas 
de prevención de la violencia, protección y apoyo a la demandante/superviviente, castigo 
del autor del acto violento, y medidas que garanticen la implementación y evaluación 
exhaustivas de la ley.  

3.4.2. Definición de violencia doméstica 
 

3.4.2.1. Definición amplia de tipos de violencia doméstica 

Recomendación 
La legislación ha de:  
o incluir una definición amplia de la violencia doméstica, incluida la física, sexual, 

psicológica y económica.
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Comentario
La legislación relativa a la violencia doméstica ha tendido a abordar sólo la violencia física. 
Sin embargo, al haber surgido una comprensión más detallada de la naturaleza de la 
violencia doméstica, varios países han promulgado o modificado legislación para adoptar 
definiciones que incluyan algunos o todos los siguientes tipos de violencia: física, sexual, 
emocional o psicológica, y patrimonial, relativa a la propiedad o económica. Por ejemplo, el 
capítulo II de la Ley india de protección de las mujeres frente a la violencia doméstica 
(2005) incluye las agresiones físicas, sexuales, verbales, emocionales y económicas, y el 
artículo 5 de la Ley Maria da Penha (2006) brasileña dice: “configura violencia doméstica y 
familiar contra la mujer cualquier acción u omisión basada en el género que le cause la 
muerte, lesión, sufrimiento físico, sexual o psicológico y daño moral o patrimonial”.  El 
proyecto de ley de violencia intrafamiliar del Líbano, en caso de aprobarse, establecería que 
la violencia intrafamiliar abarca todos los actos de violencia de género cometidos por 
cualquier persona en la familia que puedan causar o resulten en daños o sufrimiento físico, 
psicológico, sexual o económico a una mujer. 
 
Sin embargo, en la práctica, las definiciones de violencia doméstica que incluyen la 
violencia psicológica y económica pueden ser problemáticas. La experiencia ha demostrado 
que los autores de violencia pueden intentar aprovecharse de dichas disposiciones 
solicitando órdenes de protección al alegar que su pareja abusa psicológicamente de ellos. 
Además, posiblemente muchas mujeres no esperen una respuesta contundente del sistema 
judicial a los denominados actos de violencia psicológica o económica cometidos contra 
ellas. Por otro lado, la violencia psicológica es muy difícil de demostrar. Por tanto, resulta 
esencial que toda definición de violencia doméstica que incluya violencia psicológica o 
económica se cumpla de forma apropiada y teniendo en cuenta las cuestiones de género. 
Debe recurrirse a los conocimientos técnicos especializados de los profesionales pertinentes, 
como psicólogos y asesores, abogados y proveedores de servicios para las 
demandantes/supervivientes de violencia y al mundo académico para determinar si el 
comportamiento constituye violencia. 
 

3.4.2.2. Ámbito de personas protegidas por la ley 

Recomendación 
La legislación debe ser aplicable como mínimo a:  
o personas que mantengan o hayan mantenido una relación íntima, incluidas las relaciones 

matrimoniales, no matrimoniales, homosexuales y no cohabitacionales, personas con 
relaciones mutuas de familia y miembros del mismo hogar.  

 
Comentario
Las leyes sobre violencia doméstica han venido aplicándose sólo a personas que mantienen 
relaciones íntimas y, en particular, a las parejas casadas. Con el tiempo, ha habido una 
ampliación de legislación para incluir otras personas demandantes/supervivientes de violencia 
doméstica, como los miembros de parejas no casadas o que mantienen una relación 
cohabitacional, las personas que mantienen relaciones de familia y los miembros del mismo 
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hogar, incluidos los trabajadores domésticos. La Ley Orgánica española de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género (2004) define las relaciones de violencia 
doméstica de forma amplia para incluir las relaciones con un cónyuge o ex cónyuge, 
relaciones no matrimoniales, relaciones no cohabitacionales, relaciones sentimentales y 
sexuales y relaciones entre los miembros de la familia o el hogar, como ascendientes, 
descendientes, personas con relaciones de sangre, personas que residen juntas y menores o 
personas discapacitadas sujetos a tutela o custodia. El artículo 5 de la Ley Maria da Penha 
(2006) brasileña incluye la violencia cometida en la “unidad doméstica”, definida como el 
espacio de convivencia permanente de personas, con o sin vínculo familiar; en la “familia”, 
definida como la comunidad formada por individuos que son o se consideran parientes, 
unidos por lazos naturales, por afinidad o por voluntad expresa, y en cualquier relación 
íntima. El Proyecto de Ley de Prohibición de la Violencia de Nigeria, en caso de aprobarse, 
define una relación doméstica de forma amplia, con el fin de incluir cónyuges, ex 
cónyuges, personas comprometidas, que salen juntas o en una relación consensual, padres 
de un niño, miembros de la familia, o residentes del mismo hogar. La Ley indonesia sobre
la eliminación de la violencia en el hogar (Ley No. 23 de 2004) se amplía a los trabajadores 
domésticos. En Austria, el requisito de que las personas demandantes/supervivientes demuestren 
su relación con el autor de la violencia para gozar de protección de conformidad con la ley ha 
tenido como consecuencia a veces la victimización secundaria de la demandante/superviviente. 
En ocasiones, los autores de la violencia han negado la existencia de una relación para 
evitar someterse a una orden de protección. En consecuencia, se ha solicitado a 
demandantes/supervivientes que demuestren que existía una relación, lo que ha llevado  
a cuestiones relativas a qué constituye una “relación”, incluido si la persona 
demandante/superviviente debe probar que ha tenido relaciones sexuales con el autor del 
acto violento para tener derecho a protección.  
 
3.4.3. Definición de violencia sexual 

 
3.4.3.1. Definición de delito amplio de agresión sexual que incorpora la 

violación, incluida la violación en el matrimonio 

Recomendación
La legislación ha de: 
o definir la agresión sexual como una violación de la integridad corporal y la autonomía sexual;
o sustituir los delitos existentes de violación y agresión “indecente” con un delito amplio 

de agresión sexual graduada basada en el daño;
o contemplar circunstancias agravantes incluidas, aunque no exclusivamente, la ley del 

superviviente, la relación del autor de la violencia y la persona superviviente, el uso o 
amenaza de violencia, la presencia de autores múltiples de violencia, y consecuencias 
físicas o mentales graves del ataque sobre la víctima;

o suprimir todo requisito de que la agresión sexual sea cometida por fuerza o violencia, y 
todo requisito de prueba de penetración, y minimizar toda victimización secundaria de 
la persona demandante/superviviente en procedimientos mediante la promulgación de 
una definición de agresión sexual que:
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� exija la existencia de “acuerdo inequívoco y voluntario” y que la persona acusada aporte 
pruebas de las medidas adoptadas para determinar si la demandante/superviviente había 
dado su consentimiento; o

� exija que el acto tenga lugar en “circunstancias coercitivas” e incluya una amplia 
gama de circunstancias coercitivas; y

o tipifiquen específicamente como delito la agresión sexual dentro de una relación (es 
decir, la “violación en el matrimonio”): 
� estableciendo que las disposiciones en materia de agresión sexual sean aplicables 

“independientemente de la naturaleza de la relación” entre quien comete la 
violencia y quien la denuncia; o

� afirmando que “ningún matrimonio u otra relación constituirá una defensa frente a 
un cargo de agresión sexual con arreglo a la legislación”.
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Comentario
La violencia sexual se ha tratado a menudo en el problemático marco de la moralidad, la 
decencia pública y la honra y como delito contra la familia o la sociedad, más que una 
violación de la integridad corporal de la persona. Se han obtenido resultados positivos a la 
hora de abordar esta cuestión. Varios países latinoamericanos, como Argentina, Bolivia, 
Brasil y Ecuador, han revisado sus códigos penales para reflejar la violencia sexual como 
violación de la demandante/superviviente, en lugar de una amenaza a su “honra” o “moralidad”. 
La reforma del Código Penal turco en 2004 definía las violaciones sexuales como “crímenes 
contra el individuo" en lugar de "crímenes contra la costumbre moral y la sociedad" y 
eliminaba todas las referencias a la "moralidad", "castidad" y “honra”, como las reformas 
Kvinnofrid al Código Penal sueco de 1998. 

La violación ha constituido la principal “forma” de violencia sexual tratada por el derecho 
penal y las definiciones de violación se centraban a menudo en la prueba de penetración. 
Dichas definiciones no tienen en cuenta toda la gama de violaciones sexuales que sufren las 
mujeres y las repercusiones que tienen en la demandante/superviviente. Por esta razón, 
algunos países han incluido en su legislación penal una definición amplia de “agresión 
sexual”, que comprende el delito anteriormente tipificado como violación y no depende de 
la prueba de penetración. Por ejemplo, el Código Penal canadiense contempla los delitos 
graduados de agresión sexual (sección 271), agresión sexual con arma, amenazas a una 
tercera parte o causantes de daños corporales (sección 272), y agresión sexual agravada, en 
las que el autor del acto violento hiere, lesiona, desfigura o pone en peligro la vida de la 
persona demandante (sección 273). El artículo 102 del Código Penal turco (2004) define la 
agresión sexual como el delito de violar la integridad corporal de otra persona por medio de 
la conducta sexual; la violación como el delito de violar la integridad personal de otra 
persona, incluido el cónyuge en el matrimonio, mediante la inserción de un órgano u otro 
objeto dentro del cuerpo. 
 
Las definiciones de violación y agresión sexual han evolucionado con el tiempo del 
requisito del uso de la fuerza o violencia al requisito de ausencia de consentimiento. Por 
ejemplo, el Código Penal canadiense contiene una norma de consentimiento positivo que 
establece: por “consentimiento” se entiende, a los efectos de esta sección, el acuerdo voluntario 
de la persona demandante a participar en la actividad sexual en cuestión. La Ley de Delitos 
Sexuales (2004) del Reino Unido ha reforzado y modernizado la legislación en materia de 
delitos sexuales, y mejorado las medidas preventivas y la protección de las personas frente 
a los delincuentes sexuales. Las tres disposiciones esenciales de la ley son: una definición 
codificada de consentimiento, una prueba de creencia razonable en el consentimiento y un 
conjunto de presunciones probatorias y conclusivas sobre el consentimiento y la creencia de 
la persona demandada en el consentimiento. Sin embargo, la experiencia ha demostrado 
que, en la práctica, las definiciones de agresión sexual basadas en la ausencia de 
consentimiento han tenido como consecuencia la victimización secundaria de la persona 
demandante/superviviente al forzar al fiscal a probar fuera de toda duda razonable que la 
demandante/superviviente no había dado su consentimiento. En un intento de evitar la 
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victimización secundaria, algunos países han desarrollado definiciones de violación basadas 
en la existencia de determinadas circunstancias, en lugar de en la demostración de la 
ausencia de consentimiento. Por ejemplo, la definición de violación con arreglo a la Ley de 
Lucha contra la Violación (2002) de Namibia exige la existencia de determinadas “circunstancias 
coercitivas” en lugar de la prueba de ausencia de consentimiento. Una definición similar se 
ha adoptado en la Ley de Delitos Sexuales (2003) de Lesotho. En los casos en los que se  
ha adoptado una definición de “circunstancias coercitivas” es importante velar por que las 
circunstancias que se mencionen sean amplias y no vuelvan a resaltar el uso de la fuerza o 
violencia. 
Históricamente, la violación y la agresión sexual no se tipificaban como delito cuando se 
cometían en el contexto de una relación íntima. Aunque el concepto de violación dentro de 
relaciones íntimas sigue siendo muy problemático en muchos países, en un número cada 
vez mayor de ellos se están suprimiendo las exenciones de la violación/agresión sexual en 
una relación íntima en los códigos penales o se están promulgando disposiciones específicas para 
tipificarla como delito. Lesotho, Namibia, Sudáfrica y Swazilandia han tipificado como delito la 
violación en el matrimonio. La Ley de Lucha contra la Violación (2000) de Namibia lo 
hace estableciendo lo siguiente: “Ningún matrimonio u otra relación constituirá una defensa 
frente a un cargo de violación con arreglo a esta Ley". En 2002, el Tribunal Supremo de 
Nepal en el asunto de Foro de Mujeres, Derecho y Desarrollo contra el Gobierno de su 
Majestad/Nepal dictaminó que la excepción de la violación en el matrimonio era 
inconstitucional y contraria al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y a la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. En 2003, 
la introducción de la Ley del Código Penal (Delitos Sexuales y Delitos contra Menores) de 
2002 de Papua Nueva Guinea abolió la impunidad marital en relación con la violación. 
  

3.4.3.2. Definición de acoso sexual 
 
Recomendación
La legislación ha de: 
o tipificar como delito el acoso sexual;
o reconocer el acoso sexual como una forma de discriminación y una violación de los 

derechos humanos de las mujeres con consecuencias para su salud y su seguridad;
o definir el acoso sexual como comportamiento inoportuno determinado sexualmente 

tanto en relaciones horizontales como verticales, por ejemplo en el empleo (incluido el 
sector del empleo no estructurado), la educación, la recepción de bienes y servicios, 
actividades deportivas y transacciones de propiedad; y

o establecer que el comportamiento inoportuno determinado sexualmente incluye (directamente 
o por implicación) conducta física y avances; la solicitud o exigencia de favores sexuales; 
observaciones con connotaciones sexuales; la exhibición de imágenes, carteles o graffiti 
de contenido sexual explícito y cualquier otra conducta física, verbal o no verbal de 
carácter sexual.
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Comentario
El acoso sexual se ha asociado tradicionalmente en exclusiva con los delitos laborales y se 
ha definido como un acto que ocurre sólo en el contexto de las relaciones desiguales de 
poder (como la del jefe contra el empleado). En consecuencia, a menudo el acoso sexual se 
ha tratado en los códigos laborales de los países y sólo se ha aplicado a quienes sufren 
dicho comportamiento en el sector del empleo estructurado. Con el tiempo, los países han 
reconocido estas limitaciones y comenzado a tratar el acoso sexual de forma más completa 
y en varios ámbitos de derecho, como la lucha contra la discriminación y el derecho penal. 
La Ley Antidiscriminación (1977) del Estado de Nueva Gales del Sur, Australia, establece 
que el acoso sexual es ilegal cuando ocurre en el empleo; instituciones educativas; la 
recepción de bienes o servicios; el alquiler o intento de alquiler de alojamiento; la compra o 
venta de terrenos; y actividades deportivas. En Turquía, una de las principales reformas del 
Código Penal en 2004 fue la tipificación como delito del acoso sexual. En Kenya, el acoso 
sexual se regula en tres leyes: la sección 23 de la Ley de Delitos Sexuales (2006) (delito 
penal para cualquier persona que ejerza autoridad o desempeñe un cargo oficial), sección 6 
de la Ley de Empleo (2007) (acoso por parte de los empleadores o compañeros de trabajo), 
y la sección 21 de la Ley de la Ética del Funcionario (2003) (acoso dentro del servicio 
público y prestación de servicios públicos). En el asunto de Vishaka contra el Estado de 
Rajastán y Ors AIR 1997 S.C:3011, el Tribunal Supremo de la India aplicó los artículos 11, 
22 y 23 de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
contra la Mujer, así como la recomendación general Núm. 19 del Comité para la Eliminación de 
la Discriminación contra la Mujer, y las secciones pertinentes de la Plataforma de Acción 
de Beijing (en relación con la promoción de la salud y la seguridad en el trabajo) para crear 
una definición jurídicamente vinculante de acoso sexual, invocando una definición amplia 
del "lugar de trabajo".  
 
3.5. Prevención 
 
3.5.1. Incorporación de disposiciones en materia de prevención de la violencia contra la 

mujer

Recomendación
La legislación debe otorgar prioridad a la prevención de la violencia contra la mujer y debe 
incluir disposiciones, conforme lo expuesto más adelante en las partes 5.B a 5.D del marco, 
sobre las siguientes medidas destinadas a prevenir la violencia contra la mujer:  
o actividades de concienciación sobre los derechos humanos de la mujer, igualdad entre 

los géneros y el derecho de las mujeres a no sufrir violencia; 
o utilización de planes de estudios para modificar los patrones de conducta sociales y 

culturales discriminatorios, así como estereotipos de género despectivos; y  
o sensibilización de los medios de comunicación en relación con la violencia contra la 

mujer. 
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Comentario
Las primeras respuestas legislativas a la violencia contra la mujer tendían a centrarse 
exclusivamente en la tipificación como delito y, por tanto, no intentaban abordar las raíces 
de la violencia contra la mujer. No obstante, con el tiempo se ha ido subrayando la 
importancia de incluir medidas preventivas en la legislación. La Ley contra el Femicidio y 
otras formas de Violencia contra la Mujer (2008), que acaba de adoptarse en Guatemala, 
afirma que el Gobierno es responsable de la coordinación entre agencias, la promoción y la 
supervisión de campañas de sensibilización, generando diálogo y promocionando políticas 
públicas para prevenir la violencia contra la mujer. El artículo 8 de la Ley Maria da Penha 
brasileña (2006) establece medidas de prevención integradas, incluido el fomento de los 
medios de comunicación para evitar papeles estereotipados que legitimen o impulsen la 
violencia doméstica y familiar, campañas educativas públicas, y énfasis, en planes de 
estudios a todos los niveles, sobre derechos humanos y el problema de violencia doméstica 
y familiar contra la mujer. El capítulo II de la Ley venezolana sobre la violencia contra la 
mujer y la familia (1998) establece políticas sobre prevención de violencia y asistencia a 
supervivientes. El Tribunal Supremo de la India, en el asunto de Vishaka contra el Estado 
de Rajastán y Ors AIR 1997 S.C.3011, exigía a los empleadores que garantizasen la 
creación de condiciones apropiadas con respecto al trabajo, el ocio, la salud y la higiene 
con el fin de evitar el acoso sexual en el lugar de trabajo. El proyecto de ley italiano sobre 
Medidas de prevención y represión de los delitos contra la persona dentro de la familia, la 
orientación sexual, el género y cualquier otra causa de discriminación, en caso de 
aprobarse, destacaría las políticas de prevención. 
 
3.5.2. Concienciación
 
Recomendación
La legislación debe establecer apoyo y financiación gubernamentales para campañas de 
concienciación sobre violencia contra la mujer, por ejemplo:  
o campañas generales que conciencien a la población sobre la violencia contra la mujer como 

manifestación de desigualdad y una violación de los derechos humanos de la mujer; y
o campañas específicas de concienciación orientadas a reforzar el conocimiento de leyes 

promulgadas para abordar la violencia contra la mujer y las soluciones jurídicas que 
contienen.

Comentario
Las campañas de concienciación son cruciales para exponer y transmitir el carácter inaceptable de 
la violencia contra la mujer. Deben transmitir el mensaje de tolerancia cero para la violencia 
contra la mujer, incluida la promoción de los derechos humanos de las mujeres, poner énfasis en 
la condena social de las actitudes discriminatorias que perpetúan la violencia contra la mujer y 
abordar las actitudes que estigmatizan a las demandantes/supervivientes de la violencia. Además, 
constituyen una herramienta importante para informar a las demandantes/supervivientes de 
sus derechos y de las leyes existentes y las soluciones jurídicas que contienen. En muchos países, 
las organizaciones no gubernamentales desempeñan un papel esencial en la concienciación en 
relación con la inaceptabilidad de la violencia contra la mujer, especialmente mediante una 
formación de coaliciones amplias y la práctica de actividades de difusión pública y contactos con 
los medios de comunicación. Muchos gobiernos también han realizado campañas de 
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sensibilización, a menudo en colaboración con organizaciones no gubernamentales y 
organizaciones internacionales.  
 
El artículo 3 de la Ley Orgánica española de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Género (2004) establece la puesta en marcha del Plan Nacional de Sensibilización y 
Prevención de la Violencia de Género, dirigido tanto a hombres como a mujeres, para 
concienciar sobre los valores basados en el respeto de los derechos humanos y la igualdad 
entre el hombre y la mujer. El Plan será controlado por una Comisión que contará con la 
presencia de los afectados, las instituciones, los profesionales y de personas de reconocido 
prestigio social relacionado con el tratamiento de estos temas. El artículo 11 de la Ley de 
protección de las mujeres frente a la violencia doméstica (2005) de la India ordena al 
Gobierno central y al Gobierno de cada uno de los Estados a adoptar medidas para 
garantizar que las disposiciones de la Ley tengan amplia publicidad a través de los medios 
de comunicación, incluida la televisión, la radio y los medios escritos, a intervalos regulares.  
 
3.5.3. Planes de estudios 

Recomendación
La legislación ha de establecer:  
o la educación obligatoria a todos los niveles de escolarización, desde el jardín de 

infancia hasta el nivel terciario, sobre los derechos de las mujeres y las niñas, la 
promoción de la igualdad entre los géneros y, en particular, el derecho de las mujeres y 
las niñas a no sufrir violencia;

o que dicha educación tenga en cuenta las cuestiones de género e incluya información 
apropiada relativa a las leyes en vigor que promueven los derechos humanos y abordan 
la violencia contra la mujer; y

o que los planes de estudio pertinentes se desarrollen previa consulta con la sociedad civil.

Comentario
Uno de los puntos de entrada más efectivos en los que pueden cuestionarse las actitudes 
discriminatorias relativas a la igualdad entre los géneros y la violencia contra la mujer es el 
sistema educativo. Las iniciativas para prevenir la violencia contra la mujer serán más efectivas 
cuando los estereotipos despectivos y actitudes discriminatorias hacia las mujeres se eliminen de 
los planes de estudio y cuando el contenido que promueve los derechos humanos de las 
mujeres y la igualdad entre los géneros y que condena la violencia contra la mujer se 
incorpore en todos los niveles de educación. El capítulo I de la Ley Orgánica española de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género (2004) se centra en la 
promoción de la igualdad de género y resolución pacífica de conflictos a distintos niveles 
de educación, también a través de la formación del profesorado. El artículo 6 de la Ley 
exige que las Administraciones educativas velen para que en todos los materiales educativos se 
eliminen los estereotipos sexistas o discriminatorios. Como resultado de esta disposición, se 
han revisado muchos libros incluidos en los planes de estudios. En México, la Ley de Acceso de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007) exige el desarrollo de programas 
educativos a todos los niveles de escolarización que promuevan la igualdad entre los géneros y 
una vida libre de violencia para las mujeres. La Ley chilena de Violencia Intrafamiliar 
(1994) afirma en el apartado a) de su artículo 3 que deben incorporarse en los planes y 
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programas de estudio contenidos dirigidos a modificar las conductas que favorecen, estimulan o 
perpetúan la violencia intrafamiliar. 
 
3.5.4. Sensibilización de los medios 
 
Recomendación
La legislación ha de:  
o impulsar la sensibilización de periodistas y otro personal de los medios de comunicación 

en relación con la violencia contra la mujer. 
 
Comentario
Las representaciones de los medios de comunicación influyen notablemente en las 
percepciones sociales de lo que se consideran comportamiento y actitudes aceptables. La 
formación de periodistas y otro personal de los medios de comunicación en cuestiones de 
derechos humanos de las mujeres y las causas originarias de la violencia contra la mujer 
puede influir en la forma de comunicar este asunto y, por tanto, repercutir en las actitudes 
sociales. La Ley Orgánica española de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Género (2004) establece en su artículo 14: “[l]os medios de comunicación fomentarán la 
protección y salvaguarda de la igualdad entre hombre y mujer, evitando toda discriminación entre 
ellos” y “[l]a difusión de informaciones relativas a la violencia sobre la mujer garantizará, 
con la correspondiente objetividad informativa, la defensa de los derechos humanos, la 
libertad y dignidad de las mujeres víctimas de violencia y de sus hijos”. En Brasil, el artículo 8 de 
la Ley Maria da Penha (2006) insta a los medios de comunicación a evitar papeles 
estereotipados que legitimen o refuercen la violencia doméstica y familiar. 
 

3.6. Protección, apoyo y asistencia a las demandantes/supervivientes 
 
3.6.1. Servicios de apoyo amplios e integrados 

Recomendación
La legislación ha de:  
o obligar al Estado a financiar o a contribuir a crear servicios de apoyo amplios e 

integrados y a asistir a los supervivientes de violencia; 
o afirmar que todos los servicios para las supervivientes de violencia también presten 

apoyo suficiente a los niños de esas mujeres; 
o declarar que la ubicación de dichos servicios permita el acceso equitativo a los 

servicios, en particular por parte de las poblaciones urbanas y rurales; y 
o en la medida de lo posible, establecer al menos el siguiente nivel mínimo de 

disponibilidad de los servicios de apoyo para las demandantes/supervivientes:  
� una línea telefónica nacional de ayuda a las mujeres en la que las 

demandantes/supervivientes de violencia puedan obtener asistencia las veinticuatro 
horas del día de forma gratuita y en la que las puedan dirigir a otros proveedores de 
servicios; 

� una casa de acogida o refugio por cada 10.000 habitantes donde se facilite 
alojamiento seguro de emergencia, asesoramiento cualificado y asistencia para la 
búsqueda de alojamiento a largo plazo; 
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� un centro de defensa y asesoramiento de la mujer por cada 50.000 mujeres que 
facilite apoyo proactivo e intervención de crisis para las demandantes/supervivientes, 
incluido asesoramiento y apoyo jurídicos, así como apoyo a largo plazo para las 
demandantes/supervivientes, y servicios especializados para determinados grupos 
de mujeres (por ejemplo, servicios especializados para inmigrantes supervivientes 
de violencia, supervivientes de la trata de mujeres o mujeres que hayan sufrido 
acoso sexual en el lugar de trabajo), en su caso; 

� un centro de crisis para casos de violación por cada 200.000 mujeres; y 
� acceso a la asistencia sanitaria, incluida la asistencia sanitaria reproductiva y la 

profilaxis frente al VIH. 
 
Comentario
Las personas que sobreviven a la violencia contra la mujer necesitan acceso oportuno a la 
asistencia sanitaria y servicios de apoyo para responder a lesiones a corto plazo, protegerse 
de otras violaciones y satisfacer necesidades a más largo plazo. En muchos países, dichos 
servicios no están exigidos por ley. En consecuencia, a menudo los prestan organizaciones 
no gubernamentales con medios económicos limitados y con financiación pública no 
predecible, lo que implica limitaciones de disponibilidad. Por consiguiente, muchas mujeres que 
han sufrido violencia no reciben servicios de apoyo, o reciben servicios insuficientes. No 
obstante, aunque el Estado puede desempeñar un papel importante a la hora de crear y financiar 
servicios, muchas veces no es el órgano más apropiado para gestionar los servicios. En la 
medida de lo posible, los servicios deben ser gestionados por organizaciones no gubernamentales 
independientes y con experiencia del ámbito de las mujeres que presten apoyo amplio 
relacionado con las cuestiones de género y el empoderamiento a las supervivientes de la 
violencia, basándose en principios feministas. 
 
Hasta la fecha, la mayoría de los servicios se han dirigido a los supervivientes de violencia 
ejercida en la pareja, mientras que la experiencia ha demostrado que los supervivientes de 
toda forma de violencia contra la mujer requieren acceso a dichos servicios. Por ejemplo, 
en Honduras, los refugios gestionados por organizaciones no gubernamentales para 
supervivientes de violencia doméstica también han sido utilizados por supervivientes de 
violencia sexual.  
 
Cada vez hay más Estados que proporcionan mandatos legislativos para el establecimiento 
de servicios. El artículo 17 de la Ley contra el Femicidio y otras formas de Violencia 
contra la Mujer (2008) de Guatemala exige al Gobierno que garantice a las supervivientes 
de violencia accesos a centros de servicios integrados, por ejemplo, proporcionando 
recursos financieros. La Ley mexicana de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia (2007) exige al Estado que apoye la instalación y el mantenimiento de refugios. 
En Turquía, la Ley de Administración Local obliga a la creación de refugios en municipios 
con más de 50.000 habitantes. De conformidad con la Ley de Protección contra la 
Violencia (1997) de Austria, todas las provincias deben crear centros de intervención en los 
que las demandantes/supervivientes de la violencia doméstica reciban asistencia de forma 
proactiva tras las intervenciones de la policía. Los centros de intervención son gestionados 
por organizaciones no gubernamentales de mujeres y financiados por el Ministerio del 
Interior y el Ministerio de la Mujer sobre la base de contratos quinquenales.  
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3.6.2. Centros de crisis para casos de violación 

Recomendación
La legislación ha de:  
� proporcionar acceso inmediato a servicios amplios e integrados, incluidas pruebas de 

embarazo, contracepción de emergencia, servicios abortivos, tratamiento para enfermedades 
de transmisión sexual, tratamiento para lesiones, profilaxis después de la exposición y 
asesoramiento psicosocial, para demandantes/supervivientes de violencia sexual con cargo 
al Estado; y 

� declarar que el acceso a dichos servicios no esté condicionado al hecho de que la 
demandante/superviviente denuncie la violación a la policía. 

 
Comentario
Las supervivientes de la violencia sexual necesitan acceso inmediato a servicios amplios e 
integrados. Algunos ejemplos de servicios que organizaciones gubernamentales y no 
gubernamentales han ido desarrollando con el tiempo incluyen centros de crisis para casos 
de violación en los Estados Unidos de América y Alemania, centros de servicios integrales 
en Malasia, y centros favorables a las mujeres adjuntos a hospitales en la India. En algunos 
países, el acceso a los servicios sigue estando condicionado a que la superviviente denuncie 
la violación pertinente a la policía. Dicho requisito es problemático por cuanto puede 
desalentar a las mujeres a buscar asistencia médica y psicológica. En Filipinas, la Ley de 
asistencia a las víctimas de violación (1998) exige la creación de un centro de crisis para casos de 
violación en cada provincia o ciudad. No obstante, al no obligar a la asignación de los fondos 
pertinentes, los gobiernos locales han encontrado dificultades para crear dichos centros.  
 
3.6.3. Apoyo a la superviviente en su empleo 
 
Recomendación
La legislación ha de:  
� proteger los derechos laborales de las supervivientes de violencia contra la mujer, 

prohibiendo también a los empleadores que las discriminen o penalicen por las 
consecuencias de sus agresiones. 

 
Comentario
Algunas supervivientes de violencia contra la mujer han perdido su empleo por faltar al 
trabajo debido a lesiones y otras consecuencias de la violencia, incluida la necesidad de 
encontrar vivienda o acudir a los tribunales. El artículo 21de la Ley Orgánica española de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género (2004) establece varios 
derechos laborales y de seguridad social para supervivientes de violencia, incluido el 
derecho a reducir o reordenar el tiempo de trabajo. De conformidad con el artículo 43 de la 
Ley filipina Antiviolencia contra las Mujeres y sus Hijos (2004), las supervivientes tienen 
derecho a tomarse una licencia remunerada de hasta diez días además de otras licencias 
remuneradas. Tras las enmiendas a la Ley de Violencia Doméstica de Honduras de 2006, 
tanto los empleadores del sector público como los del privado tienen que dar permiso a los 
empleados para que asistan a programas relacionados, como grupos de autoayuda para 
supervivientes y sesiones de reeducación para autores de actos violentos. 
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3.6.4. Derechos de las supervivientes a una vivienda 

Recomendación 
La legislación ha de:  
o prohibir la discriminación en materia de vivienda contra supervivientes de violencia, 

por ejemplo prohibiendo a los propietarios desalojar a una inquilina, o que se nieguen a 
alquilar a una posible inquilina por ser superviviente de violencia; y

o permitir a una superviviente romper su contrato de arrendamiento sin sanción para 
poder buscar una nueva vivienda.

Comentario
La violencia contra la mujer afecta directamente a las viviendas de las supervivientes. En 
muchos casos, las supervivientes de violencia han permanecido en situaciones en las que 
son vulnerables a agresiones debido a incapacidad para encontrar alojamiento adecuado. 
Las supervivientes de violencia que se encuentran en régimen de alquiler sufren a menudo 
desalojos de su vivienda y discriminación en las solicitudes de alojamiento. En los Estados 
Unidos de América, la Ley de Violencia contra la Mujer y de enmienda del Departamento 
de Justicia (2005) introdujo nuevas disposiciones y programas para proporcionar a los 
supervivientes de violencia más derechos en materia de vivienda. La ley modificó varios 
actos legislativos con el fin de garantizar que las supervivientes de violencia doméstica no 
sean desalojadas ni se les niegue el acceso a viviendas públicas por ser supervivientes. 
También proporcionó financiación para la educación y la formación del personal de 
agencias de viviendas públicas, mejorar las admisiones a las viviendas y las políticas de 
ocupación y mejores prácticas y mejorar la colaboración entre las agencias de viviendas 
públicas y las organizaciones encargadas de ayudar a las supervivientes de violencia. En 
Austria, el Ayuntamiento de Viena presta asistencia a las mujeres que han sufrido violencia 
y perdido sus viviendas a alquilar pisos a precios asequibles. Desde 2001, los inmigrantes 
también tienen derecho a la adjudicación de dichas viviendas. 
 
3.6.5. Ayuda financiera para la superviviente 

Recomendación
La legislación ha de:  
o establecer la prestación eficiente y oportuna de asistencia financiera a las supervivientes 

para satisfacer sus necesidades. 
 
Comentario

Los supervivientes de la violencia contra las mujeres incurren en costes financieros 
significativos a corto y largo plazo relacionados con dolor y sufrimiento, reducción del 
empleo y la productividad, y el gasto en servicios. Es importante que las supervivientes de la 
violencia tengan acceso a asistencia financiera más allá de la orden de protección 
(mencionada en la parte 8.C), el derecho de familia (mencionado en la parte 10), y los 
procedimientos de condena (mencionados en la parte 9.E) debido a la incertidumbre sobre la 
duración de dichos procedimientos y la asistencia financiera que puedan ofrecer. De 
conformidad con las secciones 1061JA y 1061 JH de la Ley de Seguridad Social australiana, en su 
forma enmendada en 2006, las supervivientes de la violencia doméstica pueden solicitar una 
”prestación de crisis” a la agencia federal de bienestar “Centrelink”, cuando hayan 
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abandonado su hogar debido a la violencia y/o cuando permanezcan en él tras la marcha del 
autor de la violencia y atraviesen dificultades económicas graves. Dependiendo del contexto 
jurídico, dicha asistencia podría canalizarse a través de un fondo fiduciario para 
supervivientes de violencia al que contribuyan el Estado y otros actores. La sección 29 de la 
Ley de Violencia Doméstica (2007) de Ghana instituye un Fondo de Apoyo a las Víctimas de 
la Violencia Doméstica, que recibe contribuciones voluntarias de individuos, organizaciones y el 
sector privado; dinero aprobado por el Parlamento y dinero de cualquier otra fuente aprobada por 
el Ministro de Finanzas. El dinero del Fondo se utiliza para una amplia gama de fines, 
incluido el apoyo material básico de las víctimas de la violencia doméstica; cualquier otro 
asunto vinculado al salvamento, rehabilitación y reintegración de víctimas de violencia 
doméstica; la construcción de rescates para supervivientes de violencia doméstica; y formación y 
capacitación de personas vinculadas al suministro de refugio, rehabilitación y reintegración. El 
proyecto de ley de violencia intrafamiliar del Líbano, en caso de aprobarse, establecería un 
fondo fiduciario para proveer asistencia a supervivientes de la violencia doméstica. 
 
 

3.7. Derechos de las mujeres inmigrantes 
 
3.7.1. Situación migratoria independiente y favorable para las supervivientes de la 

violencia contra la mujer 

Recomendación
La legislación ha de:  
o establecer que no se deporte a las supervivientes de violencia contra la mujer ni se las 

someta a otras acciones punitivas relacionadas con su situación migratoria cuando 
denuncien dicha violencia a la policía o a otras autoridades; y 

o permitir a las inmigrantes que sean supervivientes de violencia que soliciten con 
carácter confidencial la situación migratoria legal independientemente del autor de los 
actos violentos.  

 
Comentario
Las mujeres supervivientes de violencia doméstica o de violencia en el lugar de trabajo 
cuya situación migratoria en un país esté vinculada a su estado civil, o a su situación 
familiar o laboral suelen ser reacias a denunciar los actos violentos a la policía. Con el 
tiempo, los Estados han desarrollado legislación o legislación subsidiaria que establece el 
derecho de las supervivientes a solicitar la situación migratoria legal independientemente 
del autor de la violencia. Por ejemplo, en los Estados Unidos de América, la Ley de 
Violencia contra la Mujer (1994) y sus enmiendas permiten a las supervivientes de 
violencia doméstica cuya situación migratoria dependa de la de un ciudadano o residente 
legal permanente de los Estados Unidos de América pedir de forma autónoma la 
regularización de su propia situación migratoria en determinadas circunstancias. Además, la 
Ley permite a las supervivientes de violencia doméstica cumplir determinados requisitos 
para obtener la suspensión de los procesos de deportación y convertirse en residentes 
legales permanentes. En Canadá, la Ley de inmigración y protección de los refugiados 
(2002) permite a las supervivientes solicitar la residencia permanente independientemente 
de que su cónyuge apoye la solicitud, del mismo modo que la Ley sueca de Extranjería 
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(2005). En los Países Bajos, las pruebas de violencia sexual o de otro tipo en una relación 
constituyen un motivo aparte de concesión de la condición de residente para las personas 
que están en posesión de un permiso de residencia. El Complemento Provisional a las 
Directrices de Aplicación de la Ley de Extranjería (TBV 2003/48) de los Países Bajos 
indica que, si una niña corre riesgo de mutilación genital femenina, ella y su familia podrán 
obtener la condición de residente en los Países Bajos. En el Reino Unido, las Normas de 
Concesión en Casos de Violencia Doméstica permiten a las mujeres cuya situación en 
materia de residencia dependa de una persona que ejerza la violencia que soliciten 
permanecer en el Reino Unido por tiempo indefinido. 

3.7.2. Restricciones a los mediadores en matrimonios internacionales y respeto de los 
derechos de las “novias por correo” 

Recomendación
La legislación ha de incluir:  
o medidas destinadas a minimizar los riesgos que suponen los mediadores en matrimonios 

internacionales, como: la imposición de restricciones sobre las operaciones de los mediadores 
en matrimonios internacionales, la restricción de la capacidad de los hombres intimidadores 
para utilizar dichos mediadores, garantizar que las mujeres a las que se contrate a través 
de mediadores en matrimonios internacionales superen la mayoría de edad y hayan dado 
su consentimiento voluntario e informado y proporcionar a todas las mujeres contratadas 
información sobre su futuro esposo y sus derechos legales; y

o el derecho al divorcio y a la obtención de una situación migratoria independiente para 
las novias internacionales que sean supervivientes de violencia. 

Comentario
La industria de los mediadores en matrimonios internacionales comporta varios peligros 
para las mujeres. Cuando se “anuncia” a mujeres de países económicamente desfavorecidos 
como novias para hombres de países ricos, a menudo éstas se encuentran en situaciones de 
aislamiento e impotencia en las que dependen de un cónyuge que apenas conocen, sin ser 
conscientes de sus derechos legales. Debido a su ánimo de lucro y al hecho de que sean los 
hombres quienes paguen sus honorarios, los mediadores en matrimonios internacionales 
suelen estar incentivados a fomentar la satisfacción del hombre por encima del bienestar de 
la mujer. Al combinarse, estos factores suponen un grave riesgo de violencia doméstica 
para las mujeres contratadas a través de mediadores en matrimonios internacionales. Tanto 
los países emisores como los receptores de novias internacionales han adoptado iniciativas 
legislativas para abordar este problema. La Ley por la que se Declara Ilegal la Práctica de 
Emparejar a Mujeres Filipinas para el Matrimonio con Ciudadanos Extranjeros por Correo y 
otras Prácticas Similares (1990), entre otras cosas, declara ilegal que cualquier persona o 
empresa se establezca o realice negocios con el propósito de emparejar mujeres filipinas 
para su matrimonio con ciudadanos extranjeros por correo o por presentación personal; 
anunciar, publicar, imprimir o distribuir o ser causante del anuncio, publicación, impresión 
o distribución de todo folleto, tarjeta publicitaria o material propagandístico destinado a 
promocionar los actos prohibidos. En los Estados Unidos de América, la Ley de Regulación 
de la Mediación en Matrimonios Internacionales (2005) exige que se facilite información a 
las mujeres extranjeras sobre los antecedentes penales y matrimoniales de su futuro esposo, 
así como información sobre los derechos y los recursos disponibles para las supervivientes 
de violencia doméstica en los Estados Unidos de América. Además, obliga a los mediadores en 
matrimonios internacionales a obtener el consentimiento escrito de la mujer antes de distribuir 
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información sobre ella y prohíbe la distribución de información de personas menores de 
dieciocho años. Asimismo, restringe la capacidad de solicitar visados para varias prometidas en 
los Estados Unidos de América. 

3.8. Investigación
 
3.8.1. Obligaciones de los agentes de policía 
 
Recomendación
La legislación debe disponer que los agentes de policía: 
o respondan con diligencia a todas las solicitudes de asistencia y protección en casos  

de violencia contra la mujer, incluso cuando la persona denunciante no sea la 
demandante/superviviente; 

o asignen la misma prioridad a las llamadas relativas a casos de violencia contra la mujer 
que a llamadas relativas a otros actos de violencia y asignen la misma prioridad a las 
llamadas relativas a la violencia doméstica que a las llamadas relacionadas con 
cualquier otra forma de violencia contra la mujer; y 

o tras recibir una denuncia, elaboren una evaluación coordinada de riesgos del lugar del delito y 
respondan de forma acorde en un idioma que comprenda la denunciante/superviviente, 
entre otras cosas: 
� interrogando a las partes y los testigos, incluidos menores, en habitaciones separadas 

a fin de garantizar que tengan oportunidad de hablar libremente; 
� tomando nota de la denuncia en detalle; 
� asesorando a la demandante/superviviente sobre sus derechos; 
� cumplimentando y presentando un informe oficial sobre la denuncia; 
� Proporcionando u organizando el transporte de la demandante/superviviente al 

hospital o centro médico más cercanos para su tratamiento, en caso de necesidad o 
solicitud; 

� proporcionando u organizando el transporte de la demandante/superviviente y sus 
hijos o dependientes, en caso de necesidad o solicitud; y 

� dispensando protección a la persona denunciante de la violencia. 

Comentario
La policía desempeña un papel crucial en toda respuesta coordinada a la violencia contra la 
mujer. No obstante, las demandantes/supervivientes de violencia contra la mujer suelen ser 
reacias a llamar a la policía por temor a que no se las tome en serio o se las considere 
mentirosas y suelen tener poca confianza en el sistema de justicia. Está aumentando el 
número de leyes que incluyen disposiciones relativas a las obligaciones de los agentes de 
policía en casos de violencia contra la mujer. El artículo 7 de la Ley contra la Violencia 
Doméstica (2007) de Ghana establece que los agentes de policía deben “responder a toda 
solicitud de asistencia frente a violencia doméstica y brindarán la protección que las 
circunstancias del caso o de la persona denunciante requieran, incluso aunque la persona 
denunciante no sea la víctima de la violencia doméstica" y el artículo 8 prosigue con una 
exposición detallada de las obligaciones de los agentes. La sección 30 de la Ley filipina 
Antiviolencia contra las Mujeres y sus Hijos (2004) impone una multa contra las autoridades 
rurales o los responsables de hacer cumplir la ley que no notifiquen un incidente de 
violencia. ". El proyecto de ley de violencia intrafamiliar del Líbano, en caso de aprobarse, 
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3.8.2. Obligaciones de los fiscales 

Recomendación
La legislación ha de:  
o establecer que la responsabilidad de castigar la violencia contra la mujer recae en las 

autoridades del ministerio público y no en las personas demandantes/supervivientes de 
violencia, independientemente del nivel o el tipo de lesión;

o exigir que, en todas las etapas pertinentes del proceso legal, se informe de forma diligente y 
adecuada a las demandantes/supervivientes, en un idioma de su comprensión, de:  
� sus derechos; 
� los detalles de los procesos judiciales pertinentes; 
� los servicios, mecanismos de apoyo y medidas de protección disponibles; 
� las oportunidades de obtener restitución y compensación a través del sistema judicial; 
� los detalles de los actos relacionados con su caso, incluidos el lugar y la hora de las 

audiencias; y 
� la liberación de los perpetradores de la detención previa al juicio o de la cárcel; y  

o exigir que los fiscales que pongan fin a la investigación de un asunto de violencia contra 
la mujer expliquen a la demandante/superviviente la causa de dicho sobreseimiento.

Comentario
Dado el odio y la intimidación a que están sometidas las demandantes/supervivientes, es 
importante que se asignen fiscales, o sus equivalentes, a los asuntos de violencia contra la 
mujer. Dicha participación del fiscal fue uno de los elementos centrales de la reforma legal 
original en materia de violencia doméstica emprendida en los Estados Unidos de América. 
En Austria, el procesamiento de oficio se ejerce en asuntos relativos a todas las formas de 
violencia, independientemente del nivel de lesiones. En algunos países en los que la 
demandante/superviviente debe denunciar casos de violencia contra la mujer por medio de 
acusación particular, los abogados han intentado que se enmiende la legislación para 
obligar a que se incremente la participación de los fiscales. 
 
La falta de información o la mala información en relación con el proceso judicial puede 
resultar intimidatoria para la demandante/superviviente; impedirle tomar parte íntegra y 
completamente en el asunto; disuadirla de continuar con la acusación, especialmente en 
asuntos de violencia doméstica; y poner en riesgo su seguridad. Si la situación de prisión 
preventiva o encarcelamiento del autor de la violencia cambia y no se informa a la 
demandante/superviviente, es posible que no pueda garantizarse su seguridad. Si no se 
informa a la demandante/superviviente de las fechas y los procedimientos del tribunal pertinente, 
es posible que no comprenda lo que está ocurriendo o no acuda a citas importantes. La 
sección 9 de la Ley de Lucha contra la Violación (2000) de Namibia impone a los fiscales 
el deber de garantizar que la demandante/superviviente reciba toda la información relativa 
al caso. Las reformas del Código de Procedimiento Penal de Austria introdujeron en 2006 
el derecho de la demandante/superviviente a ser informada en caso de que se ponga en 
libertad al autor de los actos violentos. La Ley Orgánica española de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género (2003) proporciona a las demandantes/supervivientes el 
derecho a recibir información constante sobre sus procedimientos judiciales, incluido 
cualquier cambio en el proceso y la posible liberación del autor del delito. La sección 29 de 
la Ley filipina Antiviolencia contra las Mujeres y sus Hijos (2004) exige que los fiscales y 
el personal del tribunal informe a la demandante/superviviente de sus derechos y posibilidades 
de recurso. 
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Los casos de violencia contra la mujer suelen desestimarse sin ninguna explicación a la 
demandante/superviviente. Para abordar este problema, varios países han introducido 
disposiciones en la legislación, como la Instrucción 8/2005 del Fiscal General del Estado de 
España, que exige a los fiscales que expliquen a las demandantes/supervivientes los motivos 
del sobreseimiento de la causa.  
 
3.8.3. Políticas favorables a la detención y el enjuiciamiento 

Recomendación
La legislación ha de:  
o disponer la aplicación de políticas favorables a la detención y al enjuiciamiento en 

casos de violencia contra la mujer en los que haya razones fundadas para creer que se 
ha producido un delito. 

 
Comentario
Pese a la educación y la formación de los agentes de policía y los fiscales, muchos 
miembros de dichas profesiones continúan creyendo que la violencia contra la mujer, y 
especialmente la violencia doméstica, no constituye un delito. Los agentes de policía suelen 
amonestar o reprender a los autores de la violencia contra la mujer en lugar de emprender 
acciones más contundentes, como la detención. En muchos casos, los fiscales no incoan 
procedimientos en casos de violencia contra la mujer debido a la percepción de que, en esos 
casos, no puede confiarse en la demandante/superviviente o debido a las dificultades para 
reunir pruebas. Se han adoptado varias políticas para abordar estas cuestiones, como la 
detención y el enjuiciamiento obligatorios, las políticas favorables a la detención y el 
enjuiciamiento, y las políticas de enjuiciamiento de ausentes-supervivientes.  
 
Las políticas de detención obligatoria exigen que los agentes de policía detengan al autor 
del acto violento si su evaluación de la situación los lleva a tener razones fundadas para 
creer que se ha producido un delito. Si se aplica dicha política, la policía no podrá imponer 
una sanción alternativa y la causa debe juzgarse sin excepción. Dichas políticas existen en 
diversos países, entre ellos varios de las islas del Pacífico. De conformidad con la Ley de 
Delitos Sexuales (2006) de Kenya, la policía debe presentar todos los cargos y sólo el Fiscal 
General del Estado puede anular la causa. En caso de aprobarse, el Proyecto de Ley de 
Prohibición de la Violencia de Nigeria establecería lo siguiente: “Ningún fiscal a) 
renunciará a instituir una acusación; o b) retirará un cargo, con respecto a una infracción del 
apartado 1) de la sección 18, a menos que haya recibido autorización para ello, tanto en 
general como en un caso particular, del Director de la Fiscalía". Aunque algunos han 
acogido con beneplácito el vigor de dichas políticas, otros han expresado su preocupación 
por la supresión de la representación de la demandante/superviviente, especialmente en 
casos de violencia doméstica.  
 
Un enfoque alternativo son las políticas favorables a la detención y al enjuiciamiento, que 
son más flexibles que el enfoque obligatorio y conservan un nivel de representación de la 
demandante/superviviente al tiempo que garantizan que la policía y los fiscales traten el 
asunto con seriedad. En España existe una política favorable a la detención y el arresto en 
casos en los que la policía considera que existe riesgo grave para la demandante/superviviente o 
cuando la policía es testigo de la comisión del delito. En Honduras, las enmiendas a la Ley
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contra la Violencia Doméstica, introducidas en 2006, incorporaron una variación de esta 
política: si una denunciante/superviviente desea desestimar la causa, el juez no podrá 
clausurarla sin una investigación de los motivos que la han impulsado a ello. 
 
 
Las políticas obligatorias y favorables a la detención presentan el problema potencial de 
que las víctimas pueden ser detenidas en el lugar de la agresión si el agente de policía es 
incapaz de identificar al agresor primario (puede ocurrir que la víctima se haya defendido 
frente a su agresor y le haya causado lesiones). En respuesta a este problema, en los Estados 
Unidos de América se han desarrollado estrategias destinadas a determinar el agresor 
primario y se han creado módulos de formación de policía al respecto. 
 

3.9. Procedimientos judiciales y pruebas 
 
3.9.1. Prohibición de la mediación 
 
Recomendación
La legislación ha de:  
o prohibir explícitamente la mediación en todos los casos de violencia contra la mujer, 

tanto antes como durante los procedimientos judiciales. 
 
Comentario
En las leyes de varios países en materia de violencia contra la mujer, la mediación se 
fomenta u ofrece como alternativa a la vía penal y los procesos de derecho de familia. No 
obstante, cuando la mediación se utiliza en casos de violencia contra la mujer, surgen varios 
problemas. Retira asuntos del control judicial, presupone que ambas partes tienen el mismo 
poder de negociación, refleja una presunción de que ambas partes son igualmente culpables 
de la violencia, y reduce la responsabilidad de quien ha cometido el delito. Un número 
creciente de países están prohibiendo la mediación en casos de violencia contra la mujer. 
Por ejemplo, en España, la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género (2004) prohíbe la medicación de cualquier tipo en casos de violencia 
contra la mujer. 
 
3.9.2. Fomento de los procedimientos oportunos y acelerados 

Recomendación
La legislación ha de: 
o establecer procedimientos judiciales oportunos y acelerados e impulsar la tramitación 

de urgencia de asuntos de violencia contra la mujer, en su caso.  
 
Comentario
Las demoras en la celebración de juicios pueden incrementar el riesgo de que la demandante 
sufra represalias, especialmente si el autor del acto violento no se encuentra bajo custodia 
policial. Además, las demoras suelen disuadir a las demandantes de continuar con la 
acusación. En la India, las comisiones de denuncias de acoso sexual creadas por el Tribunal 
Supremo en el asunto Vishaka contra el Estado de Rajastán y Ors AIR 1997 S.C.3011 para 
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abordar las denuncias de acoso sexual tienen que crear un proceso limitado en el tiempo. En 
algunos países, como España, Sudáfrica, el Reino Unido y varios Estados de los Estados 
Unidos de América, se han introducido procedimientos para acelerar (es decir, tramitar de 
urgencia) asuntos relativos a la violencia contra la mujer en los tribunales. La Ley Orgánica 
complementaria de la Ley de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal sobre 
procedimiento para el enjuiciamiento rápido e inmediato de determinados delitos y faltas, 
y de modificación del procedimiento abreviado (2002) introdujo los juicios rápidos para 
determinados delitos y permite que los asuntos de violencia doméstica se juzguen en el 
plazo de quince días a partir de la comisión del delito. Sin embargo, es importante velar por 
que las demandantes/supervivientes conserven el control del procedimiento y no se sientan 
forzadas a emprender acciones, como un divorcio o una separación, si no están preparadas. 
La experiencia de España sugiere que los procedimientos instruidos en tribunales 
especializados a veces progresan demasiado rápido para las demandantes/supervivientes y, 
en consecuencia, algunas se retiran de la causa. También es importante garantizar que todos 
los profesionales pertinentes estén disponibles en los tribunales especializados. 
 
3.9.3. Asistencia judicial gratuita, interpretación y apoyo judicial, incluidos asesor 
jurídico e intermediarios independientes 

Recomendación
La legislación debe velar por que las demandantes/supervivientes tengan el derecho a: 
o asistencia judicial gratuita en todos los procedimientos judiciales, especialmente los 

penales, con el fin de garantizar el acceso a la justicia y evitar su victimización secundaria.
o apoyo judicial gratuito, incluido el derecho a estar acompañadas y representadas en el 

juicio por un servicio o intermediario especializado para las demandantes/supervivientes, con 
carácter gratuito y sin perjuicio para su causa, y acceso a centros de servicio en los 
juzgados para recibir orientación y asistencia a la hora de desenvolverse en el sistema 
judicial; y

o libre acceso a un intérprete cualificado e imparcial y a la traducción de los documentos 
jurídicos en caso de lo solicite o sea necesario.

Comentario
La asistencia judicial, incluido el asesoramiento jurídico independiente, constituyen 
componentes esenciales del acceso de las demandantes/supervivientes al sistema judicial y 
a las soluciones jurídicas a que tienen derecho, así como de su comprensión de los mismos. 
La representación legal ha demostrado incrementar la posibilidad de obtener resultados 
positivos para la demandante/superviviente en el proceso judicial. Por ejemplo, la supervisión de 
la Ley búlgara de Protección contra la Violencia Doméstica (2005) ha demostrado que, 
aunque las supervivientes no necesitan un abogado para solicitar una orden de protección, 
es más probable que la obtengan si cuentan con representación legal. Las barreras 
lingüísticas constituyen un obstáculo principal para las supervivientes de violencia que son 
inmigrantes —como las trabajadoras inmigrantes y las supervivientes de violencia doméstica— 
cuando buscan seguridad para ellas y sus hijos y el que sus agresores rindan cuentas de sus 
actos.  
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Han aparecido muchas buenas prácticas en la legislación para el establecimiento de 
asistencia judicial gratuita y el derecho de la demandante/superviviente a asesoramiento 
jurídico y apoyo independiente. Por ejemplo, los centros de crisis para casos de violación 
creados con arreglo a la Ley de asistencia a las víctimas de violación (1998) de Filipinas 
proporcionan asistencia judicial gratuita. El artículo 21 de la Ley contra el Femicidio y 
otras formas de Violencia contra la Mujer (2008) de Guatemala obliga al Gobierno a 
proporcionar asistencia judicial gratuita a las supervivientes. En Armenia, un proyecto de 
ley contempla financiación pública para los centros de asesoramiento y refugio que prestan 
asistencia psicológica, médica, jurídica y social a las supervivientes de violencia doméstica. 
En diversas jurisdicciones de los Estados Unidos de América, los centros de servicio para 
víctimas de abusos domésticos están situados en juzgados para proporcionar acceso 
eficiente y sencillo al asesoramiento jurídico y otros servicios, en varios idiomas, para las 
demandantes/supervivientes de violencia doméstica. En España, toda demandante/superviviente 
de violencia tiene el derecho a asistencia jurídica especializada e inmediata, incluida 
asistencia judicial gratuita para litigar en todos los procesos administrativos y procedimientos 
judiciales, directa o indirectamente asociados con la violencia sufrida.  
 
En Kenya, la Ley de Delitos Sexuales (2006) contempla la posibilidad de emprender acciones 
judiciales en los casos en los que la demandante/superviviente no pueda personarse en el 
juzgado. El Código de Procedimientos Penales (1999) de Honduras contempla la posibilidad de 
que la demandante/superviviente sea representada por una organización debidamente 
establecida, como una organización de derechos humanos. Por ejemplo, el Centro de Derechos de 
Mujeres de Honduras ha actuado en nombre de demandantes/supervivientes, en coordinación con 
la fiscalía en asuntos de violencia sexual.  
 
En el Reino Unido y los Estados Unidos de América, la acusación tiene la responsabilidad de 
obtener y abonar los gastos de un intérprete para la demandante/superviviente de violencia 
doméstica, una vez que se reconozca la necesidad de sus servicios.  
 
3.9.4. Derechos de la demandante/superviviente durante el procedimiento judicial 

Recomendación
La legislación ha de:  
o garantizar, a través de todo el proceso judicial, el derecho de la demandante/superviviente a:  

� decidir si comparecer o no ante el tribunal o presentar pruebas por medios alternativos, 
entre otros, declaración jurada/affidávit, solicitud de presentación de información en 
su nombre por parte del fiscal, o presentación de testimonio grabado;

� en su comparecencia ante el tribunal, presentar pruebas de manera que la 
demandante/superviviente no tenga que confrontar al demandado: por ejemplo, 
mediante el uso de procedimientos a puerta cerrada, bancos de protección de testigos, 
circuito cerrado de televisión y vínculos de vídeo;

� protección dentro de la estructura judicial: por ejemplo, salas de espera separadas 
para demandantes y demandados, entradas y salidas separadas, escoltas policiales y 
horas escalonadas de llegada y salida;

� testificar sólo las veces que sean necesarias;
� solicitar la clausura de la sala durante el proceso, siempre que sea posible desde el 

punto de vista constitucional; y
� una orden de reserva en relación con los sujetos implicados en el asunto, con 

soluciones aplicables en caso de incumplimiento; y
o remisión a legislación de protección de testigos, siempre que exista. 
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Comentario
A menudo, los procedimientos judiciales vuelven a convertir en víctimas a las 
demandantes/supervivientes. Por tanto, es importante garantizar que los procedimientos 
judiciales se instruyan de tal forma que se proteja la seguridad de la demandante/superviviente y 
se le proporcionen opciones para su participación en el proceso. La Ley de Lucha contra la 
Violación (2000) de Namibia establece que la demandante tiene el derecho de personarse 
en el juzgado o de solicitar que el fiscal presente la información pertinente en su nombre si 
el acusado ha solicitado la libertad condicional. La sección 5 de la Ley de asistencia a las 
víctimas de violación (1998) de Filipinas contempla la investigación, acusación o enjuiciamiento 
a puerta cerrada y la no difusión pública del nombre y circunstancias personales de la parte 
perjudicada ni del acusado, ni ninguna otra información tendente a establecer sus 
identidades. La Ley contra la Violencia Doméstica (2007) de Ghana señala en el apartado 2 
de su sección 13 que la presencia del demandado probablemente tenga efectos negativos 
importantes en la víctima o testigo y que el tribunal puede adoptar las medidas que 
considere necesarias para separar al demandado de la víctima o del testigo, sin sacrificar la 
integridad del procedimiento. El Tribunal Supremo de la India, en la causa de Vishaka
contra el Estado de Rajastán y Ors AIR 1997 S.C.3011, exigía que, cuando se trataban 
denuncias de acoso sexual, los lugares de trabajo y demás instituciones debían velar por 
que ni las personas demandantes ni los testigos fuesen objeto de victimización o 
discriminación y que toda demandante tenía el derecho a solicitar el traslado del autor del 
acto violento o su propio traslado del lugar de trabajo. 
 
La denegación del acceso público al juzgado o la denegación de permiso para hacer público 
el procedimiento judicial puede proteger a la demandante/superviviente de intimidación, 
situaciones embarazosas y posibles encuentros perjudiciales durante su personación en el 
proceso y la prestación de testimonio. La Ley de Lucha contra la Violación (2000) de 
Namibia impone restricciones estrictas a la publicación de la identidad de la demandante 
con vistas a garantizar que se proteja su privacidad. El Proyecto de Ley sobre Delitos 
Sexuales que se está estudiando en Mauricio limitaría la difusión de información relativa a 
la demandante/superviviente y tipificaría como delito la “publicación, difusión, reproducción, 
emisión o divulgación, por cualquier medio, de datos que conduzcan, o puedan conducir, a 
miembros del público a identificar a la persona contra la cual se presume que se ha 
cometido el delito”. De conformidad con la Ley de Delitos Sexuales (2006) de Kenya, la 
orden de reserva sobre publicaciones y proceso se amplía a la identidad de la familia. El 
Tribunal Supremo de la India, en el asunto de Vishaka contra el Estado de Rajastán y Ors 
AIR 1997 S.C.3011, contemplaba la confidencialidad en los asuntos vistos por los comités 
creados para estudiar las denuncias de acoso sexual en los lugares de trabajo y otras 
instituciones. Con respecto al delito de violación, recientemente se ha modificado la Ley de 
Pruebas india con objeto de prohibir la difusión de la identidad de la parte demandante en 
cualquier publicación (p. 228).  
 
Es importante remitir a la legislación en vigor en materia de protección de testigos, como 
en el caso de la Ley de Delitos Sexuales (2006) de Kenya, para velar por que las demandantes en 
asuntos de violencia contra la mujer sean plenamente conscientes de su existencia y contenidos. 
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3.9.5. Cuestiones relacionadas con la recopilación y la presentación de pruebas 

Recomendación 
La legislación ha de: 
o exigir la recopilación y presentación apropiadas al tribunal de pruebas médicas y forenses, 

en la medida de lo posible;
o exigir la oportuna comprobación de las pruebas médicas y forenses recopiladas;
o permitir que las demandantes sean tratadas o examinadas por un médico forense sin necesitar 

el consentimiento de cualquier otra persona o parte, como un familiar masculino;
o garantizar que las múltiples recopilaciones de pruebas médicas y forenses para limitar la 

victimización secundaria de la demandante;
o señalar que no se necesitan pruebas médicas ni forenses para condenar a un autor de 

actos violentos; y
o brindar la posibilidad de acusación en ausencia de la demandante/superviviente en 

casos de violencia contra la mujer cuando ésta no pueda o no quiera aportar pruebas.  

Comentario
La recopilación diligente de pruebas médicas y forenses constituye un deber importante de 
las autoridades públicas. Varios países están aplicando mayor diligencia en la recopilación 
de pruebas en los asuntos de violencia contra la mujer, y se anima cada vez más a las 
demandantes a que accedan a servicios en los que puedan preservar de forma segura y 
confidencial las pruebas médicas y forenses. En los Estados Unidos de América, de 
conformidad con la Ley de Violencia contra la Mujer y de enmienda del Departamento de 
Justicia (2005), los Estados deben velar por que las supervivientes tengan acceso a examen 
forense de forma gratuita si deciden no denunciar el delito a la policía ni cooperar con el 
sistema judicial penal ni las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley. En Kenya, las 
orientaciones elaboradas con arreglo a la Ley de Delitos Sexuales (2006) establece la 
protección de la dignidad de la superviviente en la reunión de pruebas y exige que: se 
reúnan pruebas de la forma menos intrusiva posible; haya un número limitado de sesiones; 
y el formulario médico sea detallado y fácilmente comprensible por todas las partes, 
incluido el tribunal.  
 
No obstante, es posible que las pruebas forenses y médicas no estén disponibles en los 
procedimientos judiciales por diversas razones, incluida la falta de conocimiento de la 
demandante en relación con la importancia de dicha prueba; el temor al examen médico; 
acciones adoptadas que puedan comprometer las pruebas aún de forma no intencionada, 
como el lavado posterior a la agresión sexual o el transcurso del tiempo hasta la obtención 
de servicios; la falta de centros disponibles, o de personal capacitado para la recopilación 
de pruebas en asuntos de violencia contra la mujer de forma respetuosa para la 
demandante/superviviente; y la naturaleza de la violencia. Por tanto, es importante que la 
legislación también permita el enjuiciamiento y la condena de un delincuente en base 
únicamente al testimonio de la demandante/superviviente, como se detalla en la parte 7.G 
del marco en relación con órdenes de protección, y la parte 8.J(i) sobre la eliminación de la 
norma de corroboración o de la advertencia cautelar. 
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Habrá casos en los que la demandante/superviviente no desee prestar testimonio ni declaración 
escrita, debido al temor ocasionado por las amenazas del autor de los actos violentos, vergüenza u 
otras razones. Dada la importancia del testimonio de la demandante/superviviente para las 
pruebas de la acusación en asuntos de violencia contra la mujer, algunos países han 
decidido adoptar una política de testimonio obligatorio de la demandante/superviviente. Sin 
embargo, esta práctica puede disuadir a la demandante/superviviente de ponerse en contacto con 
la policía. Una alternativa al testimonio obligatorio de la demandante/superviviente es la 
posibilidad de enjuiciamiento en ausencia de la demandante/superviviente. Este método indica 
que el sistema judicial se toma en serio el delito y que también puede fomentar la seguridad de la 
demandante/superviviente. Para reforzar la intervención de la demandante/superviviente 
resulta crítico garantizar que permanezca informada en todas las etapas del procedimiento 
en los enjuiciamientos en su ausencia.  
 
3.9.6. Inexistencia de inferencia adversa de la demora de la denuncia 

Recomendación
La legislación ha de:  
o prohibir a los tribunales que extraigan inferencia adversa alguna de una demora de 

cualquier magnitud entre la presunta comisión de la violencia y su denuncia;
o exigir que el funcionario judicial que presida la causa en cualquier asunto de violencia 

contra la mujer informe al jurado, los asesores o a sí mismo de que una demora de la 
denuncia no debe utilizarse contra la demandante.

Comentario
Las demandantes/supervivientes de violencia suelen demorarse a la hora de denunciar la 
infracción a las autoridades públicas. Dichos retrasos pueden deberse a diversas razones, 
entre otras, el temor de la demandante/superviviente a sufrir estigmatización, humillación, 
falta de credibilidad y represalias; dependencia financiera o emocional del autor del acto 
violento; y falta de confianza en las instituciones responsables, o falta de acceso a ellas, 
debido a la ausencia de acceso geográfico a los juzgados o de personal penal especializado. 
Pese a estas preocupaciones legítimas, las demoras de las denuncias de violencia contra la 
mujer suelen interpretarse como una demostración de falta de credibilidad de la 
demandante/superviviente.  
 
Muchos países están legislando en la actualidad con el fin de garantizar que no se extraigan 
inferencias adversas de ninguna demora entre un acto de violencia contra la mujer y la 
denuncia de la infracción a las autoridades. La sección 7 de la Ley de Lucha contra la 
Violación (2000) establece que: “En procedimientos penales en los que se acuse a una 
persona de un delito de carácter sexual o indecente, el tribunal no extraerá ninguna inferencia 
exclusivamente de la magnitud de la demora entre la comisión del acto sexual o indecente y 
la presentación de la denuncia". La sección 59 de la Ley de Modificación de la Legislación 
Penal (Delitos Sexuales y Asuntos Relacionados) (2007) contiene un tenor similar. La 
sección 16 de la Ley filipina Antiviolencia contra las Mujeres y sus Hijos (2004) señala que 
el tribunal no negará la emisión de una orden de protección debido al transcurso de tiempo 
entre el acto de violencia y la presentación de la solicitud.  
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3.9.7. Eliminación de elementos discriminatorios de procedimientos judiciales relativos 
a la violencia sexual 

 
3.9.7.1. Eliminación de la norma de corroboración o advertencia cautelar 

 
Recomendación
La legislación debe abolir la norma de corroboración o advertencia cautelar con respecto a 
las demandantes en asuntos de violencia sexual:  
o señalando que “será ilegal exigir la corroboración de las pruebas de la demandante”;
o creando una suposición de la credibilidad de la demandante en asuntos de violencia sexual;
o afirmando que “la credibilidad de una demandante en un asunto de violencia sexual sea 

la misma que la credibilidad de una parte demandante en cualquier otro procedimiento 
penal”-

Comentario
La advertencia cautelar es una práctica por la cual un tribunal advierte a sí mismo o al jurado que 
es peligroso condenar a partir de las pruebas no corroboradas de la demandante/superviviente 
(también conocida como la “norma de corroboración”). Esta práctica se basa en la creencia 
de que las mujeres mienten sobre la violación y que sus pruebas deben corroborarse de 
forma independiente. Continúa aplicándose en varios países, especialmente en el derecho 
consuetudinario y la "sharia". No obstante, muchos países han suprimido la advertencia/norma de 
sus ordenamientos jurídicos. La Ley de Modificación de Pruebas (1986-1987) de las Islas 
Cook, basada en la legislación neozelandesa, dispone que, cuando una ley o práctica 
requería anteriormente que la prueba de una superviviente de violación o agresión sexual 
estuviese respaldada por corroboración para obtener una condena, dicho requisito dejará de 
ser necesario. Del mismo modo, la sección 5 de la Ley de Lucha contra la Violación (2000) 
de Namibia establece que: “Ningún tribunal tratará la prueba de un demandante en un 
procedimiento penal en el que se imponga a un acusado un delito de carácter sexual o 
indecente con especial cautela porque se haya imputado a la persona dicho cargo”. Al 
condenar al autor de una violación de una menor en Honduras, un tribunal de Honduras citó 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional de España para argumentar su propia decisión 
de dar valor probativo al testimonio de la demandante/superviviente cuando era la única 
prueba disponible para el juez.  
 

3.9.7.2. No introducción de la prueba del historial sexual de la 
demandante/superviviente

 
Recomendación
La legislación:  
o debe impedir la introducción del historial sexual de la demandante tanto en procedimientos 

civiles como penales.

Comentario
En muchos países, el historial sexual previo de la demandante sigue utilizándose para 
desviar la atención del acusado a la demandante. Cuando se admite como prueba la 
experiencia sexual anterior de la demandante/superviviente, puede utilizarse para afectar su 
credibilidad hasta tal medida que no se la crea y la acusación no prospere. Las pruebas 
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relacionadas con el historial sexual anterior de la demandante/superviviente se han utilizado 
para rebajar la condena del autor del delito en el momento de su imposición. Es corriente 
que las demandantes/supervivientes de violencia sexual vuelvan a sufrir victimización 
durante los interrogatorios de los abogados defensores en relación con los detalles de su 
conducta sexual. 

Las leyes que impiden la introducción de la prueba del comportamiento sexual de la 
superviviente que no esté relacionado con los hechos objeto del procedimiento pueden 
proteger la intimidad de las mujeres y evitar la introducción de pruebas que puedan 
predisponer al juez o al jurado en contra de la superviviente La Norma Federal sobre 
Pruebas 412 de los Estados Unidos, en su forma modificada por la Ley de Violencia contra 
la Mujer (1994), prohíbe la introducción de pruebas no pertinentes en relación con el 
historial sexual de la demandante tanto en procedimientos civiles como penales. En el 
apartado 2 de la sección 293 de la Ley de Procedimiento Penal (1986) de Nueva Gales del 
Sur, Australia, se establece: “No se admitirán a trámite las pruebas relativas a la reputación 
sexual de la demandante”. La Ley de Pruebas (Modificación) (2003) de la India eliminó la 
sección de la anterior Ley de Pruebas en la que se permitía la impugnación de la 
credibilidad de una demandante/superviviente de una violación consumada o en grado de 
tentativa. Es importante garantizar que dicha legislación no quede debilitada por lagunas 
legislativas o interpretaciones judiciales desfavorables.

3.9.8. Sin delitos de “acusación falsa” 

Recomendación 
La legislación ha de:  
o no incluir una disposición que penalice falsas acusaciones/alegaciones. 

Comentario 
La legislación en materia de violencia contra la mujer contiene a veces una disposición de 
que acusar a alguien falsamente constituye un delito penal con arreglo a derecho. Es posible 
que disposiciones de este tipo disuadan a las demandantes/supervivientes de entablar un 
proceso por temor a no ser creídas y existe un riesgo elevado de que dichas disposiciones se 
apliquen de forma incorrecta y de que el demandado/autor del delito la utilice con fines de 
represalia. El intento intencionado de engañar al tribunal se trata comúnmente en otros 
ámbitos de derecho y no ha de incluirse en la legislación en materia de violencia contra la 
mujer. Por consiguiente, varios instrumentos legislativos recientes sobre violencia contra la 
mujer, como la Ley de Modificación de la Legislación Penal (Delitos Sexuales y Asuntos 
Relacionados) (2007) sudafricana, no incluyen dicha disposición. 

3.10. Órdenes de protección 

3.10.1.Órdenes de protección para todas las formas de violencia contra la mujer 

Recomendación
La legislación ha de:  
o crear órdenes de protección disponibles a los supervivientes de todas las formas de 

violencia contra la mujer. 
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Comentario
Las órdenes de protección son algunos de los recursos jurídicos más efectivos a disposición 
de las demandantes/supervivientes de la violencia contra la mujer. Se introdujeron por primera 
vez en los Estados Unidos de América a mediados de la década de 1979 y representaron 
una solución inmediata a las demandantes/supervivientes de violencia doméstica al autorizar a los 
tribunales a obligar a alguien que ha cometido un acto violento a abandonar la casa. Actualmente, 
todos los Estados establecen órdenes de protección. Dichas órdenes varían considerablemente en 
su especificidad en relación con la duración de la orden, su cumplimiento, quién puede 
solicitarla y emitirla y si pueden asignarse ayudas financieras u otro tipo de asistencia.  
 
La experiencia ha demostrado que las demandantes/supervivientes de formas de violencia 
distintas de la violencia doméstica también demandan órdenes de protección y varios avances 
legislativos recientes han ampliado la aplicación de dichas órdenes de forma acorde. El 
capítulo 6 de la Ley mexicana de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007) 
pone órdenes de protección a disposición de las supervivientes de cualquier forma de violencia 
definidas en la Ley, incluida violencia en la familia, violencia en el lugar de trabajo o centros 
educativos, violencia en la comunidad, violencia institucional y femicida. La Ley de Matrimonios 
Forzados (Protección Civil) de 2007 del Reino Unido permite a los tribunales emitir una orden 
con el fin de proteger a) a una persona de ser obligada a contraer matrimonio o de todo 
intento de ello; o b) a una persona que haya sido obligada a contraer matrimonio.  
 
3.10.2. Relación entre órdenes de protección y otros procedimientos judiciales 
 
Recomendación
La legislación ha de:  
o poner órdenes de protección a disposición de las demandantes/supervivientes sin ningún 

requisito consistente en que ésta instituya otros procedimientos judiciales, como 
procedimientos penales o de divorcio, contra el acusado/autor del delito. 

o declarar que las órdenes de protección han de emitirse además de, y no en lugar de, 
otros procedimientos judiciales; 

o permitir que se introduzca la emisión de una orden de protección como hecho fundamental 
en procedimientos judiciales posteriores. 

 
Comentario
La emisión de órdenes de protección en algunos países depende de que la 
demandante/superviviente prosiga las acciones judiciales, por ejemplo, entablando acciones 
penales o presentando una demanda de divorcio. Este requerimiento puede disuadir a las 
supervivientes de solicitar órdenes de protección y podría tener como consecuencia que las 
demandantes/supervivientes sufran una sanción si no lo cumplen. De conformidad con la 
Ley de Violencia Doméstica (2007) de Ghana, los particulares pueden solicitar órdenes de 
protección independientemente de cualquier otro procedimiento, y la institución de 
procedimientos penales o civiles no afecta a los derechos de la persona interesada a solicitar 
una orden de protección de conformidad con la Ley. En Fiji, las solicitudes de órdenes de 
protección en virtud de la sección 202 de la Ley de Derecho de Familia (2003) pueden 
presentarse de forma independiente de otros procedimientos judiciales. Con arreglo a la Ley 
filipina Antiviolencia contra las Mujeres y sus Hijos (2004), la demandante puede solicitar 
una orden de protección independientemente de una acción penal u otra acción civil. 
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3.10.3. Contenido y emisión de órdenes de protección 

Recomendación
La legislación ha de establecer:  
o que las órdenes de protección contengan las medidas siguientes: 
� ordenar al demandado/autor del acto violento a permanecer a una distancia concreta 

de la demandante/superviviente y sus hijos (y otras personas en su caso) y los 
lugares que frecuenten; 

� ordenar al acusado que proporcione asistencia financiera a la demandante/superviviente, 
incluido el pago de facturas médicas, honorarios de asesores o gastos de refugios, 
compensaciones monetarias y, además, en casos de violencia doméstica, préstamos 
hipotecarios, alquileres, seguros, pensiones alimenticias y apoyo a los hijos; 

� prohibir al demandado/autor del acto violento ponerse en contacto con la 
demandante/superviviente o ponerse de acuerdo con una tercera parte a tal fin; 

� disuadir al demandado/autor del acto violento de causar más violencia a la 
demandante/superviviente, sus dependientes, otros familiares y personas pertinentes; 

� prohibir que el demandado/autor del acto violento adquiera, utilice o posea un arma 
de fuego o cualquier otra arma que especifique el tribunal; 

� exigir que los movimientos del demandado/autor del delito sean objeto de seguimiento 
electrónico;

� dar instrucciones al demandado/autor del acto violento en casos de violencia doméstica 
para que abandone el hogar familiar, sin emitir en ningún caso dictamen sobre la 
propiedad de dicho inmueble o entregue un medio de transporte (como un automóvil) u 
otros efectos personales esenciales a la demandante/superviviente; 

o la emisión de órdenes de protección tanto en procedimientos penales como civiles; y 
o que las autoridades no hagan salir a la demandante/superviviente del hogar en contra de 

su voluntad. 

Comentario 
Con el tiempo, la gama de medidas incluidas en las órdenes de protección se ha ampliado. 
La Ley Orgánica española de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género 
(2003) dispone una serie de soluciones jurídicas, como prohibir al autor del delito acercarse 
a la demandante/superviviente directamente o a través de terceras personas; ordenar al 
acusado que mantenga una distancia concreta en relación con la demandante/superviviente, 
sus hijos, su familia, su residencia, su lugar de trabajo o cualquier otro lugar que pueda 
visitar o frecuentar, incluida la obligación de abandonar la residencia común; custodia 
infantil temporal; determinación de las vacaciones; y pago de la ayuda de manutención de 
los hijos y los gastos básicos de supervivencia, incluidos alquiler y seguro.  

En algunos países, como Albania, los Países Bajos y los Estados Unidos, los tribunales 
pueden ordenar al autor del acto violento abonar la ayuda de manutención de los hijos, así 
como realizar pagos para el alquiler, el préstamo hipotecario y el seguro de la superviviente; 
como condición para la concesión de una orden de protección. El artículo 20 de la Ley de 
protección de las mujeres frente a la violencia doméstica (2005) establece que: “el 
Magistrado puede ordenar al demandado que abone ayuda monetaria para satisfacer los 
gastos en que haya incurrido y las pérdidas que haya sufrido la persona agraviada y 
cualquier hijo de la persona agraviada como resultado de la violencia doméstica”. 
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El apartado 1 del artículo 10 de la Ley albana de Medidas contra la Violencia en Relaciones 
Familiares (2006) autoriza a los tribunales a ordenar al autor del acto violento que abandone el 
hogar común o pague el alquiler o residencia temporal de la demandante/superviviente. De 
conformidad con las secciones 33 y 41 de la Ley de Derecho de Familia (1996) del Reino 
Unido, las demandantes/supervivientes pueden solicitar una orden de ocupación, además de 
una orden de protección, lo que les daría derecho a permanecer en el hogar y “excluir” a 
quien ha cometido el delito del domicilio o restringirlo a una parte determinada de la 
vivienda. La sección 20 de la Ley de Violencia Doméstica (2007) de Ghana y la sección 19 
de la Ley de protección de las mujeres frente a la violencia doméstica (2005) contemplan 
órdenes similares. 
 
3.10.4. Órdenes de emergencia 
 
Recomendación
Cuando haya alegaciones de riesgo inminente de violencia, la legislación ha de:  
o dar a los oficiales pertinentes la autoridad para ordenar la expulsión de un demandado 

del hogar y su permanencia a una distancia determinada de la superviviente; y 
o establecer que el procedimiento ocurra con carácter ex parte sin una audiencia y debe 

otorgar prioridad a la seguridad de la superviviente por encima de los derechos de 
propiedad y otras consideraciones. 

 
Comentario
La legislación en un número creciente de países contempla la emisión de órdenes de 
protección de emergencia en situaciones en las que exista riesgo inminente de actos 
violentos. Los requisitos procedimentales para la emisión de órdenes de protección de 
emergencia varían dependiendo del país. En Austria, y en otros países europeos, incluida 
Alemania, la República Checa, los Países Bajos y Eslovenia, es posible que la policía emita 
de oficio una orden destinada a expulsar a una persona que ponga en peligro la vida, salud o 
libertad de otra persona de una vivienda común durante diez días. En Bulgaria, de conformidad 
con la Ley de Protección contra la Violencia Doméstica (2005), las demandantes/supervivientes 
pueden solicitar una orden de protección de emergencia a través del juzgado o de la comisaría de 
policía más próxima. En virtud de la sección 14 de la Ley filipina Antiviolencia contra las 
Mujeres y sus Hijos (2004), los Punong Barangay o Kagawad (funcionarios rurales electos) 
pueden emitir de ex parte órdenes de protección de quince días de duración. En los casos en 
los que la legislación permite a las autoridades tradicionales ejercer poderes cuasijudiciales, 
es importante que el procedimiento sea transparente y otorgue prioridad a los derechos de la 
demandante/superviviente por encima de otras consideraciones, como la reconciliación de 
familias o comunidades. Las leyes sobre violencia doméstica de muchos países latinoamericanos, 
incluidos el Brasil, Chile, el Paraguay, el Uruguay y Venezuela, contemplan órdenes similares 
denominadas medidas de “urgencia” o “protección”. En Fiji, los tribunales pueden dictar 
una media cautelar con arreglo a la Ley de Derecho de Familia (2003), tras una solicitud ex
parte de la demandante/superviviente. 
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3.10.5. Órdenes posteriores a la audiencia 

Recomendación
La legislación ha de: 
o otorgar a los tribunales la autoridad para emitir órdenes a largo plazo, finales o posteriores a 

la audiencia, tras su notificación y una oportunidad de celebrar una audiencia completa 
en base a alegaciones de violencia.  

Comentario
Para reforzar la seguridad de la demandante/superviviente, algunas jurisdicciones han 
introducido órdenes de protección a largo plazo o definitivas. Al reducir el número de veces 
que una demandante/superviviente debe comparecer ante un tribunal, dichas órdenes reducen las 
cargas financieras, emocionales y psicológicas que soportan las demandantes/supervivientes, así 
como el número de veces que se ven obligadas a enfrentarse al autor del acto violento. Por 
ejemplo, en el Estado de Nueva Jersey, Estados Unidos de América, puede emitirse una 
orden de protección definitiva tras una audiencia judicial completa. La orden de protección 
definitiva permanece en vigor a menos que un tribunal la desestime de forma afirmativa. 
Con arreglo a la sección 14 de la Ley de Violencia Doméstica (2007) de Ghana, las órdenes 
de protección provisionales (de no más de tres meses) pasarán a tener carácter definitivo si 
el demandado no comparece ante el tribunal para explicar sus alegaciones sobre por qué no 
ha de darse carácter definitivo a la orden cautelar.  

3.10.6. Solicitud de órdenes de protección mediante representación 

Recomendación
La legislación ha de:  
o limitar la capacidad de solicitar órdenes de protección mediante representación a la 

demandante/superviviente y, en casos en los que ésta sea incompetente desde el punto 
de vista jurídico, un tutor legal; o 

o permitir a otros actores, como actores públicos, familiares y profesionales pertinentes 
que puedan tener representación en dichas solicitudes, al tiempo que se garantiza que se 
respete la intervención de la demandante/superviviente. 

Comentario
Existen distintas experiencias sobre quién debe solicitar órdenes de protección. Algunos 
defienden que sólo la demandante/superviviente debe poder realizar la solicitud, mientras 
que otros defienden que la policía, trabajadores sociales y otros familiares deben poder 
presentar la solicitud en nombre de la demandante/superviviente independientemente de 
que ésta dé su consentimiento. De conformidad con la Ley Orgánica española de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género (2004), los familiares que convivan 
con la demandante y el Ministerio Fiscal pueden solicitar órdenes de protección penales, 
aunque los deseos de la demandante/superviviente han de tenerse en cuenta en la audiencia 
completa ante el tribunal De conformidad con la Ley filipina Antiviolencia contra las 
Mujeres y sus Hijos (2004), una amplia lista de personas puede solicitar órdenes de protección, 
incluida la demandante/superviviente; padres, tutores, ascendientes, descendientes y otros 
familiares de la demandante/superviviente; trabajadores sociales; agentes de policía; 
funcionarios rurales; y abogados, asesores y proveedores de servicios sanitarios de la 
demandante/superviviente.  
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Quienes defienden que sólo la demandante/superviviente pueda presentar la solicitud 
destacan que autorizar a terceras partes a solicitar órdenes de protección, con independencia 
de los deseos de la superviviente, puede comprometer sus intereses y seguridad. Uno de los 
objetivos originales de la orden de protección era conferir poder a la demandante/superviviente. 
Las terceras partes cuyas motivaciones no sean en el mejor interés de la superviviente o sus 
hijos pueden aprovecharse de la capacidad de solicitar una orden de protección. Además, a 
menudo, las supervivientes de violencia son quienes mejor pueden juzgar el peligro que supone 
para ellas su compañero violento, y permitir a otras personas solicitar dichas órdenes les 
resta control sobre el procedimiento.  
 
3.10.7. Las pruebas de las demandantes/supervivientes, suficientes para conceder una 

orden de protección 
 
Recomendación
La legislación ha de establecer: 
o que el testimonio en directo o una declaración jurada o affidávit de la 

demandante/superviviente constituya prueba suficiente para la emisión de una orden  
de protección; y 

o que no sean necesarias pruebas independientes —médicas, policiales o de otro tipo— 
para la emisión de una orden de protección tras el testimonio en directo o una 
declaración jurada o affidávit de la demandante/superviviente.  

 
Comentario
La legislación o la práctica jurídica exigen a veces que, para que pueda concederse una 
orden de protección, además de la declaración o affidávit de la demandante/superviviente, 
se presenten pruebas. Dicho requisito podría comprometer la seguridad de la 
demandante/superviviente al causar demoras considerables y aplazamientos de las 
audiencias. De conformidad con la Ley de Protección contra la Violencia Doméstica 
(2005) de Bulgaria, los tribunales podrán dictar una orden de protección regular o de 
emergencia basándose exclusivamente en la solicitud y las pruebas de la 
demandante/superviviente.  
 
3.10.8. Cuestiones específicas relativas a órdenes de protección en casos de violencia 

doméstica
 

3.10.8.1. Las órdenes mutuas de protección y las citaciones por conducta 
provocativa no deben incluirse en la legislación 

 
Recomendación
La legislación ha de:  
o abstenerse de conceder autoridad a funcionarios públicos para citar a supervivientes por 

“conducta provocativa”; y
o abstenerse de autorizar a funcionarios públicos para emitir órdenes mutuas de protección. 
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Comentario
La legislación de algunos países permite a la policía emitir un aviso a una 
demandante/superviviente de violencia si ésta ha cometido presuntamente “conducta 
provocativa”. La experiencia ha demostrado que es poco probable que los tribunales concedan a 
la demandante/superviviente una orden de protección si se la ha citado por “conducta 
provocativa”. En consecuencia, los abogados de países en los que existe dicha disposición, 
incluida Ucrania, están proponiendo actualmente enmiendas a dichas cláusulas.  
 
En los Estados Unidos de América, algunos jueces que han estudiado la solicitud de orden 
de protección de la demandante/superviviente han emitido órdenes mutuas de protección 
que limitan la conducta de ambas partes. Dichas órdenes implican que tanto la 
demandante/superviviente como el autor del auto violento comparten la misma culpa y 
responsabilidad por las infracciones y pueden generar problemas legales continuos para la 
demandante/superviviente. Aunque la legislación no recomienda la concesión de órdenes 
mutuas de protección, algunos jueces continúan dictándolas.  
 

3.10.8.2. Cómo proceder en relación con la custodia de los hijos en 
procedimientos de órdenes de protección 

Recomendación
La legislación ha de incluir las siguientes disposiciones relativas a la custodia de los hijos y 
el régimen de visitas en procedimientos de órdenes de protección.  
o presunción en contra de la concesión de la custodia al autor de los actos violentos;
o presunción en contra de la visita del autor de los actos violentos no supervisada;
o exigencia de que, con anterioridad a la concesión de la visita supervisada, el autor de 

los actos violentos debe demostrar que han pasado al menos tres meses desde el último 
acto de violencia, que ha cesado de utilizar cualquier forma de violencia y que está 
participando en un programa de tratamiento para este tipo de delincuentes; y

o la no concesión de derechos de visita en contra de la voluntad del menor.
 
Comentario
En muchos países, los delincuentes violentos han utilizado la custodia de los hijos como 
medio para continuar abusando y teniendo acceso a las supervivientes. En Georgia, la Ley 
de Eliminación de la Violencia Doméstica, Protección y Apoyo a las Víctimas (2006) 
autoriza a los tribunales a tener en cuenta la seguridad del niño en decisiones relativas a 
custodia en procedimientos de órdenes de protección. En Bulgaria, los tribunales pueden 
trasladar temporalmente “la residencia del menor con el progenitor que sea la víctima o con 
el progenitor que no haya realizado el acto violento en cuestión”. La sección 28 de la Ley 
filipina Antiviolencia contra las Mujeres y sus Hijos (2004) establece que “la mujer víctima 
de violencia tendrá derecho a la custodia y el apoyo de su hijo/s y “en ningún caso la 
custodia del menor se concederá a quien haya cometido el acto contra una mujer que sufra 
el síndrome de la mujer golpeada”. 
 
La experiencia de algunos países y las causas sugieren que las decisiones en materia de 
custodia en procedimientos de órdenes de protección deben ser temporales y que las cuestiones 
relativas a custodia permanente sólo deben tratarse en procedimientos de divorcio o en tribunales 
de familia. Otra opinión es que los tribunales que deciden en cuestiones de custodia en asuntos de 
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órdenes de protección tienen más conocimientos sobre violencia de género que los tribunales que 
deciden la custodia en el contexto de divorcio u otros ámbitos de derecho de familia y, por 
tanto, debe concedérseles poder para dictar órdenes de custodia. En la parte 10 del marco 
figuran más recomendaciones sobre cómo proceder en relación con la custodia de los hijos 
en procedimientos de derecho de familia. 
 
3.10.9. Delito penal de violación de una orden de protección 

Recomendación
La legislación ha de:  
o tipificar como delito las violaciones de órdenes de protección.
 
Comentario 

En países en los que la legislación no tipifica como delito la violación de una orden de 
protección civil, los fiscales y la policía han expresado su frustración por su incapacidad para 
detener al autor de los actos violentos. En España, cualquier violación de una orden de 
protección queda tipificada como delito y, cuando se infringe una orden de protección, la 
superviviente tiene derecho a una audiencia completa sobre si los aspectos de la orden de 
protección deben modificarse, incluida la distancia de protección que ha de mantener el autor 
de los actos violentos en relación con la superviviente, la duración de la orden de protección 
o el uso de aparatos electrónicos para detectar al autor de los actos violentos. En caso de 
riesgo o perjuicio grave, puede recurrirse a la detención preventiva del autor del delito. La 
violación de una orden de protección es un delito penal con arreglo a la sección 17 de la Ley 
de Violencia Doméstica (1998) de Sudáfrica. Cuando un tribunal dicte una orden de 
protección en virtud de dicha ley, también emite un auto para la detención del demandado, 
que se suspende si se cumple la orden. La Ley de Delitos y Víctimas de la Violencia 
Doméstica (2004) del Reino Unido tipifica específicamente como delito la infracción de una 
orden de protección y, en Turquía, quien viole una orden de protección podría ser condenado 
a una pena de prisión de entre tres y seis meses. De conformidad con la Ley filipina 
Antiviolencia contra las Mujeres y sus Hijos (2004), la violación de una orden de protección 
es un delito penal sancionable mediante multa o seis meses de prisión. Algunos países, como 
Bulgaria, se encuentran en el proceso de estudio de enmiendas a la legislación en vigor con 
el fin de tipificar las infracciones como delitos. El proyecto de ley de violencia intrafamiliar 
del Líbano, en caso de ser aprobado,  establecería que si el demandado viola la orden de 
protección, el mismo podrá ser condenado a una pena de prision de  tres meses y/o pagar una 
multa, y que si dicha violación acarrea el uso de violencia, el demandado podrá ser 
condenado a una pena de prisión por un año. 

3.11. Condenas
 
3.11.1. Coherencia de las condenas con la gravedad del delito cometido 
 
Recomendación
La legislación ha de establecer que: 
o las condenas sean acordes con la gravedad de los delitos de violencia contra la mujer; y
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o se elaboren las orientaciones en materia de condena para garantizar coherencia en los 
resultados de las condenas.
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Comentario
Las condenas impuestas en asuntos de violencia contra la mujer en distintos países han 
variado, han presentado incoherencias y, a menudo, han estado informadas por actitudes 
discriminatorias de funcionarios de justicia en relación con demandantes/supervivientes de 
violencia contra la mujer. Se ha venido trabajando para reducir las discrepancias en las 
condenas y para garantizar que las condenas en asuntos de violencia contra la mujer sean 
acordes con la gravedad del delito cometido. La experiencia ha demostrado que la introducción 
de orientaciones en materia de condenas puede contribuir a la normalización de las 
condenas impuestas en asuntos de violencia contra la mujer. En el Reino Unido, el Consejo 
de Orientaciones en Materia de Condenas concluyó las Orientaciones en Materia de 
Condenas sobre la Ley de Delitos Sexuales (2003) en 2007. Se han aplicado condenas mínimas 
obligatorias en varios países en un intento de reducir las discrepancias en este ámbito. No 
obstante, la experiencia varía en relación con la eficacia y el valor disuasorio.  
 
3.11.2. Eliminación de excepciones y reducciones en las condenas 
 
Recomendación
La legislación ha de eliminar las disposiciones que: 
o contemplen condenas reducidas o exculpen a los autores de actos violentos en asuntos 

de los denominados delitos de honra;
o exculpen a un autor de actos violentos si posteriormente contrae matrimonio con la 

superviviente; y
o establezcan la imposición de penas menores en asuntos relativos a “tipos” concretos de 

mujeres, como trabajadoras del sexo o no vírgenes.

Comentario
En muchos países, la legislación en materia de violencia contra la mujer sigue conteniendo 
disposiciones que absuelvan o reduzcan las condenas de autores de delitos de violencia 
contra la mujer en determinadas circunstancias. Por ejemplo, algunos códigos penales contienen 
disposiciones que establecen que, si el autor de un acto violento contrae matrimonio con la 
superviviente de la violencia sexual, dicho autor del delito no será responsable del mismo.  
 
Muchos códigos penales contienen disposiciones que establecen la imposición de penas 
reducidas en casos de los denominados asuntos de honra. Además, algunos países han 
realizado gestiones para suprimir dichas disposiciones de sus códigos penales. Por ejemplo, 
en 2003, se suprimió el artículo 462 del Código Penal de Turquía, que anteriormente 
concedía reducciones de condena al asesinato de una persona o a la lesión de un miembro 
de la familia que hubiese cometido adulterio. En 1994, el Brasil modificó su Código Penal 
mediante la Ley 8.930 para eliminar las secciones VII y VIII del artículo 107, y en 2006 el 
Uruguay modificó el artículo 116 de su Código Penal; ambos exculpaban a los autores de 
actos violentos que hubiesen contraído matrimonio con la superviviente de violencia sexual.  
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3.11.3. Ampliación de sanciones para el delito reiterado/agravado de violencia doméstica 

Recomendación
La legislación ha de establecer:  
o el reforzamiento de la gravedad de las sanciones para incidentes reiterados de violencia 

doméstica, independientemente del nivel de lesiones; y
o el incremento de las sanciones por violaciones múltiples de órdenes de protección. 
 
Comentario
Los incidentes reiterados de violencia doméstica son comunes y, cuando se aplique la 
misma pena por cada agresión, el efecto disuasorio es cuestionable. En los Estados Unidos 
de América y en algunos países de Europa, el reforzamiento de las penas por incidentes 
reiterados ha demostrado ser efectivo. El paquete de reformas sueco “Kvinnofrid” de 1998 
introdujo un nuevo delito, “grave violación de la integridad de una mujer” en el Código 
Penal para dar respuesta a situaciones en las que un hombre cometa reiteradamente 
determinados actos criminales contra una mujer con la que está o ha estado casado o con la 
que convive o ha convivido. El delito es punible mediante ingreso en prisión durante no 
menos de seis meses y no más de seis años. La sección 215a del Código Penal de la 
República Checa establece penas ampliadas en asuntos de violencia doméstica reiterada. 
Las nuevas enmiendas realizadas a las leyes en los Estados Unidos de América establecen 
que los jueces pueden conceder órdenes de protección que duran cincuenta años cuando 
una superviviente haya tenido dos órdenes de protección previas contra el agresor o cuando 
el asesor haya infringido una orden de protección en dos ocasiones. 
 
3.11.4. Consideraciones en la imposición de multas en asuntos de violencia doméstica 
 
Recomendación
La legislación ha de establecer que: 
o las multas no se impongan en asuntos de violencia doméstica si ello causase dificultades 

económicas a la superviviente o sus hijos; y 
o cuando las multas se impongan, deberían combinarse con tratamiento y supervisión del 

autor del delito a través de la libertad condicional. 
 
Comentario
En muchos casos de violencia contra la mujer, puede condenarse al autor del acto violento, 
en procedimientos penales, u obligarse, en procedimientos civiles, a pagar una multa. Por 
multa se entiende una cantidad de dinero pagada por el autor del acto violento al Estado por 
una infracción del derecho penal o civil. Se ha señalado que la imposición de multas a 
autores de actos de violencia doméstica puede suponer una carga para la superviviente y, 
por tanto, constituir una forma inapropiada de castigo al autor del delito. Por esta razón, 
algunos países, como España, han excluido la imposición de multas para este tipo de delito. 
Además, la experiencia ha sugerido que las multas no son una forma suficiente de castigo 
para cambiar el comportamiento del autor del acto violento.  
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3.11.5. Restitución y compensación para los supervivientes 

Recomendación
La legislación ha de:  
o establecer que las condenas en asuntos penales puedan ordenar el pago de compensación y 

restitución del autor del acto violento a la superviviente; 
o declarar que, aunque la compensación puede ser un elemento a la hora de sancionar a 

los autores de los delitos de la violencia contra la mujer, no debe sustituirse por otras 
sanciones, como el ingreso en prisión; y 

o disponer la creación de un programa de compensación patrocinado por el Gobierno, que 
otorgue a las supervivientes de la violencia contra la mujer el derecho de solicitar y 
recibir una cantidad justa de compensación. 

 
Comentario
Un aspecto de la imposición de condenas que no se ha utilizado plenamente es la 
posibilidad de exigir al autor del delito el pago de compensación a la superviviente. No 
obstante, cada vez más países están promulgando legislación que permite la concesión de 
compensación en asuntos penales, como el artículo 11 de la Ley contra el Femicidio y otras 
formas de Violencia contra la Mujer (2008) de Guatemala, que contempla la reparación 
proporcional del perjuicio causado por la violencia, y la Ley de compensación de daños 
penales (1995) del Reino Unido. En España, la Ley de de Ayudas y Asistencia a las 
Victimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual (1995) creó un fondo para las 
víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual.  
  
3.11.6. Programas de intervención para autores de actos violentos y condenas alternativas 

Recomendación
La legislación ha de:  
o establecer que se las condenas prescriban programas de intervención para autores de 

actos violentos y que los operadores de dichos programas trabajen en estrecha cooperación 
con los proveedores de servicios de demandantes/supervivientes;

o aclarar que el uso de condenas alternativas, incluidas las condenas en las que el autor 
del delito queda obligado a asistir a un programa de intervención para personas que hayan 
cometido actos violentos y no se le impone ninguna otra pena, se aborde con mucha 
cautela y sólo se dicte en casos en los que haya un seguimiento continuo de la condena 
por parte de funcionarios de justicia y organizaciones no gubernamentales de mujeres 
para garantizar la seguridad de la demandante/superviviente y la efectividad de la condena; y

o dictaminar la revisión y el seguimiento atentos de los programas de intervención de 
autores de actos violentos y condenas alternativas que tengan que ver con organizaciones no 
gubernamentales de mujeres y demandantes/supervivientes.

Comentario
Por condena alternativa se entienden todas las condenas y castigos distintos del ingreso en 
prisión, incluido servicio comunitario o el requisito de que el autor del delito asista a un 
programa de intervención al efecto. Un creciente número de países ofrecen la opción de 
condenas que obligan a quien haya cometido un acto violento a asistir a un programa de 
intervención al efecto de forma adicional a otras penas, o en sustitución de éstas. Aunque 
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ha habido algunas experiencias positivas con estos programas, los proveedores de servicios 
para supervivientes han destacado que, cuando se disponga de financiación limitada, debe 
otorgarse prioridad a las supervivientes sobre los programas para autores de delitos, y que 
dichas sentencias sólo deben imponerse tras una evaluación para garantizar que no haya 
riesgos para la seguridad de la superviviente. Los artículos 11 a 20 de la Ley costarricense 
de penalización de la violencia contra las mujeres (2007) establecen instrucciones 
detalladas sobre cuándo han de imponerse condenas alternativas y las alternativas disponibles. En 
España, Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género 
(2004) contempla la posibilidad de la suspensión o la sustitución de otras penas en casos de 
violencia contra la mujer, cuando la posible pena de prisión sea inferior a dos años. En los 
casos en los que la condena quede en suspenso, el autor del acto violento está obligado a 
participar en un programa de intervención. La experiencia ha subrayado la importancia de 
instituir programas bien desarrollados para garantizar que la superviviente siga estando 
segura y que el autor del acto violento se beneficie del programa. El Reino Unido ha tenido 
experiencias positivas con el Programa Integrado de Abusos Domésticos como opción en la 
imposición de condenas. El programa tiene una duración de veintiséis semanas y se centra 
en que los autores del acto violento acepten la responsabilidad por su comportamiento y se 
comprometan a modificar su conducta y actitudes. Los programas acreditados deben 
asociarse con una organización que apoye a la superviviente para que ésta pueda notificar si 
la violencia continúa.  
 

3.12. Demandas civiles 
 
3.12.1. Demandas civiles contra quienes han cometido delitos de violencia contra la mujer 

Recomendación
La legislación ha de:  
o permitir a las demandantes/supervivientes de violencia contra la mujer a presentar 

demandas civiles contra quienes hayan perpetrado dicha violencia; y
o suprimir requisitos que prohíban a las mujeres presentar demandas contra un cónyuge u 

otro miembro de la familia, o que exijan el consentimiento del cónyuge u otro familiar 
para que una mujer pueda presentar una demanda. 

Comentario
Las demandas civiles son un complemento o alternativa al enjuiciamiento criminal, órdenes 
civiles de protección y otros recursos jurídicos disponibles. En función de los fundamentos 
jurídicos y de la legislación competente, entre las formas de alivio disponibles a las 
demandantes en demandas civiles pueden incluirse indemnización compensatoria, daños 
punitivos, alivio declarativo y desagravio por mandato judicial, así como una orden judicial 
que exija al demandado el abono de los honorarios corrientes de la defensa. En muchos 
ordenamientos jurídicos, las demandas civiles presentan ventajas sobre acciones penales. 
Los asuntos civiles están regulados por una carga de la prueba menor que en los asuntos 
penales, las demandantes/supervivientes tienen el control sobre la demanda, y algunas 
consideran que los tipos de alivio concedidos cuando se gana una demanda civil resultan de 
mayor utilidad que el ingreso en prisión del autor de la violencia. En los Estados Unidos de 
América, recientes cambios de doctrina han facilitado la presentación de demandas civiles 
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de demandantes/supervivientes contra los autores de actos violentos. Algunos Estados han 
ampliado la ley de limitaciones para alegaciones de violencia doméstica y la antigua 
doctrina del derecho consuetudinario de inmunidad en materia de agravio entre cónyuges, 
que prohibía a un cónyuge demandar al otro, se ha abandonado en muchos Estados.  
 
3.12.2. Demandas civiles contra terceros 

Recomendación
La legislación ha de permitir:
o a las demandantes/supervivientes de violencia contra la mujer presentar demandas 

contra individuos gubernamentales o no gubernamentales y entidades que no hayan 
ejercido la diligencia debida para prevenir, investigar o castigar la violencia; y

o demandas sobre la base de leyes antidiscriminación o en materia de derechos civiles.

Comentario 
Las demandas contra terceros suponen una oportunidad adicional para imputar a organismos 
gubernamentales y otras instituciones responsabilidades por violencia contra la mujer, y 
también pueden presentar una fuente de compensación monetaria para la superviviente. En 
el asunto de Chairman Railway Board contra Chandrima Das (MANU/SC/0046/2000), el 
Tribunal Supremo de la India confirmó la concesión sin precedentes de 10.000.000 de 
rupias a una superviviente bangladeshí de una violación cometida por funcionarios 
ferroviarios en Bengala Occidental como compensación por la vulneración del derecho 
fundamental de la mujer a la vida y la igualdad de conformidad con la Constitución india, 
independientemente de su nacionalidad extranjera. En el asunto de Thurman contra City of 
Torrington, (595 F. Supp. 1521 D. Conn. 1984), una parte demandó a la ciudad de 
Torrington, Connecticut, Estados Unidos de América, alegando que los agentes de policía 
habían desoído reiteradamente sus quejas de violencia cometida por su marido, del que 
estaba separada, y que incluso fueron testigos sin inmutarse de la brutal paliza que le 
propinó, por lo que el jurado le concedió 2,3 millones de dólares estadounidenses por daños 
y perjuicios. Tras este asunto, muchos departamentos de policía reforzaron sus políticas en 
materia de respuesta a la violencia doméstica.  
 
Existe un subconjunto de demandas civiles contra autores de violencia o terceros 
compuesto de demandas presentadas con arreglo a leyes antidiscriminación o en materia de 
derechos civiles. En función de la legislación competente, las leyes antidiscriminación o en 
materia de derechos civiles pueden autorizar demandas penales, demandas civiles o ambas. 
Dichas demandas incluyen los actos de violencia contra la mujer en el contexto más amplio 
de desigualdad sistémica de género y dejan claro que las mujeres tienen derecho a la 
igualdad así como el derecho a la seguridad física. La violencia contra la mujer se reconoce 
en la legislación como una forma de discriminación en muchos países, incluida la Ley de 
Promoción de la Igualdad y la Prevención de la Discriminación Injusta. La Ley de 
Derechos Humanos (1993) de Nueva Zelandia define el acoso sexual como forma de 
discriminación y violación de los derechos humanos de las mujeres. En los Estados Unidos 
de América, algunos Estados y poblaciones permiten a las demandantes/supervivientes de 
violencia por razón de género presentar una demanda por vulneración de sus derechos 
civiles.  
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3.13. Derecho de familia 

Recomendación
La legislación ha de garantizar lo siguiente y modificar todas las disposiciones pertinentes 
en derecho penal para reflejarlo:  
o el divorcio de un cónyuge violento y una pensión alimenticia suficiente para esposas  

e hijos;
o el derecho de la superviviente a permanecer en la vivienda familiar tras el divorcio;
o los derechos en materia de seguro y pensión de las supervivientes que se divorcien del 

autor del delito;
o la distribución urgente de propiedades y otros procedimientos pertinentes;
o la selección atenta de todos los asuntos de custodia y visitas para determinar en qué 

casos hay un historial de violencia;
o una presunción legal contra la concesión de custodia infantil a quien haya cometido 

actos de violencia contra la mujer;
o la disponibilidad, en su caso, de centros de visita supervisados de gestión profesional;
o una superviviente de violencia que haya actuado en defensa propia, o huido con el fin 

de evitar más actos de violencia, no debe considerarse que haya cometido delito ni 
deben extraerse conclusiones negativas en su contra, en decisiones relativas a regímenes 
de custodia y visitas; y

o los procedimientos en materia de abuso y abandono infantiles deben dirigirse a los 
autores de violencia contra la mujer y debe reconocerse que la mejor manera de 
proteger a los niños suele ser proteger a sus madres.

Comentario
La protección de la violencia doméstica y el derecho a una vida libre de violencia deben 
constituir un principio no sólo en la legislación sobre violencia contra la mujer, sino 
también en todos los ámbitos pertinentes del derecho de familia y de divorcio. La concesión 
de la custodia de un menor a una persona que haya cometido violencia contra la mujer 
supone riesgos tanto para la superviviente adulta como para el niño. La necesidad de 
contacto permanente tras la separación para organizar la custodia y las visitas suele ser 
aprovechada por el autor de los actos violentos para continuar abusando de la superviviente.  
 
En los Estados Unidos de América, el Congreso aprobó en 1990 una resolución por 
unanimidad por la que se insta a todos los Estados a adoptar una presunción legal contra la 
concesión de la custodia a cualquier progenitor que haya cometido actos de violencia 
doméstica. Algunos países exigen que un tercero supervise el intercambio de niños al 
comienzo y el final de la visita por parte del autor de la violencia. No obstante, este sistema 
plantea una serie de cuestiones. Aún en los casos en que se dispone de centros supervisados 
de visita, como en los Estados Unidos de América y en países europeos como España y el 
Reino Unido, resultan demasiado caros para su creación y funcionamiento, y la calidad de 
dichos centros es irregular. Además, las visitas supervisadas no eliminan el riesgo de que 
quien ha cometido actos violentos use la visita como oportunidad para infligir daño a la 
superviviente o a su hijo.  
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En procedimientos relativos a abuso o abandono infantiles, las supervivientes adultas de 
violencia se ven en ocasiones acusadas de exponer a sus hijos a la violencia doméstica. En 
los Estados Unidos de América, los representantes de organizaciones de violencia doméstica y 
organismos de servicios de protección de menores han colaborado en la elaboración de un 
conjunto de recomendaciones dirigidas a tribunales, organizaciones comunitarias y otras 
con el fin de proteger la seguridad y el bienestar de las mujeres y los niños. Una evaluación 
realizada indicó algunas mejoras en la concienciación y en las prácticas relativas a la violencia 
doméstica en organismos de bienestar infantil en comunidades que habían recibido 
financiación federal para aplicar las recomendaciones. No obstante, fue difícil lograr y 
sostener el cambio institucional.  
 

3.14. Legislación en materia de asilo 
 
Recomendación
La legislación ha de:  
o establecer que la violencia contra la mujer puede constituir persecución y que las 

demandantes/supervivientes de dicha violencia deben constituir “un grupo social particular” a 
efectos de la legislación en materia de asilo. 

 
Comentario
Los supervivientes de violencia deben poder cumplir los requisitos necesarios para la concesión 
de asilo en las circunstancias apropiadas. La evolución positiva de la jurisprudencia otorga 
reconocimiento creciente a la violencia contra la mujer como base para la concesión de 
asilo. Por ejemplo, en 1999 la Cámara de los Lores de Inglaterra adoptó una decisión de 
referencia en relación con una solicitud de asilo basada en la violencia doméstica. El asunto 
La Corona contra el Tribunal de Apelación en materia de Inmigración; a petición de Shah 
[1999] 2 AC 629 se ocupaba de las solicitudes de dos mujeres casadas pakistaníes a las que 
sus maridos habían obligado a abandonar sus hogares y que corrían peligro de ser acusadas 
falsamente de adulterio en el Pakistán. La Cámara de los Lores concedió asilo a las dos 
mujeres en base a que eran miembros de un grupo social particular que, en su sentido más 
amplio, podría clasificarse como mujeres pakistaníes que sufren discriminación y como 
grupo desprotegido por el Estado. En el Asunto de Fauziya Kassinja, 21 I. & N. Dic. 357, 
Decisión Provisional 3278, 1996 WL 379826 (Junta de Apelación en materia de 
Inmigración 1996), la Junta de Apelación en materia de Inmigración del Departamento de 
Justicia de los Estados Unidos de América concedió asilo a una mujer que había huido de 
Togo para evitar ser sometida a la mutilación genital femenina. Sin embargo, los tribunales 
de los Estados Unidos de América no han venido aplicando este razonamiento de forma 
consistente a todos los casos de violencia por motivos de género. 
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4. LISTA DE PASOS A SEGUIR A LA HORA DE ELABORAR LEGISLACIÓN EN 
MATERIA DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 

 
� Paso 1: Definir el objetivo legislativo 
 
Al comienzo de todo proceso legislativo debe definirse un objetivo claro. El objetivo de la 
legislación en materia de violencia contra la mujer debe ser prevenir la violencia contra la 
mujer para garantizar la investigación, el enjuiciamiento y el castigo de los autores de los 
actos violentos y proporcionar protección a las demandantes/supervivientes de violencia.

� Paso 2: Consultar a las partes interesadas pertinentes 
 
La consulta inclusiva con todas las partes interesadas afectadas por la legislación o que 
vayan a aplicarla constituye un elemento clave del proceso preparatorio. Garantiza que las 
realidades de las mujeres que sufren violencia se retraten con precisión y que la respuesta 
legislativa sea apropiada. Además, mejora las posibilidades de que la legislación se aplique 
de forma efectiva. La siguiente lista no exhaustiva de partes interesadas conforma una guía 
de las autoridades a las que debe consultarse a la hora de desarrollar legislación sobre la 
violencia contra la mujer. 

� supervivientes/demandantes; 
� organizaciones no gubernamentales dedicadas a la violencia contra la mujer, incluidas las 

que tienen experiencia en la violencia contra grupos determinados de mujeres, como las 
indígenas, inmigrantes, discapacitadas o pertenecientes a minorías étnicas; 

� proveedores de servicios a supervivientes/demandantes; 
� departamentos gubernamentales, incluidos todos los mecanismos nacionales para el 

adelanto de la mujer; 
� instituciones nacionales de derechos humanos; 
� policía y demás fuerzas del orden; 
� fiscales 
� jueces; 
� abogados/colegios de abogados; 
� profesionales sanitarios; 
� personal forense; 
� trabajo social/proveedores de asesoramiento; 
� profesores y otro personal de sistemas educativos; 
� institutos nacionales de estadística; 
� funcionarios de prisiones; 
� líderes religiosos y comunitarios; 
� personal de los medios de comunicación.
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� Paso 3: Adoptar un enfoque empírico a la elaboración de legislación 
 
Un enfoque empírico garantiza que el desarrollo y la concepción de la legislación sea 
informada, y pueda mejorar la calidad y la posible efectividad futura de la legislación. La 
legislación ha de elaborarse a partir de pruebas fiables, incluidos datos e investigación 
sobre el alcance, la prevalencia y la incidencia de todas las formas de violencia contra la 
mujer, sobre las causas y consecuencias de dicha violencia, y sobre las lecciones aprendidas 
y las buenas prácticas de otros países para prevenir y abordar la violencia contra la mujer. 

SENADO DE LA REPÚBLICA  
DE COLOMBIA

MESA DIRECTIVA
RESOLUCIÓN NÚMERO 117 DE 2010

(mayo 30)
�����
����
����������
�������� 

un acto administrativo.
La Mesa Directiva del Senado de la República, 

en uso de sus facultades Constitucionales y Lega-
les, y en especial las conferidas por la Ley 5a de 
1992, y 

CONSIDERANDO:
Que mediante Resolución número 110 de fecha 

22 de abril de 2010, se autoriza, entre otros, al Se-
nador Plinio Olano Becerra para participar en el 

�̂�	���|�����
��
����
����������
�	������
	����
de la sociedad de la información, a realizarse en 
Ginebra-Suiza, del 3 al 5 de mayo del presente año. 

Que mediante comunicación escrita el honora-
ble Senador Plinio Olano Becerra, manifestó no 
������ 	������� 	��� �
� �����
	���� ��	�
�� ��	�
��
por compromisos adquiridos de último momento 
relacionadas con las elecciones Presidenciales.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

���!	���� +�%� ��=�	
�� �
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	���� ��	�
��
hecha al Senador Plinio Olano Becerra para par-
ticipar en el Tercer Foro Parlamentario sobre la 
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realizarse en Ginebra-Suiza, del 3 al 5 de mayo del 
presente año. 

Artículo 2°. Expídanse copias de la presente 
resolución a la Dirección General Administrativa; 
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de Protocolo y Comisión de Acreditación Docu-
mental.

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir 
de la fecha de su expedición. 

Publique, comuníquese y cúmplase. 
30 de mayo de 2010.
El Presidente,

Javier Cáceres Leal
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
* * *

RESOLUCIÓN NÚMERO 120 DE 2010
(mayo 5)

por medio de la cual se autoriza a un miembro 
del Senado de la República a desplazarse fuera 

del país.
La Mesa Directiva del Senado de la Republica, 

en uso de sus facultades Constitucionales y Lega-
les, y en especial las conferidas por la Ley 5a de 
1992, y 

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Nacional establece en su 

artículo 129, que los Servidores Públicos, no pue-
den aceptar cargos, honores o recompensas de go-
biernos extranjeros u organismo internacionales, 
así como suscribir contratos con ellos, sin previa 
autorización. 

Que el Reglamento Interno del Congreso, en su 
artículo 272, prescribe que las Mesas Directivas 
de Cámara y Senado, mediante acto administrativo 
podrán señalar en qué eventos, casos o situaciones 
los honorables Congresistas requieren previa au-
torización. 

Que el numeral 8 del artículo 41 de la Ley 5a de 
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de Congresistas fuera de su sede, siempre y cuan-
do no implique utilización de dinero del erario. 

Que el día 5 de mayo de 2010 la honorable Se-
nadora Dilian Francisca Toro Torres, solicita auto-
rización para aceptar invitación formulada por la 
Doctora Anel Towsnsend Diez Canseco, Consul-
tora y Coordinadora del Proyecto “Estrategias he-
misféricas para promover la participación política 
de la Mujer y el fortalecimiento del sistema electo-
ral desde una perspectiva de género. Primer etapa: 
la región andina de la Comisión Interamericana de 
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evento “Taller Internacional sobre el nivel de cum-
plimiento de las leyes de cuota por género en la 
región andina”, a realizarse los días 5 y 6 de mayo 
del año 2010, en la ciudad de Lima-Perú. 



Página 86 Martes, 1° de junio de 2010 GACETA DEL CONGRESO  281

Que para que la honorable Senadora de la Re-
pública, pueda aceptar la invitación formulada y 
pueda ausentarse de las sesiones de la Comisión a 
la cual pertenece y a las plenarias de la Corpora-
ción, convocadas si fuere el caso, se hace necesa-
rio que la Mesa Directiva del Senado de la Repú-
blica le autorice. 

En mérito de la expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Autorizar a la honorable Senadora 
Dilian Francisca Toro Torres, para aceptar invita-
ción formulada por la Doctora Anel Towsnsend 
Diez Canseco Consultora y Coordinadora del Pro-
yecto “Estrategias hemisféricas para promover la 
participación política de la Mujer y el fortaleci-
miento del sistema electoral desde una perspecti-
va de género. Primer etapa: la región andina de la 
Comisión Interamericana de Mujeres de la OEA”, 
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cional sobre el nivel de cumplimiento de las leyes 
de cuota por género en la región andina”, a reali-
zarse los días 5 y 6 de mayo del año 2010, en la 
ciudad de Lima-Perú. 

Artículo 2°. La asistencia y desplazamiento que 
hará la Honorable Senadora fuera del país, no ge-
nerará erogación alguna al presupuesto del Senado 
de la República. 

Artículo 3°. Expídanse copias de la presente 
�����	����
�� 	������
����?�	��
���������	�����
Sección de Relatoría, Comisión de Acreditación 
Documental y al Ministerio del Interior y Justicia, 
para su correspondiente decreto de autorización. 

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir 
de la fecha de su expedición. 

Publique, comuníquese y cúmplase. 
Dada en Bogotá, D. C. a 5 de mayo de 2010.
El Presidente,

Javier Cáceres Leal
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
* * *

Bogotá D. C., 4 de mayo de 2010
Doctor
JAVIER CÁCERES LEAL
Presidente
Honorable Senado de la República
Ciudad
Señor Presidente:
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 

196 de la Constitución Política, me permito por su 
digno conducto dar aviso al honorable Congreso 
de la República, de mi traslado el día 8 de mayo 
del presente año a la Ciudad de San José (Repúbli-
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misión de Mando Presidencial de la doctora Laura 
Chinchilla Miranda. 

Durante mi ausencia ejercerá las funciones 
constitucionales y legales que le sean delegadas, el 

doctor Fabio Valencia Cossio, actual Ministro del 
Interior y de Justicia. 

Reciba señor Presidente, mis sentimientos de 
consideración y respeto. 

Cordialmente, 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ.
* * *

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
DECRETO NÚMERO 1525 DE 2010

(mayo 3)
por el cual se delegan unas funciones  

constitucionales.
El Presidente de la República de Colombia, en 
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lo 196 de la Constitución Política y,

CONSIDERANDO:
Que el Presidente de la República se trasladará 

el día 8 de mayo del presente año a la Ciudad de 
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remonia de Transmisión de Mando Presidencial de 
la doctora Laura Chinchilla Miranda.

Que de conformidad con las disposiciones 
constitucionales y con la precedencia establecida 
en la ley, el Ministro del Interior y de Justicia, está 
habilitado para ejercer las funciones constitucio-
nales y legales como Ministro Delegatario.

DECRETA:
Artículo 1°. Por el tiempo que dure la ausencia 

del Presidente de la República, en razón del via-
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decreto, deléganse en el Ministro del Interior y de 
Justicia, doctor Fabio Valencia Cossio, las funcio-
nes legales y las correspondientes a las siguientes 
atribuciones constitucionales:

1. Artículos 129; 189, con excepción de lo pre-
visto en los numerales 1o y 2°; 303, 304 y 314.

2. Artículo 150, numeral 10, en cuanto se re-
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concedidas al Presidente de la República.

3. Artículos 163, 165 y 166.
4. Artículos 200 y 201.
5. Artículos 213, 214 y 215.
Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de 

la fecha de su expedición.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C. a 3 de mayo de 2010

ÁLVARO URIBE VÉLEZ.
* * *

Bogotá, D. C. 13 de mayo de 2010
Doctor 
JAVIER CÁCERES LEAL 
Presidente 
Honorable Senado de la República 
Ciudad 
Señor Presidente:
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De conformidad con lo dispuesto por el artículo 
196 de la Constitución Política, me permito por su 
digno conducto dar aviso al honorable Congreso 
de la República, de mi traslado entre los días 15 al 
19 de mayo del presente año a la Ciudad de Ma-
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de la Unión Europea, América Latina y el Caribe. 

Durante mi ausencia ejercerá las funciones 
constitucionales y legales que le sean delegadas, el 
doctor Fabio Valencia Cossio, actual Ministro del 
Interior y de Justicia. 

Reciba señor Presidente, mis sentimientos de 
consideración y respeto. 

Cordialmente, 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

* * *
DECRETO NÚMERO 1637 DE 2010

(mayo 11)
por el cual se delegan unas funciones  

constitucionales.
El Presidente de la República de Colombia, en 
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lo 196 de la Constitución Política, y 

CONSIDERANDO:
Que el Presidente de la República se trasladará 

entre los días 15 al 19 de mayo del presente año a 
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a la VI Cumbre de la Unión Europea, América La-
tina y el Caribe. 

Que de conformidad con las disposiciones 
constitucionales y con la precedencia establecida 
en la ley, el Ministro del Interior y de Justicia, está 
habilitado para ejercer las funciones constitucio-
nales y legales como Ministro Delegatario. 

DECRETA:
Artículo 1°. Por el tiempo que dure la ausencia 

del Presidente de la República, en razón del via-
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decreto, deléganse en el Ministro del Interior y de 
Justicia, doctor Fabio Valencia Cossio, las funcio-
nes legales y las correspondientes a las siguientes 
atribuciones constitucionales: 

1. Artículos 129; 189, con excepción de lo pre-
visto en los numerales 1° y 2°; 303, 304 y 314. 

2. Artículo 150, numeral 10, en cuanto se re-
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concedidas al Presidente de la República. 

3. Artículos 163, 165 y 166. 
4. Artículos 200 y 201. 
5. Artículos 213, 214 y 215. 
Artículo 2°. El presente Decreto rige a partir de 

la fecha de su expedición. 
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 11 de mayo de 2010 

ÁLVARO URIBE VÉLEZ.
* * *

Bogotá, D. C., 
Doctor 
EMILIO OTERO DAJUD 
Secretario General 
Senado de la República 
Capitolio Nacional Plaza de Bolívar 
����	������=��������������
Respetado doctor: 
Dando cumplimiento a lo establecido en el Ar-

tículo 135, numeral 3 de la Constitución Política 
de Colombia de 1991 y el Artículo 255 de la Ley 
5a. de 1992, adjunto el Informe de comisión (es) al 
exterior efectuada (s) por funcionario (s) del Ins-
tituto, durante el bimestre marzo - abril de 2010. 

Cordial Saludo, 
Luis Fernando Caicedo Lince.

Gerente General ICA.
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Siendo las 8:15 p. m., la Presidencia levanta la sesión y convoca para el día martes 18 de mayo de 
2010, a las 3:00 p. m.

El Presidente,
JAVIER ENRIQUE CÁCERES LEAL.

El Primer Vicepresidente,
EFRAÍN TORRADO GARCÍA.

El Segundo Vicepresidente,
JORGE ELIÉCER GUEVARA.

El Secretario General,
EMILIO OTERO DAJUD.

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2010


